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S U M A R I O

Se reanuda la sesión a las nueve de la mañana. 
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Proyecto de ley sobre cooperación inter-
nacional para el desarrollo. . . . . . . . . . .

Para la presentación del proyecto, en nombre del Go-
bierno, interviene el señor Ministro de Asuntos
Exteriores (Matutes Juan). Manifiesta que el
proyecto de ley que hoy trae a la consideración de
la Cámara responde a una necesidad largamente
sentida no sólo por las instituciones que trabajan
en este área, sino por toda la sociedad civil y las
propias fuerzas políticas. Dicha necesidad deriva de
múltiples factores igualmente importantes, entre
los que destaca el importante aumento de los fon-
dos destinados a la cooperación para el desarrollo
que se ha venido produciendo en los últimos años,
la ampliación del área geográfica de aplicación, así
como la creciente diversificación de programas y
proyectos y la multiplicación de actores. Se trata de

un proyecto de ley en el que se establecen claramen-
te los principios y que necesitará de un posterior
desarrollo legislativo. A continuación analiza deta-
lladamente los objetivos contenidos en los diversos
títulos, capítulos y artículos del proyecto de ley, en-
tre los que destaca la lucha contra la pobreza, el fo-
mento de la paz internacional y la presencia de Es-
paña en el exterior. Concluye su intervención
manifestando que se ha tratado de crear un instru-
mento legal que sintonice con la realidad, con los
deseos de la sociedad española y constituya, por
tanto, un marco adecuado para encauzar las ener-
gías de nuestra sociedad hacia actividades de indu-
dable trascendencia en el contexto de la lucha uni-
versal contra la pobreza.

En defensa de las diversas enmiendas de totalidad
presentadas al proyecto de ley, intervienen los seño-
res Navas Amores, del Grupo Parlamentario Fede-
ral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya;
Fuentes Gallardo, del Grupo Parlamentario So-
cialista del Congreso, y Saura Laporta y Rodrí-
guez Sánchez, del Grupo Parlamentario Mixto.

En turno en contra de las enmiendas interviene el se-
ñor Izquierdo Juárez, del Grupo Parlamentario
Popular en el Congreso.
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En turno de réplica intervienen los señores Navas
Amores y Fuentes Gallardo, duplicando el señor
Izquierdo Juárez.

En turno de fijación de posiciones intervienen los se-
ñores Gómez Rodríguez, del Grupo Parlamenta-
rio de Coalición Canaria; Recoder i Miralles, del
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), y Caballero Basáñez, del Grupo Parlamen-
tario Vasco (EAJ-PNV).

Página

Proyecto de ley de régimen del suelo y
valoraciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Presenta el proyecto de ley, en nombre del Gobierno, el
señor Ministro de Fomento (Arias-Salgado y
Montalvo). Manifiesta en primer lugar que el pro-
yecto de ley que tiene el honor de presentar a la Cá-
mara responde a la necesidad de hacer frente al gra-
ve problema de la carestía de la vivienda, en cuyo
origen está la carestía del suelo. Añade que es una
ley de reforma estructural de gran importancia por-
que incide sobre dos aspectos fundamentales para
los ciudadanos: de un lado, las mayores posibilida-
des de acceso a la vivienda y, de otro, la competiti-
vidad de la economía y de las empresas, en la medi-
da en que el suelo es un elemento primordial de los
costes a los que hace frente cualquier actividad eco-
nómica. Considera que se trata de un problema no
resuelto porque la legislación vigente desde hace
siete años ha sido rechazada tanto por su marcado
carácter intervencionista como por su innecesaria
complejidad, que ha dado lugar a diversos recursos
presentados por algunas comunidades autónomas,
siendo necesario anular doscientos artículos del
texto vigente.
Expone que en el ejercicio estricto de las competen-
cias que la Constitución española reserva al Estado,
el Gobierno ha querido cambiar la situación en tres
planos: mediante la regulación de las condiciones
básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de
los derechos de propiedad del suelo, mediante el es-
tablecimiento de criterios de valoración del suelo
más realistas y mediante la modificación parcial del
procedimiento y de las garantías expropiatorias.
Añade que es una ley abierta, que hace posible el in-
cremento de la oferta de suelo y que permite distin-
tas políticas urbanísticas y modelos de gestión.
Pasa a concretar el contenido de los diferentes títu-
los y artículos de que se compone el proyecto de ley,
destacando algunos principios básicos como la
participación de la comunidad en las plusvalías ge-
neradas por la acción urbanística de las adminis-
traciones públicas; la conjugación de la acción de
la iniciativa privada y de los entes públicos, a quie-

nes corresponde la dirección del proceso; el reparto
equitativo de beneficios y cargas o los derechos de
información y de participación de los afectados, así
como la determinación de las distintas clases de
suelo como presupuesto mismo de la definición de
las condiciones básicas del derecho de propiedad
urbana y de los distintos regímenes de suelo aplica-
bles, principal reforma estructural contenida en el
proyecto de ley.
En cuanto a los criterios de valoración del suelo,
explica que el proyecto de ley ha optado por estable-
cer un sistema que refleje con la mayor exactitud
posible el valor real que el mercado asigna a cada
tipo de suelo, eliminando la actual dualidad de va-
lores, inicial y urbanístico, y aproximándose al pre-
cio justo, inexcusable en toda operación expropia-
toria, que no puede ser otro que el que permita al
propietario adquirir otro bien de análogas caracte-
rísticas y situación. Añade que esta primera pro-
puesta, que es en principio de general aceptación,
se puede ver afectada en su aplicación por el conte-
nido que legalmente se atribuya a la propiedad del
suelo, por las condiciones más o menos perfectas
del mercado y por las reglas que se establezcan para
determinar el justo precio.
Termina su intervención manifestando que el Mi-
nisterio de Fomento, como responsable de la elabo-
ración del anteproyecto de ley, se planteó desde el
primer momento conseguir un texto breve, limitado
a las estrictas competencias del Estado, fácil de en-
tender y de aplicar y que tuviera al mismo tiempo
la flexibilidad suficiente para que las comunidades
autónomas puedan legislar en las materias urba-
nísticas de su exclusiva competencia, sin que se
produzcan disfunciones y garantizándose la igual-
dad básica en todos los españoles en el ejercicio de
los derechos constitucionales.

En defensa de las enmiendas de totalidad intervienen
el señor Vázquez Vázquez (don Guillerme) y la
señora Lasagabaster Olazábal, del Grupo Parla-
mentario Mixto.

A continuación, en defensa de las enmiendas de tota-
lidad de texto alternativo, intervienen el señor Fer-
nández Sánchez, del Grupo Parlamentario Fede-
ral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, y
la señora Narbona Ruiz, del Grupo Parlamentario
Socialista.

En turno en contra de las enmiendas interviene el se-
ñor Ortiz González, del Grupo Parlamentario Po-
pular en el Congreso.

En turno de réplica intervienen la señora Narbona
Ruiz y el señor Fernández Sánchez, duplicando
el señor Ortiz González.
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En turno de fijación de posiciones intervienen el se-
ñor Rivero Baute, del Grupo Parlamentario de Co-
alición Canaria; la señora Uría Echevarría, del
Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), y el señor
Recoder i Miralles, del Grupo Parlamentario Ca-
talán (Convergència i Unió).

Sometida a votación, en primer lugar, la enmienda de
totalidad de devolución, presentada por el Grupo
Parlamentario Mixto, al proyecto de ley sobre coo-
peración internacional para el desarrollo, se recha-
za por 150 votos a favor, 168 en contra y una abs-
tención.

Sometida a votación, en segundo lugar, la enmienda
de totalidad de texto alternativo, presentada por el
del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Uni-
da-Iniciativa per Catalunya al mismo proyecto de
ley, se rechaza por 151 votos a favor y 168 en con-
tra.

Sometida a votación, en tercer lugar, la enmienda de
totalidad de texto alternativo, del Grupo Parlamen-
tario Socialista del Congreso, se rechaza por 152
votos a favor y 166 en contra.

Sometida a votación, en cuarto lugar, la enmienda de
totalidad de texto alternativo, presentada por el se-
ñor Saura Laporta, del Grupo Parlamentario Mix-
to, a dicho proyecto de ley, se rechaza por 151 votos
a favor, 167 en contra y una abstención.
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Avocación por el Pleno. . . . . . . . . . . . . . . . .
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Del proyecto de ley sobre cooperación
internacional para el desarrollo . . . . . .

El señor Presidente somete a la Cámara la avoca-
ción por el Pleno de la deliberación y votación final
del proyecto de ley sobre cooperación internacional
para el desarrollo, lo que se aprueba por asenti-
miento.
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Debates de totalidad de iniciativas legis-
lativas (votación) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Proyecto de ley de régimen del suelo y
valoraciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sometida a votación, en primer lugar, la enmienda de
devolución presentada por el Grupo Parlamentario
Mixto al proyecto de ley de régimen de suelo y valo-
raciones, se rechaza por 151 votos a favor y 168 en
contra.

Sometida a votación, en segundo lugar, la enmienda
de totalidad de texto alternativo, del Grupo Parla-
mentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya, a dicho proyecto de ley, se rechaza por
150 votos a favor, 168 en contra y una abstención. 

Sometida a votación, en tercer lugar, la enmienda de
totalidad de texto alternativo presentada por el Gru-
po Parlamentario Socialista del Congreso, se recha-
za por 152 votos a favor, 166 en contra y una abs-
tención.

Página

Avocación por el Pleno. . . . . . . . . . . . . . . . .
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Del proyecto de ley de régimen del suelo
y valoraciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Al igual que en el anterior proyecto de ley, el señor
Presidente somete a la Cámara la avocación por el
Pleno del proyecto de ley de régimen del suelo y va-
loraciones, lo que se aprueba por asentimiento.
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Convalidación o derogación de reales
decretos-leyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Página

Real Decreto-ley 17/1997, de 10 de octu-
bre, por el que se modifican determi-
nados artículos de la Ley Orgánica
13/1991, de 20 de diciembre, del Servi-
cio Militar . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En nombre del Gobierno, presenta el Real Decreto-ley
el señor Ministro de Defensa (Serra Rexach).
Manifiesta que la razón de traer a la Cámara este
Real Decreto-ley, admitiendo la posibilidad de con-
tar con un excedente de reemplazo, es consecuencia
directa del período de transición entre un modelo
mixto de Fuerzas Armadas y otro totalmente profe-
sional, a lo que hay que añadir el plan de reducción
de los efectivos para dar cumplimiento al objetio
del Gobierno de contar con unas Fuerzas Armadas
más profesionales, más reducidas y más eficaces. 
Una vez explicadas las razones de este Real Decreto-
ley que hoy se pretende convalidar, pasa a analizar el
porqué del carácter extraordinario y urgente. Expone
que la transición de un modelo mixto a otro total-
mente profesional hace casi inncesario explicar la
multitud de mecanismos de carácter extraordinario
necesarios para poder llevar a buen fin este proceso
de carácter histórico. En cuanto al carácter urgente
considera que hay razones extraordinariamente cla-
ras si se tiene en cuenta que el volumen de efectivos
profesionales con que contarán las Fuerzas Armadas
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en el año 1998 viene definido en la Ley General de
Presupuestos que tuvo entrada en esta Cámara el día
primero de los corrientes. Asimismo hace referencia
al carácter orgánico de la Ley del Servicio Militar y
aclara que los artículos que se pretenden modificar
no tienen dicho carácter. Por otra parte, afirma que
para solucionar las diferencias entre efectivos nece-
sarios y contingente disponible, con el menor coste
presupuestario posible, es necesaria la figura del ex-
cedente de cupo, aunque el Gobierno no excluye el
poder utilizar como mecanismo para declarar exenta
a una persona las pruebas psicofísicas o condiciona-
mientos económicos y familiares. Por último, mani-
fiesta que el método que se propone garantiza el
principio de igualdad de oportunidades y puede ser
utilizado complementariamente con los que se arbi-
tren en años futuros.

Se suspende la sesión a las dos y treinta minutos de
la tarde.

Se reanuda la sesión a las cuatro y quince minutos de
la tarde.

En turno de fijación de posiciones intervienen los seño-
res Vázquez Vázquez (don Guillerme), del Grupo
Parlamentario Mixto, y Mardones Sevilla, del Gru-
po Parlamentario de Coalición Canaria; la señora
Uría Echevarría, del Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV); y los señores Campuzano i Canadés,
del Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió); Meyer Pleite, del Grupo Parlamentario Fede-
ral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya; Mo-
ya Milanés, del Grupo Parlamentario Socialista del
Congreso, y Fernández de Mesa Díaz del Río, del
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.
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Proyecto de ley ordenadora de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social . . .

En turno de fijación de posiciones intervienen los se-
ñores Mardones Sevilla, del Grupo Parlamentario
de Coalición Canaria; Campuzano i Canadés, del
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió); Vaquero del Pozo, del Grupo Parlamenta-
rio Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-
lunya; Arnau Navarro, del Grupo Parlamentario
Socialista del Congreso, y Alcalde Sánchez, del
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.
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Sometida a votación la convalidación o derogación
del Real Decreto-ley, se aprueba la convalidación
por 288 votos a favor y 16 abstenciones.
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ción de Trabajo y Seguridad Social . . .

Sometidas a votación, en primer lugar, la enmienda
al artículo 13 y la de supresión de la disposición
adicional tercera, se aprueban por 287 votos a fa-
vor, 15 en contra y dos abstenciones.

Sometidas a votación, en segundo lugar, el resto de
las enmiendas del Senado, se aprueban por unani-
midad.
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co-técnica entre el Reino de España y
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mayo de 1991, y Canje de notas de 4 y
16 de octubre de 1995 que lo modifica
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Protocolo sobre prohibiciones o restric-
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trampa y otros artefactos (Protocolo
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nados, “Protocolo sobre armas laser
cegadoras”, Protocolo IV , adoptado
en Viena el 13 de octubre de 1995 . . . .
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do en Madrid el 30 de mayo de 1997 . .
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mo, hechos en Bruselas el 19 de junio
de 1995, así como reserva que el Go-
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des de Feces de Abaixo (España) y Vila
Verde da Raia (Portugal), firmado en
Madrid el 24 de junio de 1997 . . . . . . . .
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Canje de notas constitutivo de Acuerdo
entre España y Rumanía sobre la mo-
dificación del Convenio sobre trans-
porte aéreo entre el Gobierno de Espa-
ña y el Gobierno de la República
Socialista de Rumanía y Anexo, firma-
do en Madrid el 10 de enero de 1980 . .
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Canje de notas constitutivo de Acuerdo
entre España y Uruguay sobre la modi-
ficación del Acuerdo sobre transporte
aéreo comercial entre el Reino de Es-
paña y la República Oriental de Uru-
guay, firmado en Montevideo el 13 de
agosto de 1979 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Declaración prevista en el artículo 14 de
la Convención Internacional sobre la
eliminación de todas las formas de
discriminación racial (Nueva York, 7
de marzo de 1996). . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sometidos a votación los dictámenes de la Comisión
de Asuntos Exteriores sobre convenios internacio-
nales, son aprobados por asentimiento.
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Dictámenes de comisiones sobre iniciati-
vas legislativas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Proyecto de ley de concesión de un cré-
dito extraordinario por importe de
429.966.757 pesetas, para atender el
déficit de explotación de los Ferroca-
rriles de Via Estrecha (FEVE) . . . . . . . .

Página

Proyecto de ley de concesión de dos crédi-
tos extraordinarios por importe total de
120.277.891 pesetas, para el pago de in-
demnizaciones no concretadas durante
la instrucción del proceso por el incen-
dio de la discoteca de la calle Alcalá 20,
según el auto de la Audiencia provincial
de Madrid de 3 de marzo de 1997. . . . . .

Página

Proposición de ley orgánica de transfe-
rencia de competencias ejecutivas en

materia de tráfico y circulación de ve-
hículos a motor a la Comunidad Autó-
noma de Cataluña . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En defensa de las enmiendas presentadas intervienen
la señora Rivadulla Gracia, del Grupo Parlamen-
tario Mixto, y el señor Jover Presa, del Grupo Par-
lamentario Socialista del Congreso.

En turno en contra de las enmiendas interviene el se-
ñor López de Lerma i López, del Grupo Parla-
mentario Catalán (Convergència i Unió).

En turno de réplica intervienen la señora Rivadulla
Gracia y el señor Jover Presa, duplicando el señor
López de Lerma i López.

En turno de fijación de posiciones intervienen la se-
ñora Uría Echevarría, del Grupo Parlamentario
Vasco (EAJ-PNV); y los señores Meyer Pleite, del
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya, y Gómez-Alba Ruiz, del
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

Sometido a votación, en primer lugar, el dictamen de
la Comisión al proyecto de ley de concesión de un
crédito extraordinario para atender el déficit de ex-
plotación de los Ferrocarrriles de Via Estrecha (FE-
VE), se aprueba por unanimidad.

Sometido a votación, en segundo lugar, el dictamen
de la Comisión al proyecto de ley de concesión de
dos créditos extraordinarios para el pago de las in-
demnizaciones no concretadas durante la instruc-
ción del proceso por el incendio de la discoteca de
la calle Alcalá 20, según auto de la Audiencia Pro-
vincial de Madrid, se aprueba por 297 votos a favor
y una abstención.

Sometidas a votación, en primer lugar, las enmiendas
del Grupo Parlamentario Mixto y del Grupo Parla-
mentario Socialista del Congreso a la proposición
de ley orgánica de transferencia de competencias
ejecutivas en materia de tráfico y circulación de ve-
hículos a motor a la Comunidad Autónoma de Ca-
taluña, son rechazadas.

Sometido a votación, en segundo lugar, el dictamen de
la Comisión sobre la proposición de ley orgánica de
transferencia de competencias ejecutivas en materia
de tráfico y circulación de vehículos a motor a la
Comunidad Autónoma de Cataluña, es aprobado.
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Votación de conjunto . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Proposición de ley orgánica de transfe-
rencia de competencias ejecutivas en
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materia de tráfico y circulación de ve-
hículos a motor a la Comunidad Autó-
noma de Cataluña . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sometida a votación de conjunto la proposición de
ley orgánica, se aprueba por 302 votos a favor y
uno en contra.
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Tramitación directa y en lectura única
de iniciativas legislativas . . . . . . . . . . . . .

Página

Proyecto de ley por la que se añade un
párrafo tercero al artículo 67.1 del tex-
to articulado de la Ley sobre tráfico,
circulación de vehículos a motor y se-
guridad vial, aprobado por Real De-
creto legislativo 339/1990, de 2 de
marzo (Procedente del Real Decreto-
ley 12/1997, de 1 de agosto) . . . . . . . . . .

Sometido a votación, se aprueba por unanimidad. 

Página

Proposición de ley sobre medidas presu-
puestarias aplicables al Fondo proce-
dente de los bienes decomisados por
tráfico de drogas y otros delitos rela-
cionados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En defensa de las enmiendas presentadas intervienen
las señoras Sabanés Nadal, del Grupo Parlamen-
tario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca-
talunya, y Cava de Llano y Carrió, del Grupo Par-
lamentario Popular en el Congreso.

En turno de fijación de posiciones intervienen el se-
ñor Gómez Rodríguez, del Grupo Parlamentario
de Coalición Canaria, la señora Riera i Ben, del
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), y el señor Martinón Cejas, del Grupo Parla-
mentario Socialista del Congreso.

Sometidas a votación las enmiendas presentadas por
el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Uni-
da-Iniciativa per Catalunya, son aprobadas por 275
votos a favor y una abstención.

Sometidas a votación las enmiendas presentadas por
el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso,
son aprobadas por unanimidad.

Sometida a votación la proposición de ley con las en-
miendas incorporadas, se aprueba por unanimidad.

Se levanta la sesión a las siete y diez minutos de la
tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve de la mañana.

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LE-
GISLATIVAS:

— PROYECTO DE LEY SOBRE COOPERACIÓN
INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO.
(Número de expediente 121/000077)

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señoras y se-
ñores diputados. 

De acuerdo con la Junta de Portavoces, la sesión
continúa ahora con el debate del punto X previsto en
el orden del día que SS. SS. tienen repartido, debates
de totalidad de iniciativas legislativas, comenzando
por el proyecto de ley sobre cooperación internacional
para el desarrollo.

Para la presentación del proyecto, en nombre del
Gobierno, tiene la palabra el ministro de Asuntos Exte-
riores, señor Matutes Juan.

El señor MINISTRO DE ASUNTOS EXTERIORES
(Matutes Juan): Señor presidente, señorías, el proyecto
de ley de cooperación para el desarrollo que hoy pre-
sento a esta Cámara, responde a una necesidad larga-
mente sentida no sólo por las instituciones que traba-
jan en esta área, sino por toda la sociedad civil y las
propias fuerzas políticas; prueba de ello son el informe
de este Congreso de los Diputados de noviembre de
1992, así como la ponencia del Senado del mismo mes
de 1994. 

Dicha necesidad deriva de múltiples factores igual-
mente importantes de los que quiero destacar sola-
mente los siguientes: El importante aumento de los
fondos destinados cooperación para el desarrollo que
se ha venido produciendo en los últimos años; hasta el
punto de que hace veinte años España era un país re-
ceptor de ayuda y ha pasado a ser un importante do-
nante. En segundo lugar, la ampliación del área geo-
gráfica de aplicación de nuestra cooperación para el
desarrollo, así como la creciente diversificación de
programas y proyectos. En tercer lugar, la multiplica-
ción de actores en el campo de la cooperación; ya no
es la administración del Estado la única protagonista,
sino que se suman a ella las restantes administracio-
nes públicas, las organizaciones no gubernamentales y
otros agentes sociales. 

Sensible a esta situación y a la consiguiente demanda
social, el Gobierno ha remitido a estas Cortes un pro-
yecto de ley que constituye un marco legal adecuado pa-
ra nuestra cooperación, teniendo en cuenta no sólo la
cantidad sino la calidad de la misma. El actual proyecto
recoge los principios esenciales de la cooperación para
el desarrollo sobre la base de un amplio consenso. En
efecto, en su redacción se han tenido en cuenta no sólo
las opiniones de los diversos departamentos ministeria-
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les que actúan en este campo, sino también los ya cita-
dos informes del Congreso y del Senado, las recomen-
daciones del Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE
y los puntos de vistas de organizaciones de la sociedad
civil implicadas en la cooperación para el desarrollo. 

No se trata de un texto que aborde exhaustiva y mi-
nuciosamente todos los aspectos ligados a la coopera-
ción, sino más bien de una norma marco que establece
orientaciones generales, las cuales en muchos casos
van a necesitar de un posterior desarrollo legislativo.
Ello no significa que el proyecto de ley carezca de con-
tenido en dichos casos, sino que, por el contrario, los
correspondientes artículos establecen claramente los
principios y la orientación a que necesariamente debe-
rá atenerse el citado desarrollo posterior.

Pasando al análisis concreto del proyecto, he de se-
ñalar que en su capítulo I se destaca como objetivo
prioritario para la cooperación la lucha contra la po-
breza. Ello se reconoce expresamente no sólo como
principio en el apartado c) del artículo 2, que busca
asegurar la eficacia de la política española de coopera-
ción al desarrollo en su lucha contra la pobreza, sino
también como el primero de los objetivos que describe
el artículo 3 cuando se refiere al fomento del desarro-
llo de los países más desfavorecidos, con especial énfa-
sis en las capas más necesitadas de la población. Sin
perder de vista este objetivo, más bien como conse-
cuencia de su aplicación, la política española de co-
operación al desarrollo contribuirá igualmente a fomen-
tar la paz internacional y a fomentar, como no puede
ser menos, la presencia de nuestro país en el exterior.

De forma acorde con el conjunto de principios y ob-
jetivos que define, el proyecto de ley concreta a conti-
nuación las prioridades geográficas por un lado, secto-
riales por otro, de la política española de cooperación,
insistiendo en el artículo 4 en la especial atención que
se dedicará a los países de menor desarrollo económi-
co. Por ello se ha adoptado un criterio flexible que per-
mite la periódica revisión de dichas prioridades en el
marco amplio de los planes directores.

El capítulo II del proyecto se refiere a la planifica-
ción, modalidades y vías de la política española de co-
operación. La planificación es una de las necesidades
que con mayor intensidad se hacía sentir en nuestra
cooperación, dado el gran número de actores de la
misma y la conveniencia de evitar solapamientos y dis-
funciones. Se introduce, por tanto, una planificación a
dos niveles: el plan director plurianual a cuatro años
que permite una programación en el medio plazo,
complementado por los planes anuales que aplicarán
las previsiones del anterior y todo ello además se com-
plementa ex post con el plan de evaluación a que se re-
fiere el artículo 12 para el seguimiento y evaluación de
las actividades realizadas de acuerdo con los planes
anteriormente citados.

Dentro de este capítulo se recogen y definen, por
otro lado, las distintas modalidades de cooperación

existentes; se incluyen algunas novedades que ya se
dan en nuestro país como son la educación para el de-
sarrollo y el comercio justo. En este último caso en
particular el texto se hace eco de una proposición no
de ley aprobada en diciembre del pasado año.

El capítulo III se dedica a los órganos competentes
en la formulación y ejecución de la política española
de cooperación. Quiero destacar, en primer lugar, que
el proyecto refuerza las competencias atribuidas al
Parlamento favoreciendo en cada legislatura el debate
sobre temas de cooperación al desarrollo. A continua-
ción el texto describe las funciones del Gobierno y los
ministerios en lo concerniente a la cooperación, defi-
niendo en particular las funciones de la Secretaría de
Estado para la Cooperación Internacional y para Ibe-
roamérica. 

Me interesa destacar en especial los mecanismos
que el proyecto de ley prevé para asegurar la debida
coordinación de las actuaciones de la administración
del Estado en la materia. En primer lugar, el artículo
13 establece que el gobierno define y dirige la política
española de cooperación entendida, según les decía
antes, como parte de la política exterior del Estado.

Por otra parte, y reconociendo las competencias que
en la materia corresponden a otros departamentos mi-
nisteriales, el proyecto de ley establece en su artículo 14
que el ministro de Asuntos Exteriores es responsable en
la ejecución de la política de cooperación. Consecuente-
mente, se le conceden las necesarias facultades de coor-
dinación en los órganos de la Administración general del
Estado que tengan legalmente atribuidas competencias
en la materia. Finalmente, la comisión interministerial
de cooperación se define como el órgano de coordina-
ción técnica interdepartamental de la Administración ge-
neral del Estado en materia de cooperación. 

Existen, por tanto, a mi juicio, garantías suficientes
de coordinación en las actuaciones de la administra-
ción del Estado en la materia. En efecto, bajo la uni-
dad de definición y dirección por parte del Gobierno
una correcta aplicación de la ley permitirá al Ministe-
rio de Asuntos Exteriores ejercitar una coordinación
de las actividades de otros departamentos que sea efi-
caz y a la vez cumpla con los requisitos que el Comité
de Ayuda al Desarrollo de la OCDE ya señaló en su
evaluación de la cooperación española en 1994 y que
hasta el momento no se había corregido. Dicha labor
coordinadora se complementará con la que se lleve a
cabo a nivel técnico desde la comisión interministerial
de cooperación internacional.

El esfuerzo de coordinación que supone un comple-
mento imprescindible —los mecanismos de planifica-
ción antes descritos—, se extiende sin embargo tanto a
las restantes administraciones públicas, como a la pro-
pia sociedad civil mediante otros dos órganos colegia-
dos: la comisión interterritorial de cooperación para el
desarrollo y el consejo de cooperación al desarrollo.
(Rumores.)

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5669 –



El señor PRESIDENTE: Señorías, guarden silencio,
por favor.

El señor MINISTRO DE ASUNTOS EXTERIORES
(Matutes Juan): Señor Presidente, el proyecto reconoce
el importante esfuerzo que en el campo de la coopera-
ción al desarrollo vienen realizando las distintas admi-
nistraciones territoriales. La comisión interterritorial
de cooperación constituye un foro de coordinación y
concertación de dichas administraciones con la Admi-
nistración del Estado con el fin de asegurar la coheren-
cia y complementariedad de sus actuaciones, así como
la mayor eficacia en las respectivas tareas de coopera-
ción que todos llevan a cabo. Es fundamental en este
caso el recíproco respeto de las respectivas competen-
cias, dentro del espíritu de colaboración entre distintas
administraciones que, en el caso de la Administración
central y autonómica, dio en su día lugar a la creación
de las conferencias sectoriales.

El consejo de cooperación al desarrollo, por su par-
te, es el órgano consultivo mediante el que la sociedad
civil participa en la definición de la política de coope-
ración. Forman parte del mismo las organizaciones
no gubernamentales para el desarrollo, instituciones y
organismos privados en este campo, así como repre-
sentaciones de los agentes sociales y expertos en la
materia.

De acuerdo con lo que he señalado antes, los artícu-
los relativos a estos organismos colegiados serán objeto
de desarrollo legislativo ulterior que, naturalmente, no
podrá suponer modificación alguna de las definiciones
que da el proyecto de ley; no se añadirán, por tanto,
contenidos que la ley no tenga, sino que se trata de pro-
fundizar en detalles de funcionamiento que no corres-
ponde insertar en una norma de carácter general.

Concluye el capítulo III con una descripción de la
Agencia Española de Cooperación Internacional y de
las oficinas técnicas de cooperación. La primera, la
agencia, es considerada como órgano de gestión de la
política española de cooperación y las oficinas técni-
cas de cooperación son la unidad organizativa mínima
que permite la eficacia de la cooperación bilateral con
los países receptores.

El capítulo IV trata de los instrumentos de la coope-
ración, tanto de los multilaterales como de los bilate-
rales. Tras relacionar los primeros en el artículo 23, el
siguiente artículo se refiere a los instrumentos bilate-
rales, distinguiendo por un lado los recursos gestiona-
dos por el Ministerio de Hacienda y, por otro, los ges-
tionados por el Ministerio de Asuntos Exteriores. Al
igual que en otros casos anteriores, los aspectos a que
se refiere este artículo serán desarrollados por normas
posteriores que en ningún caso podrán modificar las
directrices que en esta ley marco se establecen. 

El capítulo V trata del personal al servicio de la Ad-
ministración general del Estado en el ámbito de la co-
operación, ocupándose, por tanto, de los recursos hu-

manos necesarios para las actividades a realizar en es-
te campo y procurando su especialización, eficacia y
desarrollo humano.

Por su parte, el capítulo VI se refiere al contexto so-
cial de la cooperación, plasmando la voluntad guberna-
mental de fomentar las actividades de cooperación de
las organizaciones no gubernamentales para el desa-
rrollo, así como los demás agentes sociales que actúan
en este campo. Para ello, se arbitran diversas fórmulas,
como son la concesión de subvenciones e incentivos
fiscales en los términos de la normativa vigente. En
particular se reconoce la amplia vigencia social de las
ONG, a las que se regula ampliamente dotándolas de
un registro específico cuyo funcionamiento será regula-
do mediante el correspondiente desarrollo normativo
del artículo 29 de la Ley. los artículo 31 y 32 también
revisten especial importancia, pues se refieren a los in-
centivos fiscales aplicables. Se aplica a las ONG el régi-
men tributario de las entidades sin fines lucrativos, re-
gulado en el capítulo I del título II de la Ley 30/1994,
por entenderse que los incentivos que ofrece dicha ley
son de por sí suficientemente generosos y, por ello mis-
mo, no conviene discriminar distintas actividades que
son todas ellas de interés general, otorgando a unas be-
neficios fiscales distintos a los de otras. Por otro lado,
la normativa aplicable requiere que las entidades bene-
ficiarias revistan la figura de fundaciones o asociacio-
nes declaradas de utilidad pública. Con ello se trata de
asegurar que las entidades que realizan actividades pri-
vilegiadas lo hagan sin ánimo de lucro. No obstante to-
do ello, el artículo 32 prevé la posibilidad de aplicación
de incentivos fiscales incrementados, en los términos
del artículo 67 de la citada Ley 30/1994, lo que implica
un reforzamiento de las ventajas concedidas. 

El proyecto de ley se refiere en la sección segunda
del capítulo VI, al voluntariado y a la prestación social
sustitutoria, como vías para la realización de activida-
des de cooperación, todo ello en coherencia con la vi-
gente Ley 6/1996, del 15 de enero, sobre voluntariado. 

Finalmente, la sección tercera del capítulo VI se de-
dica al fomento de la participación social en la coope-
ración, previendo que las administraciones públicas
adopten medidas, dentro de sus respectivas competen-
cias, para sensibilizar a la sociedad española respecto
a la problemática de la cooperación al desarrollo. 

Para concluir —señor presidente, señorías— deseo
señalar que se ha tratado de crear un instrumento le-
gal que sintonice, efectivamente, con la realidad, con
los deseos de la sociedad española y constituya, por
tanto, un marco adecuado para encauzar las energías
de nuestra sociedad hacia actividades de indudable
trascendencia, en el contexto de la lucha universal
contra la pobreza. 

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor mi-
nistro de Asuntos Exteriores. 
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Al proyecto de ley del Gobierno se han presentado
las siguientes enmiendas de totalidad: por el Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida, una de tex-
to alternativo; por el Grupo Mixto, tres enmiendas, dos
de devolución, una del señor Rodríguez y otra firmada
por tres diputados también del Grupo Mixto, y una en-
mienda de texto alternativo; y, a su vez, una última de
texto alternativo, del Grupo Socialista. 

Para defensa de su enmienda a la totalidad de texto
alternativo, por el Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida, tiene la palabra el señor Navas.

El señor NAVAS AMORES: Señor presidente, seño-
rías, durante mucho tiempo —como ha dicho el minis-
tro— todos los agentes que están implicados en la rea-
lización de la política de cooperación para el
desarrollo, hemos estado esperando tener una ley que
agrupase la experiencia que a lo largo de todos estos
años hemos estado larvando alrededor de este asunto.
Considerábamos que después de esa experiencia, y fru-
to del conocimiento adquirido, conseguiríamos un
proyecto de ley que, al menos, básicamente coincidiría
con las conclusiones y que esa experiencia, a nuestra
forma de entender, se vería reflejada en el proyecto.
Lamentablemente, consideramos que no ha sido así.
Sigue adoleciendo de errores conceptuales fundamen-
tales, tanto es así que hemos entendido que con en-
miendas parciales no se podrían solucionar los ele-
mentos que nosotros consideramos más negativos de
este proyecto de ley, y no sólo hemos elaborado nues-
tra enmienda de devolución sino que hemos trabajado
para conseguir un articulado alternativo que agrupase
los criterios de nuestro grupo parlamentario y que es-
tuviese en sintonía con la voluntad, con la experiencia
acumulada en tantos y tantos años de cooperación,
por tantas y tantas organizaciones.

Las principales críticas que estimamos tiene el pro-
yecto de ley del Gobierno se basan, sobre todo, en la
consideración, todavía en estos momentos, de que la
política de cooperación para el desarrollo es una polí-
tica adscrita al departamento de Asuntos Exteriores, lo
cual supone que las prioridades, los principios recto-
res, los objetivos, siempre van a estar vinculados a los
intereses lógicos del Gobierno en cuanto a la relación
con terceros países y, por tanto, vicia de origen el resto
del articulado. 

Cuando estamos hablando de cómo se van a confor-
mar las competencias de los distintos órganos que van
a ser rectores de la cooperación; cuando estamos ha-
blando de los objetivos; cuando estamos hablando de
las prioridades; cuando estamos hablando del conjun-
to de todo el articulado de la ley, todo está impregnado
de esa prioridad, de esa sumisión a los objetivos de la
política exterior. Por consiguiente, ninguna persona de
las organizaciones que han estado trabajando los últi-
mos dos años en este campo, comprende que todavía
el Gobierno no haya entendido la desvinculación total

que tiene que haber entre dos cosas que son básica-
mente distintas. La cooperación al desarrollo no es
una relación bilateral comercial o de intereses estraté-
gicos entre el Estado español y terceros países, es una
política destinada a erradicar la pobreza.

Es curioso cómo la planificación cuatrienal que se
recoge en el texto del proyecto de ley del Gobierno no
contempla la posibilidad de que el Parlamento pueda
tener protagonismo en cuanto a su debate y aproba-
ción. Se relega al Parlamento a ser meramente una Cá-
mara de dictamen, de discusión, pero no de introduc-
ción de elementos correctores, puesto que ésa es una
capacidad autónoma del Gobierno, es una competen-
cia del Gobierno, es una competencia del Estado y, por
tanto, en la Cámara se dictaminará. Es algo parecido a
lo que algunas veces ocurre en esta Cámara con la pre-
sentación del proyectos de ley de lectura única, sobre
los que se puede discutir pero no enmendar. Es una si-
tuación que entendemos coloca al Parlamento como
un elemento decorativo dentro de la creación de la po-
lítica de cooperación para el desarrollo.

Cuando el proyecto de ley habla de objetivos, se tie-
ne que ver impregnado de la filosofía que enmarca el
proyecto del Gobierno, que es una filosofía de relacio-
nes e intereses comerciales. De nuevo se vuelven a in-
troducir créditos FAD, que están en manos de ministe-
rios, como el de Economía y Hacienda, que persiguen
básicamente una relación y unos intereses comercia-
les, intereses que están alejados de los principios recto-
res de la cooperación al desarrollo.

Otro elemento que nos ha incitado a presentar un tex-
to alternativo es que consideramos que la cooperación
en este país, de facto, de hecho, se ha demostrado des-
centralizada, a pesar de no haber una fase jurídica, una
alegalidad en cuanto al amparo y cobertura de la coope-
ración, realizada por comunidades autónomas, diputa-
ciones y ayuntamientos. Por tanto, el hecho de que esa
realidad no se contemple en el proyecto de ley del Go-
bierno, nos hace pensar que, de nuevo, el Estado se con-
forma como un elemento centralizador de lo que hoy
por hoy es una dinámica totalmente descentralizada en
la práctica cotidiana de la cooperación al desarrollo.

Lo que el Gobierno entiende por participación so-
cial, en cuanto a la planificación y a la gestión de la
cooperación, nosotros entendemos que es una mera
justificación, un discurso enunciativo, pero que en el
proyecto de ley no se contempla como tal, porque re-
coge que la participación en el consejo tiene unas
competencias consultivas, carentes en todo caso de la
posibilidad de tener el más mínimo marco ejecutivo.
No entendemos que en esta serie de críticas que he-
mos analizado básicamente en cuanto a la filosofía del
proyecto de ley del Gobierno, podríamos mejorar, me-
diante enmiendas parciales, este proyecto de ley, por-
que hay que modificar la columna vertebral que lo
mantiene y si criticamos esa columna vertebral, desde
luego, estamos hablando de otro proyecto de ley.
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Si analizásemos más en detalle los distintos aparta-
dos del proyecto de ley del Gobierno, veríamos que en
el artículo 1, objeto de la ley, Exteriores pretende regu-
lar toda la cooperación para el desarrollo, sea quien
sea el ministerio que la realice, como una expresión de
la política exterior. Nosotros, como hemos dicho, re-
chazamos esta visión, puesto que es la expresión de so-
lidaridad de los españoles con los más desfavorecidos
y no la defensa de los intereses de España la que debe
prevalecer, lógicamente, en la política de cooperación.

En el artículo 2, de principios, no compartimos la
convicción de que un crecimiento económico por sí
mismo pueda mejorar las condiciones de vida. Existen
evidencias empíricas de que una distribución desigual
de la renta puede producir que los sectores más desfa-
vorecidos todavía empeoren más. Hay que introducir
el criterio de un reparto más justo de los fondos de ese
crecimiento.

Entre los objetivos se ven claramente las diferencias
de criterio del proyecto del Gobierno y del nuestro. Al
introducir la cooperación para el desarrollo dentro de
la competencia del Ministerio de Asuntos Exteriores, y
siendo ésta una competencia ... (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Navas.
Silencio, señorías. (Pausa.) Señorías. Tienen SS. SS.

dependencias anejas al hemiciclo para el despacho de
los asuntos, si me permiten la expresión, mañaneros.
En consecuencia, les ruego guarden silencio tanto en
el hemiciclo como en tribunas, en donde espero no te-
ner que volver a llamar al silencio.

Continúe señor Navas.

El señor NAVAS AMORES: Gracias, señor presidente.
Como decía, entre los objetivos no compartimos in-

troducir la cooperación para el desarrollo dentro de la
competencia del Ministerio de Asuntos Exteriores, y,
siendo ésta una competencia lógica del Estado, se con-
sigue que sea el Gobierno el que controle y dirija esa
política. La posición del Gobierno es claramente cen-
tralista. No se puede incluir como objetivo de la coope-
ración para el desarrollo la promoción, el apoyo y el
despliegue exterior de nuestra economía; eso sí es
competencia de Exteriores, pero nada tiene que ver
con lo que es la filosofía comúnmente entendida de lo
que es la cooperación.

La solidaridad no tiene como objetivo el retorno en
términos económicos. Eso es negocio. Un objetivo de
esta política debería ser potenciar la participación ciu-
dadana en acciones de cooperación tanto en el diseño
como en la ejecución.

Respecto a las prioridades, se sigue insistiendo en que
obedederá lógicamente a lo que es la columna vertebral
de esta ley, a los objetivos de la política exterior. Las
prioridades podrán ser revisadas por el plan director.
Éste es sometido al Gobierno por el Ministerio de Asun-
tos Exteriores y, una vez aprobado, se envía al Congreso

para su dictamen: como he dicho antes, la Cámara par-
lamentaria como mero convidado de piedra.

La planificación se recoge en el plan director cua-
trienal, que es un plan que no aprueban las Cortes. Se-
guimos siendo algo decorativo en esta política. La par-
ticipación del Congreso en la definición de dicho plan
es un brindis al sol. Nosotros sí definimos los conteni-
dos de ese plan y sí damos prioridad al trabajo y a la
posibilidad de que esta Cámara pueda introducir mo-
dificaciones en dicho plan.

Cooperación técnica: no puede ser que cualquier
modalidad de asistencia dirigida a la formación de re-
cursos humanos pueda ser considerada cooperación al
desarrollo, como recoge esta ley. Hay acuerdos entre
este Gobierno y otros para hacer formación técnica
que no tienen nada que ver con la cooperación para el
desarrollo; tiene mucho más que ver con situaciones
de adoctrinamiento en métodos de defensa, de orden
público, etcétera, que, vuelvo a decir lo mismo, es
mezclar churras y merinas.

La cooperación económica y financiera no se puede
incluir como cooperación para el desarrollo. Es un ins-
trumento característico de la política comercial exte-
rior, como son los préstamos.

Sobre las Cortes Generales se recoge el modelo orga-
nizativo para la gestión de estos fondos públicos. Las
Cortes sólo pueden establecer las líneas generales y las
directrices básicas, pero en la forma y modo que se de-
termine y a propuesta del Gobierno. Es impresentable
que una política que se dice que nace del consenso po-
lítico y social se defina de espaldas al Parlamento, que
se convierte para el Gobierno en un órgano consultivo.
Nosotros proponemos dotar al Parlamento del mismo
protagonismo que el que ejerce el Gobierno. Pretende-
mos que se cree un ente público cuyos miembros sean
nombrados por el Parlamento y su presidente sea pro-
puesto por éstos mismos y no sea un elemento mera-
mente decorativo. De esta forma, conseguiremos un
mayor control en la gestión, al estar residido todo el
presupuesto en un solo organismo y una mayor flexi-
bilidad y autonomía de gestión. 

Hemos expresado claramente nuestra oposición a
considerar esta política como parte integrante de la
política exterior del Estado por el objetivo final del
mismo, oposición que venimos resaltando, artículo
por artículo en la ley. Ahora también introducimos la
razón de que otros niveles de gobierno realizan coope-
ración y nunca se han planteado que estaban invadien-
do una competencia exclusiva del Estado. Hasta ahora
nosotros lo que proponemos es la adaptación a la rea-
lidad, lo que se está produciendo en estos momentos
en otros niveles de gobierno descentralizados adaptar-
lo a la ley, y la ley lo que consigue es impedir que esa
realidad se siga manteniendo mediante la centraliza-
ción competencial de toda esta política.

Un elemento fundamental, tanto del proyecto de ley
como de lo que siempre se ha entendido por todos los

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5672 –



agentes que trabajan en cooperación y desarrollo, es el
hecho de fijar el Consejo de Cooperación al Desarrollo
como un elemento de participación, como un elemento
definitorio de cuál debe ser la politica que se va a reali-
zar en este campo. Para nosotros es un órgano ejecuti-
vo y para el Gobierno es un órgano consultivo; es un
elemento de participación, es un elemento que asesora
al Parlamento y al Ejecutivo; es también para nosotros
el consejo de administración, el elemento jerárquico
mayor dentro de la cooperación para el desarrollo.
Aquí se expresa claramente el sentido que la participa-
ción tiene para el Gobierno y para nosotros, que no es
sólo el reconocmiento del derecho a participar, sino el
de posibilitar que esa participación suponga la posibili-
dad de decidir sobre aquellas cuestiones directamente
relacionadas con la cooperación. La filosofía de con-
senso que se recoge en nuestro texto alternativo se ex-
presa claramente en este artículo en la forma y en la
composición de los miembros que formarán parte de
dicho Consejo.

La Comisión Interterritorial de Cooperación para el
Desarrollo, según el Gobierno, servirá para la coordi-
nación, la concertación y para asegurar la eficacia y
eficiencia de la cooperación entre las administracio-
nes, pero cada una dentro de sus competencias. Es co-
herente el texto del articulado del proyecto de ley del
Gobierno con su filosofía de que toda la política de co-
operación se supedite a las prioridades del Gobierno y
que no va a ceder en cuanto a la centralidad de esa
gestión.

La autonomía que el proyecto otorga a las demás
administraciones autónomas y locales se circunscribe
al análisis y evaluación de los proyectos, que vuelven a
ser elementos meramente consultivos para el Gobier-
no. La gran contradicción de este artículo está en que
no puede haber autonomía dentro de la filosofía con
que la ley define la vinculación de la cooperación para
el desarrollo con la política exterior, de competencia
exclusiva del Estado. Yo voy a ser especialmente recep-
tivo hacia los discursos de quienes, como nosotros, en-
tienden que la política de cooperación al desarrollo de-
be estar totalmente descentralizada y que es posible
—me gustará escuchar las reflexiones en este senti-
do— cambiar en el debate —si sale adelante el proyec-
to del Gobierno—, en ponencia y en comisión, esta fi-
losofía mediante las enmiendas parciales. Nosotros
entendemos que es materialmente imposible, median-
te enmiendas y mucho menos mediante la definición
en el discurso del representante del Gobierno, asumir
ese hecho descentralizador, cuando en el texto de la
ley no se recoge así. Y no sólo en el texto de la ley en
cuanto a principios generales, sino que no hay una fi-
losofía que justifique que eso va a ser de otra forma
distinta. 

Por tanto, aquellos grupos parlamentarios que con-
sideramos importante, entre otras cuestiones impor-
tantes de la ley, el hecho de la descentralización, el he-

cho de la capacidad de los distintos órganos de Go-
bierno, tanto de las comunidades autónomas como de
los entes locales, de poder hacer política de coopera-
ción y poder diseñar autónomamente cuáles son los
objetivos que se pretenden cubrir, cuál es la cantidad
presupuestaria y las definiciones plurianuales que se
entienden por convenientes para desarrollar su políti-
ca, yo creo que para esto es necesario un proyecto de
ley totalmente distinto, más acorde con la filosofía que
estamos exponiendo nosotros. 

La Comisión Interministerial para la Cooperación
Internacional, que recoge el texto del Gobierno, es un
órgano prescindible en nuestro modelo de coopera-
ción, puesto que la gestión de todos los fondos que se
destinen para este fin deben estar controlados en un
solo centro gestor. Volvemos a tener la coherencia del
Gobierno en cuanto a la centralidad, pero como éste
entiende que la política de cooperación abarca muchas
áreas multidisciplinares, nos encontramos con que el
presupuesto para cooperación y desarrollo está dise-
minado entre distintos ministerios y que, por tanto, es
necesaria una comisión interministerial porque deben
coordinarse de alguna forma los ministerios, aunque a
la vez mantiene un criterio que para nosotros es tam-
bién contradictorio. Dice que se empezará a coordinar
los distintos ministerios, pero se respetarán, lógica-
mente, los criterios de cada uno de ellos a la hora de
gestionar sus propios fondos.

Por tanto, mantenemos la situación actual de dis-
persión y de confusión en cuanto a lo que es la política
de cooperación al desarrollo con lo que son políticas
económicas o relaciones bilaterales de otros intereses
políticos. El Gobierno plantea la comisión no sólo co-
mo elemento técnico de coordinación, sino que le
otorga competencias que la sitúan como la columna
vertebral de la política de cooperación. Va a informar
las directrices de la política de cooperación y propon-
drá al Gobierno el plan director cuatrienal y el plan
anual.

Otros elementos destacables del proyecto de ley son
la Agencia Española de Cooperación Internacional
que, según recoge el texto del Gobierno, es el órgano
de gestión de la política española de cooperación al de-
sarrollo, sin perjuicio, como decíamos, de las compe-
tencias asignadas a otros departamentos ministeriales.

Parece excesivamente pretencioso decir que esta
Agencia es el órgano de gestión de la política española
de la cooperación para el desarrollo. El planteamiento
de nuestro grupo parlamentario es más coherente con
la realidad y, como reconocemos en el artículo 17 de
nuestro texto alternativo, a través de la Agencia se ejer-
cen las funciones que corresponden al Estado en rela-
ción con esta política. En segundo lugar, consideramos
que la fórmula de organismo autónomo administrativo
dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores no
es la idónea. Esta política, como ya hemos indicado,
no es parte de la política exterior por las razones adu-

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5673 –



cidas y requiere una flexibilidad en la gestión que este
tipo de organismos no permite. Por otra parte, se reco-
ge el mismo modelo organizativo que tenemos en la
actualidad y que se ha demostrado ineficaz. Se dice
que esta Agencia será el órgano de gestión, sin perjui-
cio de las competencias asignadas a otros departamen-
tos. Se reproduce, pues, la situación actual y se man-
tiene de facto una dispersión en la dirección de esta
política, puesto que la Agencia que plantea el Gobier-
no al final tan sólo será el órgano de gestión de los fon-
dos que estén adscritos al Ministerio de Asuntos Exte-
riores.

El planteamiento de nuestro texto alternativo resuel-
ve este problema creando una sección presupuestaria
específica que recoja todos los fondos que el Parla-
mento decida dedicar a esta política, encargando su
gestión al ente público que proponemos.

El señor PRESIDENTE: Señor Navas, ha de con-
cluir, por favor.

El señor NAVAS AMORES: Sí, señor presidente.
Son muchos los elementos críticos que nosotros te-

nemos a este proyecto de ley. Entendemos que no sólo
es necesario definir en el texto de la exposición de
motivos la necesidad de ver cumplido un deseo, un
anhelo de todos los agentes que se mueven en este
campo en cuanto a conseguir por fin una ley que en-
globa toda esa experiencia vivida durante largos años,
sino que, como se dice también en la exposición de
motivos del texto del Gobierno, es una ley proclive al
consenso en cuanto a que la participación de los agen-
tes sociales es muy importante. Nosotros considera-
mos que con el texto que propone el Gobierno se rom-
pe cualquier vínculo con la filosofía expresada por las
organizaciones no gubernamentales que trabajan en
este campo, así como el vínculo de consenso político
que se debería haber alcanzado entre los distintos
grupos de la Cámara, porque sólo leyendo la exposi-
ción de las enmiendas a la totalidad y los textos alter-
nativos que se van a defender con posterioridad se ve
claramente que hay una gran disparidad de criterios
en cuanto a la definición de la política para la coope-
ración que define el Gobierno y la que defiende el res-
to de los grupos de la Cámara. 

Me parecería triste que, por el hecho de que el Go-
bierno pudiese sacar adelante esta ley en este trámite
parlamentario, algunos pensasen que luego vamos a
darle la vuelta a esta ley con las enmiendas parciales
en comisión. Ya van siendo muchas las leyes que trae
el Gobierno aquí y cuyo texto no tiene, en el momento
de la presentación, el consenso y la voluntad mayorita-
ria de esta Cámara, pero que, a pesar de todo, están sa-
liendo aprobadas en estos actos parlamentarios para
después enmendarlas sustancialmente en las comisio-
nes y en las ponencias. Yo creo que ya va siendo hora
de que esta Cámara, cuando cree que el contenido de

los proyectos de ley del Gobierno no obedecen a la lí-
nea argumental básica que defendemos los distintos
grupos, se los pueda devolver para que el Gobierno los
vuelva a traer con ese consenso no sólo político sino
también social.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Navas.

Para la defensa de la enmienda de totalidad del Gru-
po Socialista, tiene la palabra el señor Fuentes.

El señor FUENTES GALLARDO: Señor presidente,
señoras y señores diputados, antes de nada querría
abundar en algunas palabras que ha dicho el señor mi-
nistro de Asuntos Exteriores a la hora de situar este
proyecto de ley en la reciente historia de la coopera-
ción española. 

Es bueno recordar que en 1981, hace 15 años, Espa-
ña recibía fondos de ayuda al desarrollo; recibíamos
fondos de otros países para ayudarnos en nuestro de-
sarrollo. Hoy, 16 años después, España es un país que
aporta importantes cantidades para el desarrollo de
otros países. Fue en 1987 cuando se aprobaron por
primera vez los criterios para la cooperación española;
en 1988 se crea la Agencia Española de Cooperación
Internacional y en 1992 y 1994 son los informes del
Congreso y del Senado los que, por unanimidad, esta-
blecen las bases de la cooperación española y ya se ha-
bla ahí de la necesidad de una ley de cooperación. Di-
go esto porque a veces se dice que por qué no se hizo
una ley hace 10 años. Porque hace 10 años ni era una
necesidad todavía en nuestro país ni había una con-
ciencia social en el campo de la cooperación, siendo
ahora cuando estamos empezando a dar los primeros
pasos. Es a partir de 1994 cuando realmente se esta-
blece la necesidad de una ley de cooperación, y bueno
será reconocer que fue en la época de los anteriores
gobiernos socialistas cuando se inicia, desarrolla y
consolida la politica de cooperación española al desa-
rrollo.

El Grupo Parlamentario Socialista rechaza el pro-
yecto de ley que presenta el Gobierno. En primer lu-
gar, porque contiene algunos puntos de los que dis-
crepamos de forma sustancial; en segundo lugar,
porque los aspectos más importantes de la coopera-
ción el proyecto de ley los trata de forma ambigua, o
los trata de pasada, o los trata dejando cosas muy
importantes para futuros desarrollos reglamentarios,
como muy bien ha señalado y ha reconocido aquí el
señor ministro.

Señor ministro, el texto que nos presenta hoy aquí
es peor, infinitamente peor que muchos de sus propios
borradores que usted envió a las ONG para llevarlos al
Consejo de Cooperación. (El señor vicepresidente,
Fernández-Miranda y Lozana, ocupa la Presiden-
cia.)
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Este texto es mucho peor, lo reconoce todo el mun-
do y lo reconocen en privado muchos, incluso del Par-
tido Popular, que se dedican a estos temas.

Es peor. 
¿Y por qué es peor este texto que borradores ante-

riores del propio Ministerio de Asuntos Exteriores?
Porque en el enfrentamiento entre Exteriores y Econo-
mía, y con tal de contentar a todo el mundo sin decir
nada, se ha llegado a este texto, que se distingue fun-
damentalmente por la ambigüedad y por, a veces, afir-
maciones contradictorias. Usted sabe que esto es así
porque ha sido público; en el propio Consejo de Coo-
peración, representantes del Ministerio de Asuntos Ex-
teriores votan una cosa y representantes del Ministerio
de Economía votan la contraria; miembros del Gobier-
no defienden cosas distintas en el seno del Consejo de
Cooperación, lo que explica la columna vertebral de
este proyecto de ley.

Ya en el primer artículo el proyecto confunde lo que es
cooperación internacional al desarrollo con ayuda oficial
al desarrollo. Evidentemente, la ayuda oficial al desarro-
llo se hace con fondos públicos, pero la cooperación in-
ternacional al desarrollo es un concepto mucho más am-
plio; mucho más amplio y usted lo sabe perfectamente.
Cooperación internacional al desarrollo es también la
que realizan las fundaciones, las universidades, las ONG
con sus propios fondos, las empresas. Eso es coopera-
ción internacional para el desarrollo. El proyecto del Go-
bierno restringe la cooperación a lo que es exactamente
ayuda oficial al desarrollo y, en nuestra opinión, la ley
debería contemplar todos los aspectos. Otra cosa distin-
ta es que, después, el CAD nos diga qué es ayuda oficial
al desarrollo o qué puede computar como A o D, o qué
no puede computar, pero una ley debe contemplar todos
los aspectos que participan en la cooperación internacio-
nal al desarrollo.

Segundo bloque de artículos que provocan nuestro
rechazo: la dirección real de la política de coopera-
ción. El proyecto no resuelve este problema. En los ar-
tículos que van del 13 al 16 el proyecto contiene, como
en tantas cosas, declaraciones contradictorias o ambi-
guas. En nuestra opinión, la dirección política de la
cooperación debe ser única, aunque los instrumentos
estén gestionados de varias formas, y este principio no
lo encontramos reflejado en el proyecto de ley.

Un tercer punto de discrepancia es que el principal
órgano gestor de la cooperación, la Agencia Española
de Cooperación Internacional, debería estar regulado y
dotado de medios en el proyecto de ley y el proyecto
pasa por la AECI de puntillas; se remite al decreto de
1996, que, en lo sustancial, es igual al decreto de 1988.
Yo le pregunto: ¿no merecerían una reflexión los diez
años de funcionamiento de la AECI, para ver sus virtu-
des, sus defectos y que, para el futuro, se pudiesen sa-
car enseñanzas de estos diez años e incorporarlas a es-
te proyecto de ley? Ustedes pasan sobre el principal
órgano gestor de la cooperación de puntillas.

Volvemos a encontrarnos con ambigüedades al ha-
blar de los instrumentos de cooperación bilateral de
carácter financiero; es decir, lo que se conoce por FAD.
En este campo la ambigüedad es absoluta. Posterior-
mente, cuando hable de nuestra alternativa, hablaré de
cuál es nuestra posición sobre los FAD; ahora quería
decirle algo al señor ministro: no es de recibo que se
convoque a un organismo, el Consejo de Cooperación,
que se haga una convocatoria oficial para el día 24 de
octubre a las diez horas, con un segundo punto del or-
den del día que diga: propuesta de enmienda de adi-
ción del Grupo Parlamentario Popular a la Ley de Me-
didas Fiscales, Administrativas y del Orden Social,
relativa a los créditos FAD. Señor ministro, ¿cómo es
posible que se convoque y que se reúna un organismo,
el Consejo de Cooperación, no para analizar, como po-
día ser perfectamente legítimo, un proyecto del Go-
bierno, sino para analizar la enmienda del Partido Po-
pular a la ley de acompañamiento de los Presupuestos
Generales del Estado? ¿Usted se imagina al Consejo
General del Poder Judicial, o al Consejo Escolar del
Estado, reuniéndose para debatir una enmienda del
Partido Popular a una ley? Lo convoca el presidente
del Consejo de Cooperación al Desarrollo y, por su or-
den, el secretario, don Fernando Martínez Westerhau-
sen. Es inaudito, señor ministro. No hay ningún prece-
dente. Esperemos que el señor ministro nos dé alguna
respuesta.

Consejo de Cooperación. Hay una descripción muy
somera de su composición y deja para el futuro el de-
sarrollo en cuanto a su composición y a sus funciones.
Nos parecen insuficientes ambos aspectos en el pro-
yecto de ley.

El texto del Gobierno, además, desconoce algo que
forma parte habitual en la cooperación y que debería
haber sido tratado en este proyecto de ley. Me refiero a
la gestión, por parte española, de fondos procedentes
de otras instituciones, fundamentalmente de la Unión
Europea. El texto del Gobierno ignora la gestión de re-
cursos de terceros o las operaciones triangulares. La
existencia del Consejo Interterritorial, que es una bue-
na aportación, sin embargo no va acompañada de las
medidas para hacer eficaz la colaboración de las dis-
tintas administraciones públicas. El enfoque que da el
texto del Gobierno a las ONG introduce un elemento
de inseguridad absoluta que, además, se lo han hecho
saber las propias ONG. Cuando se habla del registro
de ONG vinculadas al desarrollo, ustedes establecen la
coletilla de: reconocido prestigio y tradición históricas
para algunas ONG que, sin estar vinculadas a la coope-
ración al desarrollo, puedan recibir sus ayudas. No es
un concepto que dé tranquilidad, sino un concepto
que crea inseguridad el de los términos: reconocido
prestigio y tradición histórica. Sobre el estatuto del co-
operante hay ligeras medidas en su proyecto de ley. 

En resumen, desde nuestro punto de vista, es un tex-
to falto de concreción, ambiguo, con errores concep-

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5675 –



tuales importantes, que no soluciona ni sirve como
instrumento para los retos futuros de la cooperación.
Por eso, nosotros hemos presentado nuestro texto al-
ternativo. Un texto que no es sólo una compilación de
lo que hoy existe en cooperación, sino que quiere ser-
vir de instrumento para solucionar los problemas futu-
ros de la cooperación internacional.

En primer lugar, en cuanto se refiere al concepto,
principios, objetivos y prioridades, los primeros artícu-
los, del 1 al 6, del texto que presenta el Grupo Parla-
mentario Socialista, distinguen perfectamente lo que
es cooperación internacional y lo que es ayuda oficial
al desarrollo. Lo distingue perfectamente. Por eso in-
corporamos, en el campo de la cooperación interna-
cional, toda la que puedan realizar las fundaciones, la
universidad, las empresas, las ONG con sus propios
fondos, etcétera.

Nuestro texto expresa una concepción progresista
del concepto de crecimiento económico que implica
aplicar planteamientos que deben informar los proyec-
tos de cooperación, como la defensa del medio am-
biente o la igualdad de género. Incorporamos la llama-
da iniciativa 20/20, tratando de involucrar a los países
receptores en su propio desarrollo. Incorporamos la
cláusula democrática, ampliándola —en su texto tam-
bién está la cláusula democrática— con la salvaguar-
dia de los derechos económicos y sociales, en cuanto a
la prohibición del trabajo infantil, la libertad de aso-
ciación y el derecho a la negociación colectiva. Ade-
más, establecemos que esta cláusula democrática, a la
hora de paralizar la cooperación con un país, no pue-
da ser hecha sólo por el Gobierno, sino por las Cortes
Generales. Es decir, procuramos evitar lo que han he-
cho ustedes con Cuba: que de forma unilateral el Go-
bierno, sin autorización de las Cortes, por presiones de
un lobby, suspende la cooperación con un país. Eso, de
ahora en adelante, con nuestro proyecto, sólo será po-
sible si las Cortes Generales lo autorizan.

El problema de la dirección política. Frente al texto
del Gobierno, el del Grupo Socialista unifica los cen-
tros de dirección y coordinación de la política de coo-
peración en el Ministerio de Asuntos Exteriores. Ya no
hay duda de dónde está la auténtica dirección de la po-
lítica de cooperación. Nosotros no sancionamos en
nuestro texto con rango de ley la actual estructura de
la Agencia Española de Cooperación Internacional, no
la sancionamos. Hay que reformarla y damos unos
plazos para que el Gobierno elabore un nuevo estatuto
de la Agencia.

En cuanto a los créditos concesionales, a los FAD,
nuestra postura queda muy clara. En primer lugar,
ningún crédito concesional, entre paréntesis, en térmi-
nos coloquiales actuales FAD, podrá ser concedido si
está en contradicción con los principios y objetivos de
la presente ley. En segundo lugar, tienen que estar so-
metidos a las normas de la OCDE. En tercer lugar,
acordado por el Consejo de Ministros. En cuarto lugar,

cuando estos créditos sean de una complejidad impor-
tante su gestión se le podrá encomendar a Cofides, la
Compañía Española de Financiación al Desarrollo. To-
do lo demás puede ser muy importante, pero no es co-
operación y ayuda al desarrollo.

En nuestro texto desarrollamos las funciones y la
composición del Consejo de cooperación; la composi-
ción en cuanto a su número, en cuanto a quienes par-
ticipan, las distintas administraciones públicas y los
distintos sectores sociales. Entre las funciones, incor-
poramos la obligación de presentar anualmente una
memoria ante estas Cortes Generales para que tengan
conocimiento de la opinión y la valoración que hace el
Consejo de Cooperación de lo que ha sido la coopera-
ción española en el año precedente.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Fuentes, le ruego vaya concluyendo.

El señor FUENTES GALLARDO: Sí, señor presi-
dente.

Precisamos todo lo que se refiere al Consejo interte-
rritorial como un órgano de colaboración entre las ad-
ministraciones, pero respetando escrupulosamente la
autonomía de cada administración, sea autonómica o
sea local, a la hora de establecer sus principios en
cuanto a la cooperación.

Nuestro texto recoge la aspiración del estatuto del
cooperante. Contemplamos la figura del voluntariado.
Le advierto que no tiene nada que ver el voluntariado
con los objetores de conciencia, que son cosas distin-
tas y ustedes confunden en su texto. Ampliamos el ré-
gimen fiscal y de exenciones que aplicamos a las ONG,
incorporando en dicho régimen las actividades del de-
nominado comercio justo y solidario. Suprimimos la
coletilla que ustedes introducen relativa a las ONG de
reconocido prestigio y tradición histórica. Añadimos
lo que llamamos fondos éticos como un mecanismo de
canalizar el ahorro hacia proyectos solidarios de co-
operación.

Por ultimo, expresamos la importancia de garanti-
zar la coherencia de la ayuda, que significa una apues-
ta progresista por establecer, como parte integrante de
la política de cooperación, la promoción de un orden
más justo en la política de relaciones internacionales. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Fuentes, le ruego concluya.

El señor FUENTES GALLARDO: Concluyo, señor
presidente.

La política de cooperación está íntimamente relacio-
nada con la política exterior, pero no puede estar total-
mente sometida a ella. Nuevos planteamientos en polí-
tica de cooperación pueden cambiar planteamientos
de política exterior; una mayor importancia de la coo-
peración hará una política exterior mucho más justa.
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Honradamente, y con esto termino dándole las gra-
cias, señor presidente, por su benevolencia, creo que
nuestro texto es mucho mejor que el que presenta el
Gobierno, más completo, más riguroso y más valiente.

De todas formas, pase lo que pase en la votación de
este texto, nosotros seguiremos colaborando en sucesi-
vos trámites parlamentarios con voluntad de consenso,
intentando que la ley que resulte refleje el máximo
apoyo posible en esta Cámara. De lo que hoy decida-
mos aquí, no va a depender la vida o las condiciones
de vida de muchos españoles; pero de lo que hoy deci-
damos aquí y en otros países de nuestro entorno, sí va
a depender la vida de 1.300 millones de hombres y
mujeres que pasan hambre y necesidad. 

Gracias, señor presidente. (Aplausos.—El señor
Saura Laporta pide la palabra.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Fuentes.

Señor Saura, explíqueme ante todo qué es lo que
pretende S. S., ya que han sido presentadas tres en-
miendas por parte del Grupo Mixto, firmadas por la
señora Almeida, por el señor Rodríguez y por la señora
Lasagabaster. 

El señor SAURA LAPORTA: Simplemente hay dos
enmiendas, una del Bloque Nacionalista Gallego y otra
de Iniciativa Els Verds que, por lo avatares de estos dí-
as, sólo firmó la portavoz, señora Lasagabaster. Por
tanto, defendería yo en primer lugar la enmienda de
Iniciativa Els Verds, que ha firmado Begoña Lasaga-
baster, y a continuación don Francisco Rodríguez la
del BNG. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): En efecto, señor Saura. Puede ocupar la tri-
buna para la defensa de la enmienda con texto alterna-
tivo. 

El señor SAURA LAPORTA: Muchas gracias, señor
presidente.

Señoras y señores diputados, paso a defender la en-
mienda de totalidad con texto alternativo presentada
por Iniciativa Els Verds, a pesar de que los avatares par-
lamentarios han hecho que en este caso sólo haya sido
posible que la firmara la portavoz del Grupo Mixto. 

Antes de explicar las razones políticas de fondo de
nuestra enmienda a la totalidad y los ejes de nuestro
texto alternativo, quisiera hacer tres consideraciones
previas. La primera, señor ministro, es que celebramos
que, tras muchos años de aspiraciones de las ONG pa-
ra que se tramitara y se aprobara una ley de coopera-
ción, en estos momentos se está tramitando en el Con-
greso la ley de cooperación al desarrollo, por lo que,
repito, queremos celebrar que esto haya ocurrido. 

En segundo lugar, quiero destacar que, a pesar de
las razones que nos mueven a presentar la enmienda a

la totalidad, que luego explicaré, es necesario recono-
cer que en el texto hay determinados aspectos que cali-
ficamos de positivos y que están contenidos en el pro-
pio dictamen del Consejo de Cooperación, por ejemplo
el Plan director plurianual, en el que no me voy a ex-
tender, pero, repito, son aspectos positivos que figuran
en el texto. 

La tercera consideración previa es que, independien-
temente de nuestra enmienda a la totalidad, creemos
—se lo pedimos al Gobierno y en este caso nos inclui-
mos— que es necesario hacer un esfuerzo de consen-
so. Una ley de cooperación no puede ser una ley que se
vote por mayoría en el Congreso de los Diputados ni
puede ser una ley con una gran oposición del tejido so-
cial que dedica esfuerzos a este tema. Desde ese punto
de vista, y considerando que el texto actual es insufi-
ciente, que merece enmienda a la totalidad, quiero de-
cir que nuestro texto alternativo inicial se modificó pa-
ra hacer una estructura parecida y similar a la del
texto del Gobierno, pero evidentemente con razones
políticas y argumentos profundamente distintos de los
del Gobierno.

La primera pregunta que nos deberíamos hacer a la
hora de analizar el proyecto de ley de cooperación que
el Gobierno nos plantea es decir: un proyecto de ley de
cooperación, ¿para qué? ¿Cuáles son los objetivos o las
razones que han de mover a que exista un proyecto de
ley de cooperación? Nosotros pensamos que, más allá
de las formales, el proyecto de ley de cooperación, la
futura ley de cooperación, ha de dar respuesta a los re-
tos o a las insuficiencias históricas de la cooperación
gubernamental española. Y sobre esto hay mucha gen-
te —bastante si no mucha— que ha escrito cuáles son
las insuficiencias y los problemas históricos de la co-
operación española, que yo quiero resumir, porque no
tengo más tiempo, en cuatro grandes retos, porque
históricamente la cooperación española adolece de
cuatro grandes problemas y esos cuatro grandes pro-
blemas, a la vez, son los cuatro grandes retos a los que
el proyecto de ley ha de hacer frente y superar.

Primer reto. La cooperación española históricamen-
te no ha situado la lucha por la erradicación de la po-
breza como un eje verdaderamente vertebrador de la
política de cooperación. La política de cooperación es-
pañola está constantemente teñida de intereses finan-
cieros y, en determinadas ocasiones, subordinada a po-
líticas exteriores gubernamentales. El gran reto al que
ha de hacer frente el proyecto de ley de cooperación,
es hacer una ley de cooperación que sitúe, de forma
clara, el objetivo de lucha por la erradicación de la po-
breza, y que a ese objetivo se supediten el conjunto de
políticas del Gobierno.

Segundo reto de la cooperación española. Hay un
artículo interesante, publicado hace dos o tres años, de
un alto cargo gubernamental en responsabilidades de
cooperación, que decía que la historia de la política
gubernamental de cooperación es la historia de la des-
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coordinación gubernamental de cooperación. Dicho de
otra manera, a la política de cooperación gubernamen-
tal hasta ahora le ha faltado, por un lado, una direc-
ción política efectiva unitaria y, por otro, una coordi-
nación de la gestión. Esto ha facilitado que haya sido
fundamentalmente el Ministerio de Economía, en re-
presentación de los intereses financieros, quien haya
marcado, teñido, de forma no correcta la política de
cooperación.

Tercer gran reto. La política de cooperación ha esta-
do diseñada desde el Gobierno de forma centralista.
En la política de cooperación del anterior Gobierno,
así como en la de éste, existe un vacio en relación a lo
que es hoy una realidad de la política de cooperación
del Estado español , y es que existe una realidad de po-
lítica de cooperación descentralizada que se efectúa
desde las comunidades autónomas y desde los ayunta-
mientos. Es decir, dejando de lado el esfuerzo de la so-
ciedad civil, la política de cooperación en el Estado es-
pañol no es hoy simplemente monopolio del Gobierno
central, sino que tiene un déficit histórico de que ha si-
do una política centralista. 

El cuarto reto son las insuficiencias constantes des-
de el Gobierno del reconocimiento del importante pa-
pel que juegan las ONG al desarrollo y, por tanto, de la
participación efectiva de las ONG al desarrollo, tanto
en el Consejo de Cooperación como en las medidas de
fomento y de ayuda desde el Gobierno. 

Si ustedes analizan el proyecto de ley que presenta
el Gobierno a la luz de estos cuatro problemas o défi-
cit históricos de la cooperación española, no hay otro
remedio que decir que este proyecto se ha de devolver
al Gobierno. No lo decimos los partidos de la oposi-
ción aquí hoy, sino que prácticamente coinciden todas
las organizaciones no gubernamentales. De lo que se
trata es de que este proyecto de ley dé respuesta de for-
ma positiva a estos cuatro problemas. ¿Qué quiere de-
cir de forma positiva? Que ante el primer déficit histó-
rico de la cooperación española, teñida de intereses
financieros o supeditada a la política gubernamental,
hay que hacer una ley que no admita ambigüedades,
que el objetivo fundamental es la lucha por la erradi-
cación de la pobreza y las causas que produce dicha
erradicación En estos momentos, eso significa en Es-
paña y en el mundo fomentar políticas de desarrollo
sostenible y fomentar políticas de cooperación, para
que contemplen también los países de destino la pers-
pectiva de género, es decir que contemplen la necesi-
dad de integración de la mujer en igualdad de condi-
ciones en los países de destino. 

Se puede decir que el proyecto de ley contempla la
lucha por la erradicación de la pobreza. Es cierto. Pero
no lo es que la sitúa en lugar destacado. Además, hay
un controvertido apartado d), del artículo 3º, que en
definitiva sitúa también, como objetivo de la coopera-
ción, los intereses, las políticas comerciales y financie-
ras del Gobierno

En relación al segundo reto, el de la descoordina-
ción y la política unitaria, hacemos una serie de pro-
puestas concretas, de gestión, para que esto acabe, pe-
ro creemos que sería importante añadir al nombre del
Ministerio de Asuntos Exteriores el término y Coope-
ración, porque hoy uno de los tres grandes problemas
del mundo es la desigualdad entre el norte y el sur y la
necesidad de que desde los países desarrollados se im-
pulsen políticas de cooperación. Posiblemente hay que
caracterizar que un aspecto fundamental de la acción
del Gobierno es tener un Ministerio de Asuntos Exte-
riores, pero que quede claro que ese Ministerio tam-
bién es el organismo director, político, real y eficaz de
la política de cooperación.

Tercer gran reto para nosotros. La necesidad de re-
conocimiento en la ley de la realidad de la cooperación
descentralizada, que recientemente se ha reconocido
en unas jornadas interesantes en Leganés que organizó
la Federación Española de Municipios y Provincias,
pasa, a nuestro entender, por el hecho de que quede
claro en la ley que no se remita a posteriores regla-
mentos la necesidad de que en la Comisión interterri-
torial haya una representación de las comunidades au-
tónomas y de los municipios.

El cuarto reto es en relación al papel de las ONG. Es
necesario reforzar ese papel y, sobre todo, es necesario
que el Consejo de Cooperación tenga mayores funcio-
nes. En ese sentido, hay una reivindicación práctica-
mente histórica de todas las ONG —el portavoz del
Grupo Socialista reconocía anteriormente que estaba
en su texto y también en el nuestro—, y es que una de
las funciones que debería ejercer el Consejo de Coope-
ración es una evaluación anual de la política de coope-
ración. Es decir, no sólo informar proyectos sino eva-
luar.

En resumen, decía al inicio que celebramos discutir
esta ley; digo al final que lamentaríamos que, una vez
aprobada esta ley, todo continuara igual. Si esta ley no
se modifica sustancialmente en el trámite parlamenta-
rio, estos cuatro grandes retos de la política de coope-
ración no van a tener respuesta satisfactoria desde el
punto de vista legislativo. Por tanto, acabo, señor min-
sitro, señorías, diciendo dos cosas. En el caso de que
hoy la enmienda a la totalidad no prosperara, es nece-
sario que en el trámite paralamentario logremos una
ley verdaderamente consensuada, política y socialmen-
te, y que la ley de cooperación sea verdaderamente so-
lidaria, que ayude a la erradicación de la pobreza, so-
bre todo de las causas que producen esta pobreza.

Muchas gracias, señor presidente, gracias señoras y
señores diputados.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Saura.

En nombre del Grupo Mixto y para la defensa de la
enmienda de devolución presentada, tiene la palabra el
señor Rodríguez Sánchez.
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El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
presidente.

Señoras diputadas, señores diputados, puede resul-
tar paradójico y contradictorio tener que hablar de co-
operación internacional cuando estamos en un proce-
so de globalización y de transnacionalización, y puede
resultar paradójico y contradictorio hablar de desarro-
llo cuando existe más desigualdad relativa, e incluso
absoluta, provocada incluso por el proceso de transna-
cionalización, pero así es y por supuesto es bien sinto-
mático.

Sin duda, el tema que hoy nos ocupa preocupa a
mucha gente, moralmente obsesionada por la pobreza
y las injusticias del mundo. Se puede uno preguntar
cuáles son las salidas, cuáles son los medios que hay
que emplear para combatir esta pobreza y también,
porque si no estaría todo trucado, cuáles son las cau-
sas. Hace tiempo, e incluso hoy, se empleaba un me-
dio, la caridad, paliar sin solucionar, lo cual, cuando
menos, provocaba tranquilidad en las conciencias, lo
que no vamos a criticar en absoluto, pero también ha-
bría que decir que el sistema injusto continúa de todas
maneras. 

Como tenemos que hablar de política, lo más impor-
tante es decir que hoy, más que nunca, lo que pasa en
el interior de nuestras sociedades está muy relaciona-
do con lo que pasa en el exterior, lo individual está
muy relacionado con lo colectivo, y lo social y lo mo-
ral, por supuesto, con lo político, y nosotros tenemos
que hacer un juicio de este instrumento político. 

Los principios en que se basa la ley, señor ministro,
aunque aluden al preámbulo de la Constitución espa-
ñola que habla de relaciones pacíficas y de eficaz coo-
peración entre todos los pueblos —en la terminología
utilizada por la ONU, pueblos de la tierra—, es des-
mentida sistemáticamente, aunque sea de forma eufe-
mística, por el artículo 2º de la ley. Poner al ser huma-
no como protagonista y destinatario último de la
política de cooperación, no deja de ser más que un eu-
femismo que encubre que no se va a tener en cuenta el
carácter colectivo, el carácter nacional, el carácter de
pueblos que tienen derecho a autogobernarse y de
pueblos que hay que mirarlos como una entidad colec-
tiva.

En segundo lugar, se emplean criterios políticos de
más que dudosa interpretación. Nada tenemos contra
la defensa de los derechos humanos y la democracia,
pero habituados a vivir en un mundo donde se habla
de derechos humanos y democracia conforme a crite-
rios sui generis, y donde puede ser una democracia Ar-
gelia y no serlo Cuba, o decir que se respetan los dere-
chos humanos en cualquier democracia, tipo argelina
y no en Cuba, no deja de ser un criterio que va a empa-
ñar peligrosísimamente la aplicación de esta ley. Por
supuesto, hay una jerarquía de valores que habla de
que existen unos Estados más desarrollados que otros
y son los encargados de impartir la doctrina, la buena

nueva de la cooperación y también de la desaparición
de la pobreza en el mundo, e incluso en la mejor tradi-
ción económica neocapitalista se habla de crecimien-
to, no de desarrollo social de los países. Brasil crece,
Argentina crece, pero la justicia social no mejora. 

Por tanto, esta ley —y lo sentimos, sabemos que es
un debate político de profundidad lo que tendríamos
que tener— es hostil a un sistema de valores que, desde
luego, desde el punto de vista del Bloque Nacionalista
Galego, reconocemos que hoy no son hegemónicos. Por
supuesto, no es hegemónico el desenvolvimiento equili-
brado, el derecho de todos los pueblos a tener una base
agraria propia, que sería muy importante para acabar
con la pobreza. Es hostil el actual estado de cosas a
buscar soluciones propias por parte de cada país, a no
injerirse políticamente en los asuntos internos de los
demás, incluso a hablar del derecho de autodetermina-
ción. El principio de extraterritorialidad, aunque se
combata en algunas ocasiones, está triunfante en todo
el mundo. Y la ley además, lógicamente en función de
esta ideología, tiene una filosofía privatizadora, a nues-
tro modo de ver, preocupante. Los fondos públicos pa-
ra la ayuda al desarrollo son del Estado español, por
supuesto, pero se van a vehicular a través de entidades
privadas en gran parte, como establece el artículo 1º, y
nosotros no tenemos nada en contra de que las entida-
des privadas colaboren, pero no que sean los agentes
fundamentales de la vehiculización de los fondos públi-
cos, igual que en el artículo 3º queda claro que no se
desecha incluso esta mentalidad de injerencia, esta
mentalidad caritativa y de cierta arrogancia. 

Los artículos 3º, 6º y 8º hablan de ayuda humanita-
ria y de mantenimiento de la paz, pero ¿realmente se
puede vincular un proyecto de cooperación a toda la
parafernalia mundial que existe, y muchas veces poli-
cial, y en nombre del establecimiento de la paz injerir-
se en asuntos internos o en asuntos civiles de los de-
más pueblos de la tierra? O cuando se habla de la
dependencia de organismos internacionales, que están
al servicio de la transnacionalización y la igualdad, ¿va
a ser ahí donde vamos a ser capaces de tronzar las
causas que producen la desigualdad? ¿Es un instru-
mento multilateral, como el Banco Mundial o el Fondo
Monetario Internacional o incluso el Comité de Ayuda
al Desarrollo o la OCDE, los mejores lugares o los lu-
gares donde se funciona más equitativamente y más
equilibradamente al servicio del combate de la pobre-
za y de la igualdad de todos los pueblos de la tierra, o
de un comercio justo, empleando la terminología del
proyecto de ley?

En definitiva, nosotros pensamos que la ley legitima
y profundiza algo que existe, que es un camino preo-
cupante de ocultación de la salida de inversiones, in-
versiones públicas a través de entidades privadas, que
ahora ya no son solamente las ONG, son empresas, or-
ganizaciones empresariales, sindicatos, con incentivos
fiscales y desde luego una atomización de agentes so-
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ciales y una feudalización de la gestión de la ayuda,
que puede provocar gravísimos fraudes y un fomento
estatal de cooperación no gubernamental, pero no bie-
nintencionada, y nosotros esto queremos dejarlo aquí
explícito con toda claridad.

Nada tenemos en contra de que las empresas actúen
en terceros países con dineros públicos; pero tienen
que ser convocatorias públicas, primero ante nosotros
y después ante las sociedades destinatarias.

En fin, señor ministro, llama la atención que una ley
de cooperación dedique gran parte del texto precisa-
mente a aquello que dice combatir. Es decir, está por la
simplificación, por la clarificación y por la publicidad
y resulta que hay un complejo organigrama de funcio-
namiento administrativo oficial que se sustentará en
una base de agentes sociales operativos muy descon-
trolada. Los organismos rectores, los órganos colegia-
dos, los órganos ejecutivos, en el capítulo III, el más
largo del proyecto, realmente merecían una simplifica-
ción necesaria desde el punto de vista funcional y des-
de el punto de vista de la transparencia.

Y vamos acabando. Unidad de acción de la política
exterior española. Curioso. Solamente hay preocupa-
ción por concentrar y centralizar las ayudas, o por lo
menos la planificación de las ayudas, en las adminis-
traciones pública; pero resulta que se va a ser total-
mente permisivo y se impulsará la privatización, la
privacidad, siempre que se esté de acuerdo con el Go-
bierno, lógicamente, y la pluralidad social no como co-
operantes, sino incluso como agentes. Una pluralidad
social que hoy hay pruebas ya de que en muchos ca-
sos, y hay que decirlo con claridad, es insolvente y no
tiene un comportamiento correcto. Porque, volvemos a
repetir, no estamos en un mundo maravilloso, estamos
en una sociedad con problemas aquí dentro, internos,
y es lógico que muchas cuestiones se presten al fraude
si no hay el debido control público y la debida transpa-
rencia.

Queremos decir que esta oposición está basada en
principios filosóficos muy contrarios a los vigentes hoy
en el Gobierno del Estado español, que serían acepta-
bles para nosotros siempre y cuando se sustentaran en
tres cuestiones clave: publicidad, transparencia y res-
ponsabilidad política de las administraciones públicas
frente a la sociedad del Estado español y en relación
con los terceros países. Nos preocupa sobremanera
que esta ayuda pueda servir para injerirse en sus asun-
tos internos, para seguir manteniendo un mundo je-
rarquizado y para no considerar que esos Estados del
tercer mundo tienen gobiernos también, tienen admi-
nistraciones, y el primer deber democrático nuestro es,
aun discrepando de ellas, respetarlas porque deben ser
quienes representen a sus sociedades y a sus países.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Rodríguez.

¿Grupos que desean utilizar un turno en contra?
(Pausa.)

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor Izquierdo.

El señor IZQUIERDO JUÁREZ: Señorías, señor
presidente, el pasado 24 de julio el Consejo de Minis-
tros aprobó por fin el proyecto de ley de cooperación
internacional para el desarrollo. Como todas SS. SS.
saben, este proyecto de ley entró en las Cortes el 28 de
julio y hoy empezamos su trámite parlamentario pro-
piamente, después de tres ampliaciones del plazo de
enmiendas a la totalidad y de texto alternativo en las
cuales el Grupo Parlamentario Popular y el resto de
los grupos parlamentarios no han tenido ningún pro-
blema. Porque, como ha dicho el ministro esta maña-
na a primera hora, desde el Grupo Parlamentario Po-
pular y también desde el Gobierno, este texto, esta ley
de cooperación internacional al desarrollo nos la plan-
teamos dentro del esfuerzo que vamos a hacer todos,
del máximo consenso y, por supuesto, dentro del con-
junto de las políticas que entendemos son políticas de
Estado, políticas de todos.

Señorías, catorce meses simplemente le han bastado
al Gobierno de José María Aznar para traer un proyec-
to de ley a las Cortes, mientras que otros han tardado
quince años hasta que los parlamentarios y la sociedad
nos enteramos de qué texto y qué concepto tienen ellos
de la cooperación internacional para el desarrollo. Y
cuando digo otros, lo vamos a dejar en términos gene-
rales porque entiendo que la responsabilidad puede
ser de manera importante del Gobierno anterior, pero
también de otros grupos parlamentarios. Hoy resulta
que al proyecto de ley que el Gobierno presenta se pre-
sentan —perdonen la repetición— cinco enmiendas a
la totalidad y tres textos alternativos. Hemos estudiado
los textos alternativos con detenimiento y luego entra-
remos en ellos, aunque intentaremos ser rápidos y bre-
ves, señor presidente, en su análisis concreto.

Como decía, señorías, un buen ejercicio, por mu-
chas razones pero creo que todas positivas en este mo-
mento, sería preguntarles, no ya a los grupos parla-
mentarios de esta Cámara sino a los responsables de
gobiernos anteriores, a los responsables de la política
de cooperación al desarrollo, de la política exterior; un
buen ejercicio sería, repito, preguntarles por las razo-
nes y la naturaleza de las dificultades, no exactamente
lo que el representante del Grupo Parlamentario So-
cialista ha dicho, sino las dificultades reales que tuvie-
ron para aparcar sistemáticamente una ley que como
he dicho era demandada con insistencia por el conjun-
to de la sociedad, no ahora, no desde 1994, sino desde
hace mucho tiempo, y además recomendada por toda
la comunidad internacional.

El Gobierno de José María Aznar, el Gobierno del
Partido Popular, señorías, ha tomado una decisión po-
lítica que para algunos estaba viciada de intereses cor-
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porativos y para otros de viejas inercias administrati-
vas, pero para los más, como he dicho, estaba aparca-
da por una clara falta de voluntad política de traer al
Parlamento una ley de cooperación.

Señorías, con sinceridad no pienso que anteriores
gobiernos del Partido Socialista concedieran escasa
importancia a la solidaridad, no lo creo; simplemente
pienso que no estaba la solidaridad entre sus priorida-
des, como nos recuerda y además ha escrito con valen-
tía y decisión la eurodiputada Francisca Sahuquillo en
su libro, que es bueno, con recetas novedosas e impor-
tantes sobre los problemas de la cooperación en el pró-
ximo siglo. Me van a permitir leerles a SS. SS. una fra-
se muy breve que está en la página 12: Tenemos que
reconocer —dice Paca Sahuquillo— que por diversas
causas, todas ellas lógicas y explicables, la cooperación
al desarrollo, aunque no ha sido una prioridad en el
PSOE, sí ha sido una preocupación constante.

Hasta ahí el balance, entiendo yo, de gobiernos ante-
riores: preocupación constante, inquietud, pero nunca
prioridad.

Nos encontramos entonces, señorías, con que algu-
nos grupos parlamentarios se suben a la tribuna inten-
tando defender una serie de textos alternativos para in-
tentar descalificar, desde la estrategia, el conjunto del
proyecto de ley que el Gobierno presenta, y anuncian
que sus textos alternativos presentan importantes nove-
dades a dicho proyecto de ley del Gobierno. Pretenden
de esta manera, en un primer bloque, descalificar nues-
tro proyecto de ley como insolidario, comercialista,
mercantilista, que no lucha contra la erradicación de la
pobreza y que no está orientado ni a los países más
desfavorecidos ni a los más marginados, tampoco lu-
cha por la igualdad de la mujer, etcétera.

Señorías, no sé qué proyecto de ley han leído uste-
des, pero tengo la sensación de que han recogido tex-
tos, desde la legitimidad, por supuesto, que determina-
das instancias de la sociedad civil han aportado al
debate parlamentario y vienen aportando desde hace
muchos meses, y han introducido, de una manera
oportunista —permítaseme el término— y de manera
creo que en cualquier caso demasiado voluntarista,
una serie de recomendaciones y críticas que no están
en el proyecto de ley. Porque, señorías, el proyecto de
ley que el ministro de Asuntos Exteriores ha presenta-
do en esta Cámara, nada menos que en siete artículos,
y desde diferentes ópticas y puntos de vista, habla de
que los objetivos de la cooperación española al desa-
rrollo deben ir destinados a los países menos avanza-
dos y a los más desfavorecidos.

El Grupo Parlamentario Socialista aporta como una
novedad extraordinaria algo que viene pidiendo el
Grupo Parlamentario Popular y el propio Gobierno
desde hace muchos meses en esta Cámara: que vaya-
mos hacia el principio de la corresponsabilidad, de la
participación de los terceros países en el desarrollo;
eso es lógico y es evidente. Pero es que, señorías, está

en nuestro proyecto de ley, específicamente en el ar-
tículo 2, letra c). Si usted me dice que no está bien re-
dactado, vayamos a la ponencia y redactémoslo de
acuerdo, porque llegaremos con toda seguridad a un
acuerdo ya que defendemos lo mismo, pero insisto que
está en nuestro proyecto de ley.

Como también está en nuestro proyecto de ley la
cláusula democrática. Está, señorías, señalada en toda
su extensión en el artículo 2, letra b). Además, preten-
den aportar esta cuestión como una novedad en pre-
sencia del ministro de Asuntos Exteriores, que ha sido
precisamente quien más, y de manera más insistente,
ha defendido, desde Europa y desde las responsabili-
dades que tuvo en la Comisión Europea, con el acuer-
do de todos, señor Fuentes, la aplicación de la cláusula
democrática en la defensa de los derechos humanos y
de las libertades, especialmente en Iberoamérica. Se-
ñorías, creo que el Parlamento tendría que reconocer
al actual ministro de Asuntos Exteriores un especial
protagonismo en esta cuestión y en la estabilidad que
hoy tiene Iberoamérica, después de la década perdida
de los años 80.

Usted introduce en su texto, señoría, y lo ha expresa-
do aquí, algo que tenemos que aceptar con una cierta
preocupación, que es la intervención del Parlamento en
la decisión de la aplicación práctica de la cláusula de-
mocrática. Le diré por qué me preocupa esto, porque
me parece que está usted empezando a hacer llamadas
a la ruptura de algo tan importante como ha sido el
consenso constitucional, a partir de la Constitución y
durante la transición, en política exterior. Escuche al
señor Rodríguez y verá cómo la aplicación de la cláusu-
la democrática es algo que le debe corresponder al Go-
bierno de España, porque es un principio constitucio-
nal, además en el seno de la Unión y en base al diálogo
y al conjunto de la comunidad internacional. ¿Cree us-
ted de verdad que todos los grupos parlamentarios po-
dríamos llegar a ponernos de acuerdo en la aplicación
práctica de este tipo de políticas? Señor Fuentes, es
preocupante esa aportación.

Habla usted de que introduce novedades, como las
políticas de igualdad y de protección del medio am-
biente, que están, señoría, específicamente contempla-
das en los artículos 2, letra c), y 6 en su conjunto. Hace
una serie de aportaciones que considera que el proyec-
to de ley no tiene: estatuto del cooperante, voluntaria-
do, objeción de conciencia, exenciones fiscales a orga-
nizaciones no gubernamentales, etcétera. Le haré un
breve comentario al respecto, señor Fuentes. En el ca-
pítulo V hay referencias importantes a estas cuestiones
—y usted lo conoce muy bien— en los artículo 33 y 34.
Pero, señoría, si se pretenden otro tipo de reformas,
hablemos de ello y discutamos abiertamente; por
ejemplo, en el caso del estatuto de los trabajadores,
que creo que no nos corresponde a los parlamentarios
discutir; o hablemos de la ley del voluntariado, sobre
la que, por cierto, el Gobierno ha anunciado reformas
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importantes; o sobre la de objeción de conciencia. Es-
ta ley, señorías, no impide ninguna reforma legislativa
de futuro; es más, abre la puerta a todas esas refor-
mas. Pero no puede ser, como ha dicho muy bien el se-
ñor ministro, el cajón de sastre por donde se cuelen re-
formas determinadas que pueden afectar, además, no
solamente a estas políticas sino al conjunto de otras. 

Lo que sí es seguro, señorías, es que el actual Go-
bierno, con la presentación de este proyecto de ley,
ha incorporado una novedad importante a lo que ha
sido práctica habitual durante los trece años anterio-
res. Van a ser posibles en el futuro las reformas legis-
lativas necesarias para que las políticas de coopera-
ción al desarrollo informen —en la extensión entera y
positiva de su término— el conjunto de las políticas
del Estado, lo cual no ha sido posible hasta el mo-
mento presente.

Recordaré a S. S. que la Ley del Impuesto sobre el
Valor Añadido, que reforma porque introduce el su-
puesto de las políticas de cooperación al desarrollo, es
de 1992; en la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido
se les olvidó, señorías, contemplar las políticas de co-
operación al desarrollo. Le recuerdo, señoría, que la
Ley de Mecenazgo es del año 1994, ¿hemos de concluir
que se les olvidó a ustedes en ella incluir las políticas
de cooperación al desarrollo? Podríamos hablar de la
Ley de Fundaciones y de tantas otras cuestiones.

Señoría, con todos los respetos posibles en estos
momentos le diré que me parece que hay demasiado
voluntarismo y demasiado oportunismo en las críticas
que se hacen al proyecto de ley. Y lo único que de-
muestran esas críticas es que para ustedes, efectiva-
mente, la política de cooperación al desarrollo, como
dice Paca Sahuquillo, en el pasado no ha sido priorita-
ria en el conjunto de las políticas.

El proyecto de ley de cooperación internacional pa-
ra el desarrollo que el Gobierno ha presentado para
nada impide, en cualquier caso, sus propuestas con-
cretas, y la ponencia, entiendo, señorías, debe inspi-
rar sus trabajos en el principio, como ha dicho el mi-
nistro, del consenso y del acuerdo. No voy a entrar,
señor Fuentes, en las descalificaciones globales que
de alguna manera usted ha hecho sobre el proyecto
de ley. Ha dicho que es ambiguo y que está influido
por la pugna de Exteriores, Economía, etcétera. Se-
ñor Fuentes, si eso fuera así, en su texto alternativo
encontraríamos decisiones ágiles al respecto, pero su
proyecto de ley —que fue dictaminado por el Consejo
de Cooperación en 1995 con once votos a favor y nue-
ve en contra, más votos en contra que el actual pro-
yecto de ley, que ha tenido únicamente tres— para
nada entraba en esas materias del crédito FAD ni de
la presencia de comercio, y es que su texto alternati-
vo hace referencias muy leves, en el artículo 15.3 y en
el artículo 18.3, a esta cuestión. Realmente, yo en-
tiendo sus propuestas y su crítica más bien como una
manifestación de autocrítica. 

Me llama mucho la atención, señorías, la ausencia,
en este texto del año 1995 y en el que hoy presentan a
la Cámara, de algo de extraordinaria importancia y
que va a producir una revolución efectiva en las políti-
cas de cooperación al desarrollo. En su artículo 26 de-
jan el papel de las Cortes como está y para nada nos
hablan ni de la Comisión parlamentaria ni de su carác-
ter legislativo o no legislativo; dejan a las Cortes con
las funciones constitucionales que ya tiene: las de con-
trol, las de seguimiento del Ejecutivo, etcétera. No hay
ninguna novedad importante y ninguna aportación,
cuando el conjunto de los grupos parlamentarios y de
la sociedad civil hemos expresado un acuerdo impor-
tante en esta cuestión; le dejan al Congreso, repito,
simplemente la capacidad de ser informado de los pla-
nes directores, y ello de vez en cuando, pero no la ca-
pacidad de dictaminar y de influir en las políticas de
cooperación al desarrollo. Creo, no obstante, que no es
un error, porque demuestra una trayectoria de su gru-
po parlamentario donde la política de cooperación al
desarrollo siempre ha sido marginal en el conjunto de
las políticas, y ha sido, además, un instrumento políti-
co más que realmente cooperación al desarrollo. Yo
creo, señorías —y con esto termino con ustedes, si se
me permite la expresión— que el Parlamento, para el
Grupo Parlamentario Socialista, parece más bien una
excusa dentro del sistema, en demasiadas ocasiones y
de modo bastante general.

Al señor Navas, de Izquierda Unida, quiero decirle
que la Agencia Española de Cooperación Internacio-
nal debe ser un ente autónomo. Debemos discutir en
la ponencia cómo tiene que funcionar y cómo se tiene
que organizar la futura AECI. La ley de cooperación
bien es verdad que no establece en su texto inicial im-
portantes reformas, pero también es verdad que no
cierra ninguna puerta a reformas en la Agencia Espa-
ñola de Cooperación Internacional. Le voy a decir una
cosa, señoría: que se hagan las reformas que se tengan
que hacer, pero no aquellas que impidan el control, la
transparencia, la presencia e influencia del Parlamen-
to como demuestra y quiere esta ley en el futuro. 

No le he entendido muy bien la disquisición que ha
hecho de que el Congreso se queda como mero dicta-
minador. Efectivamente, el Congreso debe dictaminar.
El Gobierno presentará a las Cortes el plan director y
nosotros lo aprobaremos, con las modificaciones que
haya que hacer, y presentará el plan anual de coopera-
ción y el Parlamento lo aprobará, con las modificacio-
nes que queramos introducir. Esto no era así antes.
Por tanto, lo de mero dictaminador no se lo he enten-
dido muy bien. El Parlamento tiene una gran impor-
tancia en este proyecto de ley...

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Izquierdo, le ruego que vaya conclu-
yendo.
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El señor IZQUIERDO JUÁREZ: Voy terminando,
señor presidente. 

Sin embargo, yo he deducido de su intervención que
usted pretende atribuir al Consejo de Cooperación fa-
cultades que le corresponden al Parlamento. Yo creo,
señor Navas, que en la ponencia debemos discutir es-
tas cuestiones desde la serenidad y seguro que llega-
mos a un acuerdo. 

Señorías, el resto de los grupos parlamentarios han
hecho unas críticas y han expresado su inquietud so-
bre el tema de la cooperación descentralizada y la co-
ordinación de las políticas de cooperación al desarro-
llo entre las comunidades autónomas, ayuntamientos
y las políticas del Estado. Estoy firmemente convenci-
do, señorías, de que el principio de la unidad de acción
de Estado en el exterior es una llamada especial a uno
de los principios fundamentales de la cooperación al
desarrollo, que es el de la coherencia, y esto significa
que los principios de la cooperación al desarrollo (co-
mo he oído a muchas de SS. SS. en los debates que te-
nemos en las comisiones legislativas en esta Cámara)
informan e inspiran el conjunto de las políticas del Es-
tado, y, por tanto, que se establezca —para conseguir,
efectivamente, luchar contra la pobreza— una coordi-
nación eficaz y eficiente.

Señorías, el artículo 19, letra d), que establece las
funciones de la Comisión Interterritorial de Coopera-
ción, y que me voy a permitir leer para tranquilidad
del señor Saura, dice: Asegurar el mayor grado de efi-
cacia y eficiencia en la identificación, formulación y
ejecución de programas y proyectos de cooperación al
desarrollo impulsados por las distintas administracio-
nes públicas, plenamente autónomas a esos efectos, en
el marco de sus respectivas competencias.

Señor Saura, si alguna ambigüedad o redacción po-
co afortunada en la exposición de motivos le ha produ-
cido preocupación, en la ponencia vamos a discutir
con serenidad el texto.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Izquierdo, le ruego concluya.

El señor IZQUIERDO JUÁREZ: Voy a terminar, se-
ñor presidente.

Señorías, las políticas de solidaridad internacional y
la lucha contra la pobreza en el mundo precisan de un
instrumento jurídico para su desarrollo y consolida-
ción. Deben constituir y pueden ser uno de los aspec-
tos básicos, fundamentales e inspiradores de la políti-
ca exterior del Estado en su conjunto. El avance
conceptual que para el Grupo Parlamentario Popular
esto supone es de extraordinaria importancia si consi-
deramos que la cooperación española al desarrollo ha
sido durante años criticada, por estar, en ocasiones,
más inspirada por planteamientos estratégicos, políti-
cos y comerciales que por planteamientos de solidari-
dad; éste es el gran debate, señorías. 

La ley de cooperación para el desarrollo puede ser
ese instrumento que asegure, por sí misma y en su
posterior desarrollo reglamentario, que la lucha contra
la pobreza en todas sus manifestaciones inspire decidi-
damente no sólo la política exterior, sino el conjunto
de las políticas comerciales, culturales, educativas o
sociales de España en el exterior. Qué duda cabe, seño-
rías, que España y su Gobierno están en el debate de la
solidaridad. La solidaridad internacional tampoco
puede ser utilizada para encubrir objetivos de influen-
cia política de los gobiernos, de las personas o de cual-
quier tipo de organización.

Señoría, el debate parlamentario de la ponencia y de
la comisión sin duda va a ser intenso, y el texto final,
como ha dicho el ministro, va a ser mejor si alcanza el
más amplio de los consensos. Entiendo que hoy la so-
ciedad española nos reclama a todos insistentemente,
a quienes estamos trabajando en la lucha contra la po-
breza desde cualquier posición, que abandonemos la
utilización permanente de la estrategia interesada para
debatir ideas e impulsar reformas que puedan mejorar
el estado actual y el futuro de las cosas.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Izquierdo, debe concluir de forma in-
mediata.

El señor IZQUIERDO JUÁREZ: Termino, señor pre-
sidente, diciendo que la solidaridad no es patrimonio
de nadie, no puede ser partidista en España, y precisa-
mente por ello el Gobierno de José María Aznar quiere
que la solidaridad tenga rango de ley, que tengamos
los españoles una ley para la solidaridad.

Gracias, señor presidente; gracias, señorías. (Aplau-
sos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Izquierdo.

Señor Navas, tiene la palabra. (Rumores.)

El señor NAVAS AMORES: Señor presidente, seño-
rías, después de escuchar al portavoz del Partido Po-
pular... (Rumores.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Perdone un momento, señor Navas.

Señorías, les ruego guarden silencio.
Puede continuar, señor Navas.

El señor NAVAS AMORES: Gracias, señor Presi-
dente.

Como decía, después de escuchar al portavoz del
Partido Popular sólo me queda decir que el proyecto
de ley que presenta el Gobierno puede ser definido con
otra frase que no había dicho en mi primera interven-
ción, y es que, en el fondo, lo que pretende es también
luchar contra la pobreza en el mundo, contra las desi-
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gualdades que nacen en los países donde el desarrollo
es menor; es decir, también sirve para eso la ley, por-
que lo que no ha podido desmontar es el criterio prin-
cipal que emana del proyecto, y es pensar que la políti-
ca exterior del Gobierno tiene un gran fundamento
para definir no sólo los intereses nacionales, sino los
intereses comerciales, bilaterales en cuanto estratégi-
cos, y, como decía, curiosamente esta ley de coopera-
ción para el desarrollo va a intentar servir para erradi-
car la pobreza de los países del Tercer Mundo. Por
tanto, no se puede expresar esta ley de otra forma
cuando encontramos que existe una gran contradic-
ción en cuanto a que el Ministerio de Asuntos Exterio-
res debe ser el depositario de toda la responsabilidad
por lo que respecta a la cooperación para el desarrollo,
pero, de hecho, no sólo antes sino ahora y para el año
que viene, según los Presupuestos Generales del Esta-
do, según el proyecto de ley del Gobierno, se confirma
que no va a gestionar la parte fundamental de fondos
destinados para el desarrollo; me estoy refiriendo a las
partidas presupuestarias que va a gestionar el Ministe-
rio de Economía. Estamos volviendo a hablar de crédi-
tos FAD, estamos hablando de créditos para el fomen-
to de las exportaciones. Con esto quiero decir que
seguimos confundiendo lo que es el concepto filosófi-
co y lo que es política de cooperación para el desarro-
llo. Es una cuestión que no ha conseguido, lógicamen-
te porque el texto es así de contundente y así de claro,
explicar el portavoz del Partido Popular.

La gestión es otro elemento. Más allá de las respon-
sabilidades que haya podido tener el Gobierno ante-
rior en cuanto a no haber propuesto a la Cámara un
proyecto de ley sobre cooperación para el desarrollo,
sólo quiero decir que este era el momento que todos
estábamos esperando para conseguir culminar ese de-
seo generalizado de poder dar a luz un proyecto de ley
que pudiese definir como cooperación para el desarro-
llo aquella que única y exclusivamente va destinada
para eso que estamos pensando casi todos, para erra-
dicar la pobreza.

Estamos pensando también en un centro de gestión
único; no estamos pensando en la atomización actual
de distintos ministerios. Hoy, si cogemos el borrador
del proyecto de ley de presupuestos para el año que
viene, y por lo que se refiere a la política de coopera-
ción para el desarrollo, hay que buscar el presupuesto
de Educación, el del Ministerio de Trabajo, el del Mi-
nisterio de Economía y, por supuesto, el del Ministerio
de Asuntos Exteriores, para encontrar la cantidad en
su conjunto.

Por resumir, entiendo que no es la ley que necesita-
ba el Parlamento y la sociedad civil española; entiendo
que no es una ley que nace después de haber asimilado
las experiencias de años anteriores ni una ley que nace
del consenso entre la parte social y la parte política.
Los que pensamos que la ley de cooperación para el
desarrollo debería de tener otros principios filosóficos

hemos hecho algunas afirmaciones por las que no se
nos puede acusar de voluntarismo ni de demagogia,
porque se está acusando no sólo a los partidos que
proponemos una nueva ley, sino a los agentes activos
de la cooperación para el desarrollo; se está acusando
a aquellos que están trabajando día a día desde la pla-
nificación de los proyectos, desde la ejecución en los
lugares de destino y en la evaluación y en el control de
ese gasto. Por supuesto que en nuestro proyecto de ley
queda bien claro que articulamos mecanismos de con-
trol más que suficientes y no mecanismos de control
parciales en cuanto a un proyecto determinado; vamos
más allá: que el Tribunal de Cuentas todos los años in-
forme sobre la gestión de los créditos utilizados en la
cooperación para el desarrollo.

De alguna forma tampoco se puede desmontar el he-
cho de que acusemos a esta ley de ser una ley que cen-
tralice absolutamente ...

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Navas, le ruego concluya.

El señor NAVAS AMORES: Sí, señor presidente.
Como decía, no se puede desmontar el hecho de que

acusemos a esta ley de ser una ley que centralice abso-
lutamente toda la política de cooperación para el desa-
rrollo en manos del Estado. Sabemos que con esa filo-
sofía la Comisión de Coordinación Interterritorial
tiene las manos atadas. De hecho, no va a poder arti-
cular más allá que el mero debate superficial de los
asuntos relacionados con la política de cooperación,
puesto que siempre va a prevalecer esa espada que el
Gobierno ya ha planteado en este borrador relativa a
que no se pueden discutir las políticas de exteriores
porque están centralizadas en el Gobierno. Por tanto,
esta ley no puede satisfacer no sólo a mi grupo, sino a
todos los agentes sociales que durante tantos años han
ido trabajando para dar a luz una norma que al menos
se pareciese en algo a la experiencia acumulada a lo
largo de estos años. 

Por todo lo expuesto mantenemos nuestro proyecto
de ley alternativo.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Navas.

Señor Fuentes, tiene la palabra.

El señor FUENTES GALLARDO: Gracias, señor
presidente.

Señor Izquierdo, a veces creo que usted no quiere es-
cuchar. Dice que esta ley no se trajo en los últimos
quince años. En el año 1982, señoría, España estaba re-
cibiendo fondos de cooperación, era país receptor. ¿Us-
tedes o alguien se podía plantear hacer una ley de coo-
peración cuando estábamos recibiendo, repito, la
solidaridad internacional? Y usted dice que en ese mo-
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mento ya teníamos que haber pensado en la ley de coo-
peración. ¡Hombre, por favor! Empieza a plantearse la
necesidad de la ley de cooperación con los informes del
Congreso y del Senado de 1992 y de 1994. Usted me
puede decir que nosotros no la trajimos en 1994, y tie-
ne razón, no se trajo en 1994. En 1995 se mandó al
Consejo de Cooperación y después se disolvieron las
Cortes. Pero ¿de verdad usted cree que se puede decir
aquí que en los años 1982 y 1983 no se planteó una ley?
¿Cómo se iba a plantear la ley si no existía la coopera-
ción de España como país que da fondos y ayuda al de-
sarrollo? Señoría, nosotros en aquella época estábamos
recibiendo fondos, y hay que ver lo que ha cambiado
este país en los últimos quince años! (Rumores.—Va-
rios señores diputados: ¡Muy bien!)

Señor Izquierdo, no se ponga usted estupendo cuan-
do habla de la gran prioridad del Gobierno actual para
la cooperación. Eso se traduce en cifras. Y en su pri-
mer año de gobierno, 1996, se contempla la cifra más
baja de ayuda oficial al desarrollo de los últimos ocho
años, en términos relativos y en términos absolutos, el
0,22. Ustedes, que nos decían que era un desastre la
ayuda oficial al desarrollo del año 1995, el 0,24, llegan
al Gobierno y destinan el 0,22. Además, el 0,22 en una
situación económica que es una maravilla, según uste-
des. Doblemente grave entonces. Porque en una época
de crisis se podía haber planteado una reducción, pero
en una situación económica maravillosa, bajar del 0,24
al 0,22 —la cifra peor de los últimos ocho años—, ya
me contará usted si es para sacar pecho aquí y hablar
de las grandes prioridades de la cooperación.

Señor Izquierdo, no hemos descalificado su ley, por-
que descalificar supone salir aquí a hacer un discurso
tremebundo en contra y no ha sido este nuestro tono.
Hemos señalado, lógicamente, los aspectos en los que
discrepamos de su proyecto de ley y hemos planteado
nuestras alternativas. Eso es lo que hemos hecho y no
una descalificación, que tiene el sentido de reconocer
absolutamente nada. Sí que hemos reconocido. Ahora
bien, usted debe coincidir conmigo que cuando se han
hecho valoraciones por muchas personas del ámbito
político o de fuera de la política, se ha dicho que es
importante que exista ya un proyecto de ley de coope-
ración. Punto y final. No hay más reconocimiento, lo
que es, a su vez, reconocer implícitamente que no tie-
ne tantos aspectos positivos, ya que la única valora-
ción importante que se hace es que ya hay un texto de
ley.

Hace referencia S. S. a la cláusula democrática. Cla-
ro que está en su proyecto, y nosotros la ampliamos, lo
dije en mi intervención. Nosotros ampliamos los con-
tenidos de la cláusula democrática. No entiendo cómo
hace usted esa declaración tan solemne que al final no
sé qué quiere decir. Dice que cuando quiera suspender-
se la cooperación con un país apoyándose en la cláu-
sula democrática, nosotros defendemos que eso lo co-
nozca el Parlamento, y usted, más o menos, dice que

eso es romper un histórico consenso constitucional.
No lo entiendo. Mantenemos esa aportación en nues-
tro proyecto de ley.

No ha contestado S. S. a una cuestión fundamental.
¿Por qué este proyecto de ley es infinitamente peor
—lo reconoce todo el mundo y muchos de ustedes en
privado— que anteriores borradores del Ministerio de
Asuntos Exteriores que fueron públicos y enviados a
las ONG? ¿Por qué es peor? Yo le he dado mi explica-
ción y usted no ha sabido responder a esa pregunta.

El problema del proyecto del Gobierno, señor Iz-
quierdo, es que usted puede encontrar muchos artícu-
los para defender sus tesis, pero yo puedo encontrar
también artículos para defender las mías. Por eso es
un texto totalmente contradictorio y ambiguo. Quiere
contentar a las posiciones de Exteriores, a las posicio-
nes de Economía y al mismo tiempo la petición de tal
organización, y evidentemente es muy difícil contentar
a todos a la vez.

Respecto a los créditos FAD, usted ni los ha nombra-
do, ni siquiera el desgraciado episodio del Consejo de
Cooperación. 

Este no es un proyecto de ley tan maravilloso como
usted dice y yo no sé si le darán la vuelta como a un
calcetín o a una media, utilizando expresiones referi-
das a otro proyecto de ley que tiene alguna relación
con éste. Lo que está claro es que para que éste sea un
buen instrumento y se apruebe con el mayor acuerdo
posible de esta Cámara, como todos deseamos o al me-
nos mi grupo desea, muchos aspectos tendrán que ser
modificados; si no será un mal instrumento para la co-
operación y, desde luego, si es así, no va a contar con
el apoyo del Partido Socialista Obrero Español. (Ru-
mores.—Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Fuentes.

Señor Izquierdo.

El señor IZQUIERDO JUÁREZ: Gracias, señor pre-
sidente.

Señorías, subo a la tribuna, aunque no tendría que
haberlo hecho porque voy a ser muy breve.

Señor Navas, que el instrumento FAD esté en el pro-
yecto de ley de cooperación y que sea ayuda oficial al
desarrollo es algo que no depende de España; depende
de la OCDE y en concreto del CAD. El FAD es un ins-
trumento de cooperación al desarrollo que en el seno
del CAD imponen aquellas potencias occidentales que
no tienen ni tanto prestigio ni tanta presencia como
España en el exterior, ya que la única manera de su pe-
netración comercial es la cooperación al desarrollo. Le
estoy hablando de Canadá, de Suecia, de Bélgica, etcé-
tera. Otras potencias medias, otros países con una pre-
sencia importante en el exterior a lo largo de la Histo-
ria tienen otros mecanismos de presencia. Así pues, las
decisiones se toman por consenso y es ayuda oficial al
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desarrollo porque se decide allí. El día que se decida
que esto no es ayuda oficial al desarrollo no estará. No
confundamos las cuestiones. ¿Tiene que haber en el
conjunto de la actividad de las políticas económicas
un instrumento de apoyo a la empresa española? Yo
creo que sí. Sobre el particular existe un consenso im-
portante, al menos en esta Cámara, porque en definiti-
va el apoyo a la empresa es también un apoyo a los
trabajadores, a la economía y al bienestar de este país.

¿Tiene que existir un instrumento financiero para el
desarrollo? Efectivamente. Eso está demandado por el
Comité de Ayuda al Desarrollo, por las organizaciones
no gubernamentales, etcétera. Precisamente este año
el Gobierno del Partido Popular introduce en los Pre-
supuestos Generales del Estado ese fondo de ayuda al
desarrollo, de tal manera que existirá el crédito en
condiciones CAD y más favorables todavía —dice—
para el alivio de la pobreza. Por lo tanto, estamos em-
pezando a cambiar ese instrumento que, desde el pun-
to de vista de la cooperación al desarrollo, es criticable
por muchas razones, pero que está en la ley no porque
ésta sea mercantilista o comercial, sino porque tiene
que estar, como está en todas las legislaciones naciona-
les sobre cooperación al desarrollo mientras el CAD no
lo saque. No está de otra manera.

Le diré más, señor Navas. Lo que hace falta, como
dije antes, es que el Gobierno y el Parlamento ejerzan
la suficiente presión, cada uno desde su posición, para
que ese instrumento se use con corrección. Por lo tan-
to, entiendo yo, señorías, que la crítica al instrumento
no se debería hacer en conjunto sino caso por caso y,
caso por caso, nos llevaríamos muchas sorpresas ocu-
rridas en el pasado; muchas sorpresas de cómo se ha
utilizado el instrumento FAD. Con eso respondo tam-
bién al señor Fuentes en cuanto a sus dudas sobre el
particular.

Señor Fuentes, cuando usted habla del pasado se ol-
vida permanentemente de que en este país se hizo una
transición política y de que existió un partido, Unión
de Centro Democrático, que gobernó desde 1976 hasta
1982. Tengo que recordarles, señorías, que los fondos
de ayuda al desarrollo se crearon en 1976 y que Espa-
ña dejó de ser país receptor en 1979, año en el que pa-
samos a ser país donante. ¿Quiere usted decir que en
1982 el primer Gobierno socialista hizo un gran es-
fuerzo? Yo no se lo discuto. Cifras, ha pedido usted ci-
fras. Yo se las voy a dar, con toda brevedad, y voy ter-
minando, señor presidente.

No me voy a remontar a 1982, porque tampoco son
cifras favorables para ustedes, pero no maneje usted
desde la demagogia, permítame la palabra, el porcen-
taje, el 0,7, que es un objetivo en el que todos estamos
de acuerdo, para decir que en tal año conseguimos
tanto y ahora estamos en cuanto, porque le diré una
cosa. En los dos últimos años, o quizá menos, en los
16 últimos meses la economía española, al haberse to-
mado una serie de medidas de extraordinaria impor-

tancia para que deje de ser un determinado tipo de
economía y pase a ser una economía productiva, ha
experimentado un crecimiento que se está disparando
y por tanto el porcentaje va a bajar, pero le daré cifras
de solidaridad de los españoles.

En 1991, el Gobierno anterior destinó 131.000 millo-
nes a la cooperación al desarrollo; en 1992, 155.000
millones (hablamos de pesetas, no de porcentajes, de
pesetas que salen del bolsillo de todos los españoles);
en 1993, 165.000 millones; en 1994, 173.000 millones;
en 1995, 168.000 millones. Los datos que le estoy dan-
do son de la Oficina de Planificación y Evaluación, por
tanto datos oficiales. En 1996, 160.000 millones. Usted
ha dicho que bajó en ese año, pero le diré, señoría, que
cuando el Gobierno de José María Aznar tomó pose-
sión ustedes habían ejecutado —fíjese la importancia
que le daban a la solidaridad y a las políticas de solida-
ridad, estaban preocupados entonces de otras cosas,
aparte de las elecciones— nada más que el 13 por cien-
to de la cooperación al desarrollo. Tuvimos que hacer
un esfuerzo extraordinario desde mayo a diciembre
para ejecutar lo que se ejecutó. En cualquier caso, no
eran nuestros presupuestos, eran sus presupuestos y
sus limitaciones. El primer año de José María Aznar
en cuanto a presupuesto es 1997, los primeros presu-
puestos del nuevo Gobierno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Izquierdo, le ruego concluya.

El señor IZQUIERDO JUÁREZ: Voy terminando,
señor presidente.

A fecha de hoy la Oficina de Planificación y Eva-
luación contabiliza como ya invertido en cooperación
al desarrollo 190.000 millones, la cifra más importan-
te nunca dada, 30.000 millones más que en 1996,
190.000 millones es la cifra más importante nunca in-
vertida en cooperación al desarrollo en la historia de
nuestro país. Pero para 1998, y termino ya, señor pre-
sidente, como mínimo, y pensando que el instrumen-
to FAD se ejecute como se está ejecutando, al 50 por
ciento y por tanto se inviertan 40.000 millones de pe-
setas, como mínimo y sin contar las condonaciones y
cancelaciones de deuda externa, por tanto poniendo
ahí cero, se destinarán a cooperación y desarrollo
201.000 millones de pesetas, superando una barrera
que yo creo que en esto es mágica y que nos acerca
más. Es probable que el porcentaje no sea importan-
te, estará en torno al 0,25 por ciento, y el esfuerzo tie-
ne que ser significativo en el futuro, pero desde el
acuerdo, señor Fuentes, desde el compromiso y desde
la responsabilidad, y también desde la prudencia, pa-
ra dotarnos de los instrumentos necesarios que en el
futuro y en el próximo siglo permitan tener más coo-
peración, pero sobre todo, señorías, mejor coopera-
ción.

Gracias, señor presidente.
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El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Izquierdo.

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.)
En nombre del Grupo de Coalición Canaria, tiene la

palabra el señor Gómez.

El señor GÓMEZ RODRÍGUEZ: Muchas gracias,
señor presidente.

Comparezco para fijar la posición de nuestro grupo
en esta importante norma, importancia que viene de-
mostrada por las iniciativas que se han presentado hoy
en este hemiciclo.

Consideramos que el proyecto de ley de cooperación
internacional para el desarrollo, que ha sido defendido
por el ministro de Asuntos Exteriores, es importante,
pero que su texto es mejorable. A nosotros nos interesa
mucho este tema no sólo porque está dentro de nues-
tro programa electoral, sino porque recogemos la opi-
nión del pueblo español manifestada en la calle. Hay
que llegar —y eso no lo discute nadie— al 0,7 del PIB.
Es verdad que con nuestro 0,22 estamos por debajo del
promedio europeo, pero tenemos una participación
superior a la de los Estados Unidos, aunque inferior a
la de los países nórdicos, y no nos olvidemos que todos
tenemos una tarea común: la convergencia con Euro-
pa, según los acuerdos de Maastricht. 

Partimos de la base de que es necesaria una norma
más completa que recoja el anhelo de las distintas
fuerzas políticas —el consenso—, de las distintas fuer-
zas sociales y la opinión de los expertos acerca de la
necesidad de mejorar la calidad y la cantidad. Es cier-
to, como hoy se ha dicho aquí, que nuestro país fue en
un tiempo receptor de esta clase de ayudas. Ahora, por
justicia, por solidaridad, tenemos que responder y ser
generosos cuando las necesidades del país estén cu-
biertas y, gracias a Dios, según el cuadro macroeconó-
mico van hacia adelante. 

No es un proyecto perfecto, es mejorable. Sin duda,
tiene defectos; defectos de fondo, como es que no se
ha profundizado, por ejemplo, en el concepto de desa-
rrollo humano, social y económico sostenible y que
tampoco se ha puesto mucho énfasis en una de las
cuestiones fundamentales incluso por encima del equi-
librio: la erradicación de la pobreza. Además, tampoco
se profundiza demasiado en el papel de las autonomías
en esta materia de cooperación internacional. También
observamos algunos defectos de redacción. Por lo de-
más, tiene aspectos positivos.

Por otra parte, me parece extraño que ningún grupo
haya señalado que ya existe una norma aprobada por
el Gobierno y que se ha traído a la Comisión corres-
pondiente del Congreso, cual es el llamado estatuto del
contribuyente, la ley de garantía y defensa del contri-
buyente, que en su artículo 3º dice que cuando se tra-
ten temas fiscales se incluya esta consideración en el
título de la ley. Si no hacemos esto, dentro de poco
tiempo existirá la jungla legislativa fiscal en nuestro

país. Debemos ser respetuosos con el Gobierno, con
sus propias normas y con lo que, aunque es verdad
que todavía no se ha traído al Pleno, ya ha tenido una
unanimidad en su tratamiento en Comisión.

Entendemos que también tiene sus aspectos positi-
vos. Qué duda cabe de que la creación de esa Comi-
sión interterritorial, donde podrá oírse la voz de las
autonomías y corporaciones locales, es un avance. Ha
sido importante la mención al papel de los agentes pri-
vados, la inclusión de medidas fiscales, pero, repito,
falta la intitulación y la necesidad, y también esto es
muy importante, de la evaluación de los programas.
Recordemos lo que ha pasado en Italia. No se puede
consentir que a la sombra de una ley tuitiva y de soli-
daridad internacional se enriquezcan algunas entida-
des. Hay que ser verdaderamente controladores del di-
nero público. Es cierto que, en España, el dinero
público para esto es poco en relación a lo que se debe-
ría llegar a ser, pero tenemos la compensación de la
magnífica reacción del pueblo español que, a través de
entidades privadas, cada año supera las cuotas de
aportación. Coalición Canaria, desde una autonomía a
caballo entre el mundo poderoso de América del Norte
y Europa y el Tercer Mundo de África y América, cree
que debemos configurar todo un principio de armonía,
consiguiendo un texto legislativo que complete el pre-
sentado por el Gobierno y que nosotros, conscientes
de que es mejorable, vamos a apoyar. Creemos que es
un paso importante si después, en el trámite de ponen-
cia y Comisión, conseguimos plasmar las magníficas
aportaciones de los restantes grupos políticos del arco
parlamentario.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Gómez.

En nombre del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió), tiene la palabra el señor Recoder.

El señor RECODER I MIRALLES: Señor presiden-
te, señorías, el debate que iniciamos hoy para mí es un
debate muy importante por el tema —el marco legal
de la cooperación al desarrollo— y también por ser
muy esperado. Este proyecto de ley, piensa este diputa-
do y el grupo parlamentario al que representa, consti-
tuía una deuda pero también una necesidad. Una deu-
da del poder político, del Gobierno, del Parlamento,
para con todos aquellos sectores sociales, para con to-
dos aquellos hombres y mujeres que están dedicando,
desde hace mucho, una parte de su tiempo, de su ilu-
sión e incluso, a veces, la propia vida, a la ayuda a los
más necesitados en los países más pobres del planeta,
y es también una necesidad de la política española de
cooperación al desarrollo.

Fíjense ustedes lo difícil que ha sido el alumbra-
miento de este proyecto de ley. Antes el señor Izquier-
do, en nombre del Grupo Popular y el señor Fuentes,
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en nombre del Grupo Socialista, se cruzaban algunas
acusaciones. Déjenme que traiga a la Cámara un dato
que nos afecta a todos. Situémonos en 1982, poco an-
tes de las elecciones generales que dieron la mayoría
absoluta al Partido Socialista; en ese momento, todos
los grupos del arco parlamentario con perspectivas de
estar representados en esta Cámara, nos reunimos,
atendiendo la llamada de una organización no guber-
namental, Justicia i Pau, y firmamos un documento en
el cual nos comprometíamos a dos cosas: en primer lu-
gar, a realizar un esfuerzo en los Presupuestos Genera-
les del Estado para llegar a dedicar a la ayuda oficial al
desarrollo el 0,7 por ciento del PIB, siguiendo el man-
dato de la ONU, el mítico 0,7 por ciento del producto
interior bruto, y, en segundo lugar, también nos com-
prometimos entonces, en el año 1982, a aprobar una
ley de cooperación al desarrollo. Han pasado muchos
años y ha llovido mucho desde entonces. La ley, como
es obvio, no se aprobó. Iniciamos hoy el trámite parla-
mentario, aunque algunos la hemos reclamado con in-
sistencia y pongo por testigo al “Diario de Sesiones”.
Han tenido que pasar quince años para que se inicie
este trámite y de ahí que no pueda ocultar mi satisfac-
ción y la de mi grupo político por el debate que hoy
comienza. Alegría lógica que siente el que ve que está a
punto de conseguir algo que durante mucho tiempo ha
deseado fervientemente.

Sin que sirva de excusa para la no presentación de
esta ley en anteriores legislaturas, es cierto que tam-
bién, como se ha dicho anteriormente, han pasado mu-
chas cosas en los últimos años en la cooperación al de-
sarrollo y en la política española de cooperación al
desarrollo. De entrada, el Estado español, creo que en
el año 1981, señor Izquierdo, según mis datos, dejó de
ser un país receptor y pasó a ser un país donante; tam-
bién se ha integrado en el Comité de ayuda al desarro-
llo de la OCDE, es decir, en el club de los donantes; se
ha producido un incremento sustancial de los fondos
privados y públicos destinados a la cooperación de de-
sarrollo; se han multiplicado las organizaciones no gu-
bernamentales para el desarrollo, así como las institu-
ciones que dedican una parte de su presupuesto a la
política de cooperación, lo que venimos denominando
como cooperación descentralizada, o sea la que reali-
zan las administraciones locales y autonómicas. En de-
finitiva, la concienciación social creciente acerca de la
necesidad de realizar un esfuerzo solidario, individual
o colectivo para con el Tercer Mundo, ha llevado al
conjunto de la sociedad y a las instituciones españolas
a dedicar más medios materiales y humanos y, además,
a hacerlo de una forma más eficaz. Llegados a este
punto, y aunque el esfuerzo económico y presupuesta-
rio es insuficiente, ya que, como decía antes, quedamos
lejos del 0,7 por ciento reclamado por las Naciones
Unidas, nos parece obvio e indiscutible que el reto ac-
tual de la cooperación es el de la calidad y el de su efi-
cacia. Para ello pienso que incluso sería irresponsable

aplazar más esta ley. Estoy convencido de que la apro-
bación de una ley de cooperación hace algunos años
hubiera dado un impulso cuantitativo a nuestra coope-
ración, pero también estoy convencido de que hoy, en
este momento, este impulso será tanto cuantitativo co-
mo cualitativo. 

La pregunta que nos hacemos y que se hacen los
sectores sociales implicados en la cooperación al desa-
rrollo es si cualquier ley es buena o, mejor dicho, si es-
ta ley va a satisfacer las muchas esperanzas que hay en
ella depositadas. La opinión del grupo parlamentario
que represento en este debate, el Grupo Parlamentario
Catalán, es que esta no es una ley cualquiera que me-
rezca su devolución al Gobierno, pero a continuación
afirmo que también, sin lugar a dudas, es una ley me-
jorable. Es más, pienso que se trata de un texto que de-
be ser notablemente mejorado para que no constituya
una oportunidad perdida. Espero que en el debate par-
lamentario surja un texto a la altura de las esperanzas
que se encuentran depositadas en las Cámaras, tanto
en ésta como en el Senado. 

¿En qué aspectos es mejorable el proyecto? O, ¿en
qué pensamos nosotros que habría que mejorarlo? En
primer lugar, déjenme que cite sin extenderme unas
cuestiones de tipo filosófico, podríamos denominarlas
así, que no son nuevas porque nuestro grupo las ha
reiterado en el debate que ha precedido al propiamen-
te parlamentario que iniciamos. Este proyecto de ley
se funda, entre otros, en un principio que se denomina
de unidad de acción del Estado en el exterior. Es un
principio que los diputados más avezados a sumergir-
se en el texto constitucional sabrán que no se encuen-
tra en la Constitución. La Constitución en el artículo
149.1,3ª reconoce la competencia del Estado en políti-
ca exterior y el Tribunal Constitucional ha acotado esa
competencia a aquellos aspectos que puedan generar
responsabilidad internacional para el Estado. Por tan-
to, es un principio que no se encuentra en la Constitu-
ción. Además, se trata de un principio confuso que nos
provoca intranquilidad.

¿A qué se refiere el texto del proyecto? Si el princi-
pio en cuestión que surge en el artículo 3º o en el ar-
tículo 13 supone una reinvindicación, como pudiera
suceder e intuimos que puede acaecer, por parte del
Ministerio de Asuntos Exteriores como responsable de
la acción exterior, por ejemplo, de la dirección de la
política de cooperación al desarrollo que se realiza
desde la Administración central del Estado, entonces
estaríamos de acuerdo con el mismo. Pero cuando, por
ejemplo en la exposición de motivos, leemos que la
planificación es el único instrumento capaz de garanti-
zar la coordinación de los diferentes esfuerzos que se
realizan en el ámbito del territorio nacional, entonces
empezamos a preocuparnos.

Por tanto, hay que clarificar. Pensamos que la coor-
dinación de esfuerzos institucionales —lo hemos dicho
y lo reitero hoy— a nivel estatal, autonómico o local
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no sólo es positiva, sino que además es muy fácil reali-
zarla y alcanzarla, pero por la vía del diálogo en el se-
no de la Comisión interterritorial que se crea y no de
la imposición que, en ningún caso, aceptaríamos. Es
más, señor Izquierdo, no se trata de que usted esté
convencido, como decía desde la tribuna, de que no
hay un intento de imponer determinadas políticas a
las comunidades autónomas; se trata de que después
del trámite parlamentario y de la aprobación de esta
ley, todos estemos convencidos de que así es porque el
texto lo deja muy claro.

En segundo lugar se dice, también a nivel filosófico,
que la política de cooperación es parte de la política
exterior del Estado. Estamos de acuerdo con ello, pero
nos parece importante e imprescindible destacar que
la política de cooperación al desarrollo no es sólo polí-
tica exterior. Por tanto, al no ser sólo ni principalmen-
te política exterior, puede coadyuvar a ella, pero los
principios y objetivos de la política de cooperación son
distintos y ello debe quedar muy claro en la ley. Debe
de quedar aún más claro que el objetivo principal de
esta política no es otro que el de conseguir la erradica-
ción de la pobreza y del subdesarrollo en todas sus
manifestaciones y la promoción de los derechos huma-
nos y de las libertades públicas.

El proyecto en algunos de sus preceptos peca de
confuso en cuanto a sus objetivos e incluso me atreve-
ría a afirmar que de administrativista como cuando se
dice en la exposición de motivos que —repito textual-
mente— junto a los dos ejes capitales de nuestra políti-
ca de cooperación para el desarrollo, como son el de la
definición de sus estructura orgánica y el de la planifi-
cación y evaluación, hay otros aspectos que también
demandan atención preferente. No sólo no podemos
estar de acuerdo con esta definición de ejes capitales
sino que, además, discrepamos rotundamente respecto
a que estos sean los ejes capitales de nuestra política
de cooperación al desarrollo. 

En tercer lugar, el principio de coherencia. Estamos
debatiendo una ley marco, una ley que ha de guiar la
política de cooperación al desarrollo en un sentido
amplio y, por tanto, la política que se realiza no sólo
desde el Ministerio de Asuntos Exteriores sino tam-
bién, y muy especialmente, desde el resto de departa-
mentos del Ejecutivo. Si esto no se consiguiera, si esta
ley no produjera el efecto de impregnar toda la política
gubernamental, estaríamos renunciando a algo que
para nosotros es fundamental. Por tanto, debería exis-
tir en la ley una mención expresa a la intención de ha-
cer que los principios y objetivos de la política de coo-
peración al desarrollo, que define la ley, informen
todas las políticas que desarrolle España y que puedan
afectar a los países en desarrollo. 

Ahora, señor presidente, brevemente y para ir termi-
nando, quisiera centrarme en algunos aspectos concre-
tos del proyecto que nos parecen importantes. Un as-
pecto general, trasladable a muchos de los que toca el

proyecto, es que en muchos casos entendemos que es
poco concreto. Ello sucede, por ejemplo, cuando se
trata de una cuestión tan importante como es el esta-
tuto del cooperante, es decir los derechos y deberes de
los cooperantes, en el que repito, el proyecto nos pare-
ce demasiado enunciativo. Está inconcreción se repite
al definir la estructura y funcionamiento de los órga-
nos de coordinación, y vamos a presentar enmiendas
en ese sentido. 

Respecto a las prioridades territoriales creemos que
el acuerdo es fácil, no sólo entre el Grupo Popular y
nosotros, con algún matiz, sino con toda la Cámara,
como es deseable. 

Intervención de las Cortes. Nos parece muy positiva
la propuesta del Gobierno, incluso mucho mejor que
la enmienda del Grupo Socialista. Consideramos un
tema clave e importante que la política de cooperación
sea diseñada y controlada por las Cortes. Esta ventana
abierta a la sociedad que es el Parlamento ha de con-
tribuir a dar una mayor repercusión social a esta polí-
tica y, sobre todo, ha de contribuir a trasladarla a la
opinión pública. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Recoder, le ruego concluya. 

El señor RECODER I MIRALLES: Termino ense-
guida, señor presidente.

En el tema de la coordinación, que tildaba hace un
momento de inconcreta o insuficientemente desarrolla-
da, el proyecto de ley tiene tres niveles. Uno es el Conse-
jo de coordinación, como órgano de diálogo con las
ONG y de participación de éstas en el diseño de la polí-
tica de cooperación, por lo que probablemente el Go-
bierno también debiera estar presente; si no, ya tene-
mos la coordinadora de las ONG, donde las ONG se
encuentran y debaten sus problemas. Es más, vamos a
sugerir que pueda haber una vía de diálogo entre el
Consejo de cooperación y el propio Parlamento. Es de-
cir, que el debate institucional de la coordinadora no sea
sólo con el Gobierno sino que también pueda haber una
línea de participación y de diálogo en el Parlamento. 

A la Comisión interterritorial ya me he referido, y no
me extenderé. Es el órgano de coordinación interde-
partamental. Llegado a este punto, y muy brevemente,
quiero también afirmar lo que ya hemos dicho, que
para nosotros el director de la política de cooperación
debe ser el Ministerio de Asuntos Exteriores. Sabemos
que hoy en día el 60 por ciento de la ayuda oficial al
desarrollo está controlada por el Ministerio de Econo-
mía y Hacienda, y en el informe de la ponencia del
Congreso del año 1992 ya decíamos que la falta de uni-
dad de dirección es la causa principal de la caída
cuantitativa de la ayuda oficial al desarrollo y de su de-
ficiente calidad y orientación a la erradicación de la
pobreza. Por tanto, utilicemos esta ley para resolver
este problema. 
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Por último, señor presidente, me voy a referir muy
brevemente a una cuestión importante en la ley, como
son los créditos computables como AOD, ayuda oficial
al desarrollo, donde se han dado y se dan posiciones
enconadas. ¿Cuál es nuestra posición? Deben existir
unos créditos concesionales, gestionados por el Minis-
terio de Asuntos Exteriores, que tengan por objeto el
alivio de la pobreza en los países en vías de desarrollo
y que se apliquen a programas y proyectos que se aten-
gan a las prioridades geográficas y sectoriales de la po-
lítica de cooperación. Junto a estos créditos pueden
existir, y yo creo que deben continuar existiendo, unos
créditos similares a los FAD.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Recoder, le ruego concluya.

El señor RECODER I MIRALLES: Ahora mismo
termino, señor presidente. 

Unos créditos gestionados por el Ministerio de Eco-
nomía, que computarán como AOD en la medida en
que reúnen los requisitos del Comité de Ayuda al Desa-
rrollo, pero sobre todo debemos romper la situación
actual, donde una parte de la política de cooperación
se realiza con cargo a unos fondos que no respetan los
principios de la política de cooperación.

Por último, quiero decir que también vamos a me-
jorar sustancialmente, a través de nuestras enmien-
das, la regulación de los incentivos fiscales que nos
parece claramente insuficiente. Entendemos que el
debate de hoy ha sido positivo. Todos los grupos par-
lamentarios han expuesto, algunos a través de en-
miendas de totalidad, otros simplemente fijando su
posición, cuáles son sus planteamientos de cara a es-
te debate. Yo interpreto incluso las enmiendas de to-
talidad como poner las cartas encima de la mesa, pa-
ra conseguir el consenso que entiende nuestro grupo
parlamentario que es altísimamente deseable en este
proyecto de ley y en todos aquellos que afectan, aun-
que sea en parte, a la política exterior. Además, esta
ley afecta a una cuestión tan fundamental para todos
nosotros, para el desarrollo del planeta, como es la
cooperación al desarrollo. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Recoder.

En nombre del Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra
el señor Caballero. 

El señor CABALLERO BASAÑEZ: Muchas gracias,
señor presidente.

Señorías, en primer lugar, debo decir que al Grupo
Vasco (EAJ-PNV) le gustaría insistir en la necesidad de
consenso que necesita tener este proyecto de ley de co-
operación internacional para el desarrollo para poder
ser eficaz y cumplir los requisitos necesarios. 

De una forma breve, voy a tratar de exponer cuáles
son las posiciones del Partido Nacionalista Vasco, a
través de su grupo parlamentario, en relación con esta
propuesta de ley, y que se materializarán con las en-
miendas que vamos a presentar a la misma. 

Entrando directamente en la opinión que este pro-
yecto de ley merece al Grupo Vasco, voy a señalar, pri-
mero, los aspectos positivos que dicho proyecto de ley
nos merece. Cabe destacar la importancia que tiene
contar con un proyecto de ley, tanto por la necesidad
de que la cooperación cuente con un marco jurídico
suficiente como por las posibilidades que abre el corto
período de discusión más allá de la Administración.
Asimismo, es importante el activo papel que se reserva
al Parlamento en la discusión y orientación de la polí-
tica de cooperación para el desarrollo. La ley de coope-
ración ofrece una oportunidad única para modificar
las deficiencias actuales en materia de estructura ad-
ministrativa y de criterios, que impiden la mejora cua-
litativa y cuantitativa de nuestra ayuda oficial al desa-
rrollo. Dichas deficiencias han sido señaladas por el
informe del Congreso de los Diputados de noviembre
de 1992, por la ponencia del Senado de noviembre de
1994 y por el informe del CAD de abril de 1994. 

Otros aspectos positivos a resaltar son la previsión
de planes directores plurianuales y de unos mecanis-
mos presupuestarios que permitan una mejor gestión,
la consideración de la educación para el desarrollo y el
comercio justo, como modalidades de cooperación.
Sin embargo, el Grupo Vasco (EAJ-PNV) considera
que el proyecto de ley debe ser significativamente mo-
dificado, puesto que no resuelve algunos de los proble-
mas importantes a los que se enfrenta la cooperación,
esencialmente en lo relativo a la definición de los obje-
tivos de la cooperación para el desarrollo y a su direc-
ción y capacidad de gestión. 

Para el Grupo Vasco (EAJ-PNV), el objetivo priorita-
rio de la cooperación debe ser la promoción de un de-
sarrollo sostenible y la erradicación de la pobreza. Es-
ta concepción supone prestar atención a los aspectos
políticos, al respeto y fomento de los derechos huma-
nos y a la equidad en términos de género. La experien-
cia demuestra que el doble objetivo de la erradicación
de la pobreza y la promoción de la economía y la cul-
tura española lleva a incoherencias y al predominio de
los intereses comerciales y geopolíticos españoles so-
bre los intereses de los países pobres. Además, debe
hacerse una definición correcta de la cooperación e in-
cluir aspectos como la coherencia de políticas europe-
as y del Estado español, los compromisos adquiridos
por el Estado español en las conferencias internacio-
nales y la corresponsabilidad Norte-Sur. 

En segundo lugar, el Grupo Vasco (EAJ-PNV) entien-
de que la ley debe asegurar la unidad de dirección po-
lítica y la capacidad de gestión de la cooperación al de-
sarrollo, en lo que se refiere a la Administración
española. El proyecto de ley consagra una estructura
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bicéfala con dos ministerios, los de Asuntos Exteriores
y Economía, que defienden dos concepciones no cohe-
rentes. La propia exposición de motivos señala estas
diferencias como causas de continuos problemas y de-
ficiencias. Como han señalado numerosos estudios y
análisis de la cooperación española, la estructura ac-
tual dificulta la orientación de la cooperación española
hacia el objetivo fundamental señalado anteriormente.
Es imprescindible que exista una unidad en la direc-
ción de toda la cooperación española. Aunque se man-
tenga la participación de otros departamentos de la
Administración en la gestión de los instrumentos, el
proyecto de ley debe señalar con claridad la dirección,
por parte del Ministerio de Asuntos Exteriores, de to-
das las actividades de cooperación para el desarrollo
que correspondan a la Administración central.

Dentro de este campo, para el Grupo Vasco es im-
portante también determinar la colaboración entre las
acciones del Gobierno español y las de las comunida-
des autónomas con competencias plenas en esta mate-
ria. Por ello, introduciremos diversas enmiendas, en el
sentido de que el Gobierno español no tiene competen-
cia de coordinación de la cooperación que se realiza
en el conjunto del Estado. Sólo puede coordinar en es-
ta materia la acción de sus propios órganos; respecto a
las demás administraciones, rige aquí el principio de
colaboración, no el de coordinación. 

Para ello, desde la Administración pública vasca, pio-
nera en muchas de las acciones de la cooperación al
desarrollo, existe una clara voluntad de colaboración
en este campo con el Gobierno español y con las insti-
tuciones europeas, pero desde el principio claro de co-
laboración, no de coordinación. Por el respeto a este
principio, vamos a introducir también varias enmien-
das al articulado de este proyecto de ley, cuya acepta-
ción será decisiva para nuestro apoyo definitivo a la ley.

En tercer lugar, el proyecto de ley deja demasiados
espacios vacíos para su posterior desarrollo reglamen-
tario, lo que supone sustraer al debate parlamentario
reformas tan importantes como consejo de coopera-
ción, composición y funciones, comisión interministe-
rial ACDI y nuevos instrumentos crediticios gestiona-
dos por el Ministerio de Asuntos Exteriores. 

En lo relativo a la regulación del sector de ONGD,
entendemos que deben suprimirse expresiones tales
como "o que gocen de reconocido prestigio y tradición
en este campo", al tratarse de un criterio subjetivo sus-
ceptible de interpretaciones arbitrarias y partidistas.
Defendemos también desde el Grupo Vasco el acceso
de las ONGD a programas y proyectos de cooperación
técnica y de sensibilización de la sociedad. Desde el
Grupo Vasco (EAJ-PNV) defendemos la necesidad de
incluir incentivos y mejoras de fiscalidad para las
ONGD debidamente registradas y que cumplan la lega-
lidad vigente, tales como equiparar los incentivos fis-
cales de las donaciones privadas a la cooperación a los
concedidos a otros sectores.

Pensamos que es necesario regular la participación
de otros agentes sociales, pues, a pesar de que la ley
prevé la participación de diversos agentes sociales en
la cooperación, sólo refuerza la regulación ya existente
para las ONGD. La ley debe señalar las condiciones y
requisitos para el acceso de los agentes sociales a di-
versas modalidades de cooperación. En particular, esta
regulación debe garantizar que las ayudas y subven-
ciones públicas a que hace referencia el artículo 30 se
destinen exclusivamente a actividades de carácter no
lucrativo.

A pesar de coincidir en buena medida con las argu-
mentaciones expuestas por los grupos que han presen-
tado enmiendas a la totalidad, no estamos de acuerdo
con la estrategia que conllevan, pues corremos de nue-
vo el riesgo de quedarnos sin una ley de cooperación al
desarrollo para bastante tiempo. Por ello, el Grupo
Vasco no las va a apoyar.

Para terminar, creemos que la ley de cooperación in-
ternacional para el desarrollo que resulte finalmente
del debate parlamentario será crucial en la futura
orientación de la cooperación que se desarrolle por
parte de las distintas naciones que constituyen el ac-
tual Estado español. Por ello, insistimos en la necesi-
dad de un consenso que, a través de las enmiendas
adecuadas, haga posible una ley adecuada a las necesi-
dades actuales.

Nada más.
Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Caballero.

Finalizado el debate de las enmiendas de totalidad
del presente proyecto, comunico a SS. SS. que las vo-
taciones correspondientes a estas enmiendas se lleva-
rán a cabo al finalizar el debate del próximo proyecto
de ley, de forma conjunta.

— PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN DEL SUE-
LO Y VALORACIONES. (Número de expediente
121/000063)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): A continuación, pasamos a los debates de
totalidad del proyecto de ley de régimen del suelo y va-
loraciones, para cuya presentación tiene la palabra el
señor ministro de Fomento. (El señor Vicepresiden-
te, López de Lerma i López, ocupa la Presidencia.) 

El señor MINISTRO DE FOMENTO (Arias-Salgado
y Montalvo): Muchas gracias, señor presidente.

Señorías, el proyecto de ley que tengo el honor de
presentar a la Cámara responde, en concreto, a la ne-
cesidad de hacer frente al grave problema de la cares-
tía de la vivienda, en cuyo origen está la carestía del
suelo. Constituye una de las medidas con las que el
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Gobierno afronta el problema en ejercicio de sus com-
petencias constitucionales y las somete a la aproba-
ción de la Cámara. 

Es una ley de reforma estructural de gran importan-
cia, de las que yo me atrevería a decir que definen una
legislatura. Es una ley de gran importancia porque in-
cide sobre dos aspectos fundamentales para los ciuda-
danos: de un lado, sobre las mayores posibilidades de
acceso a la vivienda, y, de otro, sobre la competitividad
de nuestra economía y de las empresas, en la medida
en que el suelo es un elemento primordial de los costes
a los que hace frente cualquier actividad económica. 

La legislación estatal sobre el suelo hasta el momen-
to vigente —dejando aparte el decreto-ley, tramitado
en esta Cámara como ley, que lleva fecha de 14 de abril
de 1997— procede de la Ley de reforma de 1990, inte-
grada en el texto refundido de 1992. Tiene, pues, siete
años de vigencia, y a lo largo de ellos no sólo no se ha
reducido el problema de los altos precios del suelo, si-
no que se ha agravado hasta extremos que hacen ur-
gente su modificación. Se trata, por tanto, señorías, de
un problema no resuelto, que la legislación actualmen-
te en vigor no ha resuelto. La Ley de 1992 ha sido, en
efecto, un texto rechazado, tanto por su marcado ca-
rácter rígidamente intervencionista como por su inne-
cesaria complejidad. Tenía tres grandes defectos: el in-
cremento de las cargas de urbanización, los largos
plazos de tramitación debidos a la complejidad de los
procedimientos y la incertidumbre ante la amplia dis-
crecionalidad de la Administración, factores todos
ellos que han acabado por traducirse en mayores cos-
tes, presionando al alza el precio final del suelo urba-
nizado. Al rechazo generalizado se sumó el incumpli-
miento por las propias administraciones locales, a las
que en teoría pretendía favorecer, de muchos de sus
preceptos, al tener que asumir estas administraciones
obligaciones que iban mucho más allá de sus posibili-
dades, tanto técnicas como financieras. 

El Tribunal de Defensa de la Competencia, en 1993,
es decir un año después de la entrada en vigor del texto
refundido, y una comisión de expertos, nombrada por
el propio ministro de Obras Públicas en el año 1994,
dos años después del texto refundido, coincidieron en
la necesidad de llevar a cabo una reforma en profundi-
dad de la vigente legislación de suelo. Y es que la reali-
dad ha demostrado que las sucesivas reformas de nues-
tra legislación urbanística han incrementado la
complejidad de esta parte del ordenamiento jurídico, al
multiplicar innecesariamente las intervenciones admi-
nistrativas Han ampliado en cada nuevo trámite las co-
tas de discrecionalidad del sistema y han ido favore-
ciendo la limitación artificial de la oferta de suelo. Con
ello han contribuido decisivamente a dificultar las ope-
raciones de puesta en el mercado de suelo urbanizado,
encareciendo su precio final y, por repercusión, el pre-
cio de la vivienda.

Los avatares de la ley culminan en la sentencia del
Tribunal Constitucional, que, al resolver los recursos
presentados por diversas comunidades autónomas,
viene a anular doscientos artículos del texto vigente.
Ello, como es lógico, suscita la necesidad de un nuevo
texto que permita la resolución de los problemas plan-
teados.

En ejercicio estricto de las competencias que la
Constitución española reserva al Estado en el sentido
estricto del término, el Gobierno ha querido cambiar
la situación en tres planos. Mediante la regulación de
las condiciones básicas que garanticen la igualdad en
el ejercicio de los derechos de propiedad del suelo, me-
diante el establecimiento de criterios de valoración del
suelo más realistas y mediante la modificación parcial
del procedimiento y de las garantías expropiatorias.
Esta ley es una ley abierta, que hace posible el incre-
mento de la oferta de suelo y que permite distintas po-
líticas urbanísticas y diferentes modelos de planea-
miento y de gestión. Todo ello en un marco que tiende
a garantizar permanentemente la igualdad en el ejerci-
cio de los derechos y deberes constitucionales.

El título I del proyecto de ley se propone definir el
contenido básico del derecho de propiedad del suelo
de acuerdo con su función social, regulando las condi-
ciones que aseguren la igualdad esencial de su ejerci-
cio en todo el territorio nacional. Establece algunos
principios básicos, entre los que cabe citar la partici-
pación de la comunidad en las plusvalías generadas
por la acción urbanística de las administraciones pú-
blicas, la conjugación entre la acción de la iniciativa
privada y la acción de los entes públicos a quienes co-
rresponde la dirección del proceso, el reparto equitati-
vo de beneficios y cargas o los derechos de informa-
ción y de participación de los afectados. Propósito
esencial del proyecto es también la determinación de
las distintas clases de suelo como presupuesto mismo
de la definición de las condiciones básicas del derecho
de propiedad urbana y de los distintos regímenes de
suelo aplicables. Esta es la principal reforma estructu-
ral que contiene el proyecto de ley. 

A partir de unos criterios objetivos mínimos para la
citada determinación de las clases de suelo, la presente
ley pretende hacer posible el aumento de la oferta de
suelo y, a tal fin, considera en principio susceptible de
ser urbanizado todo el suelo que todavía no haya sido
incorporado al proceso urbano, salvo que concurran
razones objetivas determinantes de su preservación, de
acuerdo con el planeamiento y la legislación territorial
o sectorial, por sus valores ambientales, paisajísticos,
históricos, arqueológicos, científicos o culturales, de
su riqueza agrícola, forestal, ganadera o de otra índole,
o por su justificada inadecuación para el desarrollo ur-
bano.

La flexibilidad que la ley persigue, con el fin de evi-
tar la escasez de suelo artificialmente generada por la
programación cuatrienal y por unos criterios cicateros
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de clasificación de suelo, no debe, sin embargo, con-
ducir a un régimen de absoluta discrecionalidad de las
autoridades urbanísticas a la hora de decidir acerca de
la viabilidad de las iniciativas que se promuevan en el
ámbito del nuevo suelo urbanizable. Para evitar la ex-
cesiva discrecionalidad de las autoridades administra-
tivas, la ley, reconociendo el derecho de los propieta-
rios de este suelo a promover su transformación en
cualquier momento, ha previsto un sistema voluntario
de consulta previa, de carácter vinculante. La adminis-
tración actuante, cuando sea consultada, debe respon-
der razonadamente, identificando, si los hay, los obstá-
culos que puedan oponerse a la viabilidad de las
iniciativas particulares que se le sometan y las condi-
ciones que éstas deben satisfacer para asegurar su en-
caje en la estructura general del territorio que el plane-
amiento general haya podido establecer.

Esta garantía procedimental que la ley confiere al
derecho del propietario del suelo clasificado por el pla-
neamiento como urbanizable ha de entenderse dentro
de las condiciones básicas del estatuto jurídico de la
propiedad, es decir, sin atentar a la libertad de las ad-
ministraciones competentes, para valorar en cada caso
los intereses públicos en presencia.

En lo que concierne a los criterios de valoración del
suelo, la ley ha optado por establecer un sistema que
trata de reflejar con la mayor exactitud posible el valor
real que el mercado asigna a cada tipo de suelo, renun-
ciando así formalmente a fórmulas artificiosas que,
con mayor o menor fundamento aparente, contradicen
esa realidad y constituyen una fuente interminable de
conflictos, proyectando una sombra de injusticia que
resta credibilidad a la Administración y contribuye a
deslegitimar su actuación. Se elimina así la actual dua-
lidad de valores, inicial y urbanístico, de forma que a
partir de ahora no habrá ya sino un valor, sólo un va-
lor, el valor real, único que puede reclamar para sí el
calificativo de justo que exige inexcusablemente toda
operación expropiatoria.

Permítame detenerme un poco más en este punto.
El artículo 25 del proyecto dispone que el suelo se va-
lorará con arreglo a su valor real, calculado según su
clase y situación, en la forma establecida en los artícu-
los siguientes. La formulación de este principio suscita
desde ciertas posiciones una reacción recelosa, cuando
no directamente contraria, porque se sospecha que el
valor real sea un valor especulativo o al menos que
pueda serlo con facilidad. Sin embargo, el objetivo al
que tiende la legislación expropiatoria es conseguir
una valoración justa y una valoración justa no puede
ser otra que la que permita al propietario adquirir otro
bien de análogas características y situación. Es decir,
el justo precio ha de ser siempre un valor de reposi-
ción. En este sentido se ha pronunciado reiteradamen-
te el Tribunal Supremo de Justicia.

Esta primera proposición es, en principio, de gene-
ral aceptación, aunque los efectos de su aplicación

pueden variar mucho en función de tres elementos: el
contenido que legalmente se atribuya a la propiedad
del suelo, las condiciones más o menos perfectas del
mercado y las reglas que se establezcan para determi-
nar el justo precio.

En cuanto al primer punto, contenido del derecho
de propiedad como determinante del valor real, el pro-
yecto parte del principio de que las facultades de urba-
nizar y de edificar son inherentes al mismo, aunque su
ejercicio está limitado por la ley y sometido al cumpli-
miento de los deberes que ésta imponga, deberes que
son fundamentalmente los de cesión y los de urbaniza-
ción.

Partiendo de este principio, el valor de reposición,
que será el valor real, tiene que permitir al expropiado
adquirir otro suelo de análogas características. El tex-
to refundido de 1992 partía de un principio distinto: el
derecho de propiedad sólo es inicialmente un derecho
de propiedad de suelo rústico, sin facultades urbanísti-
cas inherentes, y, por tanto, su valor debe ser el inicial,
el que corresponda según las valoraciones catastrales
de naturaleza rústica. Los incrementos de valor deriva-
dos de su conversión en suelo urbano son consecuen-
cia de la adquisición por el propietario de facultades
urbanísticas por el cumplimiento de los deberes urba-
nísticos. Según esta concepción, lógicamente, la clasi-
ficación del suelo como urbanizable no debería confe-
rir al suelo ningún aumento del valor sobre el inicial
en beneficio del propietario, aunque los produzca en el
mercado. Sin embargo, la ley entraba en contradicción
interna al admitir aumentos de valor en favor del pro-
pietario por el mero hecho de la clasificación.

La Ley de 1992, que, con limitaciones, aceptaba el
valor real en el suelo urbano, lo rechazaba conceptual-
mente en el suelo urbanizable, aunque finalmente ins-
trumentaba un sistema de valoraciones que atribuía al
propietario unos valores que no eran ni los iniciales de
suelo rústico ni los de mercado, sino unos valores arti-
ficiales exclusivamente derivados de unas reglas for-
males de compromiso que no respondían a ningún cri-
terio razonado ni racional.

El segundo punto que incide en la fijación del justo
precio se refiere a las condiciones del mercado. De los
diversos factores que influyen en el mercado, el proyec-
to se ocupa del que directamente le concierne, es decir,
la clasificación del suelo. De los suelos urbanos y urba-
nizables, el que esencialmente depende de una decisión
de planeamiento es el urbanizable, porque el suelo ur-
bano es el ya urbanizado o edificado. El artículo 10 del
proyecto define el urbanizable como el suelo que no
tenga la condición de urbano ni resulte clasificado co-
mo no urbanizable. Propende, por tanto, a una amplia
clasificación de este suelo, aunque esta amplitud de-
penderá, en última instancia, del suelo que se clasifique
como no urbanizable por el planeamiento.

El tercer elemento que incide en la determinación
del justo precio concierne a las reglas que se establez-
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can para su determinación. Estas reglas tendrán que
ser idóneas para que no distorsionen en ningún senti-
do el valor real. Sobre este punto, debe distinguirse lo
que son reglas tasadas de lo que es el precio tasado. La
legislación expropiatoria persigue obtener el precio re-
al o de sustitución y para ello utiliza —cito— reglas ta-
sadas que permitan una determinación automática del
valor objeto de expropiación, como dice la exposición
de motivos de la Ley de Expropiación Forzosa, aun-
que, en caso de insuficiencia, admita cualquier otro
método en su artículo 43, excluido explícitamente por
la legislación urbanística. El precio tasado es un pre-
cio establecido por ley que no tiene por qué equivaler
al valor real del bien o derecho. En el proyecto, por el
contrario, se utilizan reglas tasadas para determinar el
valor real. 

En suma, en este importante aspecto se puede resu-
mir el contenido del proyecto de ley en los siguientes
puntos. Primero, la valoración a efectos expropiatorios
no puede ser una valoración tasada, ajena a las refe-
rencias del mercado, porque ello es contrario al princi-
pio de la institución expropiatoria; debe ser, por tanto,
una valoración real obtenida por reglas tasadas, ten-
dentes a conseguir objetivamente el valor real. 

Segundo, el sistema de valoraciones tiene que ser
coherente con el régimen urbanístico del suelo y no
puede establecer un tratamiento discriminatorio con
respecto al suelo no expropiado. No está justificado
que se reconozcan distintos niveles de aprovechamien-
to a unos y a otros. Si el aprovechamiento del propie-
tario no expropiado es del 100 por cien o del 90 por
ciento, el mismo aprovechamiento debe reconocerse a
efectos expropiatorios. Y el proyecto cumple esa con-
dición.

Tercero, el proyecto establece reglas objetivas para
determinar el valor. En el suelo urbano y en el urbani-
zable, incluido en sectores o ámbitos delimitados por
el propio planeamiento general para su inmediato de-
sarrollo, el método de cálculo consistirá en la aplica-
ción al aprovechamiento correspondiente del valor bá-
sico de repercusión más específico, recogido en las
ponencias catastrales para el terreno de que se trate,
valor que, de conformidad con lo dispuesto en la Ley
de Haciendas Locales, refleja los valores de mercado,
puesto que las valoraciones catastrales se fijan a partir
de un estudio previo de dichos valores de mercado. En
su defecto, el valor básico de repercusión se calculará
por el método residual, que es método comúnmente
utilizado en el ámbito inmobiliario.

Cuarto, el método de comparación que utiliza el
proyecto en el suelo no urbanizable y en el urbaniza-
ble sin ordenación ni gestión prevista debe ser válido
para determinar el valor real, siempre que se compa-
ren valores comprobados y exista identidad de razón,
como establece el proyecto. En su defecto, el sistema
de capitalización de rentas, al que se remite el proyec-
to, es también un sistema clásico.

Y concluyo. Los títulos IV y V de la ley se han limita-
do a incluir los preceptos imprescindibles, por una
parte, para enmarcar el ejercicio por las distintas ad-
ministraciones públicas, en lo referente al suelo, de la
potestad expropiatoria, y, por otra, a ajustar al régi-
men jurídico de la propiedad del suelo, que establecen
los títulos I y II de la ley, la regulación precedente de
las indemnizaciones por alteración del planeamiento y
de las limitaciones o vinculaciones singulares impues-
tas por éste, que no sean susceptibles de distribución
equitativa. Remite asimismo, para la determinación
del justiprecio, a los criterios generales de valoración,
establecidos en el título I, acabando con la actual e in-
justa dualidad de criterios que trata de distinta mane-
ra al propietario expropiado y al que no lo es.

El Ministerio de Fomento, como responsable en el
seno del Gobierno en la elaboración del anteproyecto
de ley, se planteó, desde el primer momento, conse-
guir un texto breve, limitado a las estrictas competen-
cias del Estado, fácil de entender y de aplicar y, al
mismo tiempo, abierto y con la flexibilidad suficiente
para que las comunidades autónomas puedan legislar
en las materias urbanísticas de su exclusiva compe-
tencia, sin que se produzcan disfunciones y de modo
que se garantice la igualdad básica en todos los espa-
ñoles en el ejercicio de los derechos constitucionales.
No es por tanto, señorías, un texto dogmático; es la
primera piedra que se coloca para introducir un cam-
bio de modelo urbanístico en España ante el fracaso
del modelo precedente, que ha tenido una vigencia de
muchos años y que, en definitiva, no ha resuelto el
problema que debía haber resuelto: que haya suelo
abundante para que la repercusión de dicho suelo en
el coste de la vivienda sea mucho menor de lo que es
hoy en España. 

Con este proyecto, señorías se inicia un proceso que
puede ser el principio de solución para esos dos pro-
blemas que tiene el alto coste del suelo entre nosotros;
doble efecto como es limitar seriamente el ejercicio del
derecho a la vivienda, el acceso a una vivienda digna
de precio asequible, y también la competitividad de
nuestra economía y de nuestras empresas para las cua-
les el coste del suelo es un factor que, tarde o tempra-
no, termina por incrementar sus costes.

Muchas gracias, señor presidente y muchas gracias,
señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (López de Lerma i Ló-
pez): Gracias, señor ministro. 

A este proyecto de ley se han presentado cuatro en-
miendas de totalidad, dos de ellas de devolución al Go-
bierno y las dos restantes de texto alternativo. De acuer-
do con el reglamento, vamos a empezar el debate con
las enmiendas de devolución al Gobierno que vienen
avaladas por el Grupo Parlamentario Mixto, en concre-
to, por el señor Vázquez y por la señora Lasagabaster. 

En primer lugar, tiene la palabra el señor Vázquez.
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El señor VÁZQUEZ VÁZQUEZ (don Guillerme):
Muchas gracias, señor presidente.

El Bloque Nacionalista Galego, mediante esta en-
mienda de totalidad, solicita la devolución al Gobierno
del proyecto de ley del régimen del suelo y valoracio-
nes por los motivos siguientes. En primer lugar, por-
que una de las razones principales aducidas por el Go-
bierno en la presentación del proyecto de ley es
cumplimentar la sentencia 61/1997, del Tribunal Cons-
titucional, que dejó prácticamente vacío de contenido
el Real Decreto-ley 1/1992, sobre régimen de suelo y
valoraciones, en especial en todo lo referido a invasión
por el Estado de competencias que tenían en exclusiva
las comunidades autónomas. Se estaba incumpliendo
el mandato constitucional tanto en la definición de las
distintas clases de suelo como en la figura del planea-
miento urbanístico mínimo, que no existe en las leyes
de algunas comunidades autónomas —como es el caso
de Galicia—, y se definen de la misma manera. Esta-
mos por tanto ante un texto rechazable por lo que sig-
nifica de invasión competencial. 

En segundo lugar, porque el Gobierno, en su afán li-
beralizador y al elaborar un proyecto de ley continuis-
ta de la Ley 7/1997, en realidad más que liberalizar
apura de alguna manera la jugada en beneficio de
unos pocos. En función de la sentencia del Tribunal
Constitucional, el Gobierno opta por la fórmula de fi-
jar la cesión en un máximo del 10 por ciento, pero que
puede ser disminuido por la legislación urbanística, y
este hecho podría llevar a fijar la banda del aprovecha-
miento urbanístico a ceder por los particulares entre
cero y el 10 por ciento, rompiendo el principio de la
llamada función social de la propiedad, principio que,
por otra parte, se ha sacado y se ha arrancado de la ley
convirtiendo la propiedad en moneda de cambio y en-
riquecimiento, frente al principio constitucional de la
función social de la misma. Esto es así porque de
aprobarse este proyecto de ley las decisiones beneficio-
sas tomadas por una corporación a petición de un par-
ticular, con un incremento ventajoso (entre comillas)
para un determinado tipo de predios, por una decisión
política no beneficiará a la sociedad en su conjunto si-
no a una parte. 

Desde nuestro punto de vista, la nueva regulación de
la cesión del aprovechamiento urbanístico resulta lesi-
vo para los intereses de los ciudadanos y, además, al
conceptuarlo como precepto básico y por tanto ser de
obligatorio cumplimiento para las comunidades autó-
nomas, está dando al traste con la posibilidad de que
los ayuntamientos puedan generar más reserva de sue-
lo para dedicar a cesión de terrenos destinados a la
construcción de viviendas de protección oficial o pro-
moción pública, así como para poner a disposición de
la iniciativa social, cooperativas, etcétera, de manera
que se pudiesen construir viviendas, garantizando su
acceso en mejores condiciones a los sectores sociales
menos favorecidos, y se impide por tanto la regulación

razonable del mercado. Con estas medidas, el Gobier-
no finalmente puede conseguir la cesión cero, porque
la tendencia será inevitablemente ésa, caso de no ser
así dará lugar a desequilibrios en función de la mayor
o menos cesión de este suelo.

El abaratamiento del suelo, desde nuestro punto de
vista, pasa por buscar mecanismos capaces de poner
más suelo en el mercado, evitando la especulación. La
vivienda se abarata por lo anterior y mediante la mayor
construcción de viviendas por la Administración, de
manera que se regula el mercado. El abaratamiento no
se conseguirá con esta pretendida liberalización. Reba-
jar el máximo de cesión existente hasta ahora, entre el
33 y el cien por cien, es volver casi al espíritu de aque-
lla Ley del Suelo de 1952 por la que todo era edificable
y que generaba la destrucción urbanística de todos co-
nocida, incluida la de cascos históricos, la destrucción
de entornos naturales o la cuasi urbanización de las
playas, etcétera. La liberalización no lo soluciona todo,
y en el caso del suelo y la vivienda resulta indispensable
cierta tutela de las administraciones si lo que se preten-
de, en realidad, es abaratar el precio de la vivienda y
conseguir un desarrollo urbanístico razonable.

En tercer lugar, proponemos la devolución del pro-
yecto de ley, porque si algo es necesario era la regula-
ción de las valoraciones, con una homogeneización de
las mismas donde hay pluralidad de estándares de va-
loración, es decir, la valoración urbanística, la valora-
ción catastral, la valoración registral, la valoración a
efectos del incremento del valor de los terrenos se ho-
mogeneizasen no sólo por el instituto expropiatorio,
sino por el rosario de situaciones diferentes que se ge-
neran por los ciudadanos y a los que éstos tienen que
enfrentarse sin la más mínima seguridad jurídica por
la falta de referencias.

En resumen, proponemos la devolución porque con-
sideramos que se invaden las competencias de las co-
munidades autónomas; porque se inutiliza en la prác-
tica el mandato constitucional de fijar una banda de
cesión de parte del aprovechamiento urbanístico, al fi-
jarla en realidad entre cero y 10 por ciento —a noso-
tros nos parece más positiva la situación anterior de
cesión del 15 por ciento—; y porque sigue mantenien-
do la inseguridad jurídica de los ciudadanos por la dis-
paridad de criterios valorativos.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (López de Lerma i Ló-
pez): Gracias, señor Vázquez.

Para defender la segunda enmienda a la totalidad
que ha presentado el Grupo Parlamentario Mixto, tie-
ne la palabra la señora Lasagabaster.

La señora LASAGABASTER OLAZÁBAL: Muchas
gracias, señor presidente.

Señor ministro, señoras y señores diputados, inter-
vengo en nombre de Eusko Alkartasuna en defensa de
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la enmienda a la totalidad presentada a este proyecto
de ley de régimen del suelo y valoraciones, solicitando
de devolución del mismo al Gobierno. Centraré la de-
fensa de esta enmienda principalmente en una cues-
tión que a nuestro entender es clave: el reparto compe-
tencial establecido por la Constitución y los diferentes
estatutos de autonomía en el marco del Estado en que
nos encontramos, el Estado de las autonomías.

El Estado, según la Constitución, tiene competen-
cias exclusivas en diferentes materias que pueden re-
cogerse en los artículos 149.1.1ª, 149.1.8ª o 149.1.18ª.
También es cierto que la Constitución, en su artículo
148.1.3ª, establece que las comunidades autónomas
podrán asumir competencias en ordenación del terri-
torio, urbanismo y vivienda. Como consecuencia de
ello, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su ar-
tículo 10.31, estableció y establece la competencia ex-
clusiva en materia de ordenación del territorio y del li-
toral, urbanismo y vivienda para esta comunidad.

Creemos que ese reparto competencial no ha sido
bien recogido en este proyecto de ley en la medida que
la política urbanística entendemos debe residenciarse
íntegramente en el ámbito autonómico, debiendo el
Estado renunciar a intervenir en la misma y, por tanto,
a promulgar una nueva ley del suelo. Basaremos nues-
tros argumentos en las siguientes razones.

En primer lugar, porque, como bien se reconoce en la
exposición de motivos del proyecto de ley hoy objeto de
debate, el Estado tiene unas competencias tan limitadas
que su virtualidad es mínima. En segundo lugar, porque
el urbanismo, como disciplina dirigida fundamentalmen-
te a una ocupación racional y coherente del territorio que
dé respuesta a las necesidades de los ciudadanos en ma-
teria de vivienda, actividades económicas, ocio y esparci-
miento, debe liderarse desde las propias comunidades
autónomas, partiendo de un conocimiento más particula-
rizado de su medio físico, de sus habitantes y de las nece-
sidades de los mismos. En tercer lugar, porque las dife-
rentes políticas urbanísticas a día de hoy, no pueden
ofrecer importantes diferencias que tengan repercusión
en el ejercicio de los derechos y cumplimiento de los de-
beres por los ciudadanos de forma general.

En virtud de todo ello, la reciente sentencia del Tri-
bunal Constitucional, de 20 de marzo de 1997, ha sig-
nificado un gran avance, en la medida que el dato más
relevante ha sido la superación de la categoría de la
supletoriedad, debiendo en este momento atenernos
estrictamente al reparto competencial entre unos y
otros.

La sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de
marzo de 1997 ha reconocido al Estado su competen-
cia para garantizar la igualdad de todos los propieta-
rios del suelo en el ejercicio de su derecho de propie-
dad urbana —es decir, la igualdad básica en lo que se
refiere a las valoraciones y al régimen urbanístico de
la propiedad del suelo—, señalando, no obstante y al
mismo tiempo, que la propiedad no es la ordenación

de la ciudad, el urbanismo entendido en sentido obje-
tivo.

La frontera en estos conceptos es muy difícil de esta-
blecer porque si bien la sentencia del Tribunal Consti-
tucional reconoce una propiedad urbana y atribuye a la
competencia estatal garantizar la igualdad respecto a la
misma, posteriormente la misma sentencia encorseta
esta competencia de tal manera que cualquier interven-
ción estatal debe ser tan limitada que difícilmente va a
ser operativa. En otros términos, las posibles diferen-
cias entre las políticas urbanísticas de las comunidades
autónomas se encuentran en unos marcos tan estre-
chos que la intervención del Estado difícilmente puede
encontrar justificación y sus disposiciones no van a sig-
nificar ninguna incidencia en la normativa autónomi-
ca, salvo que bajo el manto de aparentes títulos compe-
tenciales, como el establecimiento de condiciones
básicas atribuidas al Estado, se pretenda configurar un
título competencial horizontal a través del cual se inci-
da en ámbitos de competencia autónomica, como el ur-
banismo, vaciándolos lógicamente de contenido.

Creemos que eso sucede con este proyecto de ley, en
el cual un gran número de disposiciones superan la
materia atribuida a la competencia del Estado y en-
tran dentro de la materia urbanística de competencia
autonómica. La intervención del Estado mediante esta
técnica se entiende que produce una complejización
del ordenamiento sin que por ello contribuya a garan-
tizar ningún derecho.

Haría referencia a artículos en los que incide este
defecto desde nuestro punto de vista, artículos como
los 4, 8, 9, 10, 16.1 y 16.2, 33 y 39.3. A modo de ejem-
plo solamente me centraré en dos artículos importan-
tes desde este punto de vista. Son el artículo 4, en el
cual la determinación sobre el titular de la iniciativa
en la acción urbanística implica cierta intromisión en
el ámbito competencial de las comunidades autóno-
mas, ya que conlleva la elección de un concreto siste-
ma urbanístico que excede los límites de los títulos
competenciales invocados por el Estado. El Estado de-
bería limitarse en este caso a garantizar la participa-
ción tanto de los agentes públicos como privados en el
proceso urbanizador, correspondiendo a las comuni-
dades autónomas señalar el mayor protagonismo de
una u otra iniciativa y dirección. 

Otra serie de ejemplos desde nuestro punto de vista
de esta complejización y de este error en materia com-
petencial hace referencia a la clasificación del suelo en
los artículos 7, 8, 9, 10, 11 y, finalmente, el 16.

En relación a los fundamentos jurídicos 14 y 15 de
la citada y reiterada sentencia, creemos que el Estado
está capacitado únicamente para establecer las hipóte-
sis básicas de división del suelo: suelo consolidado ur-
banísticamente, suelo apto para el proceso urbaniza-
dor y suelo preservado. Estas hipótesis son necesarias
al efecto de vincular a cada situación determinadas fa-
cultades dominicales y criterios de valoración, pero
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siempre y cuando no impliquen la predeterminación
de un concreto modelo urbanístico y territorial. En es-
te sentido, se encomienda al legislador autonómico la
definición de las clases de suelo que operarán en su te-
rritorio, categorías que deberán ser equivalentes a las
estatales pero no necesariamente coincidentes. Las
clases de suelo expresan una mera opción de la políti-
ca urbanística para cuya configuración carece de título
competencial el Estado.

Estos ejemplos nos llevarían a una conclusión: el he-
cho que existan diferentes títulos competenciales lle-
van a una confusión permanente. Por tanto, creo y cre-
emos que sería conveniente, e invitamos a ello, situar
todos estos preceptos que tiene que garantizar el Esta-
do en leyes específicas, es decir, regular lo que le com-
pete al Estado a través de la legislación civil, de la Ley
de Expropiación Forzosa, de la posible ley de valora-
ciones y la Ley de Procedimiento Administrativo co-
mún, evitándose en todo momento una mezcolanza de
preceptos con títulos habilitantes diferentes incidiendo
en el mismo campo, lo que nos sitúa en una situación
de confusión e inseguridad jurídica permanente.

No quisiera terminar sin hacer alusión a una cues-
tión particularmente importante: el famoso tema de
las cesiones por aprovechamiento urbanístico. Cree-
mos que en este apartado el Estado ha realizado dos
modificaciones respecto al texto refundido de 1992.
Por una parte, como ha señalado el ministro, ha redu-
cido el porcentaje de aprovechamiento que correspon-
de a la comunidad en las plusvalías originadas en la
actuación urbanística del 15 al 10 por ciento. Por otra,
ha optado por la vía liberal de imponer la cesión de es-
te porcentaje en detrimento del sistema de apropia-
ción y patrimonialización del aprovechamiento por el
particular vigente anteriormente. Esta reducción supo-
ne un fuerte menoscabo a la capacidad de las adminis-
traciones públicas de formación de un patrimonio pú-
blico de suelo, a fin de regular el mercado de terrenos,
de obtener reservas de suelo para actuaciones de ini-
ciativa pública y, en definitiva, facilitar la ejecución del
planeamiento. El resultado práctico de la misma se
plasmará, entre otros aspectos, en la menor promo-
ción de vivienda en régimen de protección oficial, con
lo que entendemos se dificultará el acceso de la pobla-
ción de menores recursos económicos a una vivienda
digna. En este sentido hacemos referencia e hincapié
en la Ley 3/1997, de 25 de abril, del Parlamento Vasco,
en la que se determina la participación de la comuni-
dad en el 15 por ciento del aprovechamiento urbanísti-
co previsto en el planeamiento vigente. Si se aprueba
esta ley tal y como está, ello puede dar lugar a una in-
seguridad jurídica que, sin duda alguna, llevará al Tri-
bunal Constitucional.

No quiero extenderme más, sólo señalar a modo de
conclusión que el Estado debe plantearse muy clara-
maente el papel que le corresponde en esta materia.
Parece imprescindible exigir el absentismo del Estado

para que las comunidades autónomas encuentren el
lugar que les corresponde en el nuevo Estado de las
autonomías. La experiencia ha demostrado hasta el
momento que la intervención estatal en esta materia
sólo ha añadido complejidad, debiendo en este mo-
mento cumplir con el mandato constitucional y, como
no, con los diferentes estatutos de autonomía.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (López de Lerma i Ló-
pez): Gracias, señor Lasagabaster.

Para la presentación y defensa de la enmienda de
texto alternativo que se ha presentado, avalada por el
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida, tie-
ne la palabra el señor Fernández Sánchez.

El señor FERNÁNDEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
presidente.

Señorías, voy a proceder a la defensa del texto alter-
nativo que Izquierda Unida presenta al proyecto de ley
del Gobierno. Después haré las valoraciones.

Varios han sido los debates que hemos tenido en esta
Cámara, no solamente en esta legislatura sino también
en legislaturas anteriores, para introducir medidas co-
rrectoras que impliquen mantener la ordenación terri-
torial y abaratar el precio de la vivienda. Las distintas
reformas que han afectado a las leyes que regulan el
suelo desde 1976 hasta este momento, no han tenido
ninguna consecuencia que beneficie al abaratamiento
de la vivienda y facilite el acceso a la misma. 

En un corto espacio de tiempo, a nuestro entender
han sucedido dos hechos importantes y de notable
trascendencia. En una primera fase el Decreto-ley del
Gobierno número 5/1996, sobre liberalización del sue-
lo, que en nuestra opinión ha sido el primer paso para
romper la trayectoria de la ordenación territorial exis-
tente en España desde la Ley del Suelo de 1956. El se-
gundo hecho importante se produce tras la sentencia
del Tribunal Constitucional en relación con los recur-
sos formulados por varias comunidades autónomas;
sentencia que ha anulado 185 artículos de la Ley de
1992 y ha provocado una verdadera conmoción en el
campo de la legislación urbanística. Entendemos que
el vacío legislativo provocado por la sentencia del Tri-
bunal Constitucional debe ser cubierto de inmediato
por el legislador estatal y autonómico. Éste es un buen
momento para lograr una nueva legislación adaptada
a las necesidades y a las demandas de la sociedad es-
pañola; también podría ser un buen momento para in-
tentar llegar a consensos que nosotros entendemos ne-
cesarios en esta materia tan importante. Estamos
viendo que el consenso no ha sido posible, que el Go-
bierno ha preferido la soledad, llegando incluso a re-
trasar la tramitación parlamentaria de su proyecto de
ley por falta precisamente de apoyos parlamentarios, y
también hemos constatado que el proyecto de ley del
Gobierno está suscitando un rechazo importante en
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los ayuntamientos, en las comunidades autónomas, en
los grupos de la oposición y también en la Federación
Española de Municipios y Provincias. De un proyecto
de ley que consta de 43 artículos, la Federación Espa-
ñola de Municipios y Provincias ha presentado en-
miendas a 21 de ellos. Nosotros nos preguntamos có-
mo es posible que el Gobierno —no sé si calificarlo de
torpe— no haya podido tratar de consensuar con la
Federación de Municipios un asunto tan importante
para los ayuntamientos y las comunidades. En la
FEMP, por el contrario, sí ha habido entendimiento, sí
ha habido consenso; todos los grupos que participa-
mos en la FEMP nos hemos puesto de acuerdo y de
ahí nacen esas 21 enmiendas que presenta la FEMP al
texto del Gobierno. 

Voy a hacer un breve repaso a los temas más rele-
vantes que el proyecto de ley del Gobierno nos propo-
ne. El título I define el contenido básico de la propie-
dad del suelo prevalenciendo el derecho de la
propiedad sobre la función social que debe ostentar el
suelo. Se da prioridad a la iniciativa privada sobre la
pública en lo referente a planeamiento urbanístico,
ejecución de planeamiento y regulación del mercado
del suelo. Nosotros entendemos que no es bueno, es
más bien nefasto, que el suelo se considere exclusiva-
mente un bien económico productivo por encima de
las necesidades de ordenación territorial o social. Tam-
poco compartimos que en la ejecución del planea-
miento la Administración pública ejerza un papel se-
cundario o subsidiario.

El título II elimina la distinción entre suelo urbani-
zable programado y suelo urbanizable no programado
dejando tres tipos de suelo: urbano, urbanizable y sue-
lo no urbanizable. Esta clasificación va a suponer en la
práctica que, exceptuando el suelo protegido no urba-
nizable, todo el territorio nacional pueda convertirse
en suelo apto para edificar. Nosotros entendemos que
esto atenta contra al esencia misma de la ordenación
territorial y municipal. Este modelo incita al creci-
miento disperso y desordenado del cual tenemos cons-
tancia de épocas pasadas no muy lejanas, atenta con-
tra el desarrollo sostenible, y prioriza la nueva
edificación y los nuevos desarrollos frente a la remode-
lación, renovación y rehabilitación en la ciudad que
nosotros creemos totalmente necesarios. En el futuro
en el suelo urbano consolidado se elimina el aprove-
chamiento municipal imposibilitando la recuperación
de suelo para zonas públicas o dotacionales en los cas-
cos consolidados. En el suelo urbanizable el proyecto
de ley fija una horquilla de cero a diez para aprovecha-
miento por la Administración. Insisto en que es apro-
vechamiento de la Administración; no es cesión del
propietario del suelo, sino que la Administración está
legitimada para participar en las plusvalías que genera
el suelo. Entendemos que la eliminación del aprove-
chamiento municipal, a pesar de que está reconocida
en la Constitución, va a suponer una merma importan-

te en la buena marcha y en la gestión de los ayunta-
mientos para continuar con su labor de construir vi-
viendas sociales. En valoraciones de suelo nos teme-
mos que el sistema propuesto de valor real incremente
sustancialmente el precio del suelo encareciendo la vi-
vienda y eliminando la posibilidad de compra de suelo
por los ayuntamientos para promociones públicas.

Señorías, con este breve repaso al proyecto del Go-
bierno de ley de suelo y valoraciones, he pretendido
justificar por qué Izquierda Unida presenta un texto
alternativo al proyecto oficial. Estamos convencidos
de que las sucesivas leyes de suelo que se han promul-
gado desde 1956 han repetido una misma concepción
de la regulación de suelo que impide evitar la especu-
lación convirtiendo el suelo en un activo privilegiado
del mercado financiero no sujeto a la conveniencia y a
las necesidades colectivas de los ciudadanos. Así pues,
se impone un cambio de concepción, es preciso un
cambio que nosotros proponemos ya que la realidad
ha demostrado que una regulación continuista y que
insiste sobre el modelo anterior no contribuirá a arre-
glar el grave déficit que hoy por hoy sufre la ordena-
ción y utilización del suelo en nuestro país.

Al mismo tiempo, la solución de estos problemas
puede coadyuvar a una mayor eficacia en el ejercicio
de importantes derechos fundamentales de los ciuda-
danos que hasta ahora no parecían tener relación con
la regulación del urbanismo: trabajo, vivienda, sani-
dad, educación, cultura, defensa del medio ambiente y
del patrimonio histórico cultural y artístico. En este
sentido, las principales novedades de la presente ley
manifiestan la ruptura con el modelo conceptual ante-
rior y son las siguientes. La ley culmina las consecuen-
cias de la separación entre propiedad del suelo y edifi-
cabilidad, separación que venía proclamándose desde
la Ley del Suelo de 1956, que se concretó en los textos
de 1976 y 1992, pero sin atreverse a dar el último paso.
La presente ley establece que la edificabilidad tiene ca-
rácter demanial, de modo que su titularidad corres-
ponde a la administración urbanística que la asigna,
según las determinaciones de planeamiento y del mis-
mo título de concesión a los operadores del suelo, ya
sean estos públicos, promotores privados, o los mis-
mos propietarios del suelo. 

La consideración definitiva de la edificabilidad co-
mo propiedad pública independiente de la propiedad
del suelo tiene su base constitucional en la competen-
cia del Estado para establecer la regulación de los dis-
tintos tipos de propiedad en virtud de hasta tres títulos
competenciales distintos, los incluidos en los artículos
141.1, 149.1.8ª, 149.1.18ª de la Constitución. Al mismo
tiempo, la ley deja entera libertad a las comunidades
autónomas para que en el ejercicio de su competencia
exclusiva en materia de urbanismo ideen y regulen los
mecanismos de asignación de edificabilidad que sean
más apropiados a su modelo urbanístico respectivo.
La ley también aborda, de manera inédita hasta ahora,
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la íntima relación existente entre el disfrute adecuado
y racional del suelo por parte de la colectividad y la
sostenibilidad ambiental, más allá de enfoques pura-
mente sectoriales de protección del medio ambiente
cuyo fondo de recursos es un patrimonio colectivo que
sólo puede ser utilizado en régimen sostenible y de
modo equitativo por el conjunto de la población pre-
sente, para legarlo en perfectas condiciones a las gene-
raciones futuras. Por consiguiente, una ley sobre urba-
nismo debía contener ineludiblemente una visión
integradora y coordinada de la protección ambiental a
la hora de regular las líneas maestras de hacer ciudad
y ordenar el espacio.

La ley también simplifica y da un toque de racionali-
dad al confuso panorama actualmente vigente en el
campo de las valoraciones urbanísticas, con unos cri-
terios muy sencillos. Independientemente de su clasifi-
cación, el suelo atenderá a su valor inicial obtenido
por el método tradicional de capitalización de su ren-
dimiento, pero dando prioridad al valor catastral
cuando esté debidamente actualizado. (El señor pre-
sidente ocupa la Presidencia.) 

Nosotros entendemos que esta fórmula es más justa,
a diferencia de lo que nos ha comentado el ministro
anteriormente. Consideramos que en la fórmula que
propone el Gobierno el suelo rústico va a tener un va-
lor real y puede equivaler, sin ninguna duda, a que en
un campo se pueda establecer valor de suelo urbaniza-
ble sin hacer ningún tipo de mejora en el mismo para
promover su urbanización, es decir mejoras en el sue-
lo. Creemos que no es adecuada la fórmula que propo-
ne el Gobierno porque, al final, lo único que va a con-
seguir es incrementar el valor del suelo sin conseguir
su objetivo final de abaratarlo.

Finalmente, es importante destacar que esta ley se
ajusta por completo al posicionamiento de la reciente
sentencia del Tribunal Constitucional, de 20 de marzo,
que entre otras cosas ha acotado la competencia del
Estado para legislar en materia de urbanismo. La pre-
sente ley es consciente de ese acotamiento constitucio-
nal y únicamente se ha propuesto regular los caracte-
res fundamentales de dichas materias para asegurar
las condiciones básicas que garanticen la igualdad de
todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y en
el cumplimiento de los deberes constitucionales, pero
con suficiente amplitud para que las comunidades au-
tónomas legislen la figura de planeamiento del territo-
rio y sus determinaciones.

Por último, queremos insistir en que hay que cam-
biar de modelo. Proseguir con leyes continuistas signi-
fica no tener voluntad de solucionar nada, significa
mantener a través del tiempo el mismo problema que
viene existiendo. Por todo ello Izquierda Unida ha pre-
sentado este texto alternativo que consideramos rigu-
roso, más completo técnicamente y que aporta solu-
ciones reales.

Nada más. Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Fernández Sánchez.

Para defender la enmienda con texto alternativo pre-
sentada por el Grupo Socialista, tiene la palabra la se-
ñora Narbona.

La señora NARBONA RUIZ: Señor presidente, se-
ñor ministro, señoras y señores diputados, intervengo
para defender la enmienda a la totalidad presentada
por el Grupo Socialista al proyecto de ley de régimen
del suelo y valoraciones.

No quisiera comenzar sin hacer antes una referencia
a la intervención del ministro, que, por tercera vez en
esta Cámara, viene a explicarnos la reforma estructu-
ral del suelo; lo hizo en junio del año pasado, lo hizo
después, con motivo de la conversión del decreto-ley
en la ley 7/1997, y lo ha vuelto a hacer hoy. Lo ha vuel-
to a hacer hoy con un discurso que va decantándose;
yo creo que cada vez va haciéndose más nítido en sus
perfiles. El año pasado escuchamos que lo realmente
urgente era reducir la denominada cesión obligatoria
de suelo y hacer desaparecer la distinción entre urba-
nizable programado y no programado. Hoy, por mu-
chas razones, ya no se ha hecho gran hincapié sobre
estas cuestiones, pero el ministro se ha referido duran-
te más de la mitad de su tiempo al aspecto que ha de-
bido de considerar que explica mejor cómo el Partido
Popular cree que se puede abaratar el suelo y construir
una ciudad más habitable.

De acuerdo con la intervención del ministro, pare-
cen absolutamente relevantes los métodos de valora-
ción del suelo, métodos que, de acuerdo con lo que
plantea el Partido Popular, lo que hacen es reforzar la
posición del propietario de suelo y crearle expectativas
de beneficio y de incremento de su patrimonio por en-
cima del esfuerzo que ese propietario haya hecho so-
bre ese suelo y, por tanto, no de una forma justa, como
decía el ministro, sino todo lo contrario. De verdad,
ministro, si usted comienza su intervención diciendo
que éste es un proyecto de ley que abunda en esos ob-
jetivos loables de abaratar el precio de la vivienda y del
suelo, de generar mayor competitividad para nuestras
empresas, en síntesis, de llevar a cabo una profunda
reforma estructural, que luego, con mayor modestia,
usted califica sólo de primera piedra de esa gran refor-
ma estructural, dígame por qué el método de valora-
ción que propone el Partido Popular en este proyecto
de ley debería llevar a un suelo más barato. Explíque-
me por qué pasar de esos sistemas obsoletos, variopin-
tos y tan criticados de legislaciones anteriores, que, al
final, señor ministro, se resolvían al gusto del tribunal
de expropiación, al gusto de los jurados de expropia-
ción.

Esa es la realidad, señor ministro. Las leyes han di-
cho lo que han dicho, pero mientras tengamos una Ley
de Expropiación Forzosa del año 1954, con todas sus
consecuencias, lo que de verdad se llevan los propieta-
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rios en el bolsillo no tiene casi nada que ver con lo que
las leyes han dicho hasta ahora. Luego explíqueme qué
relación existe entre el método de valoración del suelo
y los objetivos de la reforma que ustedes traen aquí.
Hoy ya ha hecho menos hincapié en la importancia de
reducir la denominada cesión obligatoria de suelo, en-
tre otras cosas porque, a la vista de las enmiendas y de
la reacción que se ha generado en todo el territorio,
más vale no hablar de algo que parece que irá desapa-
reciendo como argumento durante la tramitación de
este proyecto de ley.

También ha dicho usted, señor ministro, que éste es
un texto breve. Es un texto breve lo que se ve en el
BOE, porque en el propio texto queda viva buena parte
de la ley del año 1990, las partes no declaradas incons-
titucionales por la sentencia de 20 de marzo. Por tan-
to, no es que la ley sea breve, sino que, necesariamen-
te, a esa ley tendrá que seguir en el tiempo un texto
refundido y, mientras eso sucede, no hacemos sino in-
crementar la inseguridad jurídica en los mercados in-
mobiliarios. ¿Para qué sirve que sea breve? Si ustedes
ya hubieran hecho el esfuerzo de presentar un texto
refundido, por lo menos nos ahorraríamos lo que aho-
ra se abrirá en caso contrario. 

¿Un texto flexible? Pues no, señor ministro, no es un
texto flexible, porque las condiciones básicas del dere-
cho de propiedad y, sobre todo, los métodos de valora-
ción del suelo que ustedes plantean, pueden impedir
que, por parte de las comunidades autónomas, a la ho-
ra de legislar y de aplicar en la práctica sus planea-
mientos, puedan llevar a cabo las actuaciones que ver-
daderamente correspondan a sus competencias y
consideren prioritarias desde el punto de vista de la
creación de ciudad. 

Señor ministro, si a usted le interesara mucho que en
España hubiera más viviendas asequibles, no estaría-
mos a 1 de octubre con el Plan de vivienda de 1997
con un grado de cumplimiento inferior al 50 por cien-
to. Señor ministro, aquí están los datos que tienen en
estos momentos todas las comunidades autónomas,
que demuestran, como no podría ser menos, que un
plan de vivienda que este año no se ha puesto en mar-
cha hasta el mes de agosto va a terminar muy por de-
bajo de los objetivos del año. No parece que el Gobier-
no demuestre un gran entusiasmo respecto de la
política de vivienda, a pesar de que en el debate sobre
el estado de la Nación al presidente Aznar se le llenó la
boca hablando de 183.000 viviendas financiadas este
año. Pues vamos por la mitad y queda muy poco para
acabar el año.

Señor ministro, señoras y señores diputados, no so-
mos los únicos que presentamos enmienda a la totali-
dad. No me refiero sólo a la enmienda a la totalidad,
cuyo espíritu compartimos y apoyamos, de Izquierda
Unida, o a las enmiendas de devolución, bien defendi-
das por los representantes del Grupo Mixto. Nos refe-
rimos al debate extraparlamentario, si me permite,

que la distancia que ha mediado entre la urgente apro-
bación por parte del Gobierno de este proyecto de ley
y la muchísimo menos urgente iniciación del trámite
parlamentario del mismo, ha permitido que se vea que
en la sociedad española esta ley no gusta. No gusta a
casi nadie, señor ministro. No le gusta a la Federación
Española de Municipios y Provincias. Ahí están el in-
forme y las enmiendas presentadas y apoyadas de for-
ma unánime por alcaldes que son, la mayoría, del Par-
tido Popular, que ustedes hubieran hecho bien en
consultar, porque el informe de la FEMP se produce
dos meses después de que el proyecto de ley sea apro-
bado por el Gobierno.

Ustedes tampoco consideraron necesario consultar
al Consejo Económico y Social, que tuvo que opinar
cuatro meses después de haberse aprobado por parte
del Gobierno este proyecto de ley. Y, dentro de la opi-
nión del Consejo Económico y Social, quiero resaltar
la opinión absolutamente desfavorable de los repre-
sentantes de los sindicatos y de los representantes de
los consumidores y del sector agrario. Esto para no en-
trar en mayor detalle de los informes desfavorables
que hemos conocido de colectivos cualificados como,
por ejemplo, los colegios de arquitectos, los promoto-
res de viviendas sociales, los gestores de cooperativas,
asociaciones de vecinos e incluso, señor ministro, los
promotores privados de vivienda, para los cuales esta
ley es insuficientemente liberalizadora.

¿A quién le gusta esta ley, señor ministro, además de
al Partido Popular y a quienes la defienden? Porque
tampoco les gusta mucho a los partidos nacionalistas,
si vemos las enmiendas que han presentado y que obli-
garán a seguir modificando el contenido del discurso
que ustedes hacen y que ya ha ido perdiendo por el ca-
mino algunas señas de identidad.

Pero hay un colectivo que apoya silenciosamente
esta ley. Un colectivo que se siente perfectamente re-
presentado por ustedes, porque los autores de la ley,
no cabe ninguna duda, representan perfectamente la
opinión y los deseos de un colectivo reducido y selecto:
el de los propietarios de suelo y, en particular, el de los
propietarios de los suelos no urbanizados, aquellos a
los que ustedes prometen menores cargas, menores de-
beres, mayores derechos y un mayor valor en cuanto al
patrimonio que tienen en estos momentos.

El verdadero objetivo de este proyecto de ley, señorías,
no es liberalizar el mercado del suelo y muchísimo
menos abaratar el suelo y la vivienda. El verdadero ob-
jetivo, la auténtica obsesión de este Gobierno, es la de
volver a colocar a los propietarios del suelo en el lugar
de donde nunca debieron salir, a causa de las veleida-
des planificadoras de los ayuntamientos democráticos,
que han cambiado la faz de nuestras ciudades en los
últimos 20 años. 

Llevamos más de un año debatiendo en esta Cámara
el apasionante tema de hasta dónde llega el derecho de
propiedad. Apasionante tema. ¿A cuántos ciudadanos
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les interesa de verdad? A los ciudadanos lo que les in-
teresa, señorías, es que la vivienda sea más barata, que
la ciudad sea más habitable, que los servicios sean de
mayor calidad. ¿Pueden ustedes explicarme por qué el
reforzar los derechos de los propietarios del suelo lleva
a conseguir esos objetivos?

Ustedes están trayendo a esta Cámara un modelo de
urbanismo que no tiene analogía ninguna con los mo-
delos dominantes en los países europeos de nuestro en-
torno. Son, precisamente, los modelos de urbanismo de
los países europeos más desarrollados, de un urbanis-
mo concertado y sostenible, los que hemos tenido en
cuenta a la hora de elaborar un texto alternativo y, ade-
más, hemos tenido en cuenta la experiencia que se está
dando en nuestro país, en la Comunidad Autónoma Va-
lenciana, de la cual casi no se podía hablar en esta Cá-
mara hace un año y que, paulatinamente, gracias, entre
otras cosas, a la presión del propio Partido Popular en
Valencia, ha ido entrando, aunque sea por la puerta de
atrás, en la concepción de la futura ley del suelo estatal.

Nuestro texto alternativo presenta innovaciones im-
portantes respecto de la legislación hasta ahora en vi-
gor, innovaciones respecto de la ley 8/1990, señorías,
porque es verdad que, aunque seguimos compartiendo
los objetivos de esa ley y, por supuesto, los principios
básicos, por ejemplo, en relación con el derecho de
propiedad, lo que no compartimos ya, o respecto de lo
que nos alejamos, es de las herramientas que hicieron
que esta ley fuera de difícil aplicación. No se puede ha-
blar del fracaso de una ley que prácticamente no ha si-
do aplicada. Por tanto, nos estamos refiriendo no tan-
to a la ley 8/1990, sino a la experiencia valenciana que,
partiendo de esa ley estatal, ha conseguido éxitos reco-
nocidos por todos los agentes en el mercado, por la
Comunidad Autónoma Valenciana y por todos los que
han tenido a bien interesarse por ese modelo. Fíjese
que es la propia Comunidad Autónoma Valenciana,
hoy gobernada por ustedes, la que acepta las ventajas
del modelo valenciano en términos de suelo urbaniza-
do, de precio de suelo y de tiempo de tramitación, que
se ha reducido en doce veces gracias a la aplicación de
un modelo mucho más ágil de relación entre la inicia-
tiva privada y la iniciativa pública.

Los objetivos principales de nuestro texto alternati-
vo son tres. En primer lugar, favorecer un uso sosteni-
ble de nuestro suelo. Aunque sobre este proyecto de
ley la ministra de Medio Ambiente no haya tenido a
bien opinar, como sobre otras cosas, hay que recordar
que España es el único país de Europa donde avanza
todos los días la desertificación y uno de los países de
Europa con mayores problemas en cuanto a la calidad
y a la cantidad de sus recursos hídricos y de su cubier-
ta vegetal. Luego creemos que las cuestiones ambien-
tales tienen que estar presentes en algo que quiera lla-
marse ley del suelo. 

El segundo objetivo es el de favorecer un equilibrio
óptimo entre la iniciativa privada y la iniciativa públi-

ca. No somos intervencionistas al límite, creemos que
hay que regular, que hay que establecer unas reglas del
juego claras que permitan la competencia —eso que
ustedes tanto defienden— entre quienes son propieta-
rios y quienes no lo son, entre quienes son promotores
públicos y quienes son promotores privados de suelo.
En cualquier caso, una competencia que lleve, como
está llevando en el caso de la Comunidad Autónoma
Valenciana, a mejores resultados para todos. Lo que
nos interesa, en síntesis, es la mejora generalizada de
la calidad de vida de nuestros ciudadanos y, en parti-
cular, el derecho al acceso a una vivienda digna.

En tercer lugar, queremos que se establezcan cauces
de concertación entre las tres administraciones, en lo
que se refiere a las actuaciones de cada una de ellas,
con incidencia territorial. No sabemos —porque no
acabamos de entenderlo— si ustedes han enterrado o
no el denominado Plan director de infraestructuras.
Ese era un esfuerzo hecho durante la anterior legisla-
tura precisamente para buscar un marco de referencia
para toda inversión pública con incidencia en el terri-
torio y, por supuesto, en la ciudad.

Queremos que haya unas directrices consensuadas
con las comunidades autónomas que sirvan para definir
el espacio que a cada uno corresponde y eviten los pro-
blemas que se han venido produciendo en estos años. 

Para llevar a cabo estos objetivos, hemos introducido
diferentes modificaciones a la ley de 1990. En primer
lugar, el derecho a urbanizar y el derecho a edificar se
deslindan nítidamente del derecho de propiedad. En
esto se va más allá, en la dirección que ya apuntaba la
ley 8/1990, en la línea de generar esa auténtica compe-
tencia entre el propietario del suelo y otros operadores
del mercado que deseen desarrollar iniciativas de urba-
nización o de edificación.

Creemos, señor ministro, que mientras haya más de
60.000 solares sin edificar en la ciudad de Madrid y más
de 500.000 viviendas potenciales en suelo urbanizable
en la Comunidad Autónoma de Madrid, es bastante ri-
dículo querer seguir hablando de que lo importante es
que haya más suelo urbanizable. Lo que hace falta, se-
ñor ministro, es que haya más suelo urbanizable.

En nuestro texto, nosotros hemos introducido mo-
dificaciones en los criterios de valoración del suelo, las
mismas que están operando en este momento en el
modelo de la Comunidad Autónoma Valenciana, re-
cuérdenlo. Si ustedes sólo aceptan en su texto una par-
te de esa legislación, la que se refiere a la posibilidad
de que la iniciativa privada que no sea propietaria de
suelo actúe en competencia con el propietario, pero
cambian el sistema de valoración del suelo, el modelo
que rige hoy en la Comunidad Autónoma Valenciana
seguramente dejará de tener los resultados positivos
que tiene ahora mismo. Recuérdenlo cuando dicen
que su legislación es flexible. 

Nuestra opinión es que el valor legal del suelo sólo
puede tener en cuenta, más allá de su valor inicial, el
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esfuerzo que efectivamente el propietario haya hecho
sobre él. Creemos equivocado querer dar un valor legal
del suelo a un propietario cuya finca simplemente se
encuentra cerca de lo que se denominan fincas análo-
gas. Señor ministro, en el mercado del suelo no hay
dos fincas que sean iguales y, por tanto, basta con que
una finca esté tres metros más acá o más allá, o con
una pendiente mayor o menor, para que sus potencia-
lidades de valor de mercado sean diferentes. De valor
de mercado, señor ministro; pero de valor legal, desde
el punto de vista de los intereses superiores de la co-
lectividad, que en un determinado momento puede te-
ner la necesidad justificada de expropiar, es muy dis-
tinto querer dar, en ese momento, un valor legal que el
propietario no se merece en absoluto. 

Creemos que es imprescindible la modificación de la
Ley de Expropiación Forzosa de 1954, porque sin esa
modificación, créanme, señorías, no moveremos un
ápice el desastre que hemos tenido durante estos últi-
mos años en cuanto a la duración de los conflictos en-
tre la Administración y los administrados. No crean
que han encontrado la panacea hablando del valor real
como de algo objetivo, porque no es algo objetivo, ni
siquiera eso. Por tanto, mientras esté viva la Ley de
Expropiación, con todos sus artículos, siempre habrá
alguna forma para el propietario de pedir a la Admi-
nistración más de lo que la Administración le ofrece. 

Como decía antes, también pedimos que se haga la
elaboración consensuada de directrices territoriales
para que las comunidades autónomas tengan un mar-
co de referencia que sea eficaz. 

Asimismo, insistimos en la importancia de las con-
diciones del mercado de suelo que favorezcan la cons-
trucción de viviendas protegidas y, en particular, la for-
mación y el destino del patrimonio municipal de suelo.
Se fija en el texto alternativo del Grupo Socialista el 85
por ciento como límite máximo del aprovechamiento
susceptible de apropiación privada. Ya sabemos que
este porcentaje ha dejado de tener el valor mágico que
tenía en los últimos meses, de lo que nos alegramos,
porque creemos que, como usted mismo ha dicho en
su intervención, lo fundamental en su oferta de refor-
ma estructural es la metodología de valoración del
suelo. 

En nuestro texto proponemos que no sólo el patrimo-
nio municipal, sino todo el suelo de titularidad pública,
una vez desafectado de anteriores usos dotacionales, se
destine de manera preferente a la construcción de vi-
viendas protegidas. Algo que está en las antípodas, tam-
bién en este caso, de lo que plantea el Partido Popular
en su proyecto de ley, donde nos encontramos, por
ejemplo, con que terrenos que se hayan incorporado al
patrimonio municipal de suelo pueden ser objeto de re-
versión por el simple hecho ...

El señor PRESIDENTE: Señora Narbona, le ruego
vaya concluyendo.

La señora NARBONA RUIZ: Muchas gracias, señor
presidente.

... por el simple hecho de que se hayan producido
recalificaciones que incrementen el valor de esos terre-
nos. En su articulado, el proyecto de ley del Gobierno
elimina también la posibilidad de evitar la reversión,
contemplada en legislaciones anteriores, si sobre los
suelos objeto de desafectación se construyen viviendas
de protección oficial. ¿A dónde vamos con todo eso? A
hacer desaparecer paulatinamente el patrimonio mu-
nicipal del suelo, señores del Grupo Popular y señores
del Gobierno. Con una mano prometen ustedes a los
ayuntamientos un pacto local, que, de momento, es
una pura declaración de intenciones de descentraliza-
ción, y con la otra mano les cercenan el patrimonio
municipal de suelo, les reducen recursos presupuesto
tras presupuesto y después piden que no sean dema-
siado indisciplinados en lo que son las deliberaciones
de la Federación Española de Municipios. 

Ajústense a lo que dicen perseguir. ¿Quieren vivien-
das más baratas, quieren una ciudad más habitable y
más competitiva? Introduzcan más modificaciones de
las que ya con buen criterio han hecho en sus propias
enmiendas al proyecto de ley. 

El Grupo Parlamentario Socialista quiere colaborar
en la elaboración de un texto que goce del máximo
consenso en esta Cámara, para que después no surjan
ni recursos de inconstitucionalidad ni la previsión, que
sería acertada en estos momentos, de que un gobierno
socialista modificaría en el futuro la ley que hoy uste-
des están defendiendo. 

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Narbona.
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) Pre-

viamente, ¿algún grupo desea consumir el turno en
contra? (Pausa.)

Tiene la palabra el señor Ortíz, del Grupo Popular. 

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: Muchas gracias, se-
ñor presidente.

Según la normativa parlamentaria, el turno en con-
tra se orienta a hacer una valoración de las enmiendas,
tanto las de devolución como las de texto alternativo.
La verdad es que lo que ha estado presente en el deba-
te no han sido ninguno de los dos textos alternativos,
ni el de Izquierda Unida ni el del Grupo Parlamentario
Socialista; lo que ha estado presente en el debate en
todo momento ha sido el proyecto del Gobierno, que
es obligado punto de referencia, pero no el centro del
debate en este momento.

Por esta razón, señor presidente, voy a cumplir con mi
cometido, voy a hacer la valoración de los textos alterna-
tivos y después, con la venia de la Presidencia, voy a ha-
cer réplica y comentarios a las intervenciones que se han
producido, singularmente la de la portavoz del Grupo
Parlamentario Socialista, doña Cristina Narbona.
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Las razones por las que mi grupo se opone a las en-
miendas de texto alternativo son múltiples, y cierta-
mente son distintas en función de cada texto, y, en lo
que concierne a las enmiendas de devolución, en fun-
ción de su propia argumentación. Por eso, en su mo-
mento haré las referencias y matizaciones necesarias.
Pero tomando como punto de referencia la enmienda
de texto alternativo del Partido Socialista, las razones
son fundamentalmente las siguientes, que primero
enuncio y luego desarrollo con la máxima brevedad.

En primer lugar, porque mantiene un modelo de
política y de normativa de suelo fracasado y superado.
Porque no se acomoda a la doctrina constitucional so-
bre competencias estatales y autonómicas, tal como se
recoge en la sentencia de 20 de marzo de 1997. Porque
no se ciñe al ámbito urbanístico y de configuración del
derecho de propiedad, sino que va más allá y plantea
algo así como una ley reguladora del medio ambiente
urbano, que no es objeto del caso. Porque responde, y
esta es la más importante y la que es causa de todas las
demás, a un concepto diametralmente opuesto al
nuestro, y de difícil constitucionalidad, del derecho de
propiedad urbana. Porque subestima o margina la ini-
ciativa privada en materia de urbanismo y, finalmente,
porque mantiene e incrementa las cargas (las cesiones
a los ayuntamientos, en definitiva, son cargas que inci-
den sobre el adquirente final de las viviendas o de los
locales de negocio) de modo lesivo para estos adqui-
rentes finales. 

Intento ser breve, señor presidente. En primer tér-
mino, hay que decir que llevamos año y medio con de-
bates en este hemiciclo que han puesto de manifiesto
la existencia de dos modelos distintos de urbanismo y
de derecho de propiedad urbana: el modelo de la ley
8/1990, del texto refundido de 1992, y con muy pocas
variantes, por mucho que se empeñe en decir lo con-
trario, el modelo socialista que debatimos hoy y el mo-
delo de Izquierda Unida a través de sus respectivas en-
miendas de texto alternativo. Y, por otro lado, el
modelo del Gobierno del Partido Popular y del grupo
que le apoya, que se plasma en el Real Decreto-ley de
junio de 1996, que se convirtió después en la ley de 14
de abril de 1997 y, finalmente, en el proyecto objeto de
debate. 

En ese contexto, la primera afirmación que hay que
hacer a los cuatro vientos —esta Cámara es casi los
cuatro vientos, pero habría que hacerlo también en los
foros extraparlamentarios a los que se ha referido la
señora Narbona— es que es un modelo radicalmente
fracasado. Su fracaso es, entre otras consideraciones,
el argumento especial para su rechazo. Este modelo
estatalista, intervencionista y burocratizador que, por
cierto, por paradoja para el Grupo Socialista, hunde
sus raíces en la ley de 1956 y en la de 1976, lleva 41
años de fracaso en el objetivo de poner suelo en el
mercado a precios razonables. Tal fracaso llevó a la ne-
cesidad, ciertamente compartida por todos —aunque

ahora parece que no está tan claro, a juzgar por el te-
nor de las enmiendas de texto alternativo—, de modifi-
car la ley 8/1990 y el texto refundido de 1992. Hay que
cambiar el ordenamiento jurídico y el modelo de ges-
tión, no sólo el modelo de gestión o la praxis de la ges-
tión, sino el ordenamiento jurídico, pese a que el infor-
me de la Comisión de expertos del año 1994 se ceñía
sólo al modelo de gestión y permanecía intocada la
normativa, esto es, el texto refundido.

Estamos ante un fracaso. Los datos del fracaso son
tantos que sólo vale la pena enunciarlos muy rápida-
mente, porque han sido objeto de múltiples debates.
En primer lugar, la incidencia del coste del suelo, dis-
paratada, en el precio de la vivienda. No quiero recor-
dar el famoso informe del Seopan, según el cual el sue-
lo había pasado de ponderar el 25 por ciento en 1985 a
ponderar el 43 por ciento en 1992. En todo caso, en
términos de hoy, el suelo pondera no menos del 30 ó el
35 por ciento del coste unitario de una vivienda. 

El esfuerzo para adquirir una vivienda, que en el
año 1990 se situaba en 6.7 veces, lo cual nos daba el
primer lugar en el ranking mundial, afortunadamente
ahora significa menos, pero por obra y gracia de una
política económica que ha permitido rebajar los tipos
de interés, con lo cual ha aumentado la accesibilidad a
la vivienda. Con todo, según los datos del Ministerio
de Fomento, el esfuerzo en términos de renta familiar
disponible sigue siendo nada menos que el 37 por
ciento. El tiempo de tramitación de un proyecto urba-
nístico, que los expertos estiman, si se refiere al proce-
so íntegro de producción del suelo desde su condición
de rústico, en siete u ocho años y a veces más. El nivel
de discrecionalidad administrativa y, en definitiva, el
escaso juego del mercado, que ha desaparecido detrás
de actuaciones discrecionales, cuando no arbitrarias,
de la Administración. Finalmente, el riesgo de la co-
rrupción. Como ha dicho el profesor García de Ente-
rría, en esta materia urbanística rozamos uno de los
riesgos permanentes de la Administración urbanística,
el de su fácil corrupción. La paradoja es que estos da-
tos se dan en un país que cuenta, como suelo urbano,
con el 3.8 por ciento del territorio nacional, lo que sig-
nifica que el 96.2 por ciento es suelo aprovechable, en
términos generales, para el proceso urbanizador.

Pues bien; este modelo, que, en definitiva, permane-
ce íntegramente en las enmiendas de texto alternativo,
cuando no se acentúa, se centra en tres o cuatro datos
fundamentales. En primer lugar, el derecho de propie-
dad y su contenido esencial; en segundo lugar, el man-
tenimeinto de las cargas urbanísticas en forma de ce-
siones, la postergación de la iniciativa privada y el
mantenimiento de un creciente intervencionismo ad-
ministrativo. Esto, de un lado. De otro lado, un con-
cepto de derecho de propiedad no disociado de su con-
tenido esencial: las facultades urbanísticas, el derecho
a urbanizar, el derecho a la urbanización, el derecho a
edificar y el derecho a la edificación. 
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Esta diferencia de modelo o de concepto de derecho
de propiedad es fundamental. Por ejemplo, según el
concepto de derecho de propiedad del Grupo Parla-
mentario Socialista y de la izquierda, la licencia es tí-
tulo atributivo de las facultades y derechos urbanísti-
cos; para nosotros es una autorización administrativa
que lo único que chequea es que se ejercita ese dere-
cho de acuerdo con las reglas de juego establecidas,
que es la Ley del Suelo o las leyes urbanísticas. Por
ejemplo, el concepto de cesión. Para el Grupo Parla-
mentario Socialista y para Izquierda Unida la cesión
no es algo que hace el propietario al ayuntamiento, si-
no que es algo que hace el ayuntamiento al propieta-
rio, porque como quiera que los derechos a urbanizar,
a edificar y a la edificación son derechos de carácter
público —de carácter demanial, les llama la enmienda
de Izquierda Unida—, es la Administración la que hace
cesión de estos derechos al propietario. Y por esa ra-
zón en las numerosas intervenciones de la señora Nar-
bona, a la que he tenido la fortuna de encontrarme en
numerosos foros parlamentarios y extraparlamenta-
rios, se habla de la denominada cesión de suelo. Estos
dos modelos son radicalmente distintos y, naturalmen-
te, la confrontación se tiene que producir forzosamen-
te en este hemiciclo.

La segunda razón es que no hay una acomodación
del texto alternativo a la doctrina del Tribunal Constitu-
cional. Sería larga la cita de preceptos: el artículo 1º,
que habla del modelo de la ciudad sostenible, concepto
que no es susceptible de abordar en ley del Estado. Los
apartados 3 y 4 del mismo artículo 1º, donde se impo-
nen principios y normas básicas a los poderes públicos;
poderes públicos que, obviamente, son las comunida-
des autónomas. No hay legitimación constitucional pa-
ra esto, de acuerdo con la doctrina de la sentencia de
20 de marzo. Los artículos 3º y 4º, el artículo 12, que
convierte al propietario obligatoriamente en empresa
urbanizadora y, por otra parte, invade el ámbito de la
gestión urbanística, porque es materia de gestión y, por
tanto, competencia autonómica. El título IV, ejecución
del planeamiento, que todo él es claramente inconstitu-
cional. El título VIII, sobre instrumentos de interven-
ción en el mercado del suelo, igualmente materia urba-
nística y, por tanto, inconstitucional. Y frente a esto,
por paradoja, nos encontramos con que en la enmienda
de texto alternativo se omite cualquier referencia, cual-
quier definición de los tipos de suelo, cuando lo correc-
to en términos de categoría, en términos de relación
entre significante y significado es, como hace el proyec-
to del Gobierno, con un carácter y definición mínima y
en términos profundamente objetivos, explicitar qué se
entiende por suelo urbano, por suelo urbanizable y por
suelo no urbanizable.

La tercera objeción es que se pretende hacer una ley
de medio ambiente urbano. Comprendiendo y acep-
tando los requerimientos medioambientales de cual-
quier normativa en materia de suelo y de cualquier po-

lítica urbanística, no es éste el momento, no es éste el
propósito. Estamos en presencia de una ley del suelo y
valoraciones y no de una ley medioambiental en mate-
ria de suelo urbano. Pero la discrepancia fundamental,
a la que ya he hecho referencia, es la estrictamente
ideológica. Ustedes tienen un concepto distinto del de-
recho de propiedad del que tenemos nosotros. Se puso
de manifiesto ya en el informe de la Comisión de ex-
pertos, pero se puso también de manifiesto en el deba-
te que siguió con posterioridad. No me resisto a hacer
una cita, que la señora Narbona me ha oído reciente-
mente en otro foro, y es la del anterior presidente del
Tribunal de Defensa de la Competencia, que decía lo
siguiente, y pierdo un minuto, señor presidente: No
habrá cambio fundamental —decía el señor Fernández
Ordóñez— en el régimen del suelo en España mientras
no se abandone la visión colectivista que ha impregna-
do todas nuestras leyes. Esta visión arranca con la ley
de 1956, se refuerza en 1976 y llega al paroxismo anti-
propietario con el texto de 1992. Por ello, sólo habrá
un cambio sustancial en el suelo cuando se cambie es-
ta visión por una de economía de mercado, en la que
se acepte que el derecho de propiedad tiene un núcleo
de facultades esenciales ineludibles, entre las que se
encuentra el derecho a edificar, y la función social se
refiera al objeto de la propiedad y no a la estructura
del derecho de propiedad. Y a renglón seguido decía:
una de las causas de los problemas españoles en mate-
ria de suelo es de orden ideológico, y se debe a la vi-
sión que impregna la ley de 1956, y que todavía cauti-
va a muchos de los profesionales y políticos que se
ocupan del suelo. Su exposición de motivos —se refie-
re a la ley de 1956— lo expresa sin tapujos: ideal en la
empresa urbanística pudiera ser que todo el suelo ne-
cesario para la expansión de las poblaciones fuera de
propiedad pública. Este sueño nacionalizador del sue-
lo de la España de 1956 sigue vigente, agrega el señor
Fernández Ordóñez. 

El sueño nacionalizador o municipalizador, decimos
nosotros, sigue presente en los textos alternativos que
debatimos y se plasma, entre otras cosas, en esa diso-
ciación del derecho de propiedad y sus facultades, sin-
gularmente en el derecho a edificar y, en definitiva, en
la conversión del derecho de propiedad urbana en una
concesión más administrativa. 

Frente a esto, el texto del proyecto es obvio que su-
prime la adquisición sucesiva de facultades urbanísti-
cas, que, consiguientemente, reconoce el ius edificandi
como una facultad del dominio, con lo que la licencia
tiene el papel que debe tener y, particularmente, en el
texto del proyecto se incorpora para el suelo urbaniza-
ble la facultad de promover la transformación de ese
mismo suelo.

Otro argumento, sin duda, y no poco importante, es
la valoración que se hace de la iniciativa privada y de la
pública. Como decía el profesor García de Enterría, la
problemática básica en materia de suelo es buscar el
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equilibrio entre lo público y lo privado, entre la iniciati-
va pública y la iniciativa privada. En este punto obvio es
decir que las enmiendas de texto alternativo se decan-
tan porque lo fundamental es la iniciativa pública; cier-
tamente reconocen —no podía ser menos en la España
de 1997— la posibilidad de la iniciativa privada, pero
marginada, postergada y puesta siempre en segundo
plano. Frente a esto, el proyecto del Gobierno, siguien-
do en la línea de liberalizar de verdad el suelo, suprime
la distinción entre suelo urbanizable programado y no
programado; atribuye la iniciativa para el planeamiento
de desarrollo a los particulares y propietarios, sin per-
juicio de reconocer que la gestión urbanística es una
función pública y, evidentemente, hace falta siempre
una intervención en términos claramente democráticos;
reduce el contenido de los planes generales a la determi-
nación de la estructura general del territorio; y rebaja y
limita seriamente la discrecionalidad de las administra-
ciones públicas estableciendo, en lo que concierne al
suelo urbanizable, el régimen de consulta previa, de for-
ma que cualquier promotor pueda, ab initio, someter a
consulta de la Administración la inexistencia de objecio-
nes por razones de incompatibilidad con la estructura
general del territorio, como procede en cualquier país
civilizado y en términos de respetar por parte de todos
las reglas de juego. Reglas de juego que son necesarias,
pero que deben ser idénticas y las mismas para todos,
frente a lo que ha sucedido en la España de los últimos
catorce años, por lo menos.

La última hace referencia al problema de las cesio-
nes. Sobre este tema se podría escribir un libro. Este
tema de las cesiones es muy importante porque, en de-
finitiva, lo que evidencia es qué objetivo prima en un
modelo urbanístico: si prima el abaratamiento del sue-
lo, si prima la reducción de su coste a efectos de las
actividades empresariales o económicas o si, por el
contrario, priman los ingresos municipales. Puesto los
términos del dilema en su grado límite, es evidente
que hay que preferir el objetivo de abaratar el precio
de la vivienda como fórmula para abaratar el precio
del suelo, pero no hace falta llegar, ciertamente, a ese
extremo y a esos límites. El proyecto del Gobierno se
mantiene en una vía media, si se me permite la expre-
sión, que es la que está en vigor —porque la ley de 14
de abril de 1997 está en vigor, dígase lo que se diga—;
en una línea, por tanto, de continuidad y adaptada a la
doctrina del Tribunal Constitucional presente en la
sentencia de 20 de marzo, permitiendo a las comuni-
dades autónomas que se muevan en esa franja entre
ninguna cesión y el 10 por ciento. Con lo cual, por otra
parte, se da satisfacción al imperativo constitucional
del artículo 47 de hacer que las plusvalías reviertan a
la comunidad. Las plusvalías, según la opinión de este
portavoz, y quiero creer que del grupo parlamentario,
se deben perseguir, si puedo utilizar esa expresión, a
través del instrumento fiscal o a través de un plantea-
miento moderado de la figura de las cesiones.

El señor PRESIDENTE: Señor Ortiz, vaya conclu-
yendo.

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: La señora Narbona, y
acabo, señor presidente, se ha referido a que el Gobier-
no y el grupo que le apoya han ido decantando su posi-
ción. No, señora Narbona, la posición del Gobierno y
del grupo que le apoya era la misma en junio de 1996 y
ahora.

Que se ha admitido la figura del agente urbanizador.
Ya estaba admitida bastante claramente en el proyecto
inicial, a través de alguna de las enmiendas que mi
grupo ha presentado, y la oposición conoce que se ha-
ce más explícito este reconocimiento de la figura del
agente urbanizador.

Que hace falta un texto refundido. Evidentemente,
el propósito del Gobierno es publicar un texto refundi-
do, o una tabla de vigencias si en el debate en Comi-
sión se estima más adecuado para que quede diáfana-
mente claro cuáles son los preceptos que quedan vivos
después de la derogación por la sentencia del Tribunal
Constitucional de las tres cuartas partes de la ley de
1992, que es ciertamente la que no le ha gustado a los
ciudadanos. Usted ha dicho que esta ley sólo le gusta a
los propietarios, que no le gusta a la FEMP, que no le
gusta al Consejo Económico y Social, que no les gusta
a los promotores. De lo que puede estar segura es de
que a quienes no les ha gustado el modelo urbanístico
y la ley de 1992, que trae su causa de la ley 8/1990, es
al conjunto de los ciudadanos españoles que han visto
encarecido el precio de sus viviendas por obra y gracia
de un disparo del precio del suelo.

Una palabra sobre la FEMP. Señora Narbona, la
FEMP, como quedó claro ayer en el minidebate, es una
asociación plural de municipios, y en esa pluralidad de
municipios hay una pluralidad de criterios. Ha hecho
un esfuerzo loable para lograr un mínimo común, pe-
ro ese mínimo común es claro que no lo es tanto. Pero,
en todo caso, quede claro que sobre la perspectiva lo-
calista —absolutamente legítima y respetable de los
municipios que deben velar, obviamente, por sus in-
gresos— debe primar la perspectiva global del Gobier-
no y de esta Cámara que, lógicamente, está más en la
línea de defensa del conjunto de los intereses generales
de todos los ciudadanos españoles y no sólo de los ha-
bitantes de un determinado municipio.

Se ha referido a que se desconoce la vivienda de pro-
tección oficial en el proyecto y se ataca durísimamente
al patrimonio municipal de suelo. Sobre el patrimonio
municipal de suelo se podría escribir un tratado, seño-
ra Narbona. Vaya por delante que los ayuntamientos,
prácticamente la totalidad, teniendo la obligación de
destinar un 5 por ciento de sus presupuestos ordina-
rios a la creación de patrimonios municipales de sue-
lo, no lo han hecho y lo siguen sin hacer. Consiguiente-
mente, no se convierta a los patrimonios municipales
de suelo en algo que resulta agredido por este proyecto
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de ley, según las palabras de la señora Narbona. Me re-
fiero —me imagino que lo habrá entendido— a los
ayuntamientos de más de 50.000 habitantes.

Por otra parte, señora Narbona, no parece razonable
que mantengamos en el futuro un modelo de suelo en
el que se ha venido utilizando recurrentemente el ur-
banismo como instrumento de financiación. No es ad-
misible en la España de 1997 que se siga utilizando el
suelo como instrumento de financiación municipal.

En suma, las enmiendas de texto alternativo están
en contradicción no sólo con el proyecto de ley, sino
con la filosofía del conjunto de esta Cámara, como es-
pero que se perciba en las votaciones. La señora Nar-
bona ha dicho que no gusta a los partidos de esta Cá-
mara; eso lo veremos en las votaciones a renglón
seguido y en su momento después del debate en Comi-
sión.

Respecto a las enmiendas de devolución —y acabo
ahora ya de verdad, señor Presidente—, hay que decir
que igualmente son incompatibles con la visión que
tiene el Grupo Parlamentario Popular de la distribu-
ción competencial en materia urbanística, por un lado,
y con la visión que tiene sobre las cesiones, por otro.
La enmienda del Bloque se centra en el tema de las ce-
siones y la enmienda de Eusko Alkartasuna se refiere a
la materia autonómica. Tiene que comprender la por-
tavoz de EA que mi grupo no puede compartir afirma-
ciones como la de que hay que practicar el absentismo
de la normativa estatal en materia urbanística. Obvia-
mente, no podemos estar de acuerdo; antes al contra-
rio, quiero agregar que el Gobierno ha hecho un es-
fuerzo, desde su primer anteproyecto de ley del suelo
al proyecto que ahora debatimos, para tener la garan-
tía absoluta de un respeto escrupuloso, exquisito a las
competencias de las comunidades autónomas, dando
acatamiento así a la sentencia del Tribunal Constitu-
cional de 20 de marzo de 1997.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ortiz.
Para consumir un turno de réplica, tiene la palabra

la señora Narbona.

La señora NARBONA RUIZ: Gracias, señor presi-
dente.

Señorías, seré mucho más breve que el señor Ortiz,
que ha hecho un uso no sostenible del tiempo y se ha
pasado una miajilla; voy a ser bastante rápida.

En primer lugar, de todo lo que ha dicho en su inter-
vención, con lo único que estoy de acuerdo es con el
hecho de que tenemos dos modelos de urbanismo y de
derecho de la propiedad o de contenidos de derecho de
la propiedad. Pero esto lo hemos dicho tantas veces en
esta Cámara, señor Ortiz, que ya aburrimos a cual-
quiera. Le decía antes, ¿qué más le da al ciudadano de
la calle que estemos aquí discutiendo de si el derecho
de propiedad contiene o no, o contiene con limitacio-

nes, el derecho a urbanizar? Lo que le importa al ciu-
dadano es que existan unas reglas del juego que pro-
duzcan viviendas baratas, una ciudad habitable, condi-
ciones dignas de vida en los ámbitos urbanos. 

¿Qué se hace con un modelo o con otro? La senten-
cia del Tribunal Constitucional ha dejado muy claro
que el modelo de derecho de propiedad, que había ve-
nido siendo incorporado en las legislaciones anterio-
res, es perfectamente legítimo. Luego, ¿por qué aburri-
mos a todo el mundo volviendo a hablar del derecho
de propiedad? 

¿Que usted me saca una cita de Miguel Ángel Fer-
nández Ordóñez? Pues yo le saco una del director ge-
neral de Urbanismo de la Generalitat de Valencia, un
alto cargo del Partido Popular, supongo, en la que dice
textualmente que en la legislación valenciana (que es a
la que nosotros nos referimos, señor Ortiz, no me vuel-
va otra vez a hacer a la ley 8/1990; lo que nosotros que-
remos es que en todo el territorio español se pueda de-
sarrollar un modelo como el que hay en Valencia) la
iniciativa privada se ha visto potenciada de forma ro-
tunda con la aplicación de este modelo, que se ha mul-
tiplicado casi por tres veces el peso de la iniciativa pri-
vada dentro de los procesos de urbanización, que se ha
reducido en doce veces el tiempo de tramitación, que
se ha multiplicado por dos el suelo urbanizado y que
ha disminuido entre un 10 y un 20 por ciento el precio
del suelo en los ámbitos urbanos y urbanizables. Esos
son resultados.

Usted me habla de fracasos nada menos que de 41
años. Aquí ya no se trata de los 14 años, ahora resulta
que desde la historia de Adán y Eva tiene la culpa el
Partido Socialista. No, señor Ortiz. Aquí quien ha fra-
casado rotundamente en materia de política de suelo y
de vivienda desde que han llegado al poder han sido
ustedes. Desde 1991, señor Ortiz, el IPC vivienda venía
aumentando por debajo del IPC general. En conse-
cuencia, y en sintonía también con una disminución
paulatina que ya se daba de los tipos de interés de los
créditos hipotecarios, el esfuerzo para adquirir una vi-
vienda entre 1991 y 1996 descendió todos los años. Lo
dicen los informes del Ministerio de Fomento, señor
Ortiz; no se apunte usted al carro de lo que ha sido so-
lamente el último año, en el que naturalmente ha habi-
do una bajada de tipos de interés que ha colaborado.
Pero fíjense, no les ha ido tan bien con el IPC vivienda,
porque el IPC vivienda está creciendo punto y medio
por encima del IPC general. A lo mejor ahora me va a
decir usted que el IPC vivienda no es muy representati-
vo; si no lo es ahora, tampoco lo era antes. En cual-
quier caso, las estimaciones de precios que hacen to-
dos los estudiosos del mercado son de aumento por
encima de la inflación de este año y, sobre todo, de
previsión de nuevos aumentos. En eso tienen ustedes
una enorme responsabilidad, porque empezaron a lan-
zar mensajes de rebajas fiscales para la compra de la
vivienda, de menores cargas para los propietarios de
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suelo, de avances en una dirección, que lo que ha pro-
ducido ha sido la mayor retención especulativa de sue-
lo en este último años y, después, han generado un
desconcierto inenarrable en materia de seguridad jurí-
dica con la aprobación de la ley 7/1997, que sigue en
vigor, naturalmente, mientras el Tribunal Constitucio-
nal, al cual ya han recurrido diversas comunidades au-
tónomas, no diga lo contrario. No le voy a decir que es
inconstitucional, pero sí que es bastante sospechosa; y
esto ha generado que usted tuviera que decir en esta
Cámara —delante de los diputados y diputadas— que
era aplicable la legislación autonómica en aquellas co-
munidades que estaban aprobando el 15 por ciento,
con una ley en vigor a nivel estatal donde se fijaba el
10 por ciento como cesión. Fíjese usted el cacao que
han formado en materia de suelo y de vivienda desde
que han empezado a gobernar. 

Como acabo de decirle antes, menos mal que el plan
de vivienda se lo dejamos hecho, porque ustedes no
han sido capaces de dar un solo paso en la elaboración
de un nuevo plan de vivienda después de un año y me-
dio, o por lo menos no lo saben las comunidades autó-
nomas porque se decide sin ellas. Es posible que lo
tengan hecho, pero el que dejamos preparado, consen-
suado, en marcha y en una situación espléndida de ti-
pos de interés, ustedes no son capaces de gestionarlo y
hemos llegado este año al mes de agosto sin que se hu-
biera dado un solo crédito porque no fueron capaces
—con su propia Ley General Presupuestaria modifica-
da— de hacer lo que tenían que hacer para superar las
discrepancias con la intervención y hasta el mes de
agosto no se firmó un solo convenio. Estamos en octu-
bre y sólo se ha cumplido el 50 por ciento de los objeti-
vos de este año. El año va a terminar con los peores re-
sultados de política de vivienda de los últimos siete
años —no digo ya los de los años cincuenta porque
esos no los sé—, señor Ortiz. 

Cuando ustedes hagan comparaciones de fracasos, de-
bo decirle que lo que nosotros estamos proponiendo es
lo que está sucediendo en Valencia. Lo dicen ustedes que
no está fracasando y lo dice el Gobierno autonómico de
Valencia. Por lo tanto, no me vuelva a hablar del fracaso
de la ley 8/1990 porque no la estamos proponiendo. El
señor director general de Urbanismo de Valencia, del
Partido Popular, defiende con ardor el modelo valencia-
no heredado de los socialistas, y eso es lo que estamos
proponiendo nosotros. Como digo, lo único que tenemos
claro es que cuando usted habla de derecho de propie-
dad habla de uno que usted considera más justo y más
razonable. Antes le he preguntado al ministro por qué
ese derecho de propiedad, con esas características y, so-
bre todo, con un método de fijación del valor legal como
el que ustedes plantean, tiene mejores resultados desde
el punto de vista del precio de las viviendas, del coste de
las infraestructuras, del coste de los equipamientos.

Sobre el suelo se hacen algunas cosas más que cons-
truir viviendas de los promotores privados, se constru-

ye ciudad, y el valor legal del suelo tiene mucho que
ver con si se puede o no construir la ciudad que nece-
sitan los ciudadanos. Por lo tanto, me alegro mucho de
mantener la enmienda a la totalidad, a pesar de que
las enmiendas del Partido Popular sí que reflejan, se-
ñor Ortiz, el hecho de que ustedes van teniendo que
ceder —y tendrán que ceder más en este debate—,
aunque hoy consigan los votos suficientes para supe-
rar el debate de totalidad, cosa que a lo mejor no hu-
bieran conseguido antes de los arreglos sobre la finan-
ciación de la sanidad.

Muchas gracias. (Aplausos.)

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora
Narbona. Tiene la palabra el señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
presidente.

Quería decir al señor Ortiz que este portavoz en su
intervención anterior ha defendido el texto alternativo
que ha presentado Izquierda Unida. También he trata-
do de poner de relieve aquellos aspectos que no com-
partimos en absoluto con el proyecto de ley del Go-
bierno. El proyecto de ley del Gobierno, a nuestro
entender, tiene muy poco de aprovechable, como poco
aprovechable tuvo el Real Decreto-ley 5/1996, tal como
le dijimos en su momento. 

Quiero decir también que no solamente mantene-
mos diferencias ideológicas sobre el papel que le co-
rresponde a la Administración, a lo público —que lógi-
camente las mantenemos—, sino que defendemos
conceptos totalmente distintos. A la derecha, los con-
ceptos de equidad, justicia social y defensa de los me-
nos poderosos les suenan a muy poco; son conceptos
con los que todavía no se han sensibilizado y, por tan-
to, creo que hablamos de temas muy distintos.

Nosotros defendemos, en este caso, el derecho a la
vivienda, derecho reconocido constitucionalmente; de-
fendemos la construcción de viviendas sociales para
todas aquellas personas que no tienen capacidad eco-
nómica para acceder a otro tipo de vivienda, cosa que
ustedes tampoco parece que tengan muy en cuenta y,
por tanto, defendemos no solamente posturas ideológi-
cas contrarias, sino valores distintos.

La ley del suelo que ustedes presentan no solamente
trae causa de la sentencia del Tribunal Constitucional,
sino del proceso liberalizador que ya emprendieron el
año pasado; proceso liberalizador que tiene el objetivo
de disminuir lo público para potenciar lo privado. Su
mayor obsesión en esta legislatura es disminuir lo pú-
blico y no sé hasta qué punto quieren llevarlo, porque,
al final, parece que les van sobrando las administracio-
nes públicas y, dentro de poco, les sobrará hasta el
propio Parlamento.

Entendemos que los aprovechamientos municipales
es un deber constitucionalmente reconocido y, por
mucho que ustedes se empeñen en negarlo, los ciuda-
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danos tienen derecho a participar en las plusvalías que
genera el suelo; por mucho que traten de negarlo y por
mucho que traten de que ese derecho pase de manos.
Estamos convencidos, como ha dicho la señora Narbo-
na, de que sus socios, en este caso, son los poderosos,
los propietarios del suelo, y que hacia ellos pretenden
derivar el aprovechamiento municipal que están hur-
tando a los ayuntamientos.

Quiero decirles que con su política, respecto al suelo
de la vivienda, en este año y pico que ha transcurrido
desde la publicación del anterior decreto que iba en la
misma dirección que la ley que proponen, el precio de
la vivienda no ha bajado y el precio del suelo no ha ba-
jado; es decir, que no hemos tenido resultado alguno
con esa política que pretenden, o de la que, por lo me-
nos, alardean, en la que su objetivo final es el de aba-
ratar el precio de la vivienda. Hasta este momento, los
datos son que la vivienda ha incrementado el precio y
que el suelo también lo ha incrementado. Por tanto, se
puede afirmar en este momento que no han cumplido.

Hay un asunto importante que deberían de valorar, y
es que en este país existen problemas no superados.
Los propietarios de suelo no son urbanizadores ni
constructores. Por consiguiente, mientras ustedes sigan
ligando la propiedad del suelo con el derecho a edificar
y a urbanizar, no van a tener ningún tipo de éxito, sin
duda alguna. Hagan una reflexión sencilla. Un propie-
tario de suelo, un señor que tiene un campo tiene que
invertir su dinero para urbanizar y para poder edificar.
Ésta, normalmente, es la causa que impide que funcio-
nen mejor las distintas leyes del suelo. Un propietario
de suelo no entiende de urbanizaciones, no entiende de
construcción de viales, de calles, de infraestructuras
necesarias, etcétera. Nosotros proponemos una fórmu-
la distinta, nueva, que separa la propiedad del suelo del
derecho de edificabilidad, y al propietario de suelo no
le estamos quitando absolutamente nada: le estamos
dejando su suelo para que lo venda al precio que estime
oportuno. Sin embargo, recordamos que la edificabili-
dad es un derecho que nace en la Administración, úni-
ca y exclusivamente. Creemos que esta fórmula podría
llegar a funcionar; de hecho, ha funcionado en otros
países y no se ha hundido el mundo, por tanto, en
nuestro país también podría funcionar.

No obstante, quiero remarcar que con su proyecto
de ley del suelo y valoraciones están ustedes en la sole-
dad más absoluta, están teniendo problemas incluso
para conseguir los apoyos parlamentarios necesarios,
por lo cual tengo cierto interés por conocer, si son ca-
paces de explicarlo, cómo los van a conseguir, a través
de qué mecanismo, porque creo que no es por el con-
vencimiento de lo que la propia ley dice.

Quiero significar que nos parece muy interesante el
texto que ha presentado el Partido Socialista, que tam-
bién separa el urbanizador del propietario del suelo y que
aporta soluciones reales y necesarias en este momento.

Nada más y muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández.
Señor Ortiz, tiene la palabra.

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: Muchas gracias, se-
ñor presidente.

Con la brevedad que me pide voy a hacer unas preci-
siones respecto a las últimas intervenciones de la seño-
ra Narbona y el señor Fernández.

Se pregunta la señora Narbona: ¿qué más le da al es-
pañol de a pie —la expresión la pongo yo— que se diga
un concepto u otro distinto de derecho de propiedad?
Ella dice que nada y yo afirmo lo contrario; yo creo
que es muy importante. Y es muy importante porque
tiene consecuencias económicas absolutamente inme-
diatas, ya que, en definitiva, en una economía de mer-
cado —y la española lo es— se produce un fenómeno
que a ustedes parece que les importa poco, que es la
competencia. La competencia entre suelos, sobre la
base de una abundancia de oferta, es, en una econo-
mía de mercado, la única vía para evitar la retención
especulativa, la especulación en sí misma, y lograr, por
el juego de la oferta y la demanda, la bajada en los pre-
cios. Fíjese si es importante. 

En los últimos años de su Gobierno menos mal que
las entidades financieras y los ciudadanos en general
no han aplicado la Ley 8/1990 ni el texto refundido de
1992. Si lo hubieran aplicado habría sucedido algo tan
sencillo como que se habrían cargado —valga la expre-
sión coloquial, pido perdón por ella— el sistema de ga-
rantías hipotecarias, porque un suelo vale lo que vale
su derecho a urbanizar y su derecho a edificar. De
acuerdo con su texto, si ese derecho a urbanizar es es-
tatal o no se adquiere por el propietario, ese suelo no
vale nada. ¿Es o no es poco importante que el suelo
valga algo o no valga nada, se valore de una forma o se
valore de otra para el conjunto de los ciudadanos? No
estamos haciendo un seminario de Derecho civil o de
Derecho constitucional sobre el concepto del derecho
de propiedad; estamos planteando un tema ideológico
que tiene una enorme repercusión económica y social
en política urbanística y en política de suelo.

Respecto a la ley valenciana, permítame que le diga
que su texto alternativo no se parece en absoluto a
ella; lástima no disponer de tiempo para demostrárse-
lo. En todo caso, si la ley valenciana es la maravilla de
las maravillas y es la panacea, ¿en trece años y pico de
gobierno por qué no la han aplicado y nos han castiga-
do con una política urbanística y una política de suelo
que ha llevado al desastre en el que se mueve ahora la
incidencia del suelo sobre el precio final de la vivien-
da? En cualquier caso, permítame que le diga que el
Gobierno valenciano tiene en cartera modificar esa ley
tan pronto se promulgue la ley estatal que estamos de-
batiendo para eliminar de ella aquellos aspectos que
son inasumibles desde una concepción del derecho de
propiedad y desde un modelo urbanístico —reconoci-
do en este foro y en otros— que hemos explicitado en
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nuestro proyecto. El reconocimiento de la figura del
agente urbanizador es ciertamente el único logro abso-
lutamente compartible de la tan traída y llevada ley va-
lenciana.

Celebro que no le guste la Ley 8/1990. Ya comprendo
que es de una etapa anterior a su presencia en el Mi-
nisterio de Obras Públicas, Transportes y Medio Am-
biente, pero desafortunadamente para los ciudadanos
españoles es una ley que elaboró y promulgó un go-
bierno del grupo parlamentario al que usted pertenece;
supongo que entonces usted también pertenecía a ese
mismo grupo. (El señor vicepresidente, Beviá Pas-
tor, ocupa la Presidencia.)

No me hable, por favor, del fracaso de nuestra políti-
ca de vivienda cuando se dan los datos de todos cono-
cidos. En el año 1997 en que estamos se han formula-
do convenios con las entidades financieras por valor
de prácticamente 900.000 millones de pesetas. De esos
convenios, en el momento actual se han concertado
créditos por encima del 65 por ciento —su dato no es
exacto o está atrasado—, y sobre todo no me hable del
fracaso de una política de vivienda después del debate
al que asistimos y mucho menos en el ámbito de las vi-
viendas de protección oficial. Estoy harto de repetir en
este foro y en otros —y usted me lo ha oído— que en la
etapa socialista las viviendas de protección oficial pa-
saron de representar el 60 por ciento del total de vi-
viendas que se construían cada año en los tiempos de
la denostada UCD, a menos del 18 por ciento en los úl-
timos años, incluido el año 1995. 

El caos. ¿Quién ha creado el caos? Desde luego no
el proyecto del Gobierno, no el Decreto-ley de junio
de 1996, sino su normativa, que fue la que forzó al
Tribunal Constitucional a algo que a ustedes les sitúa,
como he dicho alguna vez, en el libro Guiness de los
récord. A pocos gobiernos del mundo les han deroga-
do 250 preceptos de un total de 311. El caos, por con-
siguiente, lo han producido ustedes con la Ley
8/1990, de la que entiendo que usted ahora se quiera
despegar y se quiera alejar. Pero de ninguna manera
el caos lo ha producido la normativa del Partido Po-
pular.

Finalmente, se ha referido al IPC afirmando que el
IPC de vivienda es un punto superior al conjunto. Le
quiero recordar cuál es el montante del IPC actual y
cuál es el montante del IPC que tenían ustedes, para
ver ese punto qué significación y qué alcance tiene. En
todo caso, el precio de la vivienda se ha mantenido es-
table, constante, se puede afirmar que no ha subido, y
la incidencia del suelo en el precio final de la vivienda
consiguientemente tampoco ha subido. 

Con esto último respondo también al portavoz de Iz-
quierda Unida, que insiste recurrentemente en que las
medidas en materia de suelo del Gobierno del señor
Aznar no solamente no han frenado los precios sino
que los han encarecido. Eso, sencillamente, señoría,
no es verdad.

Respecto a la soledad, pronto veremos si estamos
solos o no.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra-
cias, señor Ortiz.

¿Grupos parlamentarios que deseen fijar su posición
en este debate? (Pausa.)

Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria
tiene la palabra el señor Rivero.

El señor RIVERO BAUTE: Muchas gracias, señor
presidente.

Señorías, asistimos, por fin, al debate a la totalidad
del proyecto del régimen del suelo y valoraciones que,
aunque se acordó inicialmente tramitarlo por el proce-
dimiento de urgencia, las prórrogas sucesivas que se
han ido produciendo durante el período de presenta-
ción de enmiendas han permitido añadirle elementos
de sensatez y sosiego imprescindibles para abordar un
tema tan importante como es la regulación de una ma-
teria como el suelo, recurso natural y primario para un
desarrollo sostenible.

No obsta a esa urgencia el dilatado plazo de presen-
tación de enmiendas, que ha servido para la reflexión
y la búsqueda de acuerdos de principio que garanticen
una buena norma básica estatal para que las comuni-
dades autónomas desarrollen la legislación urbanística
como les corresponde. En algunos de los debates sobre
el régimen jurídico del suelo que han tenido lugar du-
rante la presente legislatura, desde Coalición Canaria
hemos manifestado la necesidad de articular esta nor-
mativa en tres aspectos esenciales. Primero, que sea
capaz de promover la iniciativa privada en la acción
urbanística. Segundo, que ésta —la acción urbanísti-
ca— esté dirigida por una administración como direc-
tora de una buena política de gestión de suelo, en es-
pecial para la vivienda. Tercero, que esto se haga desde
el más absoluto respeto a la distribución constitucio-
nal de competencias que se proclama en la sentencia
del Tribunal Constitucional. 

Partiendo de la garantía de la igualdad de condicio-
nes en el ejercicio del derecho de propiedad y del cum-
plimiento de los deberes inherentes a la función social
de la misma, la nueva legislación estatal debe respetar
el modelo de desarrollo urbano que cada comunidad
autónoma, de acuerdo con sus singularidades territo-
riales, quiera darse. Este planteamiento tiene una rele-
vancia especial en los archipiélagos, donde el suelo es
un bien tan preciado como escaso. Señorías, el proyec-
to de ley remitido por el Gobierno pretende la flexibili-
dad en la regulación del suelo; flexibilidad que quiere
potenciar mediante su extensión, esto es, mediante la
ampliación del suelo susceptible de ser urbanizado y
también mediante el refuerzo del papel del propietario.

Respecto de la extensión, se parte de que creando
más suelo urbanizable se abaratará el mismo, y con

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5709 –



ello se facilitará el desarrollo de la ciudad especialmen-
te en vivienda. Creemos que esa apreciación es válida,
pero con importantes matices. El mercado del suelo es
poco transparente y no responde necesariamente a las
reglas de oferta y demanda de otros mercados. Quizá
no se tiene en cuenta que el precio del suelo depende,
entre otros factores, de su situación. Aun así, creemos
que ese modelo extensivo puede ser válido desde una
perspectiva continental, un territorio extenso y poco es-
pecializado susceptible de ser colonizado por la nueva
urbanización; un buen modelo quizá para Castilla o pa-
ra aquellas comunidades cuya extensión admite toda-
vía una gran capacidad de desarrollo urbano. Sin em-
bargo, es imposible sostener ese modelo en territorios
escasos como los insulares. En las islas, tanto en Cana-
rias como en Baleares, la urbanización por extensión
no tiene cabida. No se necesita clasificar más suelo ur-
banizable, sino producir más suelo urbanizado allí
donde el territorio lo admita, allí donde sea necesario
para construir viviendas o equipamientos. 

En las islas el suelo es escaso y como tal de gran va-
lor. A esa escasez se une la rica biodiversidad, la nece-
saria salvaguarda de los ecosistemas y el paisaje como
únicos recursos naturales para nuestra supervivencia.
En las islas el proceso de urbanización se vincula a la
actividad turística y existen límites físicos, cada vez
más palpables, a la capacidad de nuestros principales
recursos naturales, y efectos nocivos como la pérdida
de atractivo del conjunto del territorio por su excesivo
grado de ocupación urbana. Lógicamente, esto tam-
bién incide para mal en la relación oferta-demanda del
mercado turístico, del que tanto Baleares como Cana-
rias dependen. 

En nuestras enmiendas al articulado hemos querido
plasmar la necesidad de corregir esa uniformidad de
planteamiento del proyecto, para que se reconozca que
no puede ser igual lo que geográficamente es diferente.
Creemos que el Gobierno y el Grupo Popular han com-
prendido nuestra postura y esperamos contar con el
apoyo de todos los grupos parlamentarios porque nos
basamos en el artículo 138.1 de la Constitución, que
habla del hecho diferencial de las islas, y en una reso-
lución presentada con motivo del debate sobre el esta-
do de la Nación y aprobada por unanimidad por todos
los grupos políticos, en el sentido de considerar en la
legislación como singulares los territorios insulares,
específicamente en materia de aguas, de suelo y de te-
lecomunicaciones y energía.

Como decíamos, el proyecto apuesta por el propieta-
rio como actor principal de la transformación del sue-
lo. La regulación propuesta otorga un papel muy resi-
dual a las administraciones públicas. Sin embargo, de
las enmiendas al articulado que han presentado el
Grupo Popular y el Grupo Catalán (Convergència i
Unió) creemos que va a ser posible un acuerdo; un
acuerdo necesario sobre la base de que la gestión pú-
blica, a través de su acción urbanizadora, ejecuta las

políticas de suelo sin perjuicio de suscitar o fomentar
la iniciativa privada.

En cuanto al régimen propuesto para el aprovecha-
miento y las valoraciones de suelo, tenemos también
razones, a la luz de las enmiendas presentadas, para
creer que justificarán una mejor regulación de la pro-
puesta en el proyecto de ley. 

Con la dificultad que los temas urbanísticos tienen
para quienes no trabajan directamente con ellos, los
medios de comunicación han centrado la discrepancia
sobre el proyecto de ley en la cesión del 10 o el 15 por
ciento para el patrimonio municipal de suelo. Coali-
ción Canaria, desde un primer momento, ha defendido
por múltiples razones que lo conveniente y razonable
es un arco del cero al 15 y que sea cada una de las co-
munidades autónomas la que fije, en función del mo-
delo de desarrollo que pretenda, el porcentaje dentro
de ese arco. Según las enmiendas que se han presenta-
do entendemos que es posible también llegar a acuer-
do porque nos es indiferente un 15 por ciento, donde
sean los ayuntamientos quienes tengan que urbanizar,
o un 10 por ciento, donde sea el promotor el que entre-
gue el suelo urbanizado. En definitiva, al final el costo
es exactamente el mismo.

Señorías, de acuerdo con lo expuesto, Coalición Ca-
naria no apoyará las enmiendas presentadas a la tota-
lidad de la ley. Creemos que estamos ante un proyecto
de ley mejorable, y será mejorado si hay disposición a
ello por parte de quien tiene la máxima responsabili-
dad, que es el Grupo Popular. 

No queremos concluir sin hacer mención específi-
ca a la enmienda del Grupo Parlamentario Socialista,
quizá porque era el Partido Socialista el que tenía las
responsabilidades de gobierno tanto en la Ley de
1990 como en el texto refundido de 1992. Creemos
que son positivos los objetivos prioritarios que marca
el texto alternativo que proponen, porque nadie pue-
de negarse a un uso sostenible del suelo como recur-
so natural básico, que es el primer objetivo en la ex-
posición de motivos de la enmienda a la totalidad;
como es también objetivo común el equilibrio óptimo
entre la acción pública y la iniciativa privada —noso-
tros también compartimos ese objetivo del Partido
Socialista—, y porque dar cumplimiento a la senten-
cia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo no
sólo ha de ser un objetivo sino que es una obligación
del Parlamento.

Hay algunas cuestiones concretas de las que propo-
nen que son muy positivas y enriquecedoras, pero
francamente no sé si ustedes acaban aceptando los
fundamentos de la sentencia del Tribunal Constitucio-
nal o si se resignan a darla por recibida y a partir de
ahí esgrimir múltiples títulos constitucionales en favor
del Estado, como son la igualdad, la planificación eco-
nómica, el régimen general de las administraciones
públicas y el medio ambiente, para a través de ellos
determinar el modelo de desarrollo urbano de las co-
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munidades autónomas, que, recordemos, son compe-
tentes en legislación urbanística. 

Entendemos que el texto que proponen contiene
múltiples aspectos inconstitucionales, desde nuestro
punto de vista. El título III, acción territorial, relativa
a directrices de acción de Estado; el título IV, ejecu-
ción del planeamiento; el título VII, intervención ad-
ministrativa en la edificación y uso del suelo y discipli-
na urbanística; el título VIII, instrumentos de
intervención en el mercado del suelo. En fin, múltiples
aspectos en los que el Estado carece de título, a pesar
de que en su exposición de motivos se justifica lo con-
trario.

Sin más, señorías, reitero nuestra oposición a las en-
miendas a la totalidad presentadas, si bien entende-
mos y compartimos la disposición manifestada por el
Grupo Socialista puesto que en una materia tan im-
portante como es el suelo es primordial hacer los es-
fuerzos necesarios para intentar alcanzar el máximo
consenso. En aras de ese máximo consenso, Coalición
Canaria se brinda a hacerlo extensivo a la mayoría de
la Cámara.

Muchas gracias, señor presidente. Muchas gracias,
señorías.

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Mu-
chas gracias, señor Rivero.

Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra la señora
Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor pre-
sidente.

Señorías, para el planteamiento de este debate las
piezas con las que contamos a la hora de fijar posición
son un proyecto de ley presentado por el Gobierno,
que desde ahora adelantamos que no nos gusta, dos
enmiendas de totalidad solicitando la devolución del
proyecto al Gobierno y otras dos proponiendo regula-
ciones alternativas.

Es necesario, en primer lugar, abordar el problema
de si es o no necesaria la regulación estatal en la mate-
ria para optar o no por las devoluciones. 

Las razones manifestadas en la enmienda del Blo-
que Nacionalista Galego se centran en la invasión
competencial que el texto del Gobierno supone en ma-
teria de planeamiento; se objeta también sobre el por-
centaje de cesión y el sistema de valoraciones, aspec-
tos en los que podemos coincidir pero que no
justifican la innecesariedad y por tanto la devolución
del texto, ya que son corregibles con enmiendas par-
ciales y así lo acreditan las por nosotros presentadas.

La otra enmienda del Grupo Mixto opta por argu-
mentar, tras un desbroce de títulos competenciales, la
no necesidad de regulación estatal, y en esto estaría-
mos de acuerdo en lo que se refiere estrictamente al
urbanismo, pero no es posible sostener el absentismo
del Estado en lo que hace referencia a la regulación

del derecho de propiedad del suelo, al desarrollo del
artículo 149.1.1ª en los términos de lo precisado en la
sentencia 61/1997 del Tribunal Constitucional, que to-
das las iniciativas citan. Puesto que todos, enmendan-
tes y Gobierno, se pretenden cumplidores de la senten-
cia, fijaré el que desde nuestra óptica es su contenido.

Según el Tribunal Constitucional, la Constitución ha
diseccionado la concepción amplia del urbanismo que
descansaba en la legislación anterior y, junto a la atri-
bución de toda la competencia urbanística a las comu-
nidades autónomas, reconoce al Estado la competen-
cia, también exclusiva, sobre las condiciones básicas
del ejercicio de los derechos constitucionales, la legis-
lación de expropiación forzosa, el sistema de responsa-
bilidad o el procedimiento administrativo común.
¿Qué le corresponde entonces al Estado? En una deli-
mitación negativa no cabe identificar la competencia
estatal con la interdicción de privilegios del 138.2 ni
con la igualdad de derechos del 139.1, ni tampoco es
trasunto de la igualdad competencial del artículo 14.
La expresión “condiciones básicas”, también en una
delimitación negativa de dicho precepto constitucio-
nal, no es sinónimo de legislación básica, de bases o de
normas básicas; es decir, no se mueve en la lógica de
bases —legislación autonómica de desarrollo— y ni si-
quiera cabe identificar la competencia estatal con el
contenido esencial de los derechos, ya que este conte-
nido esencial también debe ser respetado por el legis-
lador estatal.

En una delimitación positiva es importante fijar que
el objeto de las competencias recae sobre derechos
constitucionales en sentido estricto y sobre deberes
básicos, no sobre sectores materiales en los que éstos
se inserten; no es una especie de título horizontal ca-
paz de introducirse en cualquier materia o sector por
el hecho de su conexión con un derecho o deber cons-
titucional.

Así pues, habrá que distinguir, de un lado, aquellas
normas urbanísticas que guarden una directa e inme-
diata relación con el derecho de propiedad, ámbito al
que se circunscribe el 149.1.1ª y del que se predican las
condiciones básicas, y, de otro, aquellas que se refieren
a la ordenación de la ciudad, esto es, las normas que,
en sentido amplio, regulan la actividad de urbaniza-
ción y edificación de los terrenos para la creación de
las ciudades; la primera será competencia estatal, la
segunda es claramente competencia autonómica.

En cuanto a las iniciativas con texto alternativo, sus
exposiciones de motivos y, en consonancia con ellas,
sus contenidos, exceden, con mucho, de lo que la sen-
tencia del Tribunal Constitucional deja a la competen-
cia del Estado.

En la iniciativa de Izquierda Unida son constantes
las referencias al urbanismo, y ya desde su punto 2 se
alude a la relación de la regulación de esta materia con
otros títulos, como trabajo, vivienda, sanidad, educa-
ción, cultura, defensa del medio ambiente y del patri-
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monio cultural y artístico, y todavía figuran en el texto
puntos suspensivos. Más adelante se alude literalmen-
te a qué se contiene en el proyecto que ellos proponen;
se trata de una ley sobre urbanismo que “debía conte-
ner ineludiblemente una visión integradora y coordi-
nadora de la protección ambiental a la hora de regular
las líneas maestras de cómo hacer ciudad y ordenar el
espacio.” Esto, según el Tribunal Constitucional, co-
rresponde a las comunidades autónomas; el Estado ha
sido desapoderado de título y no cabe que regule su-
pletoriamente.

En igual sentido, el texto propuesto por el Grupo So-
cialista parte, desde el comienzo, de la alusión a títulos
medioambientales; su página primera culmina con
una cita del 149.1.23ª e introduce la mención a los artí-
culos 45 y 46, principios rectores de la política social y
económica, pero no habilitantes de competencias, así
como al 47, el derecho a una vivienda digna. Pese a sus
proclamas de pretensión de cumplimiento de la sen-
tencia después dictada —se dice—, utilizando títulos
como el 149.1.13ª, 18ª, 23ª, y nuevamente puntos sus-
pensivos, no ocultan su pretensión de normar supleto-
riamente algo prohibido por el Tribunal Constitucio-
nal, como ya he indicado. No cabe legislar por si las
comunidades autónomas no legislan si no se tiene títu-
lo para ello, ni cabe encubrirlo con el pretexto de que
se está legislando para Ceuta y Melilla. 

En fin, nuestro criterio es que ambos textos incu-
rren en un fraude de sentencia; con un mecanismo
pretendidamente correcto quieren obtener un resulta-
do perverso, que no está muy lejos de los excesos nor-
mativos en los que, según el Tribunal Constitucional,
incurría el Real Decreto legislativo 1/1992. 

En resumen, creemos que es necesario abordar la re-
gulación en los términos del artículo 149.1.1 y por ello
rechazamos las enmiendas de devolución, pese a poder
coincidir con sus postulados. Nos oponemos a las de los
Grupos Socialista e Izquierda Unida porque pretenden
incluir una regulación que excede y asfixia las compe-
tencias de las comunidades autónomas, y ellos no ocul-
tan en las exposiciones de motivos que van muchísimo
más lejos de lo que la sentencia permite. Nuestra apues-
ta, en la que esperamos contar con el apoyo de otros
grupos, es que es posible introducir cambios en el texto
propuesto por el Gobierno. No utilizaré la frase ya acu-
ñada en esta Cámara de dar la vuelta al proyecto como
a un calcetín, pero sí creo que, en la tramitación, respe-
tando su esquema, será posible invertir su sentido. Por
ello, repito, rechazamos las enmiendas de totalidad y
pretendemos la tramitación del texto del Gobierno, que,
desde luego, ya hemos enmendado sustancialmente.

Gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra-
cias, señora Uría.

Finalmente, por el Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió), tiene la palabra el señor Recoder.

El señor RECODER I MIRALLES: Señor presiden-
te, señorías, iniciamos hoy un debate largamente anun-
ciado. Ya se habló de él en el pacto de investidura entre
Convergència i Unió y el Partido Popular, en el cual el
partido que está hoy en el Gobierno se comprometía
entonces a presentar un proyecto de ley de modifica-
ción de la actual legislación del suelo. Quiero remarcar
la palabra “entonces” porque, entre el momento del
pacto de investidura y el inicio de este debate, han su-
cedido hechos de trascendental importancia, como es
la sentencia del Tribunal Constitucional en relación a la
legislación vigente en ese momento, el Real Decreto-ley
1/1992, resolviendo el recurso que plantearon varias co-
munidades autónomas representativas de un amplísi-
mo espectro de fuerzas políticas. 

Fue aquella una sentencia importante, y ha habido
una referencia especialmente concreta y brillante a la
misma por parte de quien me ha antecedido en el uso
de la palabra, que, lejos de pasar de puntillas sobre el
tema, hizo, y ha hecho, una clara delimitación entre lo
que es la determinación del contenido básico del dere-
cho de la propiedad que corresponde al legislador esta-
tal, y el urbanismo, competencia de las comunidades
autónomas. Una sentencia que, como saben SS. SS.,
declaró inconstitucionales más de 200 artículos de la
ley socialista. Todo un récord lo calificamos en su mo-
mento. 

De hecho, el anterior Gobierno, creo yo, ya era cons-
ciente de que había que afrontar esta reforma, quizá
no por el tema competencial, como ha determinado el
Constitucional, sino porque la misma ley anterior esta-
ba demostrando, en el tiempo de su vigencia, su inefi-
cacia ante el objetivo de conseguir el abaratamiento de
la vivienda. Por tanto, creo que, desde esa perspectiva,
era también una reforma anunciada. El propio Comité
de expertos sobre urbanismo y políticas de suelo crea-
do en el Moptma, en su informe de recomendaciones
de avance normativo y políticas de suelo, ya sugería la
simplificación de la regulación de la actividad urbanís-
tica y la creación de un marco normativo adaptado a
la estructura del Estado autonómico.

Nos encontramos, pues, señor presidente, señorías,
ante una situación que obliga a la aprobación de una
nueva ley del suelo. Una situación obligada porque,
como decía antes, así lo acordamos en el pacto de in-
vestidura, porque es necesario llenar el vacío legal
creado tras la tarjeta roja que el Constitucional sacó a
la ley de 1992 y también porque la realidad de la si-
tuación de la vivienda en el conjunto del Estado así lo
demanda.

El proyecto de ley que el Gobierno ha traído a la Cá-
mara no es, debo decir, un desconocido para nosotros.
De hecho, a su aprobación por el Consejo de Ministros
le precedió un amplio debate con administraciones lo-
cales, autonómicas y también con sectores sociales im-
plicados, que lo han ido modelando hasta devenir el
texto que hoy debatimos. 
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Cuál es nuestra opinión sobre el mismo. Pues bien,
no siendo éste un texto malo, y siendo, sin lugar a du-
das, mucho mejor que aquella ley obsoleta que reitera-
ba unos ineficaces mecanismos de política de suelo y
vivienda ya superados en Europa, debo decir también
que es un texto mejorable. Es más, es un texto que de-
berá mejorarse en el trámite parlamentario. ¿En qué
aspectos? En primer lugar, desde nuestro punto de vis-
ta, y después de la sentencia del Constitucional, la le-
gislación estatal, la ley que este Parlamento puede
aprobar, debe ceñirse estrictamente a aquello que se
refiere al contenido del derecho de propiedad clara-
mente delimitado por el Tribunal Constitucional, y ni
tan sólo puede regular con carácter supletorio aspec-
tos de contenido urbanístico. Por tanto, las comunida-
des autónomas deberán hacer uso de sus competen-
cias estatutarias y legislar si no quieren mantener un
vacío legal. 

Ese espíritu, que no es otro que el del Constitucio-
nal, debe de quedar nítidamente reflejado en la ley.
Cuando se define el suelo urbano y los servicios que
hacen que un suelo pueda tener tal clasificación, en-
tendemos que la ley debe de fijar el contenido mínimo
de este tipo de suelo, por ejemplo, acceso rodado,
abastecimiento de aguas, suministro de energía eléc-
trica, como dice el proyecto de ley, pero dejar a la Ad-
ministración o a la legislación autonómica un margen
de actuación para que pueda prefigurar el modelo ur-
banístico concreto mediante la determinación, para el
suelo urbano, de aquellos servicios y redes de suminis-
tro que considere necesarios. También cuando se defi-
nen los supuestos de aplicación de la expropiación por
razón de urbanismo, donde pensamos que la ley debe-
ría remitirse, asimismo, a la legislación autonómica
para la determinación de los fines y supuestos expro-
piatorios de carácter urbanístico, como asimismo de-
bería suceder en lo relativo al ejercicio del derecho a
promover la transformación del suelo urbanizable.

En segundo lugar, pensamos —y siempre lo hemos
creído y defendido— que sin acción pública, en senti-
do amplio, no se eliminarán los roces propios de la
creación de nuevo suelo ni se mejorarán las áreas de-
gradadas de nuestras ciudades. Es decir que, sin ac-
ción pública, los precios de suelo no se situarán en va-
lores normales y adecuados para el desarrollo de
actividades productivas ni la vivienda a precios que sa-
tisfagan la demanda del conjunto de la población. Por
ello, a pesar de los avances que ha sufrido el proyecto
en relación a anteriores textos, debería de incorporar-
se un reconocimiento más explícito del papel que de-
sempeña la gestión pública en materia de suelo o in-
cluso del liderazgo que ésta puede desempeñar; de un
lado, materializando sus propias políticas de suelo y,
de otro, incentivando el desarrollo de la iniciativa pri-
vada a través de los diversos sistemas de actuación.

En tercer lugar, otro motivo de preocupación lo
constituye el suelo no urbanizable, al que se han refe-

rido ampliamente anteriores intervinientes. De hecho
es uno de los aspectos del proyecto de ley que más de-
bate ha generado con anterioridad. El concepto de
suelo no urbanizable ha evolucionado a lo largo del
debate previo, manteniéndose, sin embargo, el giro del
proyecto al quitarle el carácter residual y exigir una
clasificación expresa de esta clase de suelos por parte
de los ayuntamientos. Del concepto tasado que inicial-
mente se otorgaba a esta clase de suelo debido a la exi-
gencia de determinados valores muy específicos, como
pudieran ser paisajísticos, culturales o arqueológicos,
se ha pasado a una definición más flexible que ya per-
mite que las corporaciones locales puedan determinar
el carácter no urbanizable de un suelo, de acuerdo in-
cluso con el modelo de ciudad, de su modelo de creci-
miento urbano. Sin embargo, para nosotros la defini-
ción del artículo 9 todavía no es suficientemente clara,
sobre todo, para quienes como nosotros quisiéramos ir
más allá en esta libertad de decisión municipal o auto-
nómica.

El cuarto aspecto lo constituye el capítulo de valora-
ciones. También tenemos alguna observación clara al
respecto, ya que nos crea problemas el concepto de va-
lor real que recoge el proyecto de ley, que se podría in-
terpretar como valor de mercado o el valor de la últi-
ma transacción realizada en un inmueble similar. Son
apreciaciones que se me ocurren al hilo de la defini-
ción que realiza el propio proyecto de ley y entende-
mos que ello da múltiples opciones a la picaresca. Cre-
emos que hay que dotar de una mayor estabilidad en
los criterios de valoración. El concepto de valor real
está bien a nivel teórico pero es demasiado etéreo y
pensamos que es mejor evitar experimentos en esta ley
que luego la práctica nos haya de desmentir; demasia-
dos experimentos se han realizado en relación a la po-
lítica de suelo que la práctica en muy pocos años ha
obligado a modificar. Por este motivo una parte signi-
ficativa de nuestras enmiendas se dirigen al título sép-
timo referido a las valoraciones.

Por último, quiero aludir a una cuestión sobre la que
nuestro grupo parlamentario no ha planteado ninguna
enmienda al articulado, no constituye el objeto de nin-
guna de nuestras catorce enmiendas, pero que ha cen-
trado una parte del debate de esta mañana y, por tanto,
creo que debemos fijar nuestra posición. Es el tema de
las cesiones obligatorias. Es obvio que en el paso del
suelo rústico a urbano se produce un cambio de valor.
Sobre este principio se ha construido uno de los pilares
de nuestro sistema urbanístico, con el nacimiento de
una serie de obligaciones para el beneficiario de la
transformación, como son, por ejemplo, la cesión gra-
tuita de los terrenos destinados a zonas verdes, la urba-
nización de calles y plazas y su cesión al municipio, así
como también la cesión de una parte del aprovecha-
miento a la Administración con destino a la creación de
patrimonios municipales de suelo. Este régimen ha mo-
dulado y equilibrado nuestro crecimiento urbano. Pues
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bien, el debate sobre el porcentaje de cesión que nuestro
sistema ha asumido, entendemos que debe de plantear-
se desde una perspectiva real y eficaz. De entrada, debe-
ríamos desterrar el concepto demasiado extendido que
ha generado una lógica de compraventa de aprovecha-
mientos. Pensamos que el urbanismo no es un mecanis-
mo de financiación de las corporaciones locales. 

La segunda premisa de este debate para nosotros es
que el aumento de suelos de cesión obligatoria es de
una gran ineficacia si se pretende que conlleve al final
del proceso una rebaja en el precio del suelo, porque el
mayor coste de las cesiones lo acaba internalizando el
precio del suelo y, en definitiva, el ciudadano que se
quiere comprar un piso.

La tercera cuestión que afecta a este debate es que
difícilmente una misma solución es aplicable a todo el
territorio del Estado, y me explico. Me refiero a una
enmienda que ha presentado el Grupo Popular. Por
ejemplo, la obligación adicional de ceder el terreno ya
urbanizado puede hacer —y lo manifestaba ayer en la
comparecencia la representante de la Federación Es-
pañola de Municipios y Provincias— que en aquellas
comunidades autónomas donde se ha optado por un
modelo de crecimiento con intensidades bajas, es decir
con muy poca edificabilidad sobre el territorio, nos en-
contremos con que en algunos casos se haga inviable
la promoción porque los costes de urbanización serán
muy superiores en relación a todas y cada una de las
viviendas que se construyen. 

Señor presidente, se acaba el tiempo y con ello termino
mi intervención. No me extiendo más, celebro el inicio de
este debate y espero que a su conclusión tengamos una
ley más eficaz que la que tuvimos en el pasado, que per-
mita, sobre todo, una eficaz gestión por parte de las co-
munidades autónomas y coadyuve a la resolución del
gravísimo problema del precio de la vivienda en este país. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra-
cias, señor Recoder. 

Vamos a pasar a la votación de las enmiendas de to-
talidad a los dos proyectos de ley que se han debatido.
(El señor presidente ocupa la Presidencia.) 

— PROYECTO DE LEY SOBRE COOPERACIÓN
INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO.
(Votaciones)

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a proceder
a las votaciones correspondientes a las enmiendas de
totalidad que, en versión de devolución o con texto al-
ternativo, se han presentado y debatido en el Pleno a lo
largo de la mañana. Después de estas votaciones, conti-
nuará la sesión con la exposición por el Gobierno del
real decreto-ley cuya convalidación se pretende, sus-
pendiéndose la sesión después, para reanudarla a partir

de las cuatro de la tarde, sin que, en consecuencia, se
vayan a producir votaciones, después de las que vamos
a efectuar ahora, antes de las cinco de esta tarde. Lo
anuncio porque saben que puede estar incluida en esas
votaciones, a partir de las cinco de la tarde, insisto, una
proposición que tiene naturaleza orgánica y que, en
consecuencia, necesita la mayoría absoluta del Congre-
so. Repito, vamos a votar ahora las enmiendas de tota-
lidad, a continuar con la exposición por parte del Go-
bierno del fundamento de la convalidación del
decreto-ley, suspender tras la exposición del Gobierno y
volver al Pleno a las cuatro de la tarde, sin que se vayan
a producir votaciones antes de las cinco de esta tarde. 

Votación de las enmiendas de totalidad al proyecto de
ley sobre cooperación internacional para el desarrollo. 

Votamos, en primer lugar, la enmienda de totalidad
de devolución del Grupo Mixto. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 319; a favor, 150; en contra, 168;
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en-
mienda de totalidad de devolución.

Enmienda de totalidad con texto alternativo, presen-
tada por el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 319; a favor, 151; en contra, 168. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el texto
alternativo. 

Votación de la enmienda de totalidad con texto al-
ternativo, presentada por el Grupo Socialista. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 318; a favor, 152; en contra, 166. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votación de la enmienda de totalidad con texto al-

ternativo, que ha presentado, dentro del Grupo Mixto,
el señor Saura. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 319; a favor, 151; en contra, 167;
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda también rechazada
la enmienda del señor Saura con texto alternativo y,
con ello, las cuatro enmiendas de totalidad presenta-
das al proyecto de ley sobre cooperación internacional
para el desarrollo.
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AVOCACIÓN POR EL PLENO: 

— DEL PROYECTO DE LEY SOBRE COOPERA-
CIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESA-
RROLLO

El señor PRESIDENTE: Se ha solicitado la avoca-
ción por el Pleno de la deliberación y votación final de
este proyecto de ley. ¿Lo entiende así el Pleno aprobán-
dolo por asentimiento? (Asentimiento.)

Se entiende aprobado por asentimiento. 

— PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN DEL SUE-
LO Y VALORACIONES. (Votaciones)

El señor PRESIDENTE: Enmiendas de totalidad re-
lativas al proyecto de ley de régimen del suelo y valora-
ciones.

En primer lugar, sometemos a votación la enmienda
de devolución presentada por el Grupo Mixto.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 319; a favor, 151; en contra, 168. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en-
mienda de totalidad de devolución del Grupo Mixto.

Enmienda de totalidad con texto alternativo del
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 319; a favor, 150; en contra, 168;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el texto
alternativo de Izquierda Unida.

Votación sobre la enmienda de totalidad con texto
alternativo, presentada por el Grupo Socialista.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 319; a favor, 152; en contra, 166;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda también rechazada
la enmienda de totalidad con texto alternativo del Gru-
po Socialista.

AVOCACIÓN POR EL PLENO:

— DEL PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN DEL
SUELO Y VALORACIONES

El señor PRESIDENTE: Al igual que en relación
con el anterior, también para el proyecto de ley del ré-
gimen del suelo y valoraciones se ha pedido la avoca-
ción por el Pleno de la deliberación y votación final.
¿Lo acuerda así el Pleno? (Asentimiento.) Gracias, se-
ñorías.

CONVALIDACIÓN O DEROGACIÓN DE REALES
DECRETOS-LEYES:

— REAL DECRETO-LEY 17/1997, DE 10 DE OC-
TUBRE, POR EL QUE SE MODIFICAN DETER-
MINADOS ARTÍCULOS DE LA LEY ORGÁNICA
13/1991, DE 20 DE DICIEMBRE, DEL SER-
VICIO MILITAR. (Número de expediente
130/000030.)

El señor PRESIDENTE: Punto sexto del orden del
día, debate sobre la convalidación o derogación del
Real Decreto-ley número 17, de 10 de octubre de 1997,
por el que se modifican determinados artículos de la
Ley Orgánica del Servicio Militar.

Para la presentación del Decreto Ley, en nombre del
Gobierno, tiene la palabra el ministro de Defensa, don
Eduardo Serra. (Rumores.)

Señorías, ruego que guarden silencio quienes están
abandonando el hemiciclo, porque el orden del día es-
tá lo suficientemente cargado como para que tenga-
mos que esforzarnos entre todos en ganar el máximo
tiempo posible y pueda empezar su intervención el mi-
nistro de Defensa. (Rumores.) ¡Señorías, salgan en si-
lencio por favor! Señor Múgica, silencio, por favor. Se-
ñor Benegas, silencio, por favor.

Cuando quiera, señor ministro.

El señor MINISTRO DE DEFENSA (Serra Rexach):
Muchas gracias, señor presidente.

Señorías, me corresponde el honor de venir a pre-
sentarles hoy para su convalidación el Real Decreto-ley
17/1997, de 10 de octubre, por el que se modifican de-
terminados artículos de la Ley Orgánica 13/1991, de 20
de diciembre, del Servicio Militar. 

En primer lugar, vamos a analizar las razones. La
modificación de la citada Ley del Servicio Militar, pro-
puesta por real decreto-ley, admitiendo la posibilidad
de contar con un excendente de reemplazo, es conse-
cuencia directa del período de transición en que nos
encontramos de un modelo mixto de Fuerzas Armadas
a uno totalmente profesional que, como SS. SS. saben,
figura entre las previsiones del Gobierno que pueda
ser plenamente operativo el año 2003. Además, al mis-
mo tiempo las Fuerzas Armadas están inmersas en un
plan de reducción de sus efectivos para dar cumpli-
miento al objetivo del Gobierno de contar con unas
Fuerzas Armadas más profesionales, más reducidas y
más eficaces. Este proceso, que ya tiene un largo desa-
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rrollo en los últimos años, unido a la aceleración que
supone la plena profesionalización, hace necesario re-
ducir el volumen de efectivos que hay que llamar en
cada reemplazo anual para que cumplan el servicio
militar y se incorporen a filas. (El señor vicepresi-
dente, Fernández-Miranda y Lozana, ocupa la pre-
sidencia.) Hasta ahora, en los últimos años han reali-
zado el servicio militar más españoles de los que eran
necesarios, de acuerdo con lo previsto en el objetivo de
fuerza conjunto. Entre los años 1995 y 1996 el número
de personas que hizo el servicio militar excedió en
22.000, sin que ese número estuviera dentro de las pre-
visiones del objetivo de fuerza conjunto. Por tanto, a
las razones de irse acomodando al objetivo previsto
hoy para el año 2000, modelo Fuerzas Armadas-2000,
y al objetivo previsto con el nuevo Gobierno del Parti-
do Popular de la plena profesionalización, para lograr
la acomodación progresiva entre los efectivos disponi-
bles y los efectivos necesarios, se suman, como no se
les oculta a SS. SS., unas evidentes razones presupues-
tarias. Se calcula que al reducir en 15.000 jóvenes el
contingente anual, por poner un caso, se ahorrarían
unos 4.000 millones de pesetas, lo cual hace que a esas
razones de eficacia y de operatividad se unan otras no
menos importantes de economía presupuestaria. 

Una vez explicadas las razones de este real decreto-
ley que hoy se pretende convalidar, habría que anali-
zar el porqué del carácter extraordinario y urgente.
En primer lugar, hay que decir que el carácter extraor-
dinario casi va de suyo con la importancia histórica
del nuevo modelo propuesta de Fuerzas Armadas to-
talmente profesionales. La transición de un modelo
mixto a un modelo totalmente profesional hace casi
innecesario explicar cuál es la multitud de mecanis-
mos necesarios de carácter extraordinario para poder
llevar a buen fin este proceso, repito, señorías, de ca-
rácter histórico, puesto que el modelo de servicio mi-
litar obligatorio tiene en España una antigüedad no
inferior a los 180 años. Pero además de las razones
del carácter extraordinario, están, señorías, las razo-
nes de urgencia. Hay razones de urgencia extraordi-
nariamente claras si se tiene en cuenta que el volu-
men de efectivos profesionales con que contarán las
Fuerzas Armadas en el año 1998 viene definido en la
Ley de Presupuestos Generales del Estado, que tuvo
su entrada en esta Cámara el día 1 de los corrientes.
Este número de 12.500 profesionales adicionales, a
los que habrá que sumar la reducción a la que antes
he hecho referencia, hace que, con carácter urgente,
porque la asignación de efectivos debe realizarse, co-
mo viene siendo tradicional, mediante sorteo el día 13
de noviembre, para que pueda realizarse la incorpora-
ción, como también viene siendo tradicional a partir
del 1º de enero de 1998, se contara con un lapso tem-
poral especialmente estrecho que justificaba la urgen-
cia y, por ende, la necesidad del real decreto-ley cuya
convalidación hoy se solicita.

Se puede argüir que la Ley del Servicio Militar que
se pretende modificar tiene carácter orgánico. Creo
que las dudas, señorías, están disipadas, porque clara-
mente la disposición final quinta de la citada ley esta-
blece que hay determinados artículos que no tienen
carácter orgánico, entre los cuales están los que se pre-
tenden modificar mediante el real decreto-ley. 

Además, tanto la doctrina como la jurisprudencia del
Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional estable-
cen cuáles son los límites por los cuales puede afectarse
a derechos fundamentales de los recogidos en el título I
de nuestro texto constitucional y ninguno de ellos se ve-
ría rebasado en esa afección por lo que hoy se pretende.

Queda, señorías, una última cuestión, la de la figura
con que vamos a solventar las diferencias entre efecti-
vos necesarios y efectivo o contingente disponible.
Existen distintas posibilidades: desde exigir distintos
niveles para las pruebas de aptitud psico-física, hasta
los condicionamientos de carácter económico o fami-
liar para poder declarar exenta a una determinada per-
sona. Sin embargo, la escasez de tiempo a la que me
acabo de referir hacía de todo punto imposible que eso
pudiera ser objeto de tratamiento o de consideración
para un reemplazo que en breves días va a tener la
asignación de destinos. Con ello quiero decir, señorías,
que el Gobierno no excluye para ejercicios futuros que
se puedan utilizar esas otras figuras de carácter psico-
físico o de carácter económico, pero en todo caso, pa-
ra poder ajustar con el menor coste presupuestario po-
sible, sería —será— necesario contar con la figura del
excedente de cupo que nos permitirá una total preci-
sión y, por tanto, con la posibilidad real de acabar con
los excedentes, aunque no oficiales, que hubiera sobre
el número fijado en el objetivo de fuerza conjunta. Re-
pito, señorías, que medidas de este tipo —y así lo está
considerando el Ministerio— pueden arbitrarse en el
futuro y por ello están siendo objeto de estudio y con-
sideración.

Por otro lado, a nadie se le oculta que el método que
se propone garantiza el principio de igualdad de opor-
tunidades. Por último, repito, es un método que puede
ser utilizado complementariamente con los que los es-
tudios aconsejen arbitrar en años sucesivos.

Nada más. Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor ministro.

El Pleno se reanudará a las cuatro de la tarde.
Se suspende la sesión.

Eran las dos y treinta minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y quince minu-
tos de la tarde.

El señor PRESIDENTE: Señorías, tras pedir discul-
pas por el retraso en el comienzo de la sesión, vamos a
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reanudar la misma continuando con el punto del or-
den del día en que habíamos detenido la sesión de la
mañana: convalidación o derogación del Real Decreto-
ley número 17, de 10 de octubre de 1997, por el que se
modifican determinados artículos de la Ley Orgánica
del Servicio Militar.

Habiendo hecho el ministro de Defensa la presenta-
ción ante el Pleno del decreto-ley, ¿grupos que desean
fijar su posición? (Pausa.)

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Váz-
quez.

El señor VÁZQUEZ VÁZQUEZ (don Guillerme):
Muchas gracias, señor presidente. 

El Bloque Nacionalista Galego se va a abstener en la
votación sobre la convalidación del Real Decreto-ley
17/1997, de 10 de octubre, por el que se modifican de-
terminados artículos de la Ley Orgánica 13/1991, de 20
de diciembre, del Servicio Militar. La modificación de
la ley que propone el Gobierno consiste en esencia en
volver a poner en vigor la figura del excedente de cupo
cuando el número de alistados en cada reemplazo ex-
ceda las necesidades del planeamiento de la Defensa.
La determinación de los alistados a clasificar como ex-
cedentes se hará mediante sorteo público previo a la
asignación de destino. Esta reforma, que nos retrotrae
a situaciones anteriores en las que ya existía esta figu-
ra del excedente, se hace necesaria por la paulatina in-
corporación de miembros profesionales a las Fuerzas
Armadas en el proceso de profesionalización total de
las mismas.

El Bloque Nacionalista Galego, que defiende la vo-
luntariedad de la prestación del servicio militar y, por
lo tanto, se ha manifestado en contra del servicio mili-
tar obligatorio, no va a votar negativamente la convali-
dación de este real decreto porque la figura del exce-
dente de reemplazo beneficiará a un determinado
número de jóvenes. Tampoco vamos a votar a favor
porque en la actualidad sigue sin resolverse la situa-
ción de un importante número de jóvenes que se nie-
gan a realizar el servicio militar, llegando algunos a ser
condenados a penas de prisión por ese motivo. Es de-
cir, mientras a los jóvenes insumisos se les castiga con
penas de prisión, las necesidades de efectivos de las
Fuerzas Armadas están más que cubiertas; es más, le
sobran efectivos de reemplazo. No parece razonable
que se siga manteniendo esta situación, que habría
que resolver de una vez por todas y que está causando
sufrimientos innecesarios a muchos jóvenes y a sus fa-
milias. Hay que insistir, por tanto, en la despenaliza-
ción de la insumisión. La actual penalización resulta
insostenible, no sólo porque el azar —como decía an-
tes— va a determinar que cada año aumente el núme-
ro de jóvenes que se libren de la obligatoriedad de rea-
lizar el servicio militar, sino porque la situación
transitoria que se está creando en el camino para al-
canzar el objetivo de dotar al Estado español de unas

Fuerzas Armadas profesionales va a provocar que se
condene a un importante número de jóvenes que se
niegan, por razones de conciencia, a realizar el servi-
cio militar. 

En este sentido, no quisiera dejar pasar esta oportu-
nidad para recordar que, entre otros, dos jóvenes galle-
gos, Ramiro Paz y Elías Rozas, están cumpliendo en
este momento penas en la prisión militar de Alcalá-
Meco. El Gobierno, desde nuestro punto de vista, debe
afrontar con valentía la resolución de esta injusta e in-
necesaria situación. Por ello, como decía al principio,
el Bloque Nacionalista Galego se va a abstener en la
votación relativa a la convalidación de este real decre-
to-ley.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Váz-
quez.

Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra
el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor
presidente.

Nuestro grupo parlamentario, Coalición Canaria, va
a votar favorablemente la convalidación de este real
decreto-ley sobre la figura del excedente de cupo y, por
tanto, la modificación de la Ley Orgánica 13/1991, del
Servicio Militar.

Este real decreto-ley modifica fundamentalmente la
composición de las causas de exención del servicio mi-
litar que están contempladas en el artículo 11, en su
apartado primero, de la citada ley. Y, en una amplia-
ción ex novo, también modifica el artículo 18.1 de la
mencionada ley, que hace referencia a la ordenación
de los posibles excedentes de cupo en el reemplazo
anual del servicio militar obligatorio.

Dicho esto, quiero hacer una reflexión para que
conste en el “Diario de Sesiones” y para que el Ministe-
rio de Defensa piense al respecto. Esta mañana me lla-
mó la atención positivamente que el señor ministro de
Defensa, en la exposición de defensa y presentación de
este real decreto— ley, hiciera un especial énfasis e
hincapié al decir que la ley, que viene en verdad a com-
plementar este real decreto-ley, tiene carácter ordina-
rio. Cuando en 1991 tuvimos ocasión de debatir la Ley
Orgánica del Servicio Militar hubo que introducir una
disposición final quinta que aclarase cuáles de los artí-
culos de la ley tenían carácter ordinario y cuáles tení-
an carácter de ley orgánica. Yo celebro que esté presi-
diendo hoy nuestro presidente del Congreso de
Diputados porque quiero hacer una apelación —sola-
mente a efectos dialécticos— de sus orígenes profesio-
nales y de la ejecutoria que en salvaguarda de princi-
pios constitucionales mantuvo en sus épocas pasadas
de diputado de la oposición, porque el señor Ministro
de Defensa invoca el carácter ordinario de esta dispo-
sición.
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Vamos a votar favorablemente esta convalidación,
pero tengo mis dudas de que el resultar excedente del
reemplazo anual, quedando eximido del deber del ser-
vicio militar, le exima del derecho a cumplir el servicio
militar que señala el artículo 30 de nuestra Constitu-
ción. El artículo 30 de la Constitución española dice
que todo español tiene el derecho y el deber; en otros
casos dice que tiene derecho a una vivienda, que tiene
derecho a un puesto de trabajo, pero aquí se dice que
tiene el derecho y el deber. Entendemos que aquí,
al resultar excedente de cupo, se le exime, se le exone-
ra del deber de cumplir el servicio militar. Yo me pre-
gunto, solamente como reflexión, para que esto sea ob-
jeto de estudio por los constitucionalistas: si un mozo
de reemplazo cae dentro de los favorecidos por el exce-
dente del reemplazo anual y quiere cumplir el servicio
militar, ¿qué pasa? Puede que sea una excepcionali-
dad, porque la mayoría se acoge a esto como a una es-
pecie de lotería benéfica para no cumplir el servicio
militar. Ya sé que el señor Castellano me está diciendo
que son cuestiones puramente intelectuales, desde su
punto de vista, pero yo estoy planteando una cuestión
sobre el derecho a cumplir el servicio militar. Puede
que a un individuo le toque en el sorteo del bombo ser
excedente del reemplazo anual y que diga que quiere
cumplir el servicio militar por las razones objetivas o
subjetivas que sean, porque invoca el artículo 30 de la
Constitución.

Por lo demás, nos parece que las circunstancias de
urgencia se justifican por el fundamento ya puramente
formalista de que está en puertas el próximo sorteo y
que la profesionalización de las Fuerzas Armadas obli-
ga a ir reduciendo precisamente el contingente del re-
emplazo anual obligatorio, obliga a la adecuación de
esta cifra. Deseamos que esto contribuya al ahorro del
gasto público y que podamos avanzar lo antes posible
en el objetivo que se ha señalado esta Cámara, el Mi-
nisterio de Defensa y el Gobierno de conseguir unas
Fuerzas Armadas plenamente profesionales, lo que
conllevará la supresión definitiva del servicio militar
obligatorio. Afortunadamente, cuando se implante, ni
habrá excedentes de cupo del reemplazo anual ni ha-
brá objetores ni habrá insumisos, por lo que quedarán
obsoletas muchas figuras de nuestro Código Penal.

Por estas razones, votaremos afirmativamente la
convalidación del real decreto-ley.

Gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Mardones, y muchas gracias también por su invitación
a la reflexión jurídica a esta Presidencia que tanto lo
necesita.

Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra la señora
Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor pre-
sidente.

A la hora de fijar posición ante la Cámara quería ma-
nifestar, en nombre de mi grupo, el desconcierto que al
mismo le produce la ruta que se está siguiendo para
conseguir la profesionalización de las Fuerzas Armadas.

Se manifiesta en la exposición de motivos que desde
el Gobierno se ha hecho el esfuerzo presupuestario de
incrementar las dotaciones para aumentar el número
de soldados profesionales y que por ello es posible li-
berar el número de los de reemplazo. Se trata de una
adecuación material pero, desde la óptica de mi grupo,
yo me pregunto qué pasa con la adecuación ideológi-
ca.  Cuando el presidente del Gobierno prometía en su
discurso de investidura la profesionalización de las
Fuerzas Armadas lo hacía —supongo— con el senti-
miento de que estaba acertando con un sentir social,
que era una querencia para la sociedad el que desapa-
reciese el ejército de leva y que se profesionalizaran las
Fuerzas Armadas, ya que supongo que este es el objeti-
vo de todas las decisiones políticas. Si esto es así, si se
sostiene que la sociedad española está por el ejército
profesional, no entendemos, desde la óptica de mi gru-
po, por qué no se modifica el Código Penal para que
conductas tales como la no prestación del servicio mi-
litar o la negativa a la prestación social sustitutoria, si-
gan siendo considerados delitos. En este caso estamos
modificando una ley orgánica; por tanto no hay moti-
vo para pensar que no podría modificarse también el
Código Penal en estas materias.

Ocurre, además, que se utiliza como instrumento
normativo un decreto-ley. Se dice en la exposición de
motivos que no se afecta a preceptos que tengan el ca-
rácter de orgánicos. Permítaseme, por lo menos, la le-
ve crítica de pensar que, por el sistema de sorteo, pue-
da alguien resultar exento del cumplimiento de un
deber constitucional. El núcleo esencial del derecho es
posible afirmar que quedaría perfectamente tocado
con este planteamiento.

Desde mi grupo se intentó, mientras se estaba deba-
tiendo en esta Cámara la Ley de organización y funcio-
namiento de la Administración general del Estado, mo-
dificar, mediante ley ordinaria, preceptos no orgánicos
de la ley de prestación del servicio militar, modificando
los órganos de reclutamiento, y se nos dijo, entre otras
razones, que no parecía muy adecuado modificar con el
instrumento de una ley ordinaria una ley orgánica. Aho-
ra resulta que es posible hacerlo mediante decreto-ley.

En todo caso, a pesar de estas objeciones que cree-
mos que son serias y que son de fondo, votaremos a fa-
vor de la convalidación del decreto-ley, aunque sólo
sea por los jóvenes que de forma tan aleatoria, dicho
sea de paso, van a conseguir librarse del cumplimiento
de una obligación que, desde nuestra óptica, no tiene
razón de ser. Pero sí queríamos que quede constancia
en el “Diario de Sesiones” de la fuerte carga crítica que
encubre el proceso que se está siguiendo para la profe-
sionalización, desde la óptica de mi grupo.

Gracias, señor Presidente.

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5718 –



El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora
Uría.

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra el señor Campuzano.

El señor CAMPUZANO I CANADÉS: Gracias, señor
presidente.

En nombre del Grupo Parlamentario Catalán voy a
pronunciarme sobre la convalidación de este real de-
creto. Con la convalidación de esta tarde, con la apro-
bación hace unos 15 días por el Gobierno de otro real
decreto, donde se delimitaba el contingente de Fuerzas
Armadas y se determinaba la cuantía de este excedente
de cupo, así como con los presupuestos que estamos
debatiendo, consolidamos este proceso irreversible de
profesionalización de las Fuerzas Armadas. Por tanto
nuestro grupo político se muestra satisfecho de que es-
te proceso vaya siguiendo la evolución que teníamos
prevista y vamos a apoyar plenamente esta convalida-
ción que se va a producir.

Para alguien de mi generación el que se vuelvan a
plantear los excedentes de cupo te puede hacer recor-
dar las épocas en que estudiabas y en las que eso se
producía y, por ello, personalmente es interesante.
Ahora bien, más allá de estas cuestiones, para nuestro
grupo también es importante aprovechar este trámite
parlamentario de hoy para poner encima de la mesa
algunas consideraciones que entendemos pueden ligar
con la intervención del señor ministro de esta mañana. 

La decisión de determinar que el excedente de cupo
es la vía a través de la cual licenciamos a aquellos jóve-
nes que, en principio, no nos hacen falta para cumplir
las obligaciones derivadas de los contingentes, nos
obliga a reflexionar sobre si esta es la mejor manera de
resolver una cuestión que afecta de manera personal y
decisiva la vida de estos jóvenes. Nos jugamos nueve
meses de estos jóvenes con un simple sorteo, con una
simple lotería. ¿Es esta la mejor manera de librar de
esa obligación a esos jóvenes? Yo creo que podemos te-
ner dudas. ¿Es esta la mejor manera de evitar riesgos
que afectan al proceso de transición hacia la profesio-
nalización? ¿Hemos calculado las consecuencias que
puede tener para aquellos jóvenes que se sometan a es-
te proceso, en su toma de decisiones personales, en lo
que hace referencia, por ejemplo, a la opción de pre-
sentación de prórrogas o a la opción de declararse ob-
jetores de conciencia? Creo que la apuesta del exce-
dente de cupo, que desde la perspectiva de la gestión
de la Administración seguramente es la más fácil, abre
riesgos sobre lo justo que sea la medida y sobre el
comportamiento que la población joven tenga delante
de esta medida. Y como yo antes le decía que me re-
cordaba mi juventud, tengo que decir que presenté mis
prórrogas cuando me habían sorteado y me declaré
objetor de conciencia después de haber sido sorteado.
Esto formaba parte de la reflexión de un ciudadano jo-
ven que tenía 20 ó 21 años. Ese es el riesgo que nos

plantea el excedente de cupo: los riesgos de la justicia
y los riesgos que abren en relación al proceso. 

Desde la perspectiva de los riesgos, entendemos —y
lo vamos a plantear en el seno de la Comisión Mixta
Congreso-Senado— que sería importante estudiar
otros mecanismos que tuviesen la característica de uti-
lizar aquello que la ley prevé. Tenemos un cuadro mé-
dico de exclusiones que fue reformado por el anterior
Gobierno, que es más restrictivo respecto a las posibi-
lidades que tienen los jóvenes de acceder o no a la con-
dición de soldados de reemplazo, y quizá sería el mo-
mento de revisarlo, porque por vías más objetivas que
el simple sorteo podríamos encontrar más soluciones a
determinadas situaciones personales de orden físico
que en algún caso concreto podemos decir que no te-
nemos bien resuelto. Recuerdo que cuando se aprobó
el nuevo cuadro de exclusiones, determinados colecti-
vos plantearon ciertas dudas sobre algunos extremos
del mismo, especialmente, por ejemplo, todo lo que
hace referencia a los perfiles psicológicos de los jóve-
nes que acceden a esta condición. Yo creo que es un te-
ma que en el marco de la ponencia tenemos que estu-
diar.

Tenemos también que estudiar una consideración
diferente de las causas de exención de orden familiar.
Estos días, y a raíz del anuncio de la reaparición del
excedente de cupo, se han planteado por parte de de-
terminados colectivos casuísticas concretas de inter-
pretación de desarrollo reglamentario diferente de lo
que hace referencia a las causas de situación familiar.
También deberíamos explorar otras posibilidades en el
terreno de la situación personal de aquellos jóvenes
desde el punto de vista socioeconómico. El que esos
nueve meses de la vida de los jóvenes en un momento
tan importante de su vida nos los juguemos en una
simple lotería nos parece, como mínimo, arriesgado.
Por tanto, en el marco de la Comisión, que es un mar-
co más tranquilo, más reposado, que nos puede permi-
tir llegar a un consenso, intentemos buscar soluciones
que, como decía esta mañana el señor ministro, pue-
den ser perfectamente complementarias. En la pers-
pectiva de que el número de excedentes necesariamen-
te vaya a subir, seguramente sólo a través de estas
fórmulas no podríamos encontrar la solución, pero a
través de las mismas podremos ajustar las situaciones
injustas que se producen.

El señor PRESIDENTE: Señor Campuzano, conclu-
ya, por favor.

El señor CAMPUZANO I CANADÉS: Una cuestión
muy breve, señor presidente, y termino ahora mismo. 

La otra reflexión que quería poner encima de la Me-
sa es que el hecho de que tengamos excedentes de cu-
po demuestra que la objeción de conciencia no afecta
negativamente al proceso de profesionalización. Por
tanto, va a ser bueno que todos afrontemos esta cues-
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tión de la objeción de conciencia con tranquilidad, con
espíritu positivo y con voluntad de resolver los proble-
mas, los de los insumisos y los de los objetores de con-
ciencia, que dejemos de hablar de objetores de conve-
niencia y que seamos capaces de encontrar también
soluciones en esta materia. En este sentido, también
en el terreno de la objeción de conciencia nos pode-
mos plantear medidas similares a éstas, porque por
necesidades del servicio de la prestación social sustitu-
toria seguramente no estamos en condiciones de ofre-
cer a todos aquellos jóvenes que optan por ser objeto-
res plazas de la prestación social sustitutoria.

Nada más y muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Campuzano.
Señor Meyer, por el Grupo de Izquierda Unida.

El señor MEYER PLEITE: Muchas gracias, señor
presidente. 

El período de transición en el que estamos, del ejér-
cito obligatorio al ejército profesional, crea determina-
dos problemas que hay que resolver. El Gobierno me-
diante esta propuesta quiere resolver uno. Desde
nuestro punto de vista —y por eso vamos a abstener-
nos en la votación—, entendemos que ha escogido un
método que puede ser sensiblemente mejorable, pero
también queremos plantear una crítica de fondo.

Decía que hay problemas en este período de transi-
ción; uno, objetivo, como son los excedentes de cupo,
pero hay otros dos no menores, muy importantes des-
de el punto de vista social, por la carga política y social
que tienen, como son la objeción de conciencia, el vo-
lumen de objetores de conciencia que no pueden reali-
zar la prestación social sustitutoria, pues aquí también
se produce un excedente de cupo importantísimo des-
de el punto de vista social, y, cómo no, el problema de
la insumisión. Esta Cámara tendría que dar respuesta
a estos tres problemas al mismo nivel, no solamente al
excedente de cupo, sino a los otros dos, tan importan-
tes desde el punto de vista social y político como éste.
Y uno de ellos especialmente lacerante, especialmente
hiriente, como es que al día de hoy, después de que po-
líticamente está tomada una decisión por parte del
pueblo español, que es acabar con la obligatoriedad de
la mili, se sigan manteniendo presos de conciencia en
este país. Esto es, desde nuestro punto de vista, abso-
lutamente inadmisible. Y se produce, además, en con-
tra de las propias recomendaciones del Defensor del
Pueblo, que él mismo indicaba que en este período de
transición no se justifica, no se sostiene que haya jóve-
nes que todavía estén cumpliendo condena.

En la campaña electoral de Galicia, todos hemos te-
nido ocasión de recibir los datos últimos a través de la
Asociación de familias y amigos de objetores de con-
ciencia e insumisos de Galicia; los datos que nos da-
ban hablan por sí mismos: los dos jóvenes menciona-
dos por el portavoz del Bloque Nacionalista Galego,

Ramiro Paz y Elías Rozas, condenados a dos años y
medio de cárcel, que la están cumpliendo aquí cerca,
en el penal de Alcalá, junto al insumiso Carlos Rey
Muñiz, de 30 años de edad, condenado en 1994, pen-
diente de indulto, realizado por el propio juez que le
condenó. Terminó su carrera de abogado y no puede
ejercer, sencillamente porque está condenado a la
muerte civil. Pues bien, esta situación merecería una
respuesta positiva para un país democrático, para un
país que no debería consentir que existieran todavía si-
tuaciones de presos de objeción de conciencia, de per-
sonas que sencillamente se les lleva a la muerte civil.
Una manera también indigna, por parte de cualquier
Gobierno, por parte de cualquier Estado.

Estos tres problemas requerirían una solución. Se
da solución a uno de forma parcial y se abandona la
solución de los otros dos. Además, nos preocupa en es-
te contexto el anuncio que se ha hecho, no desmenti-
do, por parte de algún medio de comunicación, de que
incluso el Gobierno tiene la pretensión de limitar el
derecho a la objeción de conciencia sobrevenida, es
decir, impedir que los jóvenes puedan objetar una vez
que conozcan su destino. Por tanto, esta pretensión,
junto a la no solución de la insumisión, junto a la no
solución del excedente de cupo de los objetores de
conciencia, da un perfil, desde nuestro punto de vista,
absolutamente inadmisible. Desde luego, Izquierda
Unida ya anuncia, señorías, que en el caso de que el
Gobierno pretenda —como se ha anunciado— limitar
la objeción sobrevenida, va a tener nuestra oposición
radical, desde el punto de vista democrático, pero radi-
cal a cualquier intento. Espero —si me lo puede con-
firmar el señor ministro, mejor— que solamente sea
una noticia que requiera una contestación y, por tanto,
una confirmación en negativo.

En relación al método seguido —y por eso nos obli-
ga a una abstención, no vamos a votar que no, pero sí
nos abstendremos—, creemos que el método es mani-
fiestamente mejorable, porque habría que buscar —el
propio ministro lo ha dicho en su intervención— una
vía mixta, es decir, una vía para objetivar la realidad
económica, la realidad de cargas familiares, la reali-
dad médica incluso de los propios alistados y, en fun-
ción de un estudio que se pueda objetivar a través de
las oficinas de reclutamiento, dejar de lado a aquellas
personas que por cargas familiares, por situaciones
personales, de trabajo, etcétera, sean susceptibles de
ser liberados de este servicio.

El señor PRESIDENTE: Señor Meyer, concluya por
favor.

El señor MEYER PLEITE: Voy terminando, señor
presidente.

Además, teniendo en cuenta que incluso el cuadro
médico de exclusiones, que se aprobó en 1993, se en-
dureció de tal manera que puede ocurrir —hoy se da el

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5720 –



caso, usted lo sabe señor ministro— que haya jóvenes
con un solo pulmón que se les da como aptos; jóvenes
que terminan procesos de desintoxicación que inme-
diatamente se les llama a filas y se les da como aptos.
Es decir, habría que hacer un esfuerzo con mayor ob-
jetividad para que no nos lleve a esta situación no bien
resuelta. Por tanto, con esta información objetivada, se
podría resolver una parte del excedente y evitar lo que
todos creemos y es que, efectivamente, un sorteo no es
la mejor medida para objetivar la exención de la mili.

Termino por donde empecé. El Gobierno y esta Cá-
mara, desde nuestro de vista, aunque la mayoría de la
misma sigue siendo insensible, desgraciadamente in-
sensible, tendrían que buscar también, al mismo nivel,
soluciones ya, en este período de transición, al cupo
exento de los objetores de conciencia y a los presos de
conciencia y la insumisión.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Meyer.
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor

Moya. 

El señor MOYA MILANÉS: El Grupo Socialista va a
votar a favor del decreto-ley. No obstante, voy realizar
cuatro reflexiones críticas en relación con la idoneidad
del instrumento utilizado, aun estando de acuerdo con
el carácter finalista de la medida y, en definitiva, con
aquella frase que usted pronunció un día en la Comi-
sión al anunciar esta medida, que podía tomarse como
el principio del fin del servicio militar. Quizá es una
frase un tanto rimbombante y exagerada, pero puede
suponer un jalón en esa dirección. Por tanto, para que
no quede ninguna sombra de duda de que el Grupo
Socialista está claramente comprometido con ese pro-
ceso y con ese final, vamos a dar nuestro apoyo al de-
creto-ley.

Existen otras reflexiones, que han realizado tam-
bién otros portavoces, que merecen una cierta aten-
ción sobre el problema, sobre todo de cara a posibles
futuras utilizaciones de esta figura. Convendrá conmi-
go, señor ministro, que hay una cierta regresión en
cuanto a que nuestra evolución fue en un primer mo-
mento, tiempo atrás, pasar del sorteo a una clasifica-
ción pormenorizada, individualizada y personalizada,
y ahora, de alguna forma, la vuelta al sorteo anterior
supone, en cierta medida, un paso atrás. 

En cuanto a la naturaleza del instrumento, qué du-
da cabe que tiene un punto de discriminación. Me pa-
rece razonable aceptarlo, en la medida en que remitir
a una lotería la decisión de envergadura de dejar a
unos chicos dentro y a otros fuera de una cuestión tan
importante, supone una cierta discriminación. Habrá
que pensar para el futuro, con más tranquilidad, y no
con carácter inmediato y urgente, como pretende este
instrumento para el próximo reemplazo, medidas que
puedan corregir esa situación, en la línea de lo que el

portavoz de Convergència i Unió ha anunciado, cosa
que nos parece razonable (nosotros también pensába-
mos ir en esa dirección), en relación con la revisión
del cuadro médico de exclusiones o, por ejemplo, con
medidas de carácter socioeconómico que puedan in-
troducir otros factores. Creo que tendremos tiempo
en la ponencia para hacer alguna reflexión en ese sen-
tido y eliminar el carácter discriminatorio que tiene el
sorteo. 

En tercer lugar, este instrumento aparece en un esce-
nario que tiene un poco de incertidumbre. ¿En qué
sentido? Por una parte, se acude a él porque sobra gen-
te y el Gobierno lo justifica. Hay un incremento de pro-
fesionales, sobra gente de reemplazo y, por tanto, se
acude a la figura del excedente de cupo para solucionar
esa situación. Pero, de vez en cuando, se pasea un cier-
to fantasma, no lo digo por parte del señor ministro,
pero en la ponencia algunas veces se nos ha advertido
por parte de altos cargos que si el número de objetores
de conciencia es muy alto y las prórrogas son muy al-
tas, en algún momento determinado nos podemos en-
contrar con problemas para reclutar gente durante el
período de transición. A mi grupo no le gustaría que un
año acudiéramos al excedente de cupo y al año siguien-
te tuviésemos la angustia de que a lo mejor no tenemos
suficiente gente para el reclutamiento de ese período.
En este terreno nos movemos todavía con cierta incer-
tidumbre y tenemos, como ésta, medidas en una direc-
ción, sin habernos curado del fantasma de que pudiera
surgir en este proceso alguna noticia en sentido contra-
rio. No dejaría de ser una situación paradójica, pero un
tanto chocante, que nos pudiéramos ver envueltos en
esa situación.

En cuarto lugar, y como última reflexión, ¿hay otras
vías para alcanzar el mismo fin? El Grupo Parlamenta-
rio Popular en su día las tuvo, las tiene ahora y están
en su programa electoral, no digo el Grupo Socialista,
pero el Grupo Popular sí. Cuando hacía la oferta en su
programa electoral de la reducción del servicio militar
a seis meses, qué duda cabe que esa medida también
servía para absorber y drenar esa bolsa, que tiene unos
efectos que pueden ser parecidos, desde el punto de
vista de lo que estamos persiguiendo. Nunca es serio
llevar una medida en un programa electoral para luego
arrinconarla, pero todavía es menos serio acudir a otra
medida, que no es del todo muy idónea, para dejar de
poner en práctica una que sí se lleva en el programa
electoral y que tiene efectos parecidos. El Grupo Popu-
lar debe admitir que se encuentra en una situación un
tanto chocante ante este tema, porque llevaba en su
programa electoral una medida que podía conseguir
estos efectos, la olvida, la deja atrás y recurre a otra
que tiene efectos parecidos, pero con un carácter poco
idóneo. 

A pesar de todas estas reflexiones, insisto nueva-
mente —y lo decimos con claridad— en que no nos va-
mos a oponer al decreto-ley. Lo votaremos favorable-
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mente por lo que dije anteriormente: el sentido finalis-
ta del mismo es conducente a la profesionalización to-
tal y en el menor tiempo posible. En ese espíritu vota-
remos favorablemente el decreto-ley.

Nada más y muchas gracias

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Moya.
Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Fer-

nández de Mesa.

El señor FERNÁNDEZ DE MESA DÍAZ DEL RÍO:
Gracias, señor presidente.

Señorías, el Grupo Parlamentario Popular va a votar
a favor de la convalidación del real decreto que esta
mañana presentaba el ministro de Defensa ante la Cá-
mara y en el que se modifican el artículo 11.1, al que
se le añade una nueva causa de exención del mismo,
que es la de resultar excedente de reemplazo anual, y
el artículo 18 de la mencionada Ley orgánica, en el
sentido de incluir que el reemplazo anual, además de
los que deben incorporarse al año a las Fuerzas Arma-
das para prestar servicio militar, a aquellos posibles
excedentes que resulten una vez satisfechas las necesi-
dades del planteamiento y planeamiento de la defensa
militar, lo cual se hará mediante sorteo público en el
que quede garantizada la igualdad de oportunidades.

Sin ninguna duda esta tarde han planteado los por-
tavoces de diferentes grupos políticos que puede haber
medidas, que podrán estudiarse, que puedan ser me-
nos perjudiciales que la actual que se produce. Pero,
sin ninguna duda, esta medida de carácter coyuntural,
no habiendo propuestas de otra índole, probablemente
sea la menos injusta de todas las que se han buscado
para poder hacer frente a unos excedentes de cupo que
ya nadie niega. En ese sentido es en el que el Grupo
Parlamentario Popular va a dar el voto favorable y va a
respaldar el real decreto presentado por el ministro es-
ta mañana.

No han dejado de llamarnos la atención algunas
consideraciones que se han realizado y que, sin ningu-
na duda, en aras a que este período de transición, en el
que todos coincidimos, es uno de los más complejos,
de los más complicados de cara a la plena profesiona-
lización de las Fuerzas Armadas, necesita de los meno-
res avatares posibles, de las mínimas condicionantes
externas para que hagan tambalearse algo, y este Go-
bierno desde luego ha dado muestras claras, como ha
repetido algún grupo parlamentario, de estar en el ca-
mino exacto y correcto para alcanzar los objetivos que
nos trazamos en esta Cámara en el debate de investi-
dura de la presente legislatura.

No sólo los reales decretos anteriores, no sólo los
presupuestos generales de este año, sino que esta me-
dida, en este momento, indican claramente que este
Gobierno va a aplicar con sensatez, con rigor y con to-
das las armas que tenga a su alcance la plena profesio-
nalización, sin atender a ningún tipo de vaivén exter-

no. Se ha hablado aquí esta tarde de la objeción de
conciencia. No es menos cierto que el Grupo Parla-
mentario Popular y que el Partido Popular y su Go-
bierno recogen un número de objetores de conciencia
de los que no somos directamente responsables y que
es un tema que hay que resolver, sin ninguna duda. Pe-
ro para eso tenemos los cauces legales, y no es precisa-
mente la Comisión de Defensa la que ha de resolver es-
te tema, sino la Comisión de Justicia del Congreso.

Me enternece una barbaridad que citemos a las per-
sonas que en este momento se encuentran cumpliendo
condena por incumplir la normativa legal vigente, pe-
ro es mucho más duro, porque no están en la muerte
civil, sino en la muerte real, recordar a aquellos espa-
ñoles que han dado su vida real, por ejemplo, en Bos-
nia-Herzegovina, militares españoles que por estar
cumpliendo el servicio y por estar prestando un servi-
cio a la comunidad, no sólo española, sino a la inter-
nacional, han dejado sus vidas. (Aplausos.) Por tanto,
creo que es imprescindible introducir un elemento de
coherencia en el discurso que se plantea en este mo-
mento.

En ese sentido, también se ha hablado aquí esta tar-
de de que para los excedentes de cupo este Gobierno
ha utilizado una fórmula que podría haber sido valora-
da de otra manera y que tuviera en cuenta las prome-
sas electorales que ha realizado el Partido Popular. El
Partido Popular es tan coherente con lo que ha puesto
en su programa electoral que en este momento se ve
superado por el nuevo modelo de profesionalización
de las Fuerzas Armadas. Lo que no va a hacer el Parti-
do Popular es, una vez que ha aprobado este modelo
de Fuerzas Armadas, incumplirlo, apuntarse a un
bombardeo y modificarlo de cara a lo que nos conven-
ga, teniendo en cuenta los futuros comicios electora-
les. Hay un modelo de Fuerzas Armadas, aprobado en
el año 1991, que de cara al año 2000 proclama unas
Fuerzas Armadas mixtas en su composición, es decir,
con el 50 por ciento de profesionales y con el 50 por
ciento de recluta universal, y con un presupuesto cer-
cano al 2 por ciento del producto interior bruto. Real-
mente, hablar aquí de cumplimiento de promesas elec-
torales o de programas realizados, no es lo más serio
que se puede plantear esta tarde. 

Ha habido un tema que me ha preocupado extraor-
dinariamente, de lo que ha dicho el ministro de De-
fensa esta mañana cuando se dirigía a la Cámara, y es
que durante los últimos años de Gobierno socialista,
existiendo unos excedentes de cupo, en lugar de lla-
mar a filas a los jóvenes que, realmente, la planifica-
ción de Defensa tenía convocados, se hayan llamado a
22.000 jóvenes más, de los que necesitaban las Fuer-
zas Armadas para realizar la prestación que tienen en-
comendada. 

El señor PRESIDENTE: Señor Fernández de Mesa,
concluya, por favor.
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El señor FERNÁNDEZ DE MESA DÍAZ DEL RÍO:
Concluyo, señor presidente.

Nosotros entendemos que este es un proceso largo,
que es un proceso abierto, en el que el sentido común
ha de prevalecer por encima de todo a la hora de tratar
de solucionar algo en lo que todos coincidimos: la ne-
cesidad de profesionalizar nuestros ejércitos y avanzar
en este camino, discutiendo todas las propuestas que
se realicen en el seno de la ponencia que se ha abierto
para este fin. 

El voto del Grupo Parlamentario Popular —como no
puede ser de otra forma— será favorable a la convali-
dación de este real decreto. 

Gracias, señor presidente, gracias, señorías. (Aplau-
sos.)

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Fer-
nández de Mesa. 

ENMIENDAS DEL SENADO:

— PROYECTO DE LEY ORDENADORA DE LA
INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO-
CIAL. (Número de expediente 121/000030)

El señor PRESIDENTE: Concluido el debate sobre
la convalidación o derogación del real decreto-ley y al
no ser aún las cinco de la tarde —como habíamos
anunciado—, vamos a continuar la tramitación del or-
den del día y, con posterioridad, lo someteremos a vo-
tación.

Punto VII del orden del día, enmiendas del Senado.
Proyecto de ley ordenadora de la Inspección de Traba-
jo y Seguridad Social.

¿Grupos que desean fijar su posición sobre el pro-
yecto de ley ordenadora de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social, enmiendas del Senado? Por el Gru-
po Parlamentario de Coalición Canaria, tiene la pala-
bra el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor
presidente, voy a intervenir con gran brevedad.

Coalición Canaria va a votar a favor de las enmien-
das que nos llegan del Senado, en primer lugar porque
en términos generales son enmiendas de perfección
técnica y gramaticales. Sí quiero destacar, sin embargo,
aquellas que tienen un mayor calado, que ha introduci-
do la Cámara Alta, sobre todo, las referentes al artícu-
lo 4.1, en cuanto da entrada a las sociedades laborales
—en su calificación como tales—, que no había sido
previsto en el trámite que habíamos tenido en la Cáma-
ra. (Rumores.)

Igualmente, el artículo 14.2, que se modifica con
una enmienda del Senado, que viene a ampliar a nueve
meses el plazo máximo de duración de las actuaciones
comprobatorias. (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Un momento, don Luis.
Señorías, guarden silencio o abandonen el hemiciclo.
Les ruego que no hagan corrillos en los laterales de
acceso al hemiciclo porque, sin duda, la resonancia
—unida a la mala megafonía— impide la audición del
orador.

Continúe, señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor
presidente.

Esta enmienda del Senado al artículo 14.2, a nuestro
juicio, es favorable en su valoración porque amplía las
garantías de seguridad jurídica al señalar un plazo má-
ximo y la prohibición de interrupción por tiempo su-
perior a tres meses.

Finalmente, señor presidente, las enmiendas del Se-
nado a la disposición adicional sexta y a la disposición
adicional séptima, nuevas, son oportunas porque, pre-
cisamente, las dota de un epígrafe de identificación de
sistemática, sobre todo en lo que hace referencia a las
competencias legislativas —que no normativas sola-
mente— de las comunidades autónomas y a lo que es
aclarar —para su identificación rápida— la transferen-
cia de funcionarios de la Inspección de Trabajo y Segu-
ridad Social. Por estas razones, vamos a votar favora-
blemente las enmiendas del Senado, señor presidente.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones.
Por el Grupo Parlamentario de Convergència i Unió,
tiene la palabra el señor Campuzano.

El señor CAMPUZANO I CANADÈS: Gracias, señor
presidente.

Nuestro grupo parlamentario, evidentemente, va a
apoyar las enmiendas que nos han llegado del Senado
porque entendemos que no afectan esencialmente al
importante trabajo que se hizo en el seno de la Comi-
sión de Política Social y Empleo, por parte de todos
los grupos políticos, para hacer de esta ley una ley que
respondiese a un nuevo marco constitucional.

A lo largo de este proceso, nuestro grupo parlamen-
tario insistió, fundamentalmente, en dos ideas: en pri-
mer lugar, en preservar las competencias de ejecución
en legislación laboral que correspondían a las comuni-
dades autónomas y, al mismo tiempo, organizar el sis-
tema de inspección en cada una de las comunidades,
bajo la presidencia de la autoridad laboral competente
que, en el caso de Cataluña, va a ser la Consellería de
Treball de la Generalitat. Este sistema parte de la reali-
dad de que estamos ante una doble concurrencia de
competencias, tanto del Estado central como de las
autonomías, que se engloban bajo el temario que la
inspección controla y, por tanto, hay que articular un
mecanismo de relación territorial que complemente la
presencia de las dos administraciones. Era importante
que estas comisiones territoriales que se derivan de la
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ley estuviesen presididas por ese órgano competente
de la comunidad autónoma que, en el caso de Catalu-
ña, insisto, es la Consejería de Trabajo. Además, con el
proyecto de ley establecemos una cláusula de salva-
guarda que permite que en el caso de que no se llegue
a un acuerdo para poder organizar este sistema terri-
torial entre las comunidades autónomas y el Estado
central, mediante la utilización del mecanismo previs-
to en la Lisos, las comunidades autónomas puedan
crear sus propios cuerpos de inspección. Nos parece,
por tanto, que es una ley que preserva las competen-
cias autonómicas, que da un sistema de organización
eficaz y que prevé la salida en el caso de que este siste-
ma no pueda funcionar.

A lo largo del debate nuestro grupo presentó una se-
rie de enmiendas y la posición del Grupo Popular y del
Grupo Socialista permitió llegar a este acuerdo y, so-
bre todo, desde la perspectiva nacional catalana, nos
ha permitido definir para Cataluña un marco laboral y
de diálogo entre los agentes sociales propio. Creo que
para el Grupo de Coalición Canaria y el Grupo Vasco
esta era una cuestión importante, pero, sobre todo, lo
es para Cataluña en cuanto a que amplíe sus compe-
tencias en materia de ejecución de la legislación labo-
ral y se refuerce aún más la capacidad de control efec-
tivo y real de la inspección en nuestro territorio. Por
ello entendemos que esta ley que hoy aprobamos es
positiva para los intereses generales y especialmente
para los intereses de las comunidades autónomas.

Nada más y muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Campuzano.
Por el Grupo Izquierda Unida, tiene la palabra el se-

ñor Vaquero.

El señor VAQUERO DEL POZO: Gracias, señor pre-
sidente.

Más allá de nuestra valoración global sobre este pro-
yecto de ley que en el trámite del Senado no ha modifi-
cado los criterios que considerábamos negativos en el
conjunto de la ley y que queda devaluado en sus expec-
tativas por dos cuestiones fundamentales, por no am-
pliar las competencias de los controladores laborales,
aunque les eleven de rango con el nombre de subins-
pectores, y por no facilitar la participación de los inte-
resados y de los representantes de los trabajadores en
la tramitación en concreto de las visitas a los centros
de trabajo dentro de la labor inspectora, más allá de
esta cuestión, queremos manifestar nuestra oposición
a dos enmiendas concretas procedentes del Senado,
sin perjuicio de que el resto de las enmiendas nos sa-
tisfagan, porque significan o bien mejoras sustantivas
o bien mejoras técnicas del texto de la ley.

En cualquier caso, quisiéramos destacar dos en-
miendas. Una de ellas es de adición al artículo 13.2, in
fine, en el sentido de incluir un nuevo supuesto de no
tramitación de las denuncias presentadas ante la Ins-

pección de Trabajo, aquel en que estas coinciden con
asuntos de los que esté conociendo un órgano jurisdic-
cional. Entendemos que, en cualquier caso, es una res-
tricción que no se justifica, toda vez que debieran ser
compatibles, por lo que de complementarias tienen, la
acción de la Inspección de Trabajo, que es del orden
administrativo, y la jurisdiccional, de los juzgados de
lo Social. Creemos que con esta enmienda se omite la
posibilidad, muy practicada por determinados aboga-
dos laboralistas, de encontrar un medio de prueba efi-
caz en las actuaciones de la Inspección de Trabajo a la
hora de poder probar ante el órgano jurisdiccional
competente las situaciones en defensa de sus clientes.
En este sentido, quisiéramos decir que hubiera habido
soluciones posibles a esta cuestión, si es que se trata
de salvaguardar lo que es la capacidad de dirección del
procedimiento por parte del magistrado, y que existían
fórmulas, en la medida que se hubieran querido utili-
zar, para hacerlo compatible desde el punto de vista de
la técnica jurídica. No ha sido así. Por tanto, quisiéra-
mos manifestar nuestra oposición ante este extremo
de la ley.

Por otro lado, no estamos tampoco de acuerdo con
el criterio de suprimir la disposición adicional tercera,
que trata de la tipificación de las infracciones referi-
das a la obstrucción de la labor inspectora. Esta su-
presión se basa en la próxima tramitación de una mo-
dificación de la Ley de infracciones y sanciones en el
orden social que, en todo caso, debería perfeccionar el
contenido de dicha disposición, pero ello no es óbice
para que no aparezca regulada esta materia en la pre-
sente Ley ordenadora de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social, siempre con el carácter mitad defi-
nitivo y mitad provisional que tiene todo texto legal.
Por tanto, no entendemos el sentido de esta supre-
sión. En todo caso, en función de estos argumentos,
señor presidente, solicitamos votación separada de
ambas enmiendas. 

Gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Va-
quero.

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Ar-
nau.

El señor ARNAU NAVARRO: Muchas gracias, señor
presidente.

Se culmina con este trámite una parte del proceso
de actualización de la normativa reguladora de la Ins-
pección de Trabajo, normativa que, como todos cono-
cemos, tiene su origen a principios de siglo, incluso
antes de la fundación del Ministerio de Trabajo. La ac-
tual regulación de la Inspección de Trabajo tiene como
eje la Ley de 1962, que si bien recogía los principios
incluidos en los convenios de la OIT números 81 y 129,
respondía a un modelo autoritario de las relaciones la-
borales. Era preciso, por tanto, adecuar la ordenación
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de la Inspección del Trabajo al sistema constitucional
de derechos y libertades y también a las nuevas com-
petencias de ejecución de la legislación laboral de las
comunidades autónomas y había que dotar también
de rango legal a muchas normas ordenadoras de la
Inspección de Trabajo. 

Es necesario en este trámite destacar la enmienda
socialista que otorga a la Inspección de Trabajo la con-
dición de servicio público, al que corresponde ejercer
la vigilancia del cumplimiento de las normas de orden
social y exigir las responsabilidades, así como el aseso-
ramiento, arbitraje, mediación y conciliación en di-
chas materias. Estas son las principales razones por
las que el Grupo Parlamentario Socialista votará posi-
tivamente el texto que nos viene del Senado. Además,
hay que añadir algunas enmiendas que consideramos
especialmente positivas, en particular las relativas a
las competencias de la Inspección de Trabajo en rela-
ción con las sociedades laborales, a la posibilidad de
promover, no de instar, procedimientos de oficio en el
caso del artículo 7.5 y a los casos de denuncias que
coincidan con asuntos de los que esté conociendo un
órgano jurisdiccional, que no se tramitarán. 

Sin embargo, pese a estas novedades positivas y pe-
se a los avances del proyecto de ley en el trámite par-
lamentario, las enmiendas del Senado entendemos
que no resuelven algunos problemas. En primer lugar,
los cometidos de las comisiones territoriales de la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social, creadas por el
artículo 15, no se definen y quedan a merced de
acuerdos posteriores entre la Administración del Esta-
do y la Administración de las comunidades autóno-
mas. Seguimos, por tanto, con la indefinición. En se-
gundo lugar, se deja para los reglamentos el desarrollo
de la estructura territorial de la Inspección de Traba-
jo. En tercer lugar, aparece en el artículo 21 una direc-
ción territorial de la Inspección de Trabajo y Seguri-
dad Social, sin que se sepa a ciencia cierta si va a
sustituir a las actuales jefaturas, ni siquiera se cono-
cen tampoco sus cometidos. Y, en cuarto lugar, se pro-
duce en la disposición adicional sexta, antes séptima,
una importante incongruencia al otorgar posibles
competencias inspectoras a otros funcionarios distin-
tos de los inspectores y de los subinspectores, que
quedarían al margen del nuevo sistema integrado de
la Inspección de Trabajo.

En relación con la disposición adicional tercera, re-
lativa a los actos de obstrucción, también vamos a vo-
tar favorablemente su supresión por cuanto el Grupo
Parlamentario Popular nos dijo que el Gobierno tenía
en proyecto enviar una nueva ley de infracciones y
sanciones en el orden social que recogería estos actos
de obstrucción. Les tomamos, por tanto, la palabra.
Pese a estas lagunas y pese a que entendemos que esta
ley es poco imaginativa —no contempla situaciones
nuevas que se derivan de los nuevos modelos de rela-
ciones laborales de cara al siglo XXI, ya lo comenta-

mos en Comisión—, esperando también que la nueva
ley de infracciones y sanciones en el orden social re-
suelva estos problemas, votaremos a favor de las en-
miendas del Senado y votaremos a favor del nuevo tex-
to que se nos propone, siendo conscientes de que por
muy importante que sea esta normativa ordenadora de
la Inspección de Trabajo, tan importantes o más son
los medios materiales que se pongan a disposición de
los funcionarios inspectores y subinspectores, para
evitar abusos como los que denunciamos ayer en el
trámite de preguntas orales. Es negativamente sinto-
mático, y termino, que el Gobierno se olvidara de in-
cluir los medios materiales entre los componentes o
integrantes del sistema de la Inspección de Trabajo
que se regula en este proyecto, pero esto ya, señor pre-
sidente, lo discutiremos en los presupuestos. Lo im-
portante es que un nuevo proyecto sale mejorado del
Parlamento respecto al texto que nos envió el Gobier-
no y que está por ver si servirá para el fin que se pro-
pone. De momento, señor presidente, le vamos a ofre-
cer nuestro apoyo.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ar-
nau.

Por el Grupo Parlamentario Popular, el señor Alcal-
de Sánchez.

El señor ALCALDE SÁNCHEZ: Muchas gracias, se-
ñor presidente.

En primer lugar quiero poner de manifiesto, a los
efectos de que sea corregido...

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Alcalde.
Alguien tiene por ahí un artefacto de esos inalámbri-

cos. Ruego a los señores diputados que, si lo localizan,
lo entreguen a los servicios de la Cámara para que sea
convenientemente confiscado. (Un señor diputado:
Es de la prensa.)

Continúe, señor Alcalde.

El señor ALCALDE SÁNCHEZ: Decía, señor presi-
dente, que quiero poner de manifiesto, en primer lugar,
a los efectos de que sea corregido por los servicios de la
Cámara, la existencia en el texto de una errata que se
ha venido arrastrando durante su trámite en el Congre-
so y también en el Senado. Dicha errata está en la dis-
posición adicional quinta, según la nueva numeración
introducida por las enmiendas del Senado, concreta-
mente en su punto 4, que habla de la modificación de
los números cinco y seis del artículo 31 del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad Social, en el pá-
rrafo que dice: “La competencia y procedimiento para
su resolución son los señalados en el número dos ante-
rior.” Debe decir “en el número tres anterior.”

Puesto que estamos en el trámite parlamentario de
aprobar las enmiendas introducidas en el Senado al
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proyecto de ley ordenadora de la Inspección de Traba-
jo y Seguridad Social, voy a comenzar, señorías, refi-
riéndome a las mismas anticipando que mi grupo las
va a votar favorablemente.

En el Senado se han introducido distintas enmien-
das, siete directamente y otras diez fruto de distintas
transaccionales firmadas por todos los grupos, lo que
demuestra el nivel de consenso que se ha alcanzado, al
igual que se alcanzó en esta Cámara. La mayoría de
estas enmiendas han sido para mejorar técnica y gra-
maticalmente el texto, dando al precepto legal una ma-
yor claridad y por eso no me voy a referir a estas últi-
mas. Sí lo voy a hacer, aunque sea mínimamente,
respecto a aquellas enmiendas por las que se han mo-
dificado aspectos significativos del proyecto que salió
de esta Cámara. 

El Senado ha suprimido, ya se ha hecho referencia
aquí, la disposición adicional tercera del proyecto, re-
ferente a la obstrucción a la labor inspectora, así como
la mención al respecto que hacía la exposición de mo-
tivos, en consonancia con la próxima presentación en
esta Cámara, como ya anunció el señor ministro de
Trabajo y Asuntos Sociales, de un nuevo proyecto de
ley de infracciones y sanciones en el orden social que,
tras la sentencia 195/1996 del Tribunal Constitucional,
debe ser modificada con amplitud. Carecería de senti-
do, señorías, legislar en la ley que estamos debatiendo
en este momento cuando va a ser próximamente tra-
mitada en la Cámara otra que la iba a modificar, por lo
que parece más prudente esperar a ese proyecto para
contemplar la obstrucción a la labor inspectora.

Entendemos asimismo que se ha mejorado el artícu-
lo 14 con la ampliación del plazo de duración de las
actuaciones comprobatorias, pues da a la inspección
un margen más amplio para realizar su función, con la
salvaguarda de no poder interrumpir las actuaciones
por un período mayor de tres meses. Se introduce de
esta manera un cambio sustancial que profundiza en
las garantías de los ciudadanos.

Igualmente, tras la supresión de la disposición adi-
cional novena, se ha encuadrado mejor, entendemos,
el tratamiento de la disposición adicional tercera de la
Lisos en la disposición derogatoria, en la medida que
se logre, por supuesto, el respectivo acuerdo con cada
comunidad autónoma, según refiere el artículo 17 de
este proyecto de ley.

Culminamos hoy, señorías, el debate parlamentario
del proyecto de ley de la Inspección de Trabajo y Segu-
ridad Social y tengo que decir, en nombre de mi grupo
parlamentario, que lo hacemos con satisfacción; satis-
facción por distintos motivos. Por un lado, porque te-
níamos una ley ordenadora de la Inspección de Traba-
jo y Seguridad Social preconstitucional, que no
inconstitucional, la Ley 39/1962; una legislación inade-
cuada, no actualizada, dispersa y fragmentada, que no
se acomodaba, lógicamente, a las actuales necesidades
sociales ni a las previsibles en un futuro próximo, ni

tampoco a la realidad territorial que configura nuestra
Carta Magna en su título VIII. Era, en definitiva, una
tarea la que abordábamos compleja, pues complejas
son las materias que atiende y entiende y compleja es
su interconexión y consecuentemente entre las admi-
nistraciones competentes en las mismas. Entre las dis-
tintas posibilidades constitucionales que existían se ha
optado por la más racional desde el punto de vista de
la eficacia, del menor costo económico y social, bus-
cando, en definitiva, los intereses de los ciudadanos.
Esta opción no es otra que un sistema institucional in-
tegrado cuyas funciones se ejercitan de acuerdo con el
ámbito de competencias propias del Estado y de las
comunidades autónomas bajo los principios de partici-
pación, colaboración y coordinación interinstitucional
que no está cerrada a posteriores modificaciones ni
impide el ejercicio de las competencias autonómicas.

Dentro de un nuevo modelo en el que el protagonis-
mo de las relaciones laborales ya no corresponde a la
Administración sino a los agentes sociales esta ley po-
tencia y actualiza la función inspectora dando una
nueva articulación a los cometidos inspectores en los
ámbitos de las relaciones laborales y de la prevención
de riesgos profesionales. Dota, asimismo, de soporte
legal al antiguo cuerpo de controladores laborales con-
virtiéndolo en el cuerpo nacional de subinspectores de
Empleo y Seguridad Social, denominación que enten-
demos sí que es adecuada a los cometidos actuales de
dicho cuerpo.

Igualmente, dada la interconexión citada entre las
distintas materias en las que actúa la inspección, los
principios de unidad de función y de acto así como la
independencia técnica eran unas cualidades de la ante-
rior inspección que creemos se debían mantener y po-
tenciar...(Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Señor Alcalde, vaya con-
cluyendo, por favor. 

Señorías, guarden silencio.

El señor ALCALDE SÁNCHEZ: ... estableciendo un
instrumento inspector común.

Voy concluyendo, señoría.
Mostramos nuestra satisfacción, en suma, no sólo

por sacar adelante una ley necesaria, sino porque salga
del trámite parlamentario habiendo superado las reti-
cencias que había inicialmente en esta Cámara en el
debate de totalidad. Entendemos que vamos a aprobar
hoy una ley que es de todos y para todos en general y
también para cada uno en particular, puesto que esta
es una de sus principales virtudes, su concepción de
una Administración común o única respetando escru-
pulosamente las competencias de las partes integran-
tes. Señorías, hemos superado muchas dificultades pa-
ra sacar adelante esta ley por esas reticencias que
existían, pero esas dificultades las hemos sabido y po-
dido resolver en el trámite parlamentario tanto en el
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Congreso como en el Senado gracias al espíritu abierto
que creo que hemos demostrado todos los grupos pre-
sentes en ambas Cámaras. Ha sido, pues, a través del
consenso —y con esto ya acabo— como hemos conse-
guido una ley que satisfaga si no totalmente, lo cual es
evidentemente imposible, sí en buena medida a una
amplia mayoría de los grupos aquí representados, por
lo que repito —y concluyo— debemos de felicitarnos.

Muchas gracias, señor presidente. (Aplausos.)

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Al-
calde.

Vamos a proceder a la votación de las enmiendas,
concluido el debate, y a las votaciones derivadas del
punto anterior y también del siguiente, dictámenes de
la Comisión de Asuntos Exteriores sobre múltiples
convenios internacionales. 

CONVALIDACIÓN O DEROGACIÓN DE REALES
DECRETOS-LEYES. (Votación):

— REAL DECRETO-LEY 17/1997, DE 10 DE OCTU-
BRE, POR EL QUE SE MODIFICAN DETERMI-
NADOS ARTÍCULOS DE LA LEY ORGÁNICA
13/1991, DE 20 DE DICIEMBRE, DEL SERVICIO
MILITAR. (Número de expediente 130/000030)

El señor PRESIDENTE: Votación sobre la convali-
dación o derogación del Real Decreto-ley 17/1997, de
10 de octubre, por el que se modifican determinados
artículos de la Ley Orgánica del Servicio Militar.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 304; a favor, 288; abstenciones, 16.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobada la convalidación del Real Decreto-ley.

¿Algún grupo parlamentario desea su tramitación
como proyecto de ley? (Pausa.) No se ha solicitado, a
nuestro parecer, en el debate.

ENMIENDAS DEL SENADO. (Votación):

— PROYECTO DE LEY ORDENADORA DE LA
INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO-
CIAL. (Número de expediente 121/000030)

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de
las enmiendas del Senado al proyecto de ley ordenado-
ra de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Se someten a votación, en primer lugar, la enmienda
del Senado al artículo 13.2. y la enmienda de supre-
sión de la disposición adicional tercera.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 304; a favor, 287; en contra, 15;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, quedan
aprobadas las enmiendas del Senado referidas.

Restantes enmiendas del Senado al proyecto de ley or-
denadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Silencio, señor Carreño. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 304; a favor, 304.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas por una-
nimidad las restantes enmiendas del Senado. (El señor
Carreño Rodríguez-Maribona pide la palabra.)

Señor Carreño.

El señor CARREÑO RODRÍGUEZ-MARIBONA:
Hay un error que se ha repetido tanto esta mañana co-
mo esta tarde. Hay dos huecos en el pasillo a la dere-
cha que corresponden al segundo y tercer escaño de la
última fila y, sin embargo, en el panel figura como que
han votado sin estar presentes.

Muchas gracias. (Fuertes protestas.)

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías.
Los secretarios de la Cámara dan fe de que, efectiva-

mente, esos escaños no están ocupados y tampoco
aparecen sus votos en el panel de votaciones. (Aplau-
sos.—Protestas)

Señorías, hemos de continuar, tenemos un gran nú-
mero de votaciones por delante, sosiéguense, vamos a
continuar. (Continúan las protestas.)

Señor Acosta, señorías... ( El señor Eguiagaray
Ucelay pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el porta-
voz del Grupo Socialista, señor Eguiagaray.

El señor EGUIAGARAY UCELAY: Señor presidente,
quiero agradecerle su intervención y sus palabras, espe-
cialmente teniendo en cuenta que el error material, sin
duda de apreciación, cometido por el diputado del Parti-
do Popular viene a poner de manifiesto algo que yo he sa-
bido en los pasillos, en virtud de lo cual a ciertos perio-
distas se les estaba diciendo que los socialistas estábamos
votando por quienes no se hallaban presentes, lo cual ha
quedado claramente desmentido por su actuación, señor
presidente, comprobándose que era un error por parte
del señor Carreño. Por eso le solicito, señor presidente,
que dicho diputado pida excusas. (Aplausos.)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Eguiagaray.
(El señor Carreño Rodríguez-Maribona pide la pa-
labra.)

Señor Carreño.
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El señor CARREÑO RODRÍGUEZ-MARIBONA:
Señor presidente, pido excusas. Ha sido un error mío.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ca-
rreño. (Aplausos.)

Creo, señorías, que ha quedado restablecida la situa-
ción en términos de cortesía parlamentaria, por la que
me permito felicitar a toda la Cámara.

DICTÁMENES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS
EXTERIORES SOBRE CONVENIOS INTERNACIO-
NALES:

— CONVENIO BÁSICO DE COOPERACIÓN CIEN-
TÍFICO-TÉCNICA ENTRE EL REINO DE ES-
PAÑA Y LA REPÚBLICA DE HAITÍ, FIRMADO
“AD REFERÉNDUM” EN PUERTO PRÍNCIPE
EL 8 DE MAYO DE 1991, Y CANJE DE NOTAS
DE 4 Y 16 DE OCTUBRE DE 1995 QUE LO MO-
DIFICA. (Número de expediente 110/000117)

El señor PRESIDENTE: Punto octavo del orden del
día, dictámenes de la Comisión de Asuntos Exteriores
sobre convenios internacionales. Voy a someter a vota-
ción los convenios que tienen referenciados en el orden
del día impreso y que, salvo el número 48 entiendo que
se pueden someter a votación por asentimiento. Insisto,
salvo el número 48, que el Grupo de Izquierda Unida ha
solicitado que se someta a votación electrónica. Si nin-
gún otro grupo me señala en el momento de efectuar las
votaciones ninguna excepción... (El señor Navas Amo-
res pronuncia palabras que no se perciben.) Tampo-
co el 48 me dice el señor Navas. Entonces, sometemos a
votación por asentimiento todos los dictámenes de Co-
misión a los siguientes convenios internacionales: 

Convenio básico de cooperación científico-técnica
entre España y la República de Haití. 

¿Lo estima así la Cámara? (Pausa.) Queda aprobado.

— PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O RES-
TRICCIONES DEL EMPLEO DE MINAS, AR-
MAS TRAMPA Y OTROS ARTEFACTOS (PRO-
TOCOLO ENMENDADO II), ADOPTADO EN
GINEBRA EL 3 DE MAYO DE 1996, DE LA
CONVENCIÓN SOBRE PROHIBICIONES O
RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS
ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDAN
CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS
O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS DE 1980.
(Número de expediente 110/000118)

El señor PRESIDENTE: Protocolo sobre prohibicio-
nes o restricciones del empleo de minas, armas trampa
y otros artefactos, adoptado en Ginebra en 1996. 

¿Lo acuerda así la Cámara? (Pausa.) Queda apro-
bado.

— PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN
SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES
DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS CONVEN-
CIONALES QUE PUEDAN CONSIDERARSE EX-
CESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS IN-
DISCRIMINADOS, “PROTOCOLO SOBRE
ARMAS LASER CEGADORAS”, PROTOCOLO
IV, ADOPTADO EN VIENA EL 13 DE OCTUBRE
DE 1995. (Número de expediente 110/000119)

El señor PRESIDENTE: ¿Se entiende también
aprobado el protocolo adicional a la Convención sobre
prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas ar-
mas convencionales que puedan considerarse excesi-
vamente nocivas o de efectos indiscriminados? (Pau-
sa.) Se entiende aprobado.

— ENMIENDA AL ARTÍCULO 15 DEL ACUERDO
DE EXPLOTACIÓN RELATIVO A LA ORGANI-
ZACIÓN EUROPEA DE TELECOMUNICACIO-
NES POR SATÉLITE (EUTELSAT), ADOPTADA
EN PARÍS EL 21 DE FEBRERO DE 1996. (Nú-
mero de expediente 110/000120)

El señor PRESIDENTE: Enmienda al artículo 15
del Acuerdo de explotación relativo a la Organización
Europea de Telecomunicaciones por Satélite (Eutel-
sat). 

¿Se entiende aprobada por asentimiento? (Pausa.)
Gracias, señorías.

— CONVENIO EUROPEO SOBRE TELEVISIÓN
TRANSFRONTERIZA, HECHO EN ESTRAS-
BURGO EL 5 DE MAYO DE 1989. (Número de
expediente 110/000121)

El señor PRESIDENTE: Convenio europeo sobre te-
levisión transfronteriza, hecho en Estrasburgo el 5 de
mayo de 1989. 

¿Se entiende aprobado? (Pausa.) Gracias, señorías.

— DECLARACIÓN DE ACEPTACIÓN POR ESPAÑA
DE LA ADHESIÓN DE ISLANDIA AL CONVE-
NIO DE LA HAYA SOBRE ASPECTOS CIVILES
DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE
MENORES (LA HAYA, 25 DE OCTUBRE DE
1980.) (Número de expediente 110/000124)

El señor PRESIDENTE: Declaración de aceptación
por España de la adhesión de Islandia al Convenio de
La Haya sobre aspectos civiles de la sustracción inter-
nacional de menores. 

¿Acepta el dictamen la Cámara? (Pausa.) Gracias,
señorías.
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— CONVENIO DE EXTRADICIÓN ENTRE EL REI-
NO DE ESPAÑA Y EL REINO DE MARRUECOS,
FIRMADO EN MADRID EL 30 DE MAYO DE
1997. (Número de expediente 110/000125)

El señor PRESIDENTE: Convenio de extradición
entre España y el Reino de Marruecos, firmado en Ma-
drid el 30 de mayo de 1997. 

¿Se acepta el dictamen? (Pausa.) Se entiende apro-
bado por asentimiento.

— CONVENIO RELATIVO A LA ASISTENCIA JU-
DICIAL EN MATERIA PENAL ENTRE EL REI-
NO DE ESPAÑA Y EL REINO DE MARRUECOS,
FIRMADO EN MADRID EL 30 DE MAYO DE
1997. (Número de expediente 110/000126)

El señor PRESIDENTE: Convenio relativo a la asis-
tencia judicial en materia penal, también entre Ma-
rruecos y España. 

¿Se entiende aprobado igualmente por asentimien-
to? (Pausa.) Gracias, señorías.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
EL REINO DE MARRUECOS RELATIVO A LA
ASISTENCIA DE PERSONAS DETENIDAS Y AL
TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS,
FIRMADO EN MADRID EL 30 DE MAYO DE
1997. (Número de expediente 110/000127)

El señor PRESIDENTE: Convenio entre España y
Marruecos relativo a la asistencia de personas deteni-
das y al traslado de personas condenadas. 

¿Se entiende aprobado? (Pausa.) Queda aprobado
por asentimiento.

— CONVENIO DE COOPERACIÓN JUDICIAL EN
MATERIA CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRA-
TIVA ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y EL REI-
NO DE MARRUECOS, FIRMADO EN MADRID
EL 30 DE MAYO DE 1997. (Número de expe-
diente 110/000128)

El señor PRESIDENTE: Convenio de cooperación
judicial en materia civil, mercantil y administrativa,
también entre España y Marruecos.

¿Se entiende aprobado? (Pausa.) Se entiende apro-
bado.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
EL REINO DE MARRUECOS SOBRE ASISTEN-
CIA JUDICIAL, RECONOCIMIENTO Y EJECU-
CIÓN DE RESOLUCIONES JUDICIALES EN
MATERIA DE DERECHO DE CUSTODIA Y DE-

RECHO DE VISITA Y DEVOLUCIÓN DE MENO-
RES, FIRMADO EN MADRID EL 30 DE MAYO
DE 1997. (Número de expediente 110/000129)

El señor PRESIDENTE: Convenio entre España y
Marruecos, asimismo, sobre asistencia judicial, reco-
nocimiento y ejecución de resoluciones judiciales en
materia de derecho de custodia y derecho de visita y
devolución de menores. 

¿Se entiende aprobado? (Pausa.) Se entiende apro-
bado.

— CONVENIO DE COOPERACIÓN JUDICIAL EN
MATERIA PENAL ENTRE EL REINO DE ES-
PAÑA Y LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, FIR-
MADO EN BOGOTÁ EL 29 DE MAYO DE 1997.
(Número de expediente 110/000130)

El señor PRESIDENTE: Convenio de cooperación
judicial en materia penal entre España y Colombia

¿Se entiende aprobado? (Pausa.) Queda aprobado.

— TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE EL REINO
DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DE EL SALVA-
DOR, FIRMADO EN MADRID EL 10 DE MARZO
DE 1997. (Número de expediente 110/000131)

El señor PRESIDENTE: Tratado de extradición en-
tre España y la República de El Salvador. 

¿Se aprueba el dictamen? (Pausa.) Se entiende
aprobado por asentimiento.

— CONVENIO DE COOPERACIÓN JUDICIAL EN
MATERIA PENAL ENTRE EL REINO DE ES-
PAÑA Y LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR,
FIRMADO EN MADRID EL 10 DE MARZO DE
1997. (Número de expediente 110/000132)

El señor PRESIDENTE: Convenio de cooperación
judicial entre España y El Salvador. 

¿Se entiende aprobado? (Pausa.) Se entiende tam-
bién aprobado.

— CONVENIO ENTRE LOS ESTADOS PARTE DEL
TRATADO DEL ATLÁNTICO NORTE Y LOS
OTROS ESTADOS PARTICIPANTES EN LA
ASOCIACIÓN PARA LA PAZ, RELATIVO AL ES-
TATUTO DE SUS FUERZAS Y PROTOCOLO
ADICIONAL AL MISMO, HECHOS EN BRUSE-
LAS EL 19 DE JUNIO DE 1995, ASÍ COMO RE-
SERVA QUE EL GOBIERNO ESPAÑOL VA A
FORMULAR EN EL MOMENTO DE SU RATIFI-
CACIÓN. (Número de expediente 110/000133)
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El señor PRESIDENTE: Convenio entre los Estados
parte del Tratado del Atlántico Norte y los otros Esta-
dos participantes en la Asociación para la Paz, relativo
al estatuto de sus fuerzas y protocolo adicional al mis-
mo, hechos en Bruselas el 19 de junio de 1995, así co-
mo la reserva que el Gobierno español va a formular
en el momento de su ratificación. 

¿Se entiende aprobado el dictamen al Convenio y a
la reserva? (Pausa.) Gracias, señorías.

— ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA
REPÚBLICA DE ALBANIA Y LOS GOBIERNOS
DE LAS NACIONES CONTRIBUYENTES A LA
FUERZA MULTINACIONAL DE PROTECCIÓN,
RELATIVO AL ESTATUTO DE DICHA FUERZA,
HECHO EN ROMA EL 21 DE ABRIL DE 1997.
(Número de expediente 110/000134)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo entre la República
de Albania y los gobiernos de las naciones contribu-
yentes a la Fuerza Multinacional de Protección, relati-
vo al Estatuto de dicha fuerza, hecho en Roma el 21 de
abril 1997.

¿Se aprueba por asentimiento? (Pausa.) Queda
aprobado.

— ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR SOBRE
TRANSPORTE AÉREO, FIRMADO EN MADRID
EL 10 DE MARZO DE 1997.(Número de expe-
diente 110/000135)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo entre España y El
Salvador sobre transporte aéreo.

¿Se aprueba por asentimiento? (Pausa.) Queda
aprobado.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPÚBLICA PORTUGUESA PARA LA CONS-
TRUCCIÓN DE UN PUENTE INTERNACIONAL
SOBRE EL RÍO MANZANAS, ENTRE LAS LO-
CALIDADES DE SAN MARTÍN DE PEDROSO
(ESPAÑA) Y QUINTANILHA (PORTUGAL), FIR-
MADO EN MADRID EL 24 DE JUNIO DE 1997.
(Número de expediente 110/000136)

El señor PRESIDENTE: Convenio entre el Reino de
España y la República Portuguesa para la construc-
ción de un puente internacional sobre el río Manza-
nas, entre las localidades de San Martín de Pedroso y
Quintanilha.

¿Se aprueba por asentimiento? (Pausa.) Queda
aprobado.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPÚBLICA PORTUGUESA PARA LA CONS-
TRUCCIÓN DE UN PUENTE INTERNACIONAL
SOBRE EL RÍO TÁMEGA, ENTRE LAS LOCALI-
DADES DE FECES DE ABAIXO (ESPAÑA) Y VI-
LA VERDE DA RAIA (PORTUGAL), FIRMADO
EN MADRID EL 24 DE JUNIO DE 1997. (Núme-
ro de expediente 110/000137)

El señor PRESIDENTE: Convenio entre España y la
República Portuguesa para la construcción de otro
puente internacional sobre el río Támega, entre las lo-
calidades de Feces de Abaixo y Vila Verde da Raia
(Portugal).

¿Se aprueba por asentimiento? (Pausa.) Queda
aprobado.

— CANJE DE NOTAS CONSTITUTIVO DE ACUER-
DO ENTRE ESPAÑA Y RUMANÍA SOBRE LA
MODIFICACIÓN DEL CONVENIO SOBRE
TRANSPORTE AÉREO ENTRE EL GOBIERNO
DE ESPAÑA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLI-
CA SOCIALISTA DE RUMANÍA Y ANEXO, FIR-
MADO EN MADRID EL 10 DE ENERO DE 1980.
(Número de expediente 110/000138)

El señor PRESIDENTE: Canje de notas constitutivo
de acuerdo entre España y Rumanía sobre la modifica-
ción del Convenio sobre transporte aéreo entre el Go-
bierno de España y el Gobierno de la República Socia-
lista de Rumanía y Anexo.

¿Se aprueba por asentimiento? (Pausa.) Queda
aprobado.

— CANJE DE NOTAS CONSTITUTIVO DE ACUER-
DO ENTRE ESPAÑA Y URUGUAY SOBRE LA
MODIFICACIÓN DEL ACUERDO SOBRE
TRANSPORTE AÉREO COMERCIAL ENTRE EL
REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA ORIEN-
TAL DE URUGUAY, FIRMADO EN MONTEVI-
DEO EL 13 DE AGOSTO DE 1979. (Número de
expediente 110/000139)

El señor PRESIDENTE: Canje de notas constitutivo
de acuerdo entre España y Uruguay sobre la modifica-
ción del acuerdo sobre transporte aéreo comercial.

¿Se aprueba por asentimiento? (Pausa.) Queda
aprobado.

— DECLARACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO
14 DE LA CONVENCIÓN INTERNACIONAL SO-
BRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FOR-
MAS DE DISCRIMINACIÓN RACIAL (NUEVA
YORK, 7 DE MARZO DE 1996). (Número de ex-
pediente 110/000140)
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El señor PRESIDENTE: Declaración prevista en el
artículo 14 de la Convención Internacional sobre la eli-
minación de todas las formas de discriminación racial,
hecho en Nueva York, el 7 de marzo de 1966.

¿Se aprueba por asentimiento? (Pausa.) Queda
aprobada.

Gracias, señorías.

DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE INICIA-
TIVAS LEGISLATIVAS:

— PROYECTO DE LEY DE CONCESIÓN DE UN
CRÉDITO EXTRAORDINARIO POR IMPORTE
DE 429.966.757 PESETAS, PARA ATENDER EL
DÉFICIT DE EXPLOTACIÓN DE LOS FERRO-
CARRILES DE VÍA ESTRECHA (FEVE). (Nú-
mero de expediente 121/000074)

El señor PRESIDENTE: Punto IX del orden del día:
Dictámenes de Comisiones sobre dos proyectos de ley
y una proposición de ley orgánica.

El primer dictamen es al proyecto de ley de conce-
sión de un crédito extraordinario por importe de
429.966.757 pesetas, para atender el déficit de explota-
ción de los Ferrocarriles de Vía Estrecha (FEVE). ¿Al-
gún grupo parlamentario desea intervenir sobre el dic-
tamen? (Pausa.) Pasaremos entonces a su votación al
finalizar este punto del orden del día.

— PROYECTO DE LEY DE CONCESIÓN DE DOS
CRÉDITOS EXTRAORDINARIOS POR IMPOR-
TE TOTAL DE 120.277.891 PESETAS, PARA EL
PAGO DE INDEMNIZACIONES NO CONCRETA-
DAS DURANTE LA INSTRUCCIÓN DEL PRO-
CESO POR EL INCENDIO DE LA DISCOTECA
DE LA CALLE ALCALÁ, 20, SEGÚN AUTO DE
LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID DE
3 DE MARZO DE 1997. (Número de expediente
121/000075)

El señor PRESIDENTE: Proyecto de ley de conce-
sión de dos créditos extraordinarios para el pago de in-
demnizaciones no concretadas durante la instrucción
del proceso por el incendio de la discoteca de la calle
Alcalá, 20, de Madrid, según auto de la Audiencia Pro-
vincial de Madrid de 3 marzo de 1997. ¿Algún grupo
parlamentario desea intervenir sobre el dictamen de la
Comisión? (Pausa.) Si es de conformidad, lo somete-
remos también a votación al final de este punto del or-
den del día.

— PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE TRANS-
FERENCIA DE COMPETENCIAS EJECUTIVAS
EN MATERIA DE TRÁFICO Y CIRCULACIÓN

DE VEHÍCULOS A MOTOR A LA COMUNIDAD
AUTÓNOMA DE CATALUÑA. (Número de expe-
diente 122/000087)

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley orgáni-
ca de transferencia de competencias ejecutivas en ma-
teria de tráfico y circulación de vehículos a motor a la
Comunidad Autónoma de Cataluña. Se mantienen en-
miendas del Grupo Mixto y del Grupo Socialista.

Por el Grupo Mixto tiene la palabra la señora Riva-
dulla. (El señor vicepresidente, Fernández-Miranda
y Lozana, ocupa la Presidencia.— Rumores.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señorías, les ruego silencio. Ocupen sus es-
caños o abandonen el hemiciclo.

Puede comenzar, señora Rivadulla.

La señora RIVADULLA GRACIA: Gracias, señor
presidente.

Señorías, intervendré brevemente para defender la
enmienda del Grupo Mixto de adición al artículo 3º de
la proposición de ley orgánica de transferencia de
competencias ejecutivas en materia de tráfico y circu-
lación de vehículos a motor a la Comunidad Autóno-
ma de Cataluña. Señorías, en el debate de toma en
consideración ya tuve ocasión de manifestar nuestro
voto favorable a esta proposición de ley orgánica. La
fijación de nuestra posición fue clara. No tuvimos la
actitud que manifestó el portavoz del Grupo Popular,
que tuvo que hacer mil circunloquios, tuvo que justifi-
carse por los pactos con Convergència i Unió para dar
este paso de transferencia de competencias ejecutivas
en materia de tráfico. Nosotros dimos nuestro sí, y con
ganas, a la toma en consideración de esta proposición
de ley, porque estamos convencidos de que es un avan-
ce en el proceso de autogobierno en Cataluña y ello no
requiere de más justificación. Además, señorías, por-
que esta transferencia está perfectamente sustentada
en las previsiones constitucionales y en el artículo 50.2
y en las propias del Estatuto de Cataluña, concreta-
mente en el artículo 13, como bien se manifiesta en la
exposición de motivos de la proposición de ley.

Cataluña, en efecto, tiene ya su propia policía auto-
nómica, a la que se le encomienda el orden público y
la seguridad ciudadana; sabemos que administrativa-
mente el tema de tráfico va ligado a esta cuestión. Ma-
nifestamos en aquel momento, y lo manifestamos aho-
ra también, nuestra discrepancia en relación con la
forma en que se está desarrollando el contenido, el ob-
jeto de esta proposición de ley, concretamente en Giro-
na, que está siendo aplicada por el Gobierno de Con-
vergència i Unió cuando no tiene todavía esta
competencia y cuando esta ley, que tendría que ser la
causa de las modificaciones que se introducirán para
los Mossos d’Esquadra en Cataluña, todavía no se ha
aprobado. (Rumores.)
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El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Un momento, señora Rivadulla.

Señorías, les ruego silencio.
Puede continuar, señoría.

La señora RIVADULLA GRACIA: Señorías, se está
aplicando una ley antes de ser promulgada, como muy
bien señaló el portavoz socialista diputado Jover.

Ciertamente, en el debate de toma en consideración
nos quedó la esperanza, porque así lo había manifesta-
do el portavoz del Grupo Popular, de que cabía, me-
diante el diálogo y la negociación, ir mejorando este
texto. Estas esperanzas, señorías, han sido frustradas
por las votaciones que se produjeron en la Comisión.
Por ello nuestra enmienda al artículo 3º, en la que se
dice literalmente que el traspaso de servicios de la Ad-
ministración general del Estado a la Comunidad Autó-
noma de Cataluña incluirá la aportación de los actua-
les funcionarios de la Guardia Civil que demuestren
experiencia y profesionalidad en materia de tráfico y
voluntad de permanencia en el territorio de Cataluña.
Es evidente, señorías, que los funcionarios de la Guar-
dia Civil tendrán que ser seleccionados por los mismos
procedimientos que ya están establecidos y que se es-
tán ejecutando en la Comunidad Autónoma de Catalu-
ña, y tendrán que cumplir también con el requisito del
idioma. En mi intervención en la toma en considera-
ción manifesté que pensaba que se tenía que dar un
poco más de plazo porque, aunque el nivel B no es de
los más altos, se necesitaba un tiempo para que los
guardias civiles que quisieran acceder a este concurso
estuviesen en condiciones de superar las pruebas con
una cierta tranquilidad y que, al igual que todos los
funcionarios que han sido transferidos, tendrían que
cumplir el requisito del idioma. 

Señorías, ¿por qué esta enmienda? ¿Por qué la en-
mienda que presentamos Iniciativa per Catalunya-Els
Verts a través del Grupo Parlamentario Mixto? Porque
creemos injusto el establecimiento de los cupos, cree-
mos injusto el establecimiento de un cupo del 15 por
ciento que dejará que la Guardia Civil sólo pueda acce-
der a 33 plazas de los Mossos d’Esquadra. Concreta-
mente en Girona dejará fuera a 33 profesionales que
previsiblemente tendrán que trasladarse con sus fami-
lias fuera de la Comunidad Autónoma de Cataluña, lo
que seguro que les va a causar un perjuicio y una frus-
tración, sobre todo porque se les prometió que este
proceso, como dije anteriormente, no sería traumático
y que se podrían quedar en Cataluña. Dije y digo que
defraudados y engañados porque así ha sido. En las
encuestas que se les han pasado no sabían qué posibi-
lidades tenían de obtener esa plaza al optar por una u
otra solución, ha habido un total oscurantismo, y real-
mente no han tenido la mínima información para ac-
tuar con libertad en todo este proceso. 

Señorías, Convergència señala que la Dirección Ge-
neral de la Guardia Civil, el Gobierno del PP, no le exi-

gió ningún cupo, y eso parece ser cierto. Por tanto,
Convergència i Unió, motu proprio, ha asignado este 15
por ciento. En este sentido, consideramos positiva la
actitud de Convergència i Unió, pero creemos que tiene
que dar un paso más, y es permitir que los guardias ci-
viles accedan a ese concurso, sean tratados y tengan las
mismas condiciones que los mossos d’esquadra.

Señorías, también defendemos esta enmienda por-
que alguno podría decir lo que el conseller Pomes a
preguntas del diputado Ignasi Riera, del Parlament de
Catalunya, dijo: Si tan bien lo hacen los guardias civi-
les no hace falta que creemos el cuerpo de los mossos
d’esquadra de tráfico. Esta enmienda tiene su causa en
que nosotros sí creemos que los mossos d’esquadra tie-
nen que tener la competencia en materia de tráfico,
tiene que haber un cuerpo propio de la Comunidad
Autónoma de Cataluña, pero nosotros entendemos, se-
ñorías, que ese cuerpo propio de la Comunidad Autó-
noma de Cataluña puede nutrirse muy bien con la má-
xima aportación de los guardias civiles que, como dije
en mi anterior intervención, hasta ahora han desarro-
llado esta función con absoluta profesionalidad y efi-
cacia. En las distintas valoraciones de los ciudadanos
y las ciudadanas de Cataluña ha podido haber quejas
en algún sentido de la Guardia Civil, pero jamás ha ha-
bido quejas en el terreno de sus competencias en ma-
teria de tráfico. No compartimos, señorías, la descon-
fianza de Convergència i Unió respecto a estos profe-
sionales que siguen realizando estas funciones y que
las podrían seguir desarrollando ahora como mossos
d’esquadra, que manifiestan y demuestran reiterada-
mente que se sienten catalanes, que hace mucho tiem-
po que viven en Cataluña, que tienen hijos catalanes y
que se quieren quedar en Cataluña. Creo, señorías, que
el modelo de policía catalana no quedaría en entredi-
cho si actuásemos con más solidaridad, con más justi-
cia y con más generosidad, y permitiésemos que los
actuales funcionarios de la Guardia Civil que quieran y
superen las pruebas puedan quedarse en el nuevo
cuerpo de Mossos d’Esquadra. 

El conseller Pomes señaló que en los nuevos proce-
sos que se abrirán en los años sucesivos en Lleida, Ta-
rragona y Barcelona podría modificarse este criterio.
Señorías, a través de nuestra enmienda pretendemos
el voto favorable a que esa posibilidad que se abre pa-
ra las otras circunscripciones se abra ahora para la cir-
cunscripción de Girona y que en este proceso, que será
beneficioso para la Comunidad Autónoma de Cataluña
y que responde a los deseos de los ciudadanos y ciuda-
danas catalanes, no salgan muy perjudicadas una serie
de personas sino que se puedan beneficiar de este
avance en el proceso de autogobierno como el resto de
los ciudadanos y ciudadanas de Cataluña. 

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señora Rivadulla.

CONGRESO 30 DE OCTUBRE DE 1997.—NÚM. 112
– 5732 –



En nombre del Grupo Parlamentario Socialista y pa-
ra la presentación de su enmienda tiene la palabra el
señor Jover.

El señor JOVER PRESA: Señor presidente, señoras
y señores diputados, antes de defender el contenido de
nuestra enmienda quiero insistir en algo que ya dije en
el debate de toma en consideración de esta proposi-
ción de ley y que repetí en el debate en Comisión. El
Grupo Parlamentario Socialista está completamente
de acuerdo con la transferencia de competencias eje-
cutivas en materia de tráfico y circulación vial a la Ge-
neralitat de Cataluña. Que quede bien claro. Y no sola-
mente eso. Comprendemos que esta transferencia es,
por así decirlo, una transferencia sui géneris, que no
está prevista en el Estatuto de Autonomía de Cataluña
y, por tanto, a ella no se pueden aplicar las reglas que
se han aplicado a todas las demás transferencias. Es
decir, comprendemos que aquí no se puede aplicar lo
que dice nuestro Estatuto, que los funcionarios afecta-
dos por la transferencia pasarán automáticamente a
depender del Gobierno de la Generalitat. Lo sabemos.
Se dice que esta es una transferencia de sustitución;
ciertamente, y como lo es, está claro que no se pueden
aplicar exactamente los mismos criterios que en otras
transferencias como educación, sanidad o cualquier
otra. Atención, sustitución de cuerpos no quiere decir
necesariamente sustitución de personas, y no quiere
decir que en este proyecto de transferencia no se utili-
ce, no se aproveche con la máxima generosidad la ex-
periencia, la profesionalidad que puedan aportar los
funcionarios que actualmente están cumpliendo este
servicio en las diferentes provincias que sean objeto de
la transferencia.

Así, pues, señor presidente, nuestra enmienda no va
dirigida tanto al contenido de la proposición como a lo
que en ella falta, porque todos sabemos que aunque es-
ta sea una proposición de ley presentada conjunta-
mente por el Grupo Parlamentario Popular y por el
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió),
en la práctica, en la realidad, esta transferencia llega
porque ha habido un acuerdo entre dos gobiernos, el
Gobierno del Estado y el Gobierno de la Generalitat.
Pero en esta proposición de ley no se incluye todo el
acuerdo; hay aspectos de ese acuerdo que no aparecen
en ella y por eso nuestra enmienda va dirigida no tanto
al contenido de la proposición como a lo que en ella
no hay. Lo que en ella falta —ya lo ha dicho aquí la se-
ñora Rivadulla cuando ha expuesto su enmienda, que
por cierto coincide casi al cien por cien con la nues-
tra—, lo que no se dice en esta proposición de ley, y en
cambio es un acuerdo entre dos gobiernos, es que
en las pruebas que se harán, que ya se están haciendo
—por cierto, sin esperar a que se apruebe la ley— que
ya están casi acabadas, para cumplir la división de trá-
fico de los mossos d’esquadra se reserva un cupo limi-
tado del 15 por ciento, y sólo del 15 por ciento, sea

cual sea el resultado que obtengan en las pruebas, a
los actuales integrantes de la Agrupación de Tráfico de
la Guardia Civil.

Señor presidente, señoras y señores diputados, el
objetivo que pretende nuestra enmienda es muy senci-
llo. Nosotros lo que queremos es que en la gestión de
las futuras competencias de la Generalitat en materia
de tráfico y circulación vial y en la organización de los
servicios correspondientes se utilicen, con su máxima
generosidad, las posibles aportaciones de experiencia,
de profesionalidad, que nadie duda y que nadie niega,
de los funcionarios de las agrupaciones de tráfico de la
Guardia Civil que actualmente están desempeñando
esas tareas en Girona, para empezar, y después en Llei-
da, en Tarragona y en Barcelona. Y ello, como aquí se
ha dicho, sin ningún privilegio. Nuestra enmienda, al
igual que la que se acaba de defender, no pretende algo
tan absurdo como que se coja a un guardia civil, se le
cambie el uniforme y se le convierta en mosso d’esqua-
dra. Por supuesto que no. Lo que nosotros decimos es
que, ya que se ha abierto la posibilidad de que los ac-
tuales integrantes de las agrupaciones de tráfico de la
Guardia Civil participen en este concurso, lo hagan sin
cupos, sin limitaciones, sin discriminaciones. Yo no
hablo de una discreción jurídica, yo no digo que esto
sea inconstitucional. Estoy hablando de una discrimi-
nación en el sentido político y social del término por-
que, en realidad, en este aspecto sí que la hay. Un
miembro de la Agrupación de Tráfico de la Guardia Ci-
vil que participe en estos concursos, por muy buena
calificación que obtenga, si se pasa del cupo del 15 por
ciento, no tendrá plaza, por mucho que su calificación
sea mejor que la de otros que sí van a entrar.

Este es un aspecto que a nosotros, señor presidente,
nos preocupa, y nos preocupa por dos razones. Prime-
ro, porque nos parece que se ha de intentar conseguir
la máxima eficacia en ese servicio, que es un servicio
delicado, un servicio en el que, no lo olvidemos, se
produce una cierta siniestralidad y en el que, por tan-
to, aprovechar al máximo la experiencia y la profesio-
nalidad demostrada de estas personas no daña en na-
da y en absoluto daña al modelo de policía de la
Generalitat, mossos d’esquadra, con el que todos esta-
mos de acuerdo. No creo que lo dañe en nada, no veo
dónde puede estar el aspecto dañino. Al contrario, lo
mejora, lo legitima, porque estas personas, que se sien-
ten catalanes como el que más, quieren quedarse en
Cataluña, quieren continuar trabajando allí, y quieren
trabajar para Generalitat de Cataluña, y qué mayor le-
gitimación puede haber para la policía de la Generali-
tat, los mossos d’esquadra, que la aportación de estas
personas. Que quede claro. Tenemos una segunda mo-
tivación, más personal, más humana, y es que nos pre-
ocupa, como creo que preocupa a todos los miembros
de esta Cámara, la situación personal de algunas fami-
lias —de momento no son muchas, pero cuando se ha-
ga el despliegue a otras provincias pueden ser muchas
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más— que se van a encontrar con que llevan años en
Cataluña, algunos de ellos muchos, sus hijos van a co-
legios catalanes, tienen casas allí, y en algunos casos o
en muchos —espero que sea en los menos posibles—
se tendrán que ir a otro lugar. Que no se me diga que
como son funcionarios de la Guardia Civil esto ya lo
saben . Claro que lo saben. Pero no estamos hablando
de eso, señor presidente. Estamos hablando de un pro-
blema humano, de unas familias, de unas personas
que se encuentran ahora con una situación realmente
difícil.

Nosotros, señor presidente, no pedimos ningún tipo
de privilegio para estas personas sino que, como dice
nuestra enmienda, lo único que pretendemos es que en
las pruebas que se han convocado, o por lo menos en
las que se van a convocar en el futuro, ya que se ha di-
cho claramente que estas personas podrán participar
en ellas, que lo hagan sin ningún tipo de discrimina-
ción y en igualdad de condiciones con los demás; es
decir, sin cupos y sin limitaciones.

Ya sé que estas enmiendas hoy no van a tener aquí
buena acogida. Lamento que no haya sido posible la
voluntad que expresó el Grupo Popular —no nos lo
prometió, por supuesto— de que durante el trámite
parlamentario podríamos resolver alguna de aquellas
preocupaciones. No ha sido posible. Aún queda el Se-
nado y no pierdo la esperanza de que algo se pueda
conseguir. En todo caso, quiero que quede bien claro
que aunque hoy nosotros sabemos que estas enmien-
das van a ser derrotadas, continuaremos planteando el
tema a partir de este momento en el Parlament de Ca-
talunya, que es donde se continuará debatiendo y don-
de habrá que discutir más a fondo sobre estos proce-
sos de despliegue.

Para terminar quiero decir, señor presidente, que
mi grupo va a pedir la votación separada de la dispo-
sición transitoria, que está afectada por nuestra en-
mienda, porque a los demás aspectos de la proposi-
ción de ley, como ya he dicho, no tenemos ninguna
crítica que hacer.

Nada más. Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Jover.

¿Algún grupo parlamentario desea utilizar un turno
en contra? (Pausa.)

En nombre del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió, tiene la palabra el señor López de
Lerma.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Gracias, se-
ñor presidente.

La verdad es que uno queda sorprendido de que, es-
tando de acuerdo en el fondo, incluso anunciando el
voto favorable a esta proposición de ley, se planteen in-
terrogantes que bien no tienen el ámbito constitucio-
nal competente, porque no lo tienen, bien son cuestio-

nes que deben ser tratadas en otro Parlamento, en este
caso en el Parlament de Catalunya. Lo que ocurre pro-
bablemente, señor presidente, es que cuando esto fue
tratado en la ley que desarrolla la policía autonómica
catalana, Mossos d’Esquadra, algunos grupos parla-
mentarios que allí votaron a favor se olvidaron de
cuestiones que después les ha convenido plantear aquí,
desde una incoherencia total y absoluta, porque no se
puede votar allí lo que ahora aquí se está discutiendo
en términos de profesionalidad —de la cual ya habla-
ré— o en términos de humanidad; menos todavía
cuando en el caso del señor Jover representa a un gru-
po parlamentario que constituyó Gobierno y que pactó
con el Gobierno actual de la Generalitat de Catalunya
precisamente lo que ahora estamos tratando, que es la
sustitución de la Policía Nacional y de la Guardia Civil
por los Mossos d’Esquadra, en acuerdo bilateral de
ambos gobiernos, aprobado por ambos gobiernos y
por la Junta de Seguretat de Catalunya, por unanimi-
dad. Por tanto, la contradicción es evidente entre lo
que se hizo en el Parlament de Catalunya, se hizo en-
tre gobiernos, se plasmó en la Junta de Seguretat de
Catalunya y lo que se está planteando aquí.

Las enmiendas tienen como finalidad lo que aquí
han expresado ambos portavoces, la señora Rivadulla y
el señor Jover, de una manera muy correcta, que es la
de garantizar la incorporación de miembros de la
Guardia Civil a la policía de la Generalitat, Mossos
d’Esquadra, en un momento en que Cataluña, como re-
sultado de esa proposición de ley, asuma una compe-
tencia, que es estatal, en virtud del artículo 150.2 de
nuestra Constitución. Respecto de esas enmiendas yo
he de reiterar, desde esta tribuna, algo que ya dije en la
Comisión Constitucional de esta Cámara, que es que la
Constitución permite, primero, como aquí se ha reco-
nocido, transferir o delegar a las comunidades autóno-
mas, mediante ley orgánica —es la propuesta del Gru-
po Popular y la nuestra—, facultades que corresponden
constitucionalmente a la Administración del Estado y
que por su materia pueden ser susceptibles —como es
el caso— de transferencia o por delegación y que, de
acuerdo con nuestra Constitución, a esta futura ley or-
gánica le corresponde únicamente precisar las compe-
tencias de ejecución de la legislación estatal que en ma-
teria de tráfico y circulación de vehículos a motor se
confíen a la Generalitat; siendo impropio de una ley or-
gánica de futuro una previsión que prevea el traspaso
de medios personales, tan impropio que ni el Gobierno
socialista en su momento o la Junta de Seguretat de
Catalunya, bilateral Gobierno Generalitat-Gobierno
central, planteó en ningún momento, ni tampoco fue
expuesta por el Grupo Socialista ni por el Grupo de Ini-
ciativa per Catalunya en el Parlament de Catalunya una
cuestión de inconstitucionalidad tan rotunda como la
que están planteando en estos momentos, que junto a
una transferencia de competencias estén hablando de
una previsión de medios personales. Esto es absoluta-
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mente inconstitucional, aparte de ser absolutamente
incoherente en la trayectoria del Grupo Socialista y de
Iniciativa per Catalunya. Pero más lo es cuando esta
Cámara ha aprobado transferencias de competencias a
Canarias, al resto de comunidades autónomas que no
son las llamadas de primera vía o a Galicia, que fueron
aprobadas por unanimidad, sin que nadie se rasgara
las vestiduras porque en esas transferencias se hiciera
mención específica de medios personales. Por tanto,
aquí hay bastante cinismo, señorías, y hay bastante in-
competencia o bastante uso ilegítimo de legítimos dere-
chos personales.

Cuando se habla de eficacia y de profesionalidad,
¿qué están diciendo ustedes? ¿Están poniendo en duda
la profesionalidad y la eficacia de los mossos d’esqua-
dra? Si es así, que lo digan, que lo digan al Parlament
de Catalunya y que lo digan aquí. Además, ¿cómo pue-
den tratar de ineficaces y de no profesionales a los
mossos d’esquadra en comparación a un respetable
cuerpo como es la Guardia Civil, que viene acometien-
do un gran papel en positivo en Cataluña, que yo no
voy a discutir ni voy a interrogarme, cuando precisa-
mente 22 mandos de los mossos d’esquadra que van a
dirigir esa futura división de tráfico de la policía auto-
nómica vienen realizando un curso en la Escuela de
Tráfico de la Guardia Civil de Mérida. Mayor coopera-
ción nunca la ha habido en este Estado y en esta mate-
ria; mayor cooperación nunca la ha habido. Es un
ejemplo de colaboración y de cooperación entre dos
dministraciones, la central y la autonómica, en el tras-
paso de una competencia de titularidad estatal a una
comunidad autónoma que es Cataluña. Mayor coope-
ración y mayor integración, imposible.

Como ha dicho el director general de la Guardia Ci-
vil, acertadamente, se ha creado una falsa polémica.
Yo diré que se ha intentado crear una polémica falsa
por intereses partidarios. Diré otra cosa. Es cierto que
puede haber problemas humanos; lógicamente sí, los
admito, existen, pero esos problemas humanos no son
derivados de esta futura ley, porque sería tanto como
mencionar, citar, señalar a la propia Constitución co-
mo creadora de problemas humanos y esto sería una
terrible falsedad. Los problemas humanos, de existir
—lo ha dicho ya el director general de la Guardia Ci-
vil—, van a ser tratados uno a uno y van a tener salida
uno a uno. Por tanto, los problemas humanos, si los
hay, que puede haberlos, van a tener solución uno a
uno, según el director general de la Guardia Civil, en
cuya palabra confío plenamente. Lo ha venido reite-
rando en el tiempo desde el primero de los sucesos
acontecidos en mi circunscripción, que es Girona, y yo
creo en la palabra del director general. 

Lo que no han dicho SS. SS. es que existe un auto
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. Que no
se me diga que no es una sentencia, porque obviamen-
te ya lo sé. Se me deberá reconocer que no se ha admi-
tido a trámite una impugnación, no porque no ha con-

venido a quien ha integrado esta sala, sino porque ha
entrado en el fondo de la cuestión, que no es otro que
el de reconocer la capacidad de autoorganización de la
Generalitat de Catalunya en materia de seguridad.
¿Cómo no puede tenerla? No reconocer esto sería tan-
to como impugnar, de arriba a abajo el título VIII de
nuestra Constitución. Si las comunidades autónomas
no tienen capacidad de autoorganización en sus com-
petencias, incluso las que son transferidas de titulari-
dad inicial del Estado, no estamos hablando de un Es-
tado autonómico, estamos hablando de una descen-
tralización; para eso ya nos sirven las diputaciones de
las provincias. El Tribunal dice esto, y hay una capaci-
dad de autoorganización que debe ser respetada. Dice
más el auto: que la aprobación del acto impugnado
viene condicionada en sí misma por la aprobación de
lo que estamos ahora debatiendo. Añade que no había
obligación alguna por parte de la Generalitat de Cata-
lunya de abrir un cupo, acordado con el Gobierno cen-
tral, para que entraran también miembros procedentes
de la Guardia Civil. No hay ninguna obligación legal.
Es un acto potestativo y discrecional de la Administra-
ción catalana que no se quiere reconocer y que, hasta
la fecha, es el único que se ha producido en el Estado
español de este siglo. Me parece muy negativo que di-
putados catalanes no lo reconozcan así en esta tribu-
na. Continúa señalando que este hecho, que es de ab-
soluta discrecionalidad por parte del Gobierno de la
Generalitat, se desprende de la propia ley del Parla-
ment de Catalunya y de los acuerdos de la Junta de Se-
guridad de 1994, cuando gobernaban los socialistas y
que debe enmarcarse, naturalmente, en la capacidad
de autoorganización. Esto no supone ningún interro-
gante ni menosprecio hacia la Guardia Civil —conti-
núa señalando el auto—, sino reconocimiento a la ca-
pacidad de integración de la Generalitat de Catalunya.
Esto aquí no se dice y, por tanto, no se ponen encima
de la mesa todas las cartas existentes, que son: la
Constitución, el Estatuto, la capacidad de autoorgani-
zación de una comunidad autónoma, los acuerdos
existentes entre el Gobierno entonces socialista y el
Gobierno de Convergència i Unió de la Generalitat de
Catalunya, la ley aprobada por unanimidad en el Par-
lamento de Cataluña y los acuerdos unánimes de la
Junta de Seguretat de Catalunya. Se habla de proble-
mas humanos, que existen y se pone en duda la profe-
sionalidad de la eficacia de los Mossos d’Esquadra. Pe-
ro, ¿desde cuándo se puede poner en interrogante algo
que ni siquiera existe en esos momentos en la Direc-
ción de Tráfico? ¿Cómo es posible?

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor López de Lerma, le ruego vaya con-
cluyendo.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Concluyo
señor presidente.
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Me parece una utilización absolutamente denigrante
la que aquí se ha realizado, en los términos en que se
ha hecho.

Nada más, señor presidente y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor López de Lerma.

Señora Rivadulla.

La señora RIVADULLA GRACIA: Gracias, señor
presidente.

Intervengo sólo para corregir al diputado López de
Lerma alguna de sus afirmaciones. Esta diputada ha
reconocido que no había derecho al cupo, y que Con-
vergència i Unió había establecido un cupo del 15 por
ciento, lo cual me parecía positivo. Señorías, no esta-
mos hablando de ninguna obligación por parte del Go-
bierno de la Generalitat, lo que estamos diciendo es
que, ante una ley pactada entre el Partido Popular, el
Gobierno del Estado y el Gobierno de la Generalitat,
habría podido incluirse el derecho de los guardias civi-
les a acceder en las mismas condiciones de mérito a
las plazas de mossos d’esquadra, lo que no significa
que no estemos de acuerdo con lo que votamos en el
Parlament de Catalunya de que se iba a una transfe-
rencia por sustitución. Efectivamente, ya se ha dicho
aquí, es una sustitución de cuerpos y no tiene por qué
ser una sustitución total de personas. 

Gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señora Rivadulla. 

Señor Jover. 

El señor JOVER PRESA: Señor López de Lerma, la-
mento el tono que ha utilizado. Yo me pregunto qué
tiene que ver con la autonomía de Cataluña y con su
autogobierno que unos catalanes tengan que irse de
allí ¿Que autonomía es esa que obliga a unos catalanes
a irse de allí sin necesidad? (Rumores.). ¡Sí! ¡Sí! De
eso estamos hablando, señor presidente. 

Se ha dicho que hay incoherencia y contradicción
por parte de mi grupo, basándose en que buena parte
de este acuerdo ya se realizó durante la pasada legisla-
tura, en la época del Gobierno socialista. Es verdad
que ese acuerdo en gran medida estaba hecho. Por eso
no hay incoherencia, por eso nosotros estamos de
acuerdo con esta transferencia de sustitución. ¡Plena-
mente! Por eso hemos dicho que vamos a votar la tota-
lidad de este dictamen. ¿Dónde está la contradicción?
De lo que entonces no se habló, señor López de Lerma,
es de un 15 por ciento máximo para integrantes de la
Guardia Civil. ¿O es que se negoció ese tema con el
Gobierno socialista? Suba usted a la tribuna y diga si
eso se negocio, porque no es verdad. No se negoció.
Ese es el único aspecto, y es importante, en el que
planteamos nuestra enmienda. No nos haga decir co-

sas que no hemos dicho. Lo repito una vez más: el
Grupo Socialista mantiene íntegramente los acuerdos
a los que se llegó en la pasada legislatura entre gobier-
nos. Estamos de acuerdo con esta transferencia de sus-
titución. Estamos de acuerdo con que ha de ser la poli-
cía de los Mossos d’Esquadra la que se haga cargo de
esta competencia. ¡Naturalmente que sí! Nunca hemos
dicho que no. Lo que pasa es que usted convierte mis
palabras en algo absolutamente contrario a lo que yo
he dicho. ¿Dónde he dicho yo, señor López de Lerma,
que no confíe en la profesionalidad de los mossos d’es-
quadra? Al contrario, lo que he dicho es que para el
importante servicio que va a prestar a partir de este
momento la Generalitat, sería muy bueno contar, ade-
más, con la experiencia y la profesionalidad que pue-
den aportar esos funcionarios. No diga lo contrario.
En ningún momento he afirmado, señor presidente —
y, si no, repase S. S. el “Diario de Sesiones”—, que ten-
ga la menor duda sobre la profesionalidad de los mos-
sos d’esquadra . Nunca lo he dicho. 

Ahora bien, nos encontramos con una situación re-
almente grotesca. Se están realizando unas pruebas,
las que se hacen para cubrir las 200 plazas de Girona,
y resulta que del cupo que se reserva a mossos d’esqua-
dra no se va a cubrir ni la mitad, porque ni siquiera
han firmado suficientes para las plazas que se convo-
can. ¿Cómo se cubrirán esas plazas vacantes? No lo sé
todavía, pero se dice que se cubrirán con mossos d’es-
quadra de la última promoción, que irán forzosos.
¿Eso es correcto? ¿Eso es adecuado?. (Rumores.) Sí ,
sí, parece que se va a hacer así. Es lo que se ha dicho,
yo todavía no lo sé. En el caso de que se hiciera así, se-
ría un disparate habiendo, como hay, actuales inte-
grantes de la Guardia Civil a los que les gustaría conti-
nuar en Cataluña y servir a la Generalitat de Catalun-
ya, porque se sienten catalanes. Eso es lo que realmen-
te importa. 

Se dice que no es el lugar para discutir los temas de
esta proposición de ley orgánica. No sé si será el lugar
adecuado, sólo sé, señor López de Lerma, que el artí-
culo 150.2 de la Constitución, respecto a estas leyes de
transferencia, dice: “La ley preverá en cada caso la co-
rrespondiente transferencia de medios financieros, así
como las formas de control que se reserve el Estado”.
Nosotros no hemos propuesto una enmienda de for-
mas de control, porque hubiera supuesto demostrar
una innecesaria desconfianza hacia la capacidad del
Gobierno de la Generalitat. Pero cuando la propia
Constitución reconoce que se pueden imponer fórmu-
las de control, y después el artículo 153 señala que el
control de la actividad de los órganos de las comunida-
des autónomas se ejercerá también respecto a estas le-
yes de transferencias, qué menos que decir que la ley
puede establecer alguna regla muy general que lo úni-
co que pretende es mantener la igualdad de condicio-
nes en el acceso a esas plazas. Nada más. ¿Esto es ir
contra la autonomía de Cataluña? No pedimos ningún
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privilegio; ya que hay unas pruebas de acceso, que se
hagan en igualdad de condiciones. ¿Esto es pedir al-
gún privilegio? ¿Esto es ir contra el autogobierno, con-
tra la autonomía de Cataluña? ¿Esto es plantear algo
inconstitucional, señor López de Lerma? ¿Eso es in-
constitucional? Me parece que usted no sabe mucho
de Derecho constitucional, perdóneme que se lo diga.
Lo único que pretendemos es, ya que se van a hacer
unas pruebas de acceso, que los integrantes se encuen-
tren en condiciones de igualdad. Si eso es inconstitu-
cional, es que yo tengo una opinión extraña de lo que
dice nuestra Constitución. 

Señor presidente, para acabar, porque quizá me es-
toy extendiendo demasiado, comentaré una última
cuestión. El ya tan citado auto reciente del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña. Señor López de Lerma,
ya lo dijimos en Comisión y lo vuelvo a repetir: lo único
que ha decidido ese auto —a ver si nos entendemos— es
que, aplicando la regla general de la Ley de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa, de momento no sus-
pende las pruebas. No ha dicho nada más. Es verdad
que da argumentos en el sentido que usted decía, pero
si usted lee todo el auto verá que hay ahí un fundamen-
to que dice que estos argumentos sólo son válidos en la
medida en que resuelven lo que se está dilucidando en
este momento, que no es el fondo de la cuestión, que no
es la decisión final, sino solamente si se otorga o no la
suspensión de las pruebas. Ya sabemos que en este as-
pecto la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva —espero que la futura ley sea más abierta— esta-
blece una regla general de no suspensión.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Jover, le ruego que concluya.

El señor JOVER PRESA: Acabo ya, señor presidente.
Aplicando ese principio, obviamente lo único que ha

hecho el Tribunal Superior ha sido denegar la suspen-
sión. Es verdad que la ha denegado, y ha dado unos
cuantos argumentos que son favorables al Gobierno de
la Generalitat. Pero lo dice el propio auto: Son favora-
bles solamente en la medida en que sean necesarios
para resolver lo que se está decidiendo en ese momen-
to, que es si se suspende o no el acto impugnado. Nada
más. Por tanto, no pretendamos sacar las cosas fuera
de su propio término.

Nada más, señor presidente. Muchas gracias.
(Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Gracias, señor Jover.

Señor López de Lerma.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Gracias, se-
ñor presidente.

Con todos mis respetos, señor Jover, decir que que-
remos echar a ciudadanos catalanes de Cataluña no

sólo es una falsedad, sino que es una demagogia incali-
ficable. (Varios señores diputados del Grupo Socia-
lista: ¡Nadie ha dicho eso!) Lo ha dicho. En todo ca-
so, quizá lo hayan practicado ustedes, porque a algún
guardia civil destinado en Cataluña ustedes lo han re-
movido del lugar y lo han trasladado a otra parte de
España y han encontrado esto lógico y normal. (Ru-
mores.)

Cuando la Generalitat de Catalunya, en un acto li-
bre, en asunción de sus competencias de autoorgani-
zación, abre una convocatoria para que puedan inscri-
birse en la misma guardias civiles ustedes nos acusan
de echar ciudadanos catalanes de Cataluña. ¿Pero qué
barbaridad es esa, señor Jover? Es una demagogia ab-
solutamente incalificable. Dicha en el Congreso de los
Diputados, me parece que es exponencial.

¿Qué sentido de autonomía tienen ustedes, señorías
del Grupo Socialista? ¿Donde se debe legislar esto,
aquí? ¿Aquí debemos decir lo que el Parlamento de Ca-
taluña, en su soberanía política, debe decir allí y orga-
nizar allí, cuando, además, lo ha realizado con sus vo-
tos? ¿Pero qué concepto de autonomía política tienen
ustedes que quieren que el Parlamento español legisle
sobre el Parlamento de Cataluña y le diga: Ustedes de-
ben ir por aquí o por allí porque lo decimos nosotros?
¿Qué concepto de autonomía tienen ustedes que, ade-
más, participan en los debates de allí votando a favor y
participan en los de aquí discutiendo lo que allí han vo-
tado a favor y diciendo exactamente lo contrario?

Señor Jover, el auto ha dicho lo que ha dicho, eso es
evidente: no a una impugnación. Pero ha dicho muchí-
simo más. Usted se ha leído la parte final, la parte dis-
positiva. Voy a leerle lo que ha dicho: Se hubiera podi-
do exigir que los aspirantes a integrarse en dicha
unidad de tráfico tuviesen la categoría de mosso d’es-
quadra, con lo cual se hubiera impedido la participa-
ción de miembros de la Guardia Civil sin que hubiese
impedimento legal alguno para ello. Por lo tanto, el
auto reconoce la voluntad política de la Generalitat de
Catalunya de integrar guardias civiles en el propio gru-
po de mossos d’esquadra que se van a ocupar de las
carreteras catalanas. No hay impedimento legal y no
hay, por lo tanto, obligación legal pues ninguna dispo-
sición obliga a la Administración demandada —en este
caso, la Generalitat— a respetar un determinado por-
centaje de participación para el personal procedente
de otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
Tanto es así que jamás presentaron ustedes enmienda
alguna en esa dirección en el Parlament de Cataluña
cuando se aprobó la Ley de los mossos d’esquadra de
la policía autonómica. Nunca plantearon ustedes en el
Gobierno de España, en la Junta de Seguretat de Cata-
lunya y en los acuerdos bilaterales entre el Gobierno
socialista y el Gobierno de Convergència i Unió algo
que esgrimen aquí y que el Tribunal dice que es impo-
sible de plantear porque forma parte de la autonomía
política de Cataluña.
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Dice el Tribunal: “Debe entenderse que la fijación
del porcentaje del 15 por ciento es una cuestión propia
de la discrecionalidad administrativa. En modo algu-
no” —señor Jover, escuche bien— “perjudica a la
Guardia Civil sino que la favorece”. Lo dice el Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña. Usted no quiere leer
todo lo que dice, sólo la parte dispositiva final, que es
la que utiliza. Añade el Tribunal: “Con relación a los
perjuicios” —de los cuales usted ha hablado reiterada-
mente— “de imposible o difícil reparación, que los re-
currentes alegan con motivo del porcentaje anterior-
mente dicho, en modo alguno pueden ser estimados
pues, aparte de que no se concretan dichos perjuicios”
—usted tampoco los ha concretado aquí, parece que es
el abogado que ha presentado la demanda—, “a efec-
tos de que esta última” (la autonómica) “asuma, de
forma progresiva, la competencia ejecutiva en materia
de tráfico, lo que necesariamente supone que la Guar-
dia Civil debe cesar también progresivamente en el de-
sempeño de las funciones de tráfico, siendo transferi-
dos los funcionarios afectados a otras agrupaciones de
tráfico, y siendo en todo caso responsabilidad de la
Administración estatal, que deberá proveer los medios
necesarios para el traslado de los funcionarios”. Jamás
de la Administración autonómica, a lo que ha dado
una respuesta positiva el director general de la Guar-
dia Civil, cuando dice: “No se preocupen ustedes. Si
hay algún problema personal lo vamos a tratar perso-
nalmente, es decir, uno a uno y vamos a encontrar sali-
da”. El propio director general reconoce lo que el Tri-
bunal Superior de Justicia de Cataluña dice que es una
competencia estatal, una responsabilidad del Estado,
jamás una responsabilidad de la Generalitat.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor López de Lerma, le ruego vaya con-
cluyendo.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: He termina-
do, señor presidente. Muchas gracias por su amabili-
dad.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias a su señoría.

¿Grupos que desean fijar su posición?. (El señor
Jover Presa pide la palabra.) Señor Jover, el turno de
réplica está finalizado y no se ha abierto ningún tema
nuevo, de modo que no tiene S. S. la palabra.

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) En
nombre del Grupo Parlamentario Vasco (PNV), tiene
la palabra la señora Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Muchas gracias,
señor presidente. Voy a fijar la posición de mi grupo.
Sin entrar en el fondo de lo defendido por quienes han
presentado enmiendas en este trámite parlamentario,
vamos a rechazarlas por razones de técnica legislativa. 

En primer lugar, debo manifestar que nos encontra-
mos ante una ley del artículo 150.2 de la Constitución,
es decir, una ley de transferencia o delegación de com-
petencias ejecutivas del Estado a una comunidad autó-
noma. Este instrumento normativo, aunque debe pre-
ver los medios financieros como ha leído el señor
Jover, no debe contener la transferencia concreta. En
los demás casos en los que este instrumento se ha uti-
lizado, son los posteriores decretos de transferencia,
aprobados en la correspondiente Comisión mixta, los
que establecen en qué se plasman los medios persona-
les necesarios para que la transferencia sea efectiva. 

En segundo lugar, otra razón de técnica legislativa
que tiene un mayor trasfondo político, es que el Esta-
tuto catalán reconoce a la Generalitat la tenencia de
una policía propia. Creemos que el modelo se determi-
na por la propia Generalitat, sin que deba ir prefijado
desde esta Cámara quiénes van a ser los efectivos que
sirven en esta propia policía. Por estos criterios recha-
zamos las dos enmiendas que se sostienen todavía en
este trámite.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señora Uría.

En nombre del Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pala-
bra el señor Meyer.

El señor MEYER PLEITE: Muchas gracias, señor
presidente.

Quiero decir, con mucha brevedad, que para Izquier-
da Unida es una muy grata noticia que se transfieran
las competencias ejecutivas en materia de tráfico y de
circulación a la Comunidad Autónoma de Cataluña,
desde una concepción como la nuestra de una España
que debería tener una organización claramente fede-
ral. Desde esa concepción federalista es una muy bue-
na noticia que, además, obliga a avanzar un modelo
policial asimétrico, federal y desmilitarizado. Repito,
que es una muy buena noticia.

Vamos a apoyar las enmiendas presentadas por el
Grupo Mixto y por el Grupo Socialista porque quieren
evitar que se pueda privar a unos ciudadanos de un de-
recho elemental, como es el de que los guardias civiles
puedan concurrir en el traspaso de esas competencias
al futuro cuerpo de Mossos d’Esquadra. Nos parece que
sería una discriminación poner cupos, los que sean; tie-
nen que ser concursos abiertos a los que puedan acudir
todas las personas sin limitaciones y, desde luego, sin
poner ningún veto o de cupo a los guardias civiles que
en estos momentos están realizando ese servicio en Ca-
taluña. (El señor presidente ocupa la Presidencia.)
Desde esa perspectiva, vamos a votar favorablemente
las enmiendas y el texto. Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Me-
yer.
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Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la pala-
bra el señor Gómez-Alba.

El señor GÓMEZ-ALBA RUIZ: Gracias, señor presi-
dente.

La futura ley de transferencias es una ley de extraor-
dinaria importancia desde el punto de vista de una co-
munidad autónoma como Cataluña. 

Intervenimos en el debate tomando posición en
nombre de mi grupo, copartícipe de esta proposición
de ley, que ha de precisar las competencias de ejecu-
ción de la legislación estatal en materia de tráfico que
se confieren a la Generalitat de Catalunya, al abrigo
del artículo 150.2 de la Constitución, que permite al
Estado transferir o delegar a las comunidades autóno-
mas, mediante ley orgánica, facultades que correspon-
den al propio Estado, es decir, materias de titularidad
estatal que por su naturaleza son susceptibles de trans-
ferencia o delegación. Se trata, pues, de que el Gobier-
no de la Generalitat asuma las competencias ejecutivas
en materia de tráfico y circulación de vehículos.

La Generalidad, en el ejercicio de su autonomía polí-
tica, tiene plena potestad para regular y organizar el
cuerpo de Mossos d’Esquadra, haciendo una apuesta
por la existencia de una policía propia, con competen-
cias en materia de tráfico y seguridad vial, vinculada
tradicionalmente a la seguridad ciudadana, que es el
sentido, por otra parte, de toda policía. Así, la Junta de
Seguridad de 17 de octubre de 1994, acordó la implan-
tación de la policía de la Generalitat, los Mossos d’Es-
quadra, respondiendo al modelo de sustitución aproba-
do por el entonces Gobierno del Estado y la Generalitat,
todo ello dimanado, a su vez, de la Ley de la policía de
la Generalitat, aprobada el 11 de julio de 1994, por una-
nimidad, en el Parlament de Catalunya. Tanto el Gobier-
no de entonces, como el actual, como el Gobierno de la
Generalitat, han sido absolutamente coherentes y respe-
tuosos en este asunto con la Constitución, el Estatuto,
los acuerdos bilaterales y con la Ley aprobada por una-
nimidad, repito, en el Parlament de Catalunya.

Pero hete aquí que, tras manifestar su conformidad
con esta ley, el Grupo Socialista y Nueva Izquierda
presentan y mantienen dos enmiendas que desnatura-
lizan la ley y la pervierten, arrogándose algo para lo
que ni el Congreso de los Diputados tiene potestad.
Hay que decirlo a la gente. Nosotros no tenemos potes-
tad para decidir o pretender imponer a la Generalitat
cómo ha de organizar su propia policía autónoma. No
podemos poner un corsé a la Generalitat de Cataluña
en un tema tan vinculado al núcleo del concepto de la
autonomía política, previsto y desarrollado en nuestra
Constitución y que el Estatuto de Autonomía contem-
pla como una competencia exclusiva de la Generalitat:
la potestad para decidir sobre la estructura y la organi-
zación de su propia policía.

Resulta impropio de una ley orgánica de esta natu-
raleza que haya una previsión de traspaso de personal.

No existe ningún precedente de transferencia de perso-
nal en las distintas leyes orgánicas de transferencias de
competencias, y el Grupo Socialista lo sabe. No debie-
ran haber presentado hoy enmiendas de este carácter
en contra del Estatuto y de la Constitución, pero las
han presentado basándose en consideraciones huma-
nitarias, es decir, en los problemas que representan pa-
ra los agentes y sus familiares el traslado de residen-
cia, y por otro lado, en razones de aprovechamiento
profesional —se llegó a hablar en algún momento de
desperdicio de experiencia y profesionalidad—, así co-
mo para evitar situaciones discriminatorias.

En diferentes momentos de la tramitación de esta
ley escuchamos al portavoz socialista expresar unos te-
mores que cuando gobernaban ellos, en octubre de
1994, y acordaron con el Gobierno de la Generalitat
este modelo de implantación de la policía autonómica,
no manifestaron. ¿Por qué no suscitaron entonces el
tema del personal? Ahora que el Partido Popular y CiU
intentan plasmarlo en esta proposición de ley, se vuel-
ven sensibles.

Hay que decir a la gente que el Grupo Socialista
que hoy presenta esta enmienda fue el que tomó esta
decisión con la Generalitat sin ocuparse de las perso-
nas, y hoy vienen haciendo aspavientos cuando el Par-
tido Popular se limita a cumplir lo que ellos acorda-
ron. Yo pediría a los grupos enmendantes que no
jueguen con los sentimientos de las personas para ha-
cer política. Nosotros también pensamos en las perso-
nas. ¡Cómo no vamos a tener presente a esos hombres
y a esos familiares que constituyen uno de los grupos
de ciudadanos más ejemplares y beneméritos que tiene
España! Pensamos en ellos, y por eso aplaudimos la
inteligente medida de la Generalitat de reservar un cu-
po para miembros de la Guardia Civil en el cuerpo de
Mossos d’Esquadra. Espero que en el desarrollo futuro
de la División de Tráfico de los Mossos se reserven de
nuevo más plazas para la Guardia Civil, para bien de
Cataluña y para bien de nosotros, los catalanes. Lo de-
seo, pero, por encima de nuestros deseos, está el cum-
plimiento de las leyes.

El portavoz socialista ha repetido ya en varias oca-
siones en sus intervenciones que esta ley se ha hecho
sin concurso, cuando ya el concurso se había convoca-
do. A esto hay que decir que son actos preparatorios
del ejercicio de una competencia para poder ejercerla
en el futuro, no el ejercicio real de la misma; otra cosa
sería que estuviesen patrullando en este momento los
mossos por las carreteras.

Por otro lado, también hay aspectos en la enmienda
presentada por Nueva Izquierda absolutamente recu-
sables. No nos parece nada acertado poner en duda la
profesionalidad de la Guardia Civil de Tráfico, como se
sugiere en su enmienda. Su experiencia siempre va a
ser superior a la de otros funcionarios que no han ejer-
cido estas competencias. Y si las consideraciones son
atender al aprovechamiento de la experiencia y a la
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profesionalidad de los guardias civiles, hemos de decir
a los enmendantes que no habrá tal desperdicio. Los
guardias civiles de Tráfico que no se integren en los
mossos no van a diluirse en el éter sideral, los necesi-
tamos, seguirán poniendo sus reconocidas aptitudes al
servicio del pueblo español, al igual que lo han venido
haciendo hasta ahora para los catalanes, que no dudan
en agradecérselo. 

Por todo ello, nuestro grupo va a votar en contra de
las enmiendas presentadas y votaremos favorablemen-
te el dictamen de la Comisión.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Gó-
mez Alba. (La señora Rivadulla Gracia pide la pala-
bra.)

Señora Rivadulla, ¿a qué efecto?

La señora RIVADULLA GRACIA: Para una cuestión
de orden.

Esta enmienda ha sido presentada por el Grupo
Mixto, a nombre del diputado Manuel Alcaraz, ya que
yo como diputada de Iniciativa per Catalunya, en estos
momentos no podía registrarla. Quiero que conste así
a efectos del “Diario de Sesiones”.

Gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias a usted, se-
ñora Rivadulla.

Vamos a proceder a las votaciones.
Votación de los dictámenes de comisión sobre los

proyectos de ley y proposición que acaban de ser deba-
tidos.

Votamos en primer lugar el dictamen de la comisión
al proyecto de ley de concesión de un crédito extraordi-
nario para atender el déficit de explotación de FEVE.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 299; a favor, 299.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta-
men por unanimidad del Pleno.

Votación sobre el proyecto de ley de concesión de
dos créditos extraordinarios para el pago de las indem-
nizaciones no concretadas durante la instrucción del
proceso por el incendio de la discoteca de la calle Alca-
lá 20, de Madrid, según auto de la Audiencia Provin-
cial de Madrid.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 298; a favor, 297; abstenciones,
una.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta-
men sobre el referido proyecto de ley.

Dictamen sobre la proposición de ley orgánica de
transferencia de competencias ejecutivas en materia
de tráfico y circulación de vehículos a motor a la Co-
munidad Autónoma de Cataluña.

En primer lugar, votamos la enmienda del Grupo
Mixto.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 299; a favor, 135; en contra, 163;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en-
mienda.

Votación de la enmienda del Grupo Parlamentario
Socialista.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 300; a favor, 135; en contra, 164;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda también rechazada
la enmienda del Grupo Parlamentario Socialista.

Votación del dictamen. En primer lugar, votamos la
disposición transitoria única.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 301; a favor, 165; en contra, uno;
abstenciones, 135.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la disposi-
ción transitoria única.

Resto del dictamen sobre la proposición de ley orgá-
nica.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 301; a favor, 300; abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dictamen.

VOTACIÓN DE CONJUNTO:

— DE LA PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE
TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS EJECU-
TIVAS EN MATERIA DE TRÁFICO Y CIRCULA-
CIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR A LA COMUNI-
DAD AUTÓNOMA DE CATALUÑA. (Número de
expediente 122/000087)

El señor PRESIDENTE: Votación final sobre el con-
junto del texto, por ser la proposición de ley de natura-
leza orgánica.

Comienza la votación. (Pausa.)
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 303; a favor, 302; en contra, uno.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado el conjunto del texto, con la naturaleza orgá-
nica propuesta, al haber alcanzado en la votación la
mayoría absoluta de la Cámara.

TRAMITACIÓN DIRECTA Y EN LECTURA ÚNICA
DE INICIATIVAS LEGISLATIVAS:

— PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE AÑADE
UN PÁRRAFO TERCERO AL ARTÍCULO 67.1
DEL TEXTO ARTICULADO DE LA LEY SOBRE
TRÁFICO, CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A
MOTOR Y SEGURIDAD VIAL, APROBADO POR
REAL DECRETO LEGISLATIVO 339/1990, DE 2
DE MARZO. PROCEDENTE DEL REAL DECRE-
TO-LEY 12/1997, DE 1 DE AGOSTO. (Número
de expediente 121/000080)

El señor PRESIDENTE: Punto XI del orden del
día: Tramitación directa y en lectura única de iniciati-
vas legislativas. En primer lugar, el proyecto de ley
por la que se añade un párrafo tercero al artículo 67.1
del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circula-
ción de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado
por el Real Decreto legislativo número 339, de 2 de
marzo de 1990, al que se incorporarían, si los grupos
parlamentarios como parece que han anunciado no
van a realizar ninguna intervención, las correcciones
técnicas derivadas de la conversión del decreto-ley en
proyecto de ley.

¿Algún grupo parlamentario desea intervenir sobre
el proyecto? (Pausa.)

Se entienden incorporadas las correcciones, y se so-
mete a votación.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 302; a favor, 302.

El señor PRESIDENTE: El proyecto queda aproba-
do por unanimidad del Pleno.

— PROPOSICIÓN DE LEY SOBRE MEDIDAS
PRESUPUESTARIAS APLICABLES AL FONDO
PROCEDENTE DE LOS BIENES DECOMISA-
DOS POR TRÁFICO DE DROGAS Y OTROS DE-
LITOS RELACIONADOS. (Número de expedien-
te 122/000084)

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley sobre
medidas presupuestarias aplicables al fondo proceden-

te de los bienes decomisados por tráfico de drogas y
otros delitos relacionados.

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.)
Para defensa de las enmiendas que aún tienen sub-

sistentes, en nombre del Grupo Parlamentario Federal
de Izquierda Unida, tiene la palabra la señora Saba-
nés. (El señor vicepresidente, Marcet i Morera,
ocupa la Presidencia.)

La señora SABANÉS NADAL: Señor presidente, se-
ñorías, voy a intervenir en nombre del Grupo Parla-
mentario de Izquierda Unida para defender nuestras
enmiendas en relación con la toma en consideración
de la ley sobre medidas presupuestarias aplicables al
fondo procedente de los bienes decomisados por tráfi-
co de drogas y otros delitos relacionados.

En el debate de toma en consideración de la propo-
sición de ley, nuestro grupo ya adelantó su disposición
favorable al proyecto y que realizaríamos enmiendas
únicamente de carácter técnico, por cuanto considerá-
bamos y consideramos más correcto que el texto de la
proposición de ley se incorpore a la Ley 36/1995, rela-
tiva a la creación de un fondo procedente de los bienes
decomisados por tráfico de drogas y otros delitos rela-
cionados. Nuestras enmiendas se reducen, la primera
al título de la proposición de ley, y las siguientes a los
artículos 1 y 2. Proponen la adecuación del título y que
el texto pase a formar parte del texto de la Ley de 1995
en una nueva disposición adicional cuarta, por enten-
der que da mayor coherencia en su conjunto. (Rumo-
res.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Si-
lencio, por favor.

Un momento, señora Sabanes, a ver si conseguimos
que se haga silencio en la Cámara.

Señor Blázquez, siéntese por favor y guarde silencio.
Cuando quiera, señora Sabanés.

La señora SABANÉS NADAL: Gracias.
En cuanto a las enmiendas del Grupo Popular, esta-

ríamos de acuerdo en la mejora técnica que introducen
y que suponen las referidas al artículo 1 y a la disposi-
ción transitoria. Compartimos menos, sin embargo, la
idea de supresión del artículo 2, porque si bien es cier-
to que se puede prever esta situación en el proyecto de
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1998 y
años sucesivos, nos parece que la situación queda más
clara con el redactado que se propone en la proposi-
ción de ley y, por tanto, en una valoración global de la
Ley del Fondo, con la incorporación de las medidas
propuestas si se admiten nuestras enmiendas, o en una
nueva ley no se admitieran, permite mayor seguridad
en la interpretación. 

En todo caso, mi grupo valora positivamente lo im-
portante de esta cuestión, que es garantizar el cumpli-
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miento de los fines del fondo, y entiendo que todos los
grupos vamos a estar de acuerdo.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Sabanés.

Para defender de las enmiendas del Grupo Popular,
tiene la palabra la señora Cava de Llano.

La señora CAVA DE LLANO Y CARRIÓ: Señor
presidente, señoras y señores diputados, la proposi-
ción de ley presentada en su día por el Grupo Parla-
mentario Socialista y tomada en consideración con
el voto favorable de todos los grupos que integran la
Cámara, tiene por objeto que la gestión del fondo se
dote de las medidas presupuestarias necesarias para
garantizar plenamente que sus recursos sean efecti-
vamente destinados a los fines previstos en la Ley del
Fondo, procedente de los bienes decomisados por
tráfico de drogas y otros delitos relacionados, fines
que son los programas de prevención de toxicomaní-
as, asistencia a drogodependientes e inserción social
y laboral de los mismos, intensificación y mejora de
las actuaciones de prevención, investigación, perse-
cución y represión de los delitos a que se refiere esta
ley, incluyendo los gastos necesarios para la obten-
ción de las pruebas en la investigación de los delitos
citados en el artículo 1º de la ley, que comprende
también la adquisición de medios materiales para
los órganos competentes en la represión de los mis-
mos delitos y el reembolso de los gastos en que líci-
tamente hayan podido incurrir los particulares o los
servicios de las administraciones públicas que hubie-
sen colaborado con los órganos competentes en la
investigación de estos delitos.

Mi grupo parlamentario, señorías, anunció en el
momento de la toma en consideración de la ley que
presentaría una serie de enmiendas al articulado,
con el fin de mejorar técnicamente el texto y que lo
haría llegado el momento procesal oportuno. Ese
momento llegó y mi grupo parlamentario presentó
tres enmiendas, por considerar que las mismas eran
positivas para dar un mejor cumplimiento a los fi-
nes señalados en la ley 36/1995, por la que se creó el
fondo.

La enmienda número 3, al artículo 1º, es una en-
mienda de modificación y proponemos que el texto
quede redactado de la siguiente manera: El importe
del crédito no utilizado al fin de cada ejercicio en la
aplicación presupuestaria correspondiente al fondo a
que se refiere el artículo 2 y la disposición primera de
la ley 36/1995, de 11 de diciembre, se incorporará al
presupuesto de gastos del ejercicio inmediato si-
guiente, por acuerdo del ministro de Economía y Ha-
cienda.

Quiero señalar a SS. SS. que ya el artículo 17 del Re-
al Decreto 864/1997, de 6 de junio, por el que se aprue-

ba el reglamento de la Ley del Fondo establece que los
recursos existentes en el fondo al final del ejercicio
que no hayan sido aplicados se sumarán al presupues-
to del ejercicio siguiente, por lo que entendemos que,
persiguiendo nuestra enmienda el mismo objetivo que
el artículo original, lo mejora técnicamente y le da ma-
yor claridad expositiva.

Nuestra segunda enmienda es la número 4, al ar-
tículo 2, y es una enmienda de supresión. ¿Por qué
nuestra enmienda de supresión? Porque entendemos
que el texto original de la proposición de ley está
orientado a modificar la legislación presupuestaria vi-
gente, concretamente el artículo 70 de la Ley General
Presupuestaria, modificación que en este momento no
nos parece oportuna. Como todos ustedes saben, exis-
te compromiso por parte del Gobierno de modificar
dicha ley, por lo que entonces será el momento idóneo
para plantear la modificación.

Por otro lado, desde el año 1997 se vienen incluyen-
do en los Presupuestos Generales del Estado diversas
previsiones normativas que exceptúan de las limita-
ciones del artículo 70 de la Ley General Presupuesta-
ria al concepto presupuestario declarado ampliable
para cumplir con lo establecido en la Ley del Fondo,
cosa que también se ha tenido en cuenta y así se ha
formulado en el proyecto de presupuestos para 1998.
Quiero también decir que en el reglamento que desa-
rrolla la Ley del Fondo, aprobado el pasado 6 de ju-
nio, se ha adoptado el criterio de que las normas apli-
cables a los recursos procedentes del fondo sean las
contempladas en la ley de presupuestos de cada ejer-
cicio.

En definitiva, mi grupo entiende que el régimen pre-
supuestario previsto para el fondo permite satisfacer
las finalidades que señala el artículo 2 de la Ley
36/1995, adoptando en la ley de presupuestos de cada
ejercicio las disposiciones específicas que se conside-
ren necesarias, tal y como prevé el reglamento.

La enmienda número 5, a la disposición transitoria,
es una enmienda de modificación. Proponemos que el
texto quede redactado así: Los remanentes del crédito
13.313G.06.227.11, para programas de prevención y
concienciación social de los Presupuestos Generales
del Estado para 1996, por importe de 195.942.129 pe-
setas, se incorporarán al presupuesto del ejercicio en
el que entre en vigor esta ley, mediante acuerdo del mi-
nistro de Economía y Hacienda. La justificación a
nuestra enmienda es obvia, ya que en el texto original
se dice que los remanentes se incorporarán al crédito
anteriormente citado de los presupuestos del año
1997. Entendemos que, dado lo avanzado de año, esos
remanentes deberán incorporarse al presupuesto del
ejercicio en el cual entre el vigor esta ley, con lo cual
nos curamos en salud. Esto en cuanto a nuestras en-
miendas.

En cuanto a las enmiendas presentadas por el Gru-
po Parlamentario de Izquierda Unida, quiero manifes-
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tar que ninguna de ellas afecta al contenido de la pro-
posición de ley, sino al marco legislativo en que deben
recogerse las medidas que contiene la misma, y vamos
a votarlas favorablemente al estimar que la propuesta
que contiene redunda no sólo en una mayor claridad,
sino también en una mejor sistematización normativa.
No obstante su contenido será el que deriva de nuestra
enmienda número 4, que al ser una enmienda de su-
presión del artículo 2 conlleva que no podamos acep-
tar la enmienda propuesta por Izquierda Unida a ese
artículo. En cuanto al resto de las enmiendas, las va-
mos a votar favorablemente.

Celebraría mucho en nombre de mi grupo que las
enmiendas presentadas tanto por el Grupo Parlamen-
tario de Izquierda Unida como las de mi grupo parla-
mentario, fueran aprobadas por la totalidad de los
miembros de la Cámara, porque ello equivaldría a de-
mostrar a la sociedad que en materia de drogas todos
los representantes del pueblo español, repito, todos los
representantes del pueblo español, sin excepción, lejos
de las búsqueda de protagonismo, trabajamos juntos,
codo a codo, para conseguir los mayores éxitos en la
difícil lucha contra la droga. 

Muchas gracias, señor presidente. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Cava de Llano.

Turno en contra. (Pausa.)
Grupos que desean fijar posición en el debate. (Pausa.)
Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria,

tiene la palabra el señor Gómez.

El señor GÓMEZ RODRÍGUEZ: Muchas gracias,
señor presidente.

Con toda brevedad, para manifestar la posición de
nuestro grupo en esta proposición de ley sobre medi-
das presupuestarias aplicables al fondo procedente de
los bienes decomisados por tráfico de drogas y otros
delitos relacionados. 

Fue muy importante que a finales de 1995 se pro-
mulgara la Ley 36, de 11 de diciembre, de creación de
un fondo procedente de los bienes decomisados. El
Gobierno actual, con fecha 25 de octubre de 1996,
constituyó la Mesa de coordinación de adjudicaciones,
y el Consejo de Ministros del 22 de noviembre estable-
ció los criterios de distribución del fondo, distribuyén-
dose el mismo unos días más tarde. Por una causa o
por otra, lo cierto es que no se dispuso de la totalidad
de dichos fondos. 

En la reunión que tuvimos en la Comisión corres-
pondiente, recordábamos las grandes carencias que
existen en todas las facetas relacionadas con el mundo
de la droga. Es inconcebible que pueda haber sobran-
tes, pero nosotros estimamos que de haberlos deben
volver a la droga; el dinero de la droga que vuelva a la
droga de forma automática a través del trámite minis-
terial. 

Por ello, nosotros vamos a votar favorablemente las
enmiendas presentadas por Izquierda Unida y por el
Grupo Popular, tal como ha propuesto la portavoz de
este último grupo parlamentario.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Gómez.

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra la señora Riera.

La señora RIERA I BEN: Gracias, señor Presidente.
Cuando en el pasado mes de septiembre el Pleno de

esta Cámara, con un recuento de 309 votos a favor,
aprobó por unanimidad la toma en consideración de
la proposición de ley del Grupo Socialista sobre medi-
das presupuestarias aplicables al fondo procedente de
los bienes decomisados por tráfico de drogas y otros
delitos relacionados, se puso en evidencia que todos
los grupos aquí representados compartíamos, y com-
partimos, el espíritu de la ley.

El Grupo Parlamentario Popular y el Grupo Parla-
mentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya
han presentado hoy unas enmiendas a esta ley que,
afortunadamente, tras unas largas sesiones de trabajo
en las que esta portavoz ha participado y hemos lleva-
do a término esta mañana, hemos conseguido llegar a
unos acuerdos, de tal manera que, una vez más, estan-
do todos conformes con el espíritu de esta ley, no sean
las cuestiones no de fondo sino de forma, casi de im-
plementación de la ley, las que pudieran dar la impre-
sión a la opinión pública de que no hemos sido capa-
ces de conseguir un acuerdo en algo que empezó tan
bien.

Una vez más, el trabajo hoy ha sido positivo. Pienso
que es bueno que yo lo diga ya que mi grupo parlamen-
tario no ha presentado enmiendas y, por tanto, he podi-
do actuar, si se me permite la expresión, como de árbitro
del trabajo que han hecho tanto el portavoz del Grupo
Socialista, el ponente de la ley señor Martinón, como la
diputada del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya, Inés Sabanés, e igualmente la portavoz del
Grupo Popular, doña María Luisa Cava de Llano.

Ha habido una gran voluntad por parte de estos tres
ponentes para llegar a acuerdos y mi grupo parlamen-
tario, evidentemente, ha manifestado la voluntad de
que por nuestra parte hubiese este consenso y apun-
tarnos a este deseo de llegar a un texto que fuese uni-
forme para todos.

La portavoz del Grupo Popular ha citado ya las en-
miendas que piensa aceptar. Espero que, según hemos
acordado, el señor Martinón y la señora Inés Sabanés
también den su conformidad, a fin de que esta ley sal-
ga de aquí con la aprobación y la conformidad, una
vez más, de toda la Cámara. 

Es bueno, es positivo —y ojalá seamos capaces de
mantener este clima durante toda esta legislatura—,
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que en estos temas que tienen tanto calado social y
tanta sensibilidad, como son todos los asuntos que
afectan a la problemática de la droga y los recursos
que desde el Parlamento estamos dispuestos a aplicar
para luchar contra ella, seamos capaces de llegar a
acuerdos por pleno consenso.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Gracias, señora Riera.

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-
bra el señor Martinón.

El señor MARTINÓN CEJAS: Gracias, señor Presi-
dente.

La Ley del Fondo, ley 36/1995 de que estamos ha-
blando, tiene sin duda un alto valor simbólico; lo han
dicho otros portavoces. Se trata de que quede claro an-
te la opinión pública que los beneficios del tráfico ilíci-
to de drogas finalmente se destinan a combatir el nar-
cotráfico, a la prevención de las drogodependencias y
a la asistencia a los drogodependientes.

Esta ley que hoy estamos discutiendo no tiene ese al-
to valor simbólico, sin ninguna duda; sin embargo, mi
grupo entiende que el resultado de la votación que pue-
da producirse sí tiene ese alto valor simbólico, como lo
tuvo en nuestra opinión la unanimidad que se alcanzó
en la toma en consideración de esta proposición de ley.

Ésta es la principal razón que lleva a mi grupo a
aceptar las cinco enmiendas que han sido presentadas,
dos del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida y tres
del Grupo Parlamentario Popular. Nuestra identifica-
ción, nuestra conformidad es mayor con unas que con
otras, pero creemos que no se altera el objetivo princi-
pal de la proposición de ley, consistente en que se ga-
rantizasen los fines de la ley del Fondo, los fines de la
ley 36/1995, que no hubiera dificultades en la gestión
presupuestaria para el logro de aquellos fines de la ley,
y con las enmiendas que se incorporan, no se altera
aquella finalidad fue lo que hizo posible la toma en
consideración de forma unánime por esta Cámara.

Estas son las razones, señor presidente, que nos
llevan a dar nuestra conformidad a las cinco enmien-
das que han sido presentadas. Y al igual que lo ha
hecho la portavoz del Grupo Parlamentario de Con-
vergència i Unió, a la que le agradezco muchísimo
sus palabras, yo también quiero pensar —y mi grupo
va a contribuir a ello todo lo posible— que esta nue-
va etapa que iniciamos o que recuperamos —quizás
sea más preciso decirlo así— de amplio consenso, de
amplio acuerdo y de permanente diálogo entre las
fuerzas políticas sobre la política que ha de seguirse
para abordar los problemas originados por el fenó-
meno de las drogas se va a mantener. Es imprescin-
dible que haya un diálogo permanente, fluido y cons-
tante, y es imprescindible que todos renunciemos a
posiciones particulares para alcanzar ese consenso.

Hoy mi grupo da una muestra de ello; se deja en el
camino un artículo de una proposición de ley que,
siendo cierto que no lo consideramos esencial, sí
pensamos que con su inclusión se hubiera mejorado
el texto. Otros grupos parlamentarios no lo conside-
ran así, y esa es nuestra aportación —que algo nos
debe de costar— para lograr el acuerdo general y el
consenso.

Gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Martinón.

Vamos a proceder a las votaciones sobre esta propo-
sición de ley. (La señora Sabanés Nadal pide la pa-
labra.)

¿Señora Sabanés?

La señora SABANÉS NADAL: Señor presidente, pi-
do la palabra para anunciar que nuestro grupo retira
la enmienda 2 al artículo número 2, en función de la
aceptación de la enmienda del Grupo Popular por el
grupo proponente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Sabanés. (El señor vicepresi-
dente, Fernández-Miranda y Lozana, ocupa la Pre-
sidencia.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Votación de las enmiendas presentadas a
la proposición de ley sobre medidas presupuestarias
aplicables al fondo procedente de los bienes decomi-
sados por tráfico de drogas y otros delitos relaciona-
dos.

Enmiendas correspondientes al Grupo Parlamenta-
rio Federal de Izquierda Unida.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 276; a favor, 275; abstenciones,
una.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Quedan aprobadas.

Enmiendas correspondientes al Grupo Parlamenta-
rio Popular.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 276; a favor, 276.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Quedan aprobadas por unanimidad. 

Votación del texto de la proposición de ley con las
enmiendas incorporadas al mismo.

Comienza la votación. (Pausa.)
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 276; a favor, 276.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Queda aprobada la proposición de ley por
unanimidad.

Se levanta la sesión.

Eran las siete y diez minutos de la tarde.

CORRECCIÓN DE ERROR: En el Diario número 111,
correspondiente a la sesión del día 29 de octubre de
1997, pregunta número 19, del señor Navas Amores al
señor vicepresidente primero del Gobierno y ministro de
la Presidencia, en la página 5641, primera columna, lí-
nea tres, figura «votaron afirmativamente 319 diputados
esta proposición no de ley», cuando debería decir: «vota-
ron 319 diputados, y los 319 diputados afirmativamente,
esta proposición no de ley.»
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